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Prólogo
Creo que las drogas han destruido muchas vidas, pero 
las malas políticas de los gobiernos han destruido mu-
chas más. Para una persona joven, tener antecedentes 
penales por un delito menor de drogas puede constituir 
una amenaza mucho mayor a su bienestar que un uso 
ocasional de drogas. Lo que la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito ha llamado “conse-
cuencias imprevistas” de nuestras políticas durante 
los últimos 50 años incluye el encarcelamiento gen-
eralizado y la creación de un enorme mercado negro 
internacional y delictivo que alimenta la violencia, la 
corrupción y la inestabilidad. Lamentablemente, el de 
las políticas de drogas nunca ha sido un ámbito en el 
que las decisiones se basen en la evidencia y la eficacia. 
Con demasiada frecuencia, parece que lo que imperan 
son argumentos ideológicos. Sin embargo, la intención 
original de las políticas de drogas, según la Convención 
Única sobre Estupefacientes de la ONU, era proteger “la 
salud física y moral de la humanidad”. Debemos reorien-
tar las políticas hacia este objetivo.

En 2011, la Comisión Global de Políticas de Drogas se 
puso en marcha para romper el tabú sobre el debate 
de la reforma de las políticas de drogas en los princi-
pales foros políticos. Llegamos a la conclusión de que la 
“guerra contra las drogas” global ha fracasado. Debemos 
aceptar que un mundo sin drogas es un espejismo y, en 
lugar de ello, centrarnos en asegurar que provoquen 
los menores daños posibles al menor número posible 
de personas. Esto significa garantizar que muera menos 
gente por sobredosis, y no que más pequeños delin-
cuentes terminen en prisión, donde sus problemas de 
drogas empeoran aún más. El uso de drogas es nocivo 
y reducir esos daños es una tarea que le corresponde al 
sistema de salud pública, no a los tribunales.

Sostenemos que son la evidencia científica y una pro-
funda preocupación por la salud y los derechos hu-
manos lo que debe determinar las políticas de drogas. 
Es hora de adoptar un enfoque más inteligente y basado 
en la salud. Esto significa acabar con la criminalización y 
la demonización de las personas que usan drogas y de 
aquellos que han cometido delitos de drogas menores 
y no violentos. A estas personas se les debería ofrecer 
apoyo, no castigarlas. Necesitamos un sistema equilib-
rado que enfatice en la salud pública, los derechos hu-
manos y el desarrollo, además de la aplicación de la ley. 

En estos momentos, nos encontramos en una encrucija-
da sobre cómo el mundo responde a las cuestiones de 
drogas. La Sesión Especial de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas sobre drogas que tendrá lugar en abril 
de 2016 será un hito importante en el camino hacia un 
enfoque más humano y eficaz. Felicito al Consorcio In-
ternacional sobre Políticas de Drogas por su incansable 
labor para orientar este camino, proporcionando una 
voz y una visibilidad colectivas a los miembros de la 
sociedad civil que lo integran y a una gran diversidad 
de socios, como la Fundación Kofi Annan y su trabajo 
sobre políticas de drogas en África Occidental. El papel 

de la sociedad civil a la hora de cuestionar y evaluar 
las políticas de drogas, e influir en ellas, ha aumentado 
extraordinariamente en los últimos años. En efecto, el 
Consorcio celebra este año su décimo aniversario, y se 
ha convertido en una fuente sólida y valiosa de análisis 
y conocimientos sobre políticas de drogas, además de 
un gran activo para muchos funcionarios y responsa-
bles de políticas gubernamentales de todo el mundo.

Por lo tanto, celebro con satisfacción esta tercera edición 
de la Guía sobre políticas de drogas del Consorcio In-
ternacional sobre Políticas de Drogas. Esta edición de la 
Guía sobre políticas de drogas es el resultado de toda 
una década de análisis y experiencias sobre el terreno; 
un exhaustivo compendio de buenas prácticas en mate-
ria de políticas de drogas que reflejan los tres pilares de 
las Naciones Unidas: paz y seguridad, desarrollo, y el Es-
tado de derecho y el respeto de los derechos humanos. 
La Guía sobre políticas de drogas representa el trabajo 
colectivo de autores de todo el mundo que han reco-
pilado un amplio acerbo de evidencias y experiencias 
en un formato conciso y legible para los responsables 
de políticas. Esta guía les será de valiosa ayuda cuando 
se embarquen en la labor de revisar y modernizar sus 
políticas y programas de drogas.

Fotografía: Eric Lefeuvre

Kofi Annan

Fundador y presidente de la Fundación Kofi Annan, 
séptimo secretario general de las Naciones Unidas 
(1997-2006) y premio Nobel de la Paz (2001)
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Es para nosotros un gran placer presentar la tercera 
edición de la Guía sobre políticas de drogas del IDPC co-
incidiendo con el décimo aniversario de nuestra red. 
Esta edición es más exhaustiva y con miras al futuro 
que las anteriores, y plasma el alcance y la diversidad 
del Consorcio, que ha ido creciendo tanto en riqueza 
geográfica como temática desde que nació, hace  
diez años.

Esta Guía recopila evidencias, buenas prácticas y ex-
periencias de todo el mundo para ofrecer un análisis 
especializado que abarque todo el espectro de las 
políticas de drogas. Este análisis ha sido posible gra-
cias a la colaboración de muchos miembros del IDPC 
– incluidas redes de las principales poblaciones afec-
tadas – y es el único documento de su clase que of-
rece un estudio tan amplio e integral sobre qué fun-
ciona y qué no en el campo de las políticas de control  
de drogas.

La necesidad de un análisis y una orientación pro-
gresistas en materia de políticas que se basen en las 
evidencias y la experiencia es hoy mayor que nunca 
en un entorno normativo en constante cambio y 
reforma. Se trata de un momento emocionante, ya 
que las voces que abogan por reorientar las políti-
cas de drogas para garantizar que estén en conso-
nancia con los derechos humanos, la salud pública, 
el desarrollo y la seguridad humana son más fuertes 
que nunca, y se han puesto en marcha reformas 
progresistas – o se está estudiando hacerlo – en var-
ios países del mundo. 

Sin embargo, en demasiados casos, las políticas 
de drogas siguen viéndose impulsadas por la ide-
ología más que por la ciencia y las evidencias. Los 
gobiernos han tendido a poner un acento excesivo 
en reducir el mercado ilícito de drogas a través de 
medidas fundamentalmente punitivas y represivas, 
a pesar de la falta de avances logrados con este 
enfoque. La incómoda verdad es que las drogas se 
usan de forma más extendida, son de más fácil acce-
so, e igual de asequibles y potentes hoy como siem-
pre;1 ha resultado imposible obstaculizar de forma 
significativa y sostenible los mercados ilícitos de 
drogas a pesar de los miles de millones de dólares 
destinados a tal fin. Además, no se pueden seguir 
justificando los graves daños colaterales provoca-
dos en aras de erradicar el comercio mundial de 
drogas. Estos daños colaterales incluyen, aunque no 
están limitados a, epidemias de VIH y hepatitis entre 
las personas que se inyectan drogas, el encarcelam-

iento en masa de millones de personas por delitos 
de drogas menores y no violentos, el menoscabo 
de los medios de vida básicos de subsistencia de 
agricultores que producen cultivos destinados al 
mercado ilícito, y en algunas partes del mundo una 
violencia e inseguridad generalizadas alimentadas 
por una respuesta “de mano dura” contra los cárte-
les de drogas por parte de los gobiernos.

Los gobiernos tienen la responsabilidad de desarr-
ollar políticas y programas que representen el uso 
más eficaz posible de los fondos públicos para pro-
teger la salud y el bienestar de su ciudadanía, y de 
garantizar respuestas normativas que no exacerben 
la vulnerabilidad social y económica ni den lugar a 
violaciones de los derechos humanos. Por lo tanto, 
es hora de modernizar nuestras respuestas al actual 
mercado global de drogas, que se está diversifican-
do rápidamente. 

Las evidencias revelan que los daños relacionados 
con drogas se pueden abordar de forma eficaz con 
políticas más equilibradas y humanas que prioricen 
la salud pública y los derechos humanos. Esto exi-
ge reconsiderar las leyes y políticas nacionales de 
control de drogas – un proceso que esta Guía busca 
apoyar – además de cambiar las narrativas en torno 
a las drogas, y hacer que el sistema de fiscalización 
internacional de drogas se adecue a la finalidad 
para la que fue creado.

En cada sección, presentamos recomendaciones y 
lecturas adicionales para ayudar a los lectores, tanto 
responsables de políticas como socios de la socie-
dad civil, a promover políticas de drogas eficaces, 
equilibradas y humanas a escala nacional, regional 
e internacional.

Cada capítulo de la Guía repasa un desafío o princip-
io normativo concreto, y ofrece consejos y recomen-
daciones:

•	 El capítulo 1 describe los cinco principios básicos 
en materia de políticas en los que coinciden to-
dos los miembros del IDPC como base de nuestro 
trabajo colectivo de incidencia política

•	 El capítulo 2 esboza los temas clave relacionados 
con la salud pública, desde la clasificación de sus-
tancias y el acceso a medicamentos esenciales, a 
la prevención de drogas, la reducción de daños y 
los servicios de tratamiento

•	 El capítulo 3 ofrece algunas pautas sobre el sis-
tema de justicia penal, como las alternativas al 
encarcelamiento, la imposición de penas propor-
cionadas, los mercados regulados y la descrimi-
nalización, y las políticas en las cárceles

•	 El capítulo 4, finalmente, aborda el tema del 

Introducción de la Directora 
Ejecutiva y del Presidente de la 
Junta del IDPC
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materiales escritos, presentaciones, diálogos con 
responsables de políticas, viajes de estudio y activ-
idades para la formación de capacidades. Para más 
información, póngase en contacto con nosotros: 
contact@idpc.net. Esperamos recibir sus comentari-
os y opiniones sobre la Guía, y mantenemos nuestro 
compromiso de seguir actualizando, refinando y 
mejorando este documento.

desarrollo, los medios de vida alternativos y los 
derechos de grupos indígenas.

A través de su red mundial de miembros y expertos, 
el IDPC también puede proporcionar a los responsa-
bles de la formulación de políticas asesoría y apoyo 
especializados para adaptar nuestras recomenda-
ciones a contextos locales; entre otros, ofrecemos 

Ann Fordham Mike Trace

mailto:contact@idpc.net


Capítulo 1: 
Principios en 

materia de 
políticas

El IDPC fomenta cinco principios fundamentales 
para la formulación y la aplicación de políticas de 
drogas nacionales e internacionales, que se anal-
izarán en detalle en este primer capítulo. Todas las 
orientaciones y recomendaciones propuestas en 
la Guía sobre políticas de drogas del IDPC se han 
desarrollado sobre la base de estos principios:

•	 Principio 1:  Las políticas de drogas de-
berían desarrollarse mediante una evaluación 
estructurada y objetiva de las prioridades y  
la evidencia 

•	 Principio 2: Las políticas de drogas de-
berían centrarse en reducir las consecuencias 
dañinas del uso de drogas ilícitas y sus merca-
dos, más que en reducir su escala

•	 Principio 3: Las políticas de drogas de-
berían desplegarse en total conformidad 
con las normas internacionales de derechos 
humanos 

•	 Principio 4: Las políticas de drogas de-
berían fomentar la integración social de gru-
pos marginados y no centrarse en medidas 
punitivas hacia ellos

•	 Principio 5: Las políticas de drogas se de-
berían desarrollar y aplicar sobre la base de 
relaciones abiertas y constructivas con la so-
ciedad civil.

Guía sobre políticas de drogas del IDPC6  
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Dada la complejidad de los factores que influyen en 
los niveles y los patrones de producción, suministro y 
consumo de drogas en cualquier territorio, los gobier-
nos deberían adoptar un enfoque integral para desar-
rollar respuestas normativas eficaces y equilibradas. El 
proceso de formulación de políticas a escala nacional 
debería incluir los componentes siguientes:

Investigación del problema
Existe una grave falta de datos en torno a los niveles 
y los patrones de producción, tráfico y uso de dogas 
en todo el mundo. Para poder desarrollar una políti-
ca de drogas fundamentada, es necesario recopilar 
tanta información como se pueda sobre el mercado 
ilícito de drogas mediante consultas amplias. En estas 
deberían participar funcionarios gubernamentales, 
pero también expertos, académicos, ONG y quienes 
se ven más directamente afectados por las políticas 
de drogas (como las personas que las consumen y los 
agricultores de subsistencia).

Identificación de los objetivos de alto nivel
Perseguir un mundo o un país sin drogas no es realista 
y es contraproducente: ningún país ha estado nunca 
remotamente cerca de alcanzar este objetivo. Sin 
embargo, un enfoque normativo centrado en la erra-
dicación y en la eliminación de los mercados ilícitos de 
drogas conduce a consecuencias negativas general-
izadas, daños colaterales, violaciones de derechos hu-
manos y daños a la salud pública. Teniendo en cuenta 
que los mercados de drogas no son inherentemente 
peligrosos ni nocivos, los objetivos de las políticas de 
drogas deberían emanar de una evaluación que deter-
mine qué consecuencias de los mercados y el uso de 
drogas son más perjudiciales para la sociedad en un 
contexto específico. Una evaluación de los principales 
daños relacionados con las drogas, y por ende la selec-
ción de las prioridades de acción, se debería efectuar 
con la participación de la sociedad civil y de las comu-
nidades afectadas, en especial representantes de per-
sonas que usan drogas y agricultores de subsistencia. 

Selección de las actividades que desplegará el 
gobierno y de los apoyos para la consecución de 
los objetivos
Cada vez se dispone de más evidencias para orientar 
a los responsables de formular políticas en el desar-
rollo de normas y programas que sean más eficaces 

para lograr los objetivos descritos en el punto anterior. 
Por ejemplo, la oferta de una gama de programas de 
tratamiento de drogas basados en evidencia puede re-
ducir la dependencia y los delitos contra la propiedad 
(véase el capítulo 2.5),2 mientras que los programas 
de agujas y jeringuillas han reducido las infecciones 
de VIH y hepatitis C (véase el capítulo 2.4).3 Aunque la 
variedad y el alcance de las actividades se verán inev-
itablemente constreñidos por la disponibilidad de re-
cursos, la prestación de medidas eficaces se traducirá 
en un mayor ahorro, al rebajar los costes financieros 
asociados con problemas sociales, de salud y de de-
lincuencia, y garantizará mejores resultados sociales y 
de salud.4

Clarificación del papel de los departamentos u 
organismos responsables de las actividades, y de 
los mecanismos de coordinación entre ellos
Los problemas de drogas de una sociedad no se 
pueden solucionar mediante una sola dependencia 
u organismo del gobierno. Una estrategia integral e 
integrada exige cooperación y coordinación entre 
muchos entes gubernamentales, incluidos los que 
trabajan en los ámbitos de salud, asuntos sociales, 
justicia, educación y asuntos exteriores. La ejecución 
exitosa de los programas debería darse en asocio con 
las autoridades locales, los grupos comunitarios y de 
base confesional, las organizaciones de la sociedad 
civil y las comunidades afectadas, como las personas 
que usan drogas y los agricultores de subsistencia. 

Asignación de recursos para respaldar estas 
actividades
Las estrategias nacionales en materia de drogas difier-
en considerablemente en lo que se refiere a los recur-
sos asignados a la fiscalización de drogas y sus diversos 
componentes. Por otro lado, el gasto en ámbitos como 
la atención de la salud, la educación, la justicia penal y 
la aplicación de la ley en general puede ser difícil de 
determinar, y puede que no se evalúe explícitamente 
su impacto en la consecución de los objetivos fijados 
por la estrategia de drogas. Los responsables de la 
formulación de políticas deben tener en cuenta los 
fondos “proactivos” que se gastan en financiar medi-
das normativas sobre drogas (es decir, en actividades 
de aplicación de la ley, campañas de prevención, 
reducción de daños y servicios de tratamiento de la 
dependencia de drogas), y el consiguiente ahorro 

Principio 1: 
Las políticas de drogas deberían desarrollarse 
mediante una evaluación estructurada y objetiva de 
las prioridades y la evidencia
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que se puede alcanzar en el gasto “reactivo” (como, 
por ejemplo, responder a la delincuencia relacionada 
con las drogas, la pérdida de actividad económica, el 
tratamiento del VIH y otras enfermedades de trans-
misión sanguínea, etc.). En la mayoría de entornos, 
la parte más importante de los fondos disponibles se 
destina a organismos de aplicación de la ley; en efecto, 
se calcula que, cada año, se gastan miles de millones 
de dólares en políticas represivas en todo el mundo.5 
Otros sectores, como la salud pública, suelen recibir 
mucha menos atención, lo cual lleva a una crisis global 
de financiación de servicios de reducción de daños 
basados en la evidencia.6 Sin embargo, desviar apenas 
una pequeña parte del gasto destinado a la aplicación 
de la ley hacia la salud pública tendría un impacto 
enorme en los daños relacionados con drogas.7

Articulación del alcance y cronogramas de la 
estrategia
Si el objetivo es aprender de los éxitos y los fraca-
sos en las políticas de drogas, es fundamental esta-
blecer mecanismos sólidos para evaluar el impacto 
de las estrategias en este ámbito. Esto requiere fijar 
objetivos y cronogramas, y comprometerse con la 
realización de revisiones objetivas y estructuradas 
de forma periódica (por ejemplo, cada cinco años). 
Aunque algunos países han elaborado estrategias 
nacionales de drogas de carácter integral que in-
cluyen objetivos claros, muy pocos han revisado su 
estrategia de forma sistemática, objetiva y transpar-

ente. La falta de evaluaciones científicas puede dar 
lugar a que se sigan aplicando medidas ineficaces 
y se pierdan oportunidades para adoptar enfoques 
más efectivos. Dado que ningún país ha conseguido 
resolver plenamente los problemas asociados con los 
mercados y el uso ilícitos de drogas, los responsables 
de adoptar políticas deben buscar constantemente 
mejores respuestas, basándose en evidencia y expe-
riencias, y no por la influencia de ideologías, intereses 
políticos o resistencia al cambio.

Identificación de indicadores adecuados para 
evaluar los avances
La evaluación de los logros de las políticas de drogas 
ha tendido a centrarse en indicadores de proceso en 
la aplicación de estrategias de lucha contra las drogas, 
es decir, en el número de detenciones, incautaciones 
o castigos. Estos indicadores no han resultado ser una 
buena guía para alcanzar reducciones reales en los 
problemas sociales o de salud relacionados con dro-
gas. Ni siquiera el aumento o la disminución del consu-
mo general de drogas indican, por sí solos, si se están 
logrando los resultados sociales y de salud deseados. 
En función de los contextos locales, estos resultados 
prioritarios para una estrategia nacional de drogas de-
berían enmarcarse en términos de minimizar los prob-
lemas sociales y de salud, y de maximizar el desarrollo 
social y económico (para más información, véase el 
principio 2). 

Actividades de difusión de pruebas de diagnóstico durante la “Semana de la Prueba de Detección de la Hepatitis 2015”. 
Centro de reducción de daños de Mouraria, ONG GAT, Lisboa, Portugal

Fo
to

gr
af

ía
: C

la
ra

 A
bd

ul
la

h



  9Guía sobre políticas de drogas del IDPC

Los gobiernos han centrado gran parte de sus inicia-
tivas de control de drogas en reducir las dimensiones 
de los mercados usando medios punitivos, con el 
convencimiento de que, de este modo, se acabarían 
reduciendo los daños relacionados con drogas.8 En 
el momento en que se redactaron las convenciones 
sobre drogas de la ONU, se daba por sentado que la 
mejor forma de alcanzar estos objetivos sociales y de 
salud consistía en acabar con la oferta ilícita de drogas 
y encarcelar a las personas que las usan, producen o 
suministran. Estas iniciativas han sido infructuosas: a 
pesar de toda la inversión política y financiera en políti-
cas represivas durante los últimos 50 años, la oferta y 
el consumo de sustancias sometidas a control inter-
nacional están más extendidos que nunca.9 En teoría, 
reducir las dimensiones de los mercados de drogas 
podría conducir a disminuir también los daños, pero 
en la práctica ha sucedido, por lo general, lo contrario. 
Por ejemplo, una operación contra una red de tráfico 
que se salde con éxito puede intensificar la violencia 
cuando las bandas rivales luchan por hacerse con el 
“vacío” dejado;10 y una acción contra una sustancia de-
terminada puede llevar a las personas a pasarse a otras 
sustancias que pueden resultar más nocivas.11

Los datos oficiales también ponen de manifiesto que 
existe muy poca correlación entre los números de 
detenciones, incautaciones o cultivos erradicados y 
el precio y la pureza de las drogas en la calle.12 Esta 
correlación es aún más escasa en lo que se refiere a 
resultados importantes para las personas y las comu-
nidades, como mejor salud pública, mayor seguridad 
y más bienestar comunitario. Limitarse a perseguir el 
objetivo a largo plazo de “una sociedad sin drogas” 
no es una política sostenible y ha propiciado que 
la atención y los recursos se desvíen a programas 
ineficaces, mientras que a los programas sociales 
y de salud que han demostrado reducir los daños 
relacionados con drogas se los priva de recursos y  
apoyo político. 

En los mercados de consumo, la detención indiscrim-
inada de personas que consumen drogas no reduce 
el uso, sino que exacerba los problemas sociales y de 
salud. Criterios como el número de detenciones o la 
represión contra drogas o redes de tráfico concretas 
son, por lo tanto, de poca relevancia para alcanzar los 
resultados deseados. En lugar de ello, las políticas de-

berían perseguir mitigar la delincuencia relacionada 
con drogas, mejorar la seguridad de las comunidades 
y reducir los problemas de salud relacionados con 
drogas, como las sobredosis y las infecciones de VIH 
y hepatitis C.

Del mismo modo, las campañas de erradicación de 
cultivos en los países productores tampoco ponen 
freno a la entrada de drogas a los mercados de consu-
mo, pero sí provoca importantes problemas sociales, 
económicos, de salud y ambientales en las comuni-
dades donde se cultivan plantas destinadas al merca-
do ilícito de drogas. Las mediciones de proceso que se 
aplican en el ámbito de la reducción de la oferta –la 
extensión de los cultivos erradicados y los niveles de 
producción de drogas– son también unos indicadores 
de progreso poco sólidos. Como el impacto local de 
estos programas de erradicación ha mostrado resulta-
dos desiguales, el mercado general para las drogas 
producidas sigue fundamentalmente intacto, ya que 
las áreas y los métodos de producción van mejorando 
y adaptándose para responder a la acción policial. 

Las personas implicadas en los niveles más bajos de 
la cadena de tráfico también son quienes soportan los 
mayores costes de las políticas prohibicionistas. Estas 
políticas han llevado al encarcelamiento en masa y han 
exacerbado la pobreza y la exclusión social, afectando 
de forma desproporcionada a las mujeres que partic-
ipan en el mercado ilícito como “mulas” o correos de 
drogas,13 así como a los jóvenes y a las minorías étnicas 
(para más información, véase el capítulo 3.4).14 

En este contexto, las políticas deberían procurar redu-
cir la violencia centrándose específicamente en los as-
pectos más violentos y perjudiciales de los mercados 
ilícitos de drogas, en lugar de dirigirse contra aquellas 
personas en los niveles más bajos de la cadena de dro-
gas. Las políticas de drogas también deberían tratar de 
mejorar el desarrollo social y económico de comuni-
dades vulnerables y marginalizadas.

El concepto de reducción de daños – que se podría 
definir como un conjunto de “políticas, programas 
y prácticas que buscan fundamentalmente reducir 
los daños asociados con el uso de drogas sin reducir 
necesariamente el consumo en sí” 15 – ha demostrado 
su eficacia para mejorar los indicadores sociales y de 
salud entre las personas que usan drogas, y se debería 

Las políticas de drogas deberían centrarse en reducir 
las consecuencias dañinas del uso de drogas ilícitas y 
sus mercados, en vez de reducir su escala

Principio 2: 
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Cuadro 1  Los criterios del éxito: indicadores de resultados para 
estrategias nacionales de drogas

aplicar a todos los aspectos de las políticas de drogas. 
Los responsables de formular tales políticas deben 
articular de forma explícita los daños concretos que 
buscan reducir; diseñar y proporcionar recursos para 
programas y políticas que cuenten con una evidencia 
razonable de su eficacia para mitigar dichos daños; y 
evaluar dichos programas y políticas con el fin de ga-
rantizar que proporcionen los resultados deseados.16

Esto exige abandonar los indicadores centrados en 
la aplicación de la ley (como detenciones e incautac-
iones) e incorporar indicadores de daños reales, como 
los niveles de delincuencia violenta y corrupción 
asociados con el tráfico de sustancias, indicadores de 
desarrollo social y económico de las comunidades en 
zonas de cultivo de drogas, y mejoras en el bienestar 
socio-económico y de salud.

A la hora de comprender la eficacia de distintos 
programas y estrategias de drogas, es importante 
tener claros desde el principio los objetivos para 
los que está concebida la política en cuestión. Las 
políticas de drogas deberían entenderse como un 
elemento que contribuye a objetivos sociales más 
amplios en el ámbito de la salud, el desarrollo y 
la seguridad. Los gobiernos deberían articular un 
conjunto de objetivos e indicadores de resultados 
que se ajusten a sus circunstancias específicas, 
pero unas directrices generales sobre los posibles 
ámbitos que deberían abarcar incluirían:

•	 Salud – Una reducción en el número de muertes 
por sobredosis; una reducción en las infecciones 
de VIH o hepatitis relacionadas con drogas; 
una reducción en el número de personas que 
experimentan dependencia de drogas; y una 
mejor gestión del alivio del dolor y los cuidados 
paliativos a través de un mejor acceso a medica-
mentos esenciales.

•	 Derechos humanos – La eliminación de la 
pena de muerte por delitos de drogas; el cierre 
de centros obligatorios para personas que usan 
drogas; acceso mejorado a la justicia para las 
víctimas de abusos de los derechos humanos 
vinculados con operaciones de aplicación de 
la ley; acceso mejorado a servicios sociales y de 
salud adaptados a los jóvenes y con perspectiva 
de género.

•	 Desarrollo – Una gobernanza y unas autor-
idades legítimas reforzadas; el desarrollo de

economías lícitas; el alivio de la pobreza en zo-
nas de producción, tráfico o venta al por menor 
concentrada de drogas, mediante estrategias 
de desarrollo rural y urbano que abarquen el 
acceso a educación, empleo, tierra, apoyo so-
cial, infraestructuras mejoradas y mejor acceso 
a mercados lícitos, etc.

•	 Seguridad – Una reducción de la violencia 
relacionada con los mercados de drogas; una 
reducción en el poder y el alcance de la de-
lincuencia organizada; una reducción en la 
corrupción y el blanqueo de capitales; una 
reducción en los desplazamientos internos 
relacionados con medidas de reducción de la 
oferta; una reducción en el número y el porcen-
taje de las personas encarceladas por delitos 
de drogas de carácter menor y no violento; una 
reducción en los delitos violentos y contra la 
propiedad asociados con la dependencia de 
drogas, con especial énfasis en las medidas 
represivas que se centran en los aspectos más 
nocivos del mercado ilícito de drogas, y no en 
traficantes de pequeña escala y no violentos, 
personas que usan drogas y comunidades 
agrícolas vulnerables. 

Toda estrategia o programa de control de drogas 
se debería evaluar de forma explícita teniendo en 
cuenta en qué medida alcanzan o contribuyen a 
alcanzar estos resultados.
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Los organismos de control de drogas y los gobiernos 
están sujetos a las obligaciones generales consagradas 
por los artículos 55 y 56 de la Carta de la ONU de 1945, 
que promueven el respeto y la observancia universales 
de los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales.17 Los derechos humanos emanan de la dignidad 
y el valor de la persona humana.18 Son universales, 
interdependientes, indivisibles, inalienables y están rel-
acionados entre sí,19 lo cual significa que nadie puede 
ser despojado de ellos por cultivar, transportar o usar 
drogas controladas a escala internacional ni por traficar 
con ellas, o por vivir con VIH. Como proclamó en 2009 la 
Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos, Navanethem Pillay: “Las personas que 
consumen drogas no pierden sus derechos humanos”.20

Los derechos humanos no son una mera declaración 
de principios; los Estados tienen también obligaciones 
vinculantes de respetarlos, protegerlos y cumplirlos en 
virtud del derecho internacional.21 Esto significa que 
los gobiernos no deberían menoscabar el disfrute de 
los derechos humanos de sus ciudadanos (incluidas las 
personas que usan y/o cultivan drogas) ni permitir que 
lo hagan terceras partes. También deberían adoptar 
las medidas adecuadas – legislativas, constitucionales, 
presupuestarias y de cualquier otra índole – para hacer 

Las políticas de drogas deberían desplegarse en total 
conformidad con las normas internacionales de 
derechos humanos

Principio 3: 

plenamente efectivos los derechos humanos de todos 
sus ciudadanos y ciudadanas.

Sin embargo, los gobiernos y las autoridades encar-
gadas de la aplicación de la ley no han prestado la 
suficiente atención a los derechos y libertades funda-
mentales de las personas en el momento de elaborar y 
poner en práctica las políticas nacionales sobre drogas 
(véase la tabla 1). Organismos de derechos humanos 
de la ONU han manifestado constantemente su pre-
ocupación por los abusos de derechos humanos que 
siguen proliferando bajo los auspicios de las políticas 
de drogas.22 En 2015, la Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
publicó un informe que ofrece un análisis sólido de 
las consecuencias negativas del control de drogas 
sobre el cumplimiento de los derechos humanos.23 
Además, el Consejo de Derechos Humanos acogió una 
mesa redonda sobre el impacto del problema mundial 
de las drogas sobre los derechos humanos en su 30º 
período ordinario de sesiones, en que se resaltaron los 
principales ámbitos de preocupación y posibilidades 
de reforma.24 Estos dos hechos constituyen pasos sig-
nificativos para abordar las violaciones de derechos 
humanos que se están produciendo en el nombre del 
control de drogas. 

Una enfermera de cuidados paliativos y asistente jurídica del Hospicio de Nyeri proporciona servicios jurídicos y 
medicamentos contra el dolor a un paciente de cáncer en Nyeri, Kenya

Fotografía: Sven Torfinn/Panos, O
pen Society Foundations
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Derecho 
humano

Convención internacional sobre derechos 
humanos

Violaciones en nombre del control de 
drogas

Derecho a la 
vida

•	 Artículo 4 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, 1948

•	 Artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 1966

•	 Uso de la pena capital por delitos de 
drogas25

•	 Ejecuciones extrajudiciales por parte 
de organismos de aplicación de la 
ley26 

Derecho a 
disfrutar del 
más alto nivel 
posible de 
salud física y 
mental

•	 Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS), 1946

•	 Artículo 25 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, 1948

•	 Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 1966

•	 Acceso limitado a medicamentos 
esenciales, incluidos aquellos para el 
alivio del dolor27 

•	 Acceso limitado a tratamiento para 
la dependencia de drogas humano 
y basado en evidencia, incluida la 
terapia de sustitución de opioides28

•	 Acceso limitado a servicios de reduc-
ción de daños que evitarían sobre-
dosis y el contagio de infecciones de 
transmisión sanguínea como el VIH y 
la hepatitis C29

Derecho a no 
ser sometido 
a detención 
o prisión 
arbitrarias

•	 Artículo 9 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, 1948

•	 Artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 1966

•	 Acoso de personas que usan drogas 
por parte de agentes policiales para 
cumplir con cuotas de detención30

•	 Detención arbitraria de personas que 
usan drogas31

•	 Acoso y abusos sexuales de personas 
que usan drogas por fuerzas poli-
ciales32

Derecho a un 
juicio justo

•	 Artículo 10 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, 1948

•	 Artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos, 1950

•	 Negación de libertad condicional, 
indulto, amnistía o alternativas al en-
carcelamiento a las personas conde-
nadas por un delito de drogas33

•	 Uso de la detención preventiva, las 
condenas obligatorias y las penas 
desproporcionadas contra personas 
implicadas en delitos menores de 
drogas34

•	 Remisión a centros obligatorios para 
usuarios de drogas sin el debido 
proceso o juicio35

Derecho a no 
ser sometido 
a torturas 
ni a tratos o 
penas crueles, 
inhumanos o 
degradantes

•	 Artículo 5 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, 1948

•	 Artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 1966

•	 Declaración sobre la Protección de todas las 
Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, 1975

•	 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 1984

•	 Abusos en centros obligatorios para 
usuarios de drogas36

•	 Uso de castigos corporales contra los 
autores de delitos de drogas, como 
azotes, flagelación y latigazos37

Tabla 1. Violaciones de los derechos humanos en nombre del control de drogas
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Derecho ano 
ser sometido a
esclavitud

•	 Artículo 4 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, 1948

•	 Artículo 8 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, 1966

•	 Uso de trabajos forzados en nombre del 
tratamiento de drogas38

Derechos 
sociales y	
económicos

•	 Artículo 22 (y siguientes) de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, 1948

•	 Artículo 6 y 7 (y siguientes) del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 1966

•	 Convenio sobre pueblos indígenas y tri-
bales en países independientes, 1989

•	 Puesta en práctica de campañas de 
erradicación forzosa de cultivos, dejan-
do a muchos campesinos sin medios de 
subsistencia39

•	 Destrucción de tierras, cultivos alimen-
ticios y reservas de agua debido a las 
fumigaciones aéreas40

•	 Negación del derecho de los grupos in-
dígenas a usar sustancias controladas con 
fines tradicionales y religiosos41

Derecho 
a no sufrir 
ningún tipo de 
discriminación

•	 Artículo 7 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, 1948

•	 Artículo 26 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, 1966

•	 Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación 
Racial, 1965

•	 Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la 
mujer, 1979

•	 Aplicación discriminatoria de las leyes 
de control de drogas, especialmente con 
respecto a personas de minorías étnicas,42 
indígenas, jóvenes y mujeres43

•	 Derecho a la 
intimidad44

•	 Artículo 12 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, 1948

•	 Práctica de detener y registrar a personas, 
incluidos niños y niñas  en edad escolar, 
por sospechar que llevan drogas45

•	 Pruebas forzadas de orina46

•	 Práctica de incluir a las personas que usan 
drogas en registros gubernamentales47

•	 Intercambio de información médica confi-
dencial de una persona detenida por uso 
de drogas o sometida a tratamiento de 
dependencia de drogas con la policía48

Derecho a 
estar protegido 
contra el 
uso ilícito de 
stupefacientes

•	 Artículo 33 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, 1989

•	 Denegación de servicios de reducción de 
daños dirigidos a jóvenes49

•	 Uso de medidas de prevención de drogas 
ineficaces y estigmatizantes50

No hay duda de que actualmente se reconoce que 
los derechos humanos son un tema que no se puede 
seguir obviando en el planteamiento de las políticas 
de control de drogas. Se necesita un cambio de para-

digma que reconozca las normas sobre derechos hu-
manos como elemento clave del marco jurídico para 
formular políticas de drogas.51
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Las políticas de drogas deberían fomentar la 
integración social de grupos marginados y no 
centrarse en medidas punitivas hacia ellos

Principio 4: 

La prevalencia del uso de drogas entre distintos grupos 
sociales varía según el país. Sin embargo, en todas las 
sociedades parece imperar una tendencia común: los 
daños relacionados con drogas se concentran sobre 
todo entre los grupos más marginalizados. Este hecho 
no resulta sorpresivo, ya que la evidencia muestra que 
la dureza de las condiciones de vida y los traumas 
asociados son factores importantes que contribuyen 
a la dependencia de drogas.52 Asimismo, el cultivo de 
productos destinados al mercado ilícito de drogas se 
concentra en las zonas más pobres del mundo,53 y las 
personas que se dedican al microtráfico también sue-
len proceder de entornos pobres y socialmente mar-
ginalizados.54 Las operaciones de drogas a gran escala 
también tienen más probabilidades de producirse en 
naciones y regiones subdesarrolladas, con una gober-
nanza más endeble y de menor capacidad.55

Aunque los gobiernos y la comunidad internacional se 
centren en mejorar las condiciones de vida de grupos 
marginalizados e integrarlos con más fuerza en los 
sectores sociales y económicos dominantes, muchos 
aspectos de las políticas nacionales de control de dro-
gas tienen el efecto contrario:

•	 La estigmatización generalizada del uso de drogas 
(y, por extensión, de quienes las usan) marginaliza a 
personas y a comunidades enteras

•	 La criminalización generalizada del uso de drogas 
significa que las personas que son sorprendidas 
consumiendo drogas o en posesión de estas (es-
pecialmente jóvenes) suelen acabar con anteced-
entes penales, lo cual puede llevar a su exclusión de 
ámbitos como el educativo y el laboral, agudizan-
do su vulnerabilidad frente a problemas sociales, 
económicos y de salud

•	 Los programas que se centran en detenciones y en 
duras sanciones penales contra las personas que 
usan drogas y agricultores de subsistencia tienen 
un escaso efecto de disuasión, y solo sirven para 
incrementar su exposición a riesgos de salud, delin-
cuencia y violencia

•	 Las actividades y los abusos de las autoridades en-
cargadas de hacer cumplir la ley pueden disuadir 
a las personas que usan drogas de acceder a pro-
gramas sociales y de salud que se han diseñado  
para ellas

•	 Los programas de erradicación forzada de cultivos 
menoscaban los medios de vida básicos de los ag-
ricultores de subsistencia que producen cultivos 
para el mercado ilícito, y los sumen todavía más en 
la pobreza

•	 Las duras sanciones penales impuestas a las mulas 
de drogas y a microtraficantes – en especial mu-
jeres – han exacerbado su pobreza y vulnerabili-
dad, obstaculizando su acceso a empleos lícitos y 
servicios sociales.

La marginalización social se puede minimizar dis-
minuyendo las detenciones generalizadas y los casti-
gos duros de las personas implicadas en delitos meno-
res de drogas, y adoptando políticas y programas que 
afronten la marginalización y estigmatización de gru-
pos vulnerables. Para abordar estas cuestiones, muchos 
países se están decantando actualmente por políticas 
menos punitivas, como: la descriminalización (el 
delito deja de castigarse con una sanción penal); la 
despenalización (se reducen las sanciones penales 
aplicadas a los delitos de drogas); alternativas al en-
carcelamiento; y revisión de leyes y directrices para 
la imposición de penas que garanticen penas más 
proporcionales. Otros están estudiando mercados 
regulados para algunas sustancias. En el capítulo 3 se 
ofrece más información sobre estas opciones normati-
vas. El objetivo es reducir la securitización del control 
de drogas y avanzar hacia políticas basadas en la salud, 
los derechos humanos y el desarrollo (para más infor-
mación, véanse los capítulos 2 y 4). Por ejemplo: 

•	 Las leyes de drogas y las estrategias para su apli-
cación deberían evitar medidas que empeoren 
la marginalización de las personas que están im-
plicadas en los niveles más bajos del comercio de 
drogas, como personas usuarias, agricultores de 
subsistencia que participan en la producción de 
cultivos destinados al mercado ilícito de drogas y 
microtraficantes

•	 Los programas de tratamiento de la dependencia 
de drogas se deberían basar en evidencia y cen-
trarse en facilitar que las personas persigan los 
objetivos de recuperación que ellas mismas se han 
fijado, así como en apoyar su inclusión social en sus 
comunidades

•	 Los programas de reducción de daños se deberían 
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adoptar, apoyar, financiar adecuadamente y ampli-
ar, y se deberían consagrar en un entorno normati-
vo propicio

•	 Las medidas represivas contra autores de delitos 
menores se deberían basar en alternativas al en-
carcelamiento y en la prestación de servicios que 
aborden las causas fundamentales que originan la 
vinculación en el comercio de drogas. Esto es es-
pecialmente importante en el caso de autores de 
delitos con hijos y otras personas a cargo

•	 Las estrategias de drogas en las zonas de cultivo 
de drogas se deberían centrar en enfoques debida-
mente planeados de desarrollo rural

•	 Los representantes de los grupos más afectados por 
las políticas de drogas tienen derecho a participar 
en el diseño y la aplicación de tales políticas y de los 
programas afines. Su participación garantiza que 
estas políticas y programas estén bien fundamen-
tados, sean eficaces y no den lugar a consecuencias 
negativas no deseadas (véase el capítulo 1.5).56
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Cuadro  1  Extracto de la 
Declaración de consenso 
sobre el uso de drogas bajo  
la prohibición de INPUD59

 
Derecho 10: Las personas que usan drogas 
tienen el derecho de reunirse, asociarse y  
formar organizaciones

•	 Demanda 20: Las personas que usan drogas 
deben ser respetadas en tanto expertas de sus 
propias vidas y experiencias vividas.

•	 Demanda 21: La participación de personas 
que usan drogas en los debates y la formu-
lación de políticas debe ser significativa, no 
simbólica.

•	 Demanda 22: El bienestar y la salud de las per-
sonas que usan drogas y sus comunidades se 
deben tener en cuenta, sobre todo y ante todo, 
en la formulación de leyes y políticas relacion-
adas con el uso de drogas.

Para efectos de la presente Guía, el término “sociedad 
civil” comprende a las personas y las comunidades 
más afectadas por las políticas de drogas (como perso-
nas que consumen sustancias, personas que viven con 
el VIH, personas que producen cultivos destinados al 
mercado ilícito de drogas, pueblos indígenas, jóvenes 
y mujeres), a proveedores de servicios de reducción 
de daños, ONG, organizaciones de base confesional, 
académicos que trabajan en el ámbito de las políticas 
de drogas, etc.

En la mayoría de ámbitos de las políticas sociales, se 
suele reconocer que la participación de personas y 
comunidades afectadas es vital para una respuesta 
eficaz y sostenible. En el campo del VIH, por ejemplo, 
la necesidad de involucrar de forma significativa a 
las personas que viven con el virus se asumió en una 
etapa temprana como una pieza fundamental de toda 
iniciativa para luchar contra la epidemia. En estos 
ámbitos, las poblaciones afectadas –y la sociedad civil 
en general– desempeñan una función esencial en la 
conceptualización, el estudio, el diseño, la aplicación 
y la evaluación de políticas y programas en todos los 
niveles, así como en garantizar la transparencia, buena 
gobernanza y rendición de cuentas de organismos gu-
bernamentales e inter-gubernamentales.

En el campo de las políticas de drogas, las organiza-
ciones de la sociedad civil desempeñan un papel 
cada vez más importante en el análisis de temas rel-
acionados con drogas y en la ejecución y evaluación 
de programas y servicios. Gracias a sus conocimientos 
y comprensión de los mercados de drogas y de las 
comunidades que las consumen, además de su ca-
pacidad para llegar a los grupos más marginalizados 
de la sociedad, las organizaciones de la sociedad civil 
representan una invaluable fuente de información y 
experiencia para los responsables de formular políti-
cas. Esto es especialmente cierto en el caso de las 
organizaciones que representan a personas que usan 
drogas y a agricultores de subsistencia que participan 
en la producción de cultivos ilícitos. Sin embargo, las 
susceptibilidades políticas que rodean a las drogas 
han llevado a que los responsables de políticas muchas 
veces ignoren o eviten las perspectivas (en ocasiones 
muy desafiantes) de la sociedad civil, o consideren 
que la participación de la sociedad civil representa un 
problema en sí mismo.57

Las políticas de drogas se deberían desarrollar 
y aplicar sobre la base de relaciones abiertas y 
constructivas con la sociedad civil

Principio 5: 

Cada vez más, el sistema de control de drogas de la 
ONU ha empezado a reconocer el valor añadido que 
las organizaciones de la sociedad civil han aportado al 
debate. Por ejemplo, en 2008, se creó un mecanismo 
estructurado para la participación de la sociedad civil 
en la revisión de las políticas de drogas 10 años después 
de la Sesión Especial de la Asamblea General de la 
ONU (UNGASS) sobre drogas de 1998 (que se celebró 
bajo la consigna de “Un mundo sin drogas; podemos 
lograrlo”). La iniciativa “Más allá de 2008” – un proyecto 
del Comité de ONG de Viena sobre Drogas (VNGOC) en 
colaboración con el Comité de ONG de Nueva York so-
bre Drogas (NYNGOC)– reunió a representantes de la 
sociedad civil de todo el mundo para discutir los temas 
sobre la mesa y acordar una declaración.58 

En el período previo a la UNGASS sobre drogas de 2016 
se coordinó una iniciativa parecida, con la creación de 
un Grupo de Trabajo de la Sociedad Civil que incluía 
a representantes de la sociedad civil de todas las re-
giones del mundo y a representantes de las principales 
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programas, y llegar a los grupos más vulnerables y 
marginalizados

•	 crear una red dinámica de organizaciones de la so-
ciedad civil capaz de apoyar el diseño, la aplicación, 
la supervisión y la evaluación de políticas y progra-
mas eficaces.

Así pues, se deberían crear canales de comunicación 
respetuosos, estratégicos, constructivos, transparentes 
y responsables entre gobiernos y representantes de la 
sociedad civil con el fin de garantizar un intercambio 
significativo y respetuoso de información y perspecti-
vas. Sin embargo, las condiciones para un diálogo ver-
daderamente abierto, respetuoso y significativo con 
aquellas personas más directamente afectadas por las 
políticas de drogas solo se crearán si los gobiernos eli-
minan las sanciones penales a las personas que usan 
drogas y a los agricultores de subsistencia se dedican 
a la producción de cultivos ilícitos.65 

poblaciones afectadas.60 Por otro lado, la participación 
de la sociedad civil también ha mejorado de forma 
notable con el paso del tiempo en los períodos de ses-
iones anuales de la Comisión de Estupefacientes de la 
ONU (CND) en Viena; ahora, algunas delegaciones gu-
bernamentales invitan a ONG a formar parte de ellas, 
existe una mayor coordinación entre la sociedad civil 
y se ofrecen más oportunidades para intervenir en los 
debates que se celebran y acceder a ellos.

La participación de la Red Internacional de Personas 
que Usan Drogas (INPUD) y de otras redes regionales 
y nacionales ha sido decisiva para promover políticas 
de drogas humanas y basadas en la evidencia en estos 
foros internacionales, así como en el plano nacional.61 
Las redes de personas que usan drogas son esenciales 
para la elaboración de políticas de tratamiento y de re-
ducción de daños eficaces y humanas. La participación 
significativa en los servicios de reducción de daños, 
tratamiento y servicios de salud en general es una me-
dida y salvaguardia clave de garantía de calidad. Las 
actividades de divulgación y apoyo entre pares han 
sido fundamentales para llegar a comunidades mar-
ginalizadas de personas que usan drogas con men-
sajes de reducción de daños específicos y precisos, y 
con servicios que salvan vidas. 

También han surgido asociaciones de productores 
de cultivos ilícitos, y se han redactado varias declara-
ciones para trazar las preocupaciones relacionadas 
con las políticas de drogas en las zonas de cultivo y of-
recer recomendaciones sobre políticas alternativas.62 
Se han organizado debates entre responsables de 
políticas y agricultores de subsistencia, por ejemplo, 
en países como Bolivia y Colombia, garantizando que 
las políticas dirigidas a las zonas de cultivo aborden 
los problemas a los que se enfrentan las comunidades 
locales y no provoquen daños adicionales (para más 
información, véase el capítulo 4.2).63 

La participación positiva de la sociedad civil en debates 
sobre políticas de drogas es muy provechosa para que 
los encargados de diseñar las políticas puedan:

•	 establecer objetivos y prioridades, y formular políti-
cas mejor fundamentadas, basadas en experiencias 
y recomendaciones prácticas

•	 facilitar la comunicación entre responsables de 
políticas y actores clave de la sociedad civil, garanti-
zando que las personas y las comunidades particip-
en en la planificación de las intervenciones que les 
afectarán

•	 establecer alianzas, mutuamente ventajosas, con 
organizaciones de la sociedad civil para emprender 
la elaboración conjunta y/o la ejecución de 

Cuadro  2  Extracto de la 
Declaración política del Foro 
Mundial de Productores de 
Cultivos Declarados Ilícitos64

Sobre organización social y relaciones con el 
Estado 

•	 Las asociaciones/organizaciones de produc-
tores de plantas declaradas ilícitas en algunas 
regiones son fuertes, pero en otras incipientes, 
inexistentes o prohibidas por el Estado. 

•	 En muchos países, las relaciones con las autor-
idades de gobiernos son conflictivas porque las 
autoridades no cumplen los pactos firmados. 

•	 Existe una influencia geopolítica de las po-
tencias mundiales que resulta negativa en la 
relación entre los productores y sus gobiernos. 

•	 Las organizaciones de productores deben ser 
tomadas en cuenta, deben ser parte de los de-
bates y toma de decisiones, a todos los niveles; 
con sus propios gobiernos, donantes y la ONU. 

•	 Las organizaciones internacionales y los 
gobiernos deben reconocer y respetar que 
cada país tiene una realidad diferente y que 
ésta debe ser tomada en cuenta al momento 
de plantear políticas.
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Capítulo 2: 
Políticas y 

programas de 
salud



Los preámbulos de las convenciones de drogas de 
1961 y 1971 establecen que el objetivo primordial 
de los tratados es proteger la salud y el bienestar de 
la humanidad.66 El derecho a la salud también está 
protegido por varios instrumentos internacionales 
de derechos humanos. La protección de la salud, 
por lo tanto, debería ser un elemento central de 
cualquier política nacional de drogas. Los tratados 
de control de drogas de la ONU también imponen 
una doble obligación a los Estados miembros: por 
un lado, la de prohibir la producción, la venta y el 
uso con fines recreativos de sustancias sometidas 
a fiscalización internacional y, al mismo tiempo, 
garantizar el acceso a estas con fines médicos y 
científicos. En la práctica, sin embargo, el acento se 
ha puesto en reducir las dimensiones del mercado 
ilícito de drogas mediante políticas orientadas a la 
prohibición, mientras que se ha dedicado mucha 
menos atención a la necesidad de garantizar la 
disponibilidad de sustancias controladas para fines 
médicos y científicos. 

La “clasificación en las listas” es una pieza clave de 
toda política de control de drogas. Es el mecanis-
mo mediante el que las personas responsables de 
políticas clasifican las sustancias fiscalizadas en 
distintas listas, en función del nivel de daño y sus 
posibles usos médicos y científicos. No obstante, la 
clasificación ha planteado muchos problemas de 
carácter político, técnico e ideológico. El capítulo 
2.1 repasa las prácticas y pruebas existentes sobre 
la clasificación de sustancias – con especial énfasis 
en el cannabis, el khat, la ketamina y las nuevas 
sustancias psicoactivas – con el objetivo de ofrecer 
orientación sobre la mejor forma de superar los 
principales desafíos que entraña la clasificación de 
sustancias en listas. 

La clasificación de sustancias controladas tiene 
un impacto significativo en si una determinada 
sustancia estaría disponible para fines médicos y 
científicos, que es uno de los objetivos centrales 
del sistema de control de drogas de la ONU. Sin 

embargo, como se destaca en el capítulo 2.2, 
actualmente 5.500 millones de personas viven en 
países con un acceso nulo o limitado a medicamen-
tos fiscalizados. El capítulo presenta una serie de 
recomendaciones prácticas sobre cómo eliminar 
las barreras legislativas, técnicas e ideológicas que 
impiden el acceso a medicamentos controlados 
con fines médicos. 

El capítulo 2 luego se enfoca en las políticas y los 
programas de salud dirigidos específicamente a 
personas que usan drogas. El uso de drogas puede 
desembocar en consecuencias de salud prevenibles, 
incluyendo la transmisión de infecciones como la 
hepatitis B y C y el VIH, la muerte por sobredosis, y el 
agravamiento de enfermedades físicas o psiquiátri-
cas existentes. Por este motivo, es fundamental que 
desarrollar un enfoque de salud integral para abord-
ar el uso y la dependencia de drogas.

El capítulo 2.3 proporciona directrices sobre cómo 
desarrollar programas de prevención de drogas 
eficaces y basados en evidencia empírica centrán-
dose en identificar objetivos, métodos y contextos, 
partiendo de estándares internacionales de calidad 
en la prevención de drogas que se hayan desarrol-
lado hasta la fecha.

El capítulo 2.4 revisa las pruebas internacionales 
en materia de reducción de daños y presenta una 
lista de principios e intervenciones que se de-
berían desarrollar para abordar los daños social-
es, económicos y de salud asociados con el uso  
de drogas. 

Finalmente, el capítulo 2.5 se ocupa del tratami-
ento de la dependencia de drogas, brindando una 
guía de cómo desarrollar y poner en práctica una 
gama integral de programas de tratamiento de la 
dependencia de drogas eficaces, voluntarios y de 
basados en evidencia empírica, con recomenda-
ciones detalladas sobre referencias, métodos y 
contextos de tratamiento, así como otros servicios 
asociados de asistencia social. 

Introducción al capítulo
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Introducción
A pesar de un ser una cuestión técnica compleja, la cla-
sificación es una pieza clave del control de drogas. Tan-
to el derecho internacional recogido en los tratados de 
fiscalización de drogas de la ONU como los sistemas 
de legislación nacional contemplan clasificaciones 
jerárquicas basadas en el grado de riesgo y el nivel de 
utilidad médica asociados con sustancias controladas. 

Estas jerarquías se suelen conocer como “listas”, y su 
objetivo es asignar un nivel adecuado de control a 
un determinado grupo de sustancias. Su objetivo 
es reservar las medidas de control más estricto a las 
sustancias consideradas más peligrosas. Del mismo 

modo, las sustancias que se consideran que entrañan 
el menor nivel de riesgo se asignan a la lista menos 
restrictiva. La utilidad médica de las drogas también 
se tiene en cuenta en la decisión de asignar una sus-
tancia a la lista apropiada en las leyes y las políticas de 
drogas. Sin embargo, que estas clasificaciones sean 
adecuadas en la práctica es una cuestión que genera 
mucha controversia, ya que a menudo están basadas 
en creencias culturales o en incidentes históricos, y no 
en pruebas científicas.67

El mandato de examinar científicamente las sustancias 
propuestas para control internacional le corresponde a 
la Organización Mundial de la Salud (OMS); en el ámb-
ito nacional, muchos países han creado organismos 

Clasificación en listas de sustancias
2.1

•	 Los organismos internacionales de control de 
drogas y los responsables de políticas en el ámb-
ito nacional deberían alcanzar el debido grado 
de equilibrio entre la restricción de los daños y 
la utilidad médica de una sustancia cuando se 
tomen decisiones para su clasificación

•	 El régimen de fiscalización internacional de dro-
gas de la ONU debería revisar con urgencia sus 
procesos de clasificación para garantizar que 
estos reflejen la última evidencia disponible y las 
necesidades actuales de respuesta en materia 
de drogas. Esta tarea se le debería asignar a un 
grupo de personas expertas, y las recomenda-
ciones planteadas se deberían trasladar a los 
gobiernos para ayudarles a reestructurar sus 
procesos nacionales de clasificación

•	 El papel de los exámenes científicos —realiza-
dos por el Comité de Expertos de la OMS en 
Farmacodependencia— se debería fortalecer 
y proteger como elemento de los procesos de 
clasificación internacional en el plano de la ONU, 
incluidos los exámenes periódicos periódicas 
obligatorios de sustancias fiscalizadas actual-
mente (como el cannabis) para reflejar cualquier 

evidencia nueva y realizar los ajustes necesarios 
en la respuesta normativa

•	 En caso de que no existan, los responsables 
de políticas deberían establecer comités con-
sultivos nacionales formados por expertos en 
ciencia y en ciencias sociales con el mandato de 
recomendar las clasificaciones adecuadas para 
las sustancias propuestas para control

•	 Los responsables de las políticas deberían estar 
obligados a aceptar las recomendaciones de sus 
comités consultivos. Si los gobiernos rechazan el 
asesoramiento de sus comités de expertos, los 
motivos para ello se deberían articular de forma 
sistemática y transparente, y basarse en pruebas 
empíricas

•	 Los problemas singulares que plantean las nue-
vas sustancias psicoactivas (NSP) se deberían 
considerar como una oportunidad para mejores 
enfoques de clasificación fundamentados en 
evidencias. Por ejemplo, el método adoptado 
originalmente en Nueva Zelanda se debería 
restablecer, y sus resultados se deberían super-
visar y estudiar para analizar las posibilidades de 
reproducirlo en otros lugares.

Principales recomendaciones
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especializados para asesorar a sus gobiernos sobre las 
listas adecuadas para cada sustancia. Es de gran impor-
tancia que el principio de revisión científica, que debe 
ser independiente de los gobiernos, se mantenga, y 
que la evaluación de las sustancias propuestas para 
ser sometidas a control se lleve a cabo sobre una base 
científica. Sin embargo, muchas veces los gobiernos 
son reacios en acatar el asesoramiento de sus propios 
órganos consultivos, temiendo la reacción del público 
a las recomendaciones científicas sobre el control de 
drogas o manteniendo posiciones ideológicas sobre las 
sustancias que van en contra del dictamen científico. 

La clasificación se ha convertido en los últimos años 
en una cuestión más compleja debido a la aparición 
de un gran número de nuevas sustancias psicoactivas 
(NSP). Estas sustancias han generado un sentimiento 
de pánico entre muchos gobiernos. La proliferación 
de estas nuevas sustancias —y las formas dinámicas 
mediante las que se producen y se llevan al mercado, 
a través de internet y de redes sociales— ha llevado a 
la conclusión de que los procesos tradicionales para la 
inclusión de sustancias en listas, que conllevan unos 
minuciosos exámenes científicos, son demasiado len-
tos y enredados para satisfacer los requisitos de con-
trol que plantea esta situación sin precedentes.

Asuntos legislativos y de política 
relacionados

Jerarquías de daños basadas en evidencia empírica
Se debería procurar que la clasificación de sustancias 
se base en jerarquías de daños y, además, en un equi-

librio entre dichos daños y el uso médico. El gráfico 
1 representa un patrón alternativo de clasificación 
derivado del trabajo del profesor David Nutt en el 
Reino Unido.68 En él se compara una “evaluación del 
daño de expertos independientes” con la clasificación 
vigente en el sistema de fiscalización internacional de 
drogas administrado por la ONU. Cabe destacar que 
las dos listas difieren de manera notable; el cannabis, 
por ejemplo, está incluido en la lista de drogas más 
peligrosas (y sin ningún valor médico) en el sistema de 
la ONU, mientras que el sistema de Nutt lo clasifica en 
la categoría de bajo riesgo. Algo parecido sucede con 
el LSD y el éxtasis. 

En general, el sistema de la ONU clasifica muchas sus-
tancias como “muy peligrosas”, probablemente debido 
a factores culturales e históricos de principios y media-
dos del siglo XX, durante el que tendieron a imperar 
los juicios de valor del período colonial, así como la 
xenofobia y el racismo.

En 2007, la clasificación de Nutt incluía la ketamina 
muy cerca de las drogas más peligrosas en su esca-
la,69 mientras que, por el momento, la sustancia no 
está incluida en las listas del sistema de la ONU. Si 
bien se están debatiendo propuestas para clasificarla 
—como veremos más adelante—, aunque estas ini-
ciativas salieran adelante, la ketamina se clasificaría 
como una sustancia de bajo riesgo debido a su alto 
valor médico. Esto demuestra la dificultad de asignar 
listas científicas a sustancias psicoactivas mediante 
un examen objetivo basado en pruebas empíricas, 
tanto de los daños como de los beneficios médicos. 
La mejor práctica en estos momentos implica que 
las recomendaciones formuladas por comités de 

Ketamina 

Fotografía: W
ikipedia
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científicos expertos orienten a los gobiernos en base 
a la información disponible, y que los gobiernos 
fundamenten sus decisiones normativas en dichas  
recomendaciones. 

Evaluación del uso médico de sustancias
La campaña contra el consumo no médico de sustan-
cias controladas, que se libró durante gran parte del 
siglo XX, ha dado lugar a un sesgo contra el suministro 
de sustancias controladas para uso médico, lo que 
demuestra una vez más el desequilibrio en el sistema 
internacional y los contextos normativos internos de 
muchos países.

En el 58º período de sesiones de la Comisión de Estu-
pefacientes (CND), que tuvo lugar en marzo de 2015, 
se propuso que la ketamina se fiscalizara incluyéndola 
en la Lista IV del Convenio sobre Sustancias Sicotrópi-
cas de 1971.71 La iniciativa estaba motivada por la 

expansión en el uso recreativo de la ketamina, espe-
cialmente en China y el sudeste asiático, y el aumento 
de los daños asociados, como el síndrome de vejiga 
inducido por ketamina, y de patrones de dependencia 
que no se habían observado hasta la fecha entre las 
poblaciones que usaban la sustancia con fines recre-
ativos. Profesionales médicos y clínicos, ONG que tra-
bajan en el ámbito de las políticas de drogas y algunos 
gobiernos iniciaron una campaña para oponerse a la 
propuesta de clasificar la ketamina, ya que la sustancia 
es un analgésico vital en medicina humana y veteri-
naria, en particular en zonas rurales de países de renta 
baja y media. La restricción sobre la ketamina derivada 
del control internacional probablemente no afectaría 
de forma negativa a los países ricos, pero los países 
en desarrollo carecerían de los recursos económicos, 
administrativos y técnicos necesarios para cumplir con 
los requisitos del sistema de fiscalización internacional 

Gráfico 1. Clasificación de drogas: niveles de control frente a niveles de daño70
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de drogas, incluso aunque la sustancia se incluyera en 
la lista menos restrictiva, la Lista IV, del Convenio de 
1971.78 Para estos países en desarrollo, sería mucho 
más barato y simple prohibir totalmente la sustancia. 
El Valium y el fenobarbital representan casos equiva-
lentes, y son extremadamente difíciles de conseguir 
en las zonas rurales de Asia y África, a pesar de estar 
clasificados en la Lista IV del Convenio de 1971.

En la CND de 2015, la propuesta de clasificar la ketamina 
se aplazó debido a la controversia sobre el efecto que 
ello tendría sobre la disponibilidad de este importante 
anestésico. Sin embargo, es probable que la propuesta 
vuelva a plantearse en el próximo período de sesiones 
de la CND. La OMS, que tiene el mandato de recomen-
dar la clasificación de sustancias dentro del régimen 

internacional, ha realizado un examen crítico de la sus-
tancia en cuatro ocasiones, y en todas ellas ha conclui-
do que la ketamina no se debe someter a fiscalización 
internacional. Por otra parte, la OMS ha declarado que 
la clasificación de la ketamina provocaría “una crisis de 
salud pública”.79 La posición de la OMS reconoce que 
hay formas mucho más eficaces que la clasificación para 
abordar los daños asociados con el uso de ketamina, 
evitando al mismo tiempo las restricciones de acceso a 
esta sustancia anestésica vital.80

La controversia sobre el estatus de la clasificación de 
la ketamina, que está en la Lista Modelo de la OMS de 
Medicamentos Esenciales,9 va más allá de esta sus-
tancia específica. Si el sistema de control de drogas 
de la ONU desea cumplir con sus promesas retóricas 

Cuadro 1  Los enfoques frente al khat en el Reino Unido y en los 
Países Bajos 

En los Países Bajos, se realizó en 2007 una evalu-
ación de riesgos a cargo del Centro de Coordinación 
para la Evaluación y el Control de Nuevas Drogas 
(CAM), el organismo que asesora oficialmente al 
Gobierno sobre este tipo de cuestiones, y se llegó 
a la conclusión de que “el khat plantea un riesgo 
menor para la salud del consumidor individual y no 
presenta ningún riesgo apreciable para la sociedad 
holandesa en su conjunto. Por tanto, no existe mo-
tivo alguno para prohibir su consumo en los Países 
Bajos”. Según el CAM, la prohibición estigmatizaría 
a la comunidad somalí, sin ninguna perspectiva de 
que la demanda se redujera de forma significativa. 
Desalentar el uso mediante actividades educativas 
se consideró una medida suficiente para mejorar 
la sensibilización sobre las posibles consecuencias 
sociales negativas y los efectos nocivos para la 
salud que podría acarrear un uso excesivo.72 

Se encargó otro informe, esta vez al Trimbos In-
stitute, con el fin de analizar el impacto social del 
khat en las comunidades migrantes somalíes, las 
noticias de alteraciones del orden público en algu-
nas ciudades en torno al comercio de khat y el con-
texto internacional, ya que los Países Bajos también 
se habían convertido en un importante centro para 
las importaciones europeas y los países escandina-
vos que habían prohibido la planta se empezaron 
a quejar. 

En enero de 2012, el gobierno holandés presentó 
el estudio del Trimbos Institute ante el Parlamento, 
anunciando que tenía la intención de añadir el khat 
a la Lista II, aunque ni el estudio del Trimbos ni el 
CAM lo recomendaban.73 Según prevé la Ley del 
Opio holandesa, la Lista II comprende las drogas 

con “un grado aceptable de adicción o daño físico”, 
como el cannabis. Esta disposición posibilita que la 
fiscalía ejerza su discreción en lo que se refiere al 
uso y la posesión, pero convierte la importación y 
el comercio interior del khat en una actividad ilegal 
y sujeta a la aplicación activa de la ley.

En el caso del Reino Unido, donde se calcula que 
consumen khat alrededor de 90.000 personas de las 
comunidades somalí y yemení, el ACMD concluyó 
en enero de 2013 “que las pruebas de los daños 
asociados con el uso de khat son insuficientes para 
justificar su fiscalización y resultaría inadecuado y 
desproporcionado clasificar el khat en el marco de 
la Ley sobre el Uso Indebido de Drogas de 1971”.74 
Sin embargo, la ministra del Interior Theresa May, 
decidió prohibir la planta seis meses después, 
afirmando que se podrían haber subestimado los 
riesgos que planteaba.75 

En noviembre de 2013, el Comité de Asuntos In-
ternos determinó que la prohibición del khat no 
se basaba en ninguna evidencia de daño médico o 
social y que se debía levantar antes de convertirla 
en ley. Los parlamentarios resolvieron que los posi-
bles efectos negativos de la prohibición –tanto en 
las comunidades de la diáspora en el Reino Unido 
como en las personas que lo cultivan en África– su-
peraban los posibles beneficios. La ministra del In-
terior siguió justificando la prohibición afirmando 
que la mayoría de los países de la Unión Europea 
(UE) ya habían prohibido el khat, por lo que se cor-
ría el riesgo de que el Reino Unido se convirtiera 
en un centro regional para el tráfico ilegal hacia 
esos países.76 La prohibición entró en vigor el 24 de 
junio de 2014.77 
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de ser un régimen más orientado a la salud y los dere-
chos humanos, debe demostrar su cambio de rumbo 
poniendo un mayor acento en la clasificación a partir 
de los usos médicos y escuchando el asesoramiento 
de su comité de expertos. Los países deberían adoptar 
medidas parecidas para asignar la debida importancia 
a las capacidades médicas y terapéuticas de las sustan-
cias propuestas para clasificación.

Asuntos de implementación
Los conflictos entre grupos de expertos designados 
para ofrecer asesoramiento sobre la clasificación de 
sustancias por un lado, y las personas que adoptan las 
decisiones políticas por el otro, han surgido tanto en 
el ámbito nacional como en el sistema internacional 
administrado por la ONU. El estudio de casos como el 
cannabis, el khat y las nuevas sustancias psicoactivas 
(NSP) ilustran estas fricciones. En el capítulo 4.3 se 
analiza un caso parecido, el de la hoja de coca.

Polémicas en torno a la clasificación del cannabis
Este ha sido especialmente el caso de las discusiones 
en torno a la clasificación del cannabis. Por ejemplo, la 
Ley británica sobre el Uso Indebido de Drogas de 1971 
estableció el Consejo Consultivo sobre el Uso Indebi-
do de Drogas (ACMD) como grupo independiente de 
expertos científicos encargado de asesorar al gobierno 
sobre la clasificación de sustancias.82 En 2007, después 
de que el cannabis se reclasificara como una droga de 
“Clase C” (la categoría menos nociva) en el marco de la 
Regulación sobre el Uso Indebido de Drogas de 2001, 
el gobierno solicitó al ACMD que revisara esta clasifi-
cación a raíz de una serie de noticias sobre los graves 
efectos para la salud mental de ciertos preparados de 
gran potencia de “skunk”. El gobierno deseaba volver a 
clasificar el cannabis en su antigua categoría de droga 

de “Clase B”, pero tras un examen exhaustivo, el ACMD 
recomendó que la droga siguiera catalogada en la 
“Clase C”.83 Sin embargo, en 2008, el cannabis se volvió 
a reclasificar como una sustancia de “Clase B”. 

Más tarde, en febrero de 2009, el gobierno británico 
rechazó una vez más una recomendación del ACMD; en 
esta ocasión de que la clasificación del éxtasis se reba-
jara de la “Clase A” a la “Clase B”. El gobierno justificó su 
decisión en aquel momento en los términos siguientes: 
“En nuestra opinión, el sistema debe basarse en las prue-
bas empíricas, pero también en la opinión ponderada 
de los responsables de la formulación de políticas, y 
debe tomar en consideración las repercusiones que 
probablemente tendrán los cambios de clasificación 
en el uso de drogas y los daños causados por estas, así 
como el impacto sobre el sistema de la justicia penal. Es 
por ello que nuestros asesores seguirán asesorándonos, 
y nosotros tomaremos las decisiones”.84

El gobierno británico tiene la facultad legal de rechazar 
las recomendaciones del ACMD; el marco jurídico solo 
requiere que el gobierno consulte con el ACMD las de-
cisiones de clasificación, pero no que siga sus recomen-
daciones. Sin embargo, las relaciones entre el gobierno 
y el ACMD –y una parte de la comunidad científica en 
general– se hicieron aún más tensas tras el despido del 
presidente del ACMD, el profesor David Nutt, por sus 
opiniones sobre la relativa seguridad del éxtasis y el 
cannabis en comparación con el alcohol y el tabaco.85 El 
ministro del Interior escribió al profesor para explicarle 
que “es importante que los mensajes del Gobierno en 
materia de drogas sean claros y que usted, en calidad de 
asesor, no haga nada que socave la percepción pública 
sobre estas”.86 Seis integrantes del ACMD dimitieron 
por este despido y las cuestiones que planteaba. Más 
adelante, en 2010, el gobierno británico volvió a ignorar 
las recomendaciones del ACMD, al anunciar que había 
decidido prohibir la mefedrona. 

Cannabis en un dispensario de Colorado
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Cuadro  2  El enfoque de la Unión Europea frente a las NSP

En Europa, la primera acción formal para responder 
al creciente problema de las NSP fue la creación, en 
2005, del “sistema de alerta “temprana” de la UE y 
las estructuras asociadas a este. De este modo, los 
Estados miembros podrían registrar las nuevas sus-
tancias que puedan ser motivo de preocupación. Sus 
riesgos serían después evaluados por las instituciones 
pertinentes de la UE (principalmente el Observatorio 
Europeo de las Drogas y las Toxicomanías, OEDT), y se 
tomaría una decisión sobre la conveniencia o no de 
recomendar medidas de control para la sustancia en 
cuestión. En la práctica, sin embargo, todo este proce-
so solo se utilizó totalmente con un pequeño número 
de sustancias.87 Por otra parte, en la mayoría de los 
casos se necesitó mucho tiempo y recursos consider-
ables para formular una recomendación. Esto generó 
cierta preocupación sobre cómo podría responder 
realmente este proceso ante la creciente cantidad 
de sustancias que estaban entrando en el mercado. 
En consecuencia, la Comisión Europea (CE) inició 
un proceso para evaluar el mecanismo existente de 
alerta rápida. A principios de 2010, en pleno auge de 
la mefedrona y de las noticias sobre muertes relacio-
nadas con su uso – en particular en el Reino Unido e 
Irlanda – la Comisión comenzó el trabajo preliminar.

En julio de 2011, la CE publicó su evaluación,88 y 
llegó a la conclusión de que existían tres grandes 
limitaciones en lo que se refería a la posibilidad de 
someter las NSP a medidas de control generales en 
toda la UE. En primer lugar, el sistema vigente no 
era capaz de abordar el gran aumento de NSP en el 
mercado porque trataba las sustancias una a una, 
mediante un proceso largo. En segundo lugar, se 
consideraba un proceso demasiado reactivo, pues 
las sustancias sometidas a medidas de control se 
sustituían rápidamente por otras nuevas con efec-
tos parecidos, a menudo limitándose a modificar 
ligeramente su composición química. Y en tercero, 
carecía de una gama de opciones eficaces para 
medidas de control que permitieran desplegar 
una acción rápida y focalizada. A raíz de estas con-
clusiones, y coincidiendo con los debates sobre el 
tema en el Consejo Informal de Justicia e Interior, la 
Comisión puso en marcha un proceso de consulta 
para proponer a los Estados miembros de la UE un 
mecanismo con el que reemplazar un sistema que 
se estimaba que “ya no cumple su finalidad”.89 

La propuesta de la Comisión persigue acelerar “la 
capacidad de la Unión para luchar”90 contra las NSP 
mediante:

•	 Un procedimiento más rápido: En la actualidad 
se necesita un mínimo de dos años para prohibir 

una sustancia en la UE. Con la nueva estructura, 
la Unión podrá actuar en 10 meses. En algunos 
casos, el procedimiento será más breve, ya que 
se podrá retirar una sustancia inmediatamente 
del mercado durante un año. Esta medida busca 
garantizar que la sustancia ya no esté disponible 
para los consumidores mientras se lleva a cabo 
una evaluación de riesgos completa. Con el sis-
tema vigente, no se pueden adoptar medidas de 
carácter temporal y las propuestas para restringir 
una sustancia deben esperar a la evaluación de 
riesgos completa. 

•	 Un sistema más proporcionado: Se prevé que 
el nuevo sistema permita un enfoque gradual 
en el que las sustancias que presenten un ries-
go moderado estarán sujetas a restricciones de 
los mercados de consumo, mientras que a las 
sustancias que presenten un riesgo elevado se 
les cerrará totalmente el mercado. Solo las sus-
tancias más nocivas, que supongan un grave 
riesgo para la salud de los consumidores, estarán 
sujetas a las disposiciones del derecho penal. 
Esto supone un cambio de rumbo significativo 
con respecto al sistema actual, ya que solo prevé 
opciones binarias:  inhibirse de actuar a nivel de 
la UE o imponer plenas restricciones al mercado 
y sanciones penales. Esta falta de opciones sig-
nifica que, en la actualidad, la Unión no adopta 
medidas en relación con algunas sustancias no-
civas.93 Se espera que el nuevo sistema permita 
que la UE pueda hacer frente a más casos y más 
proporcionalmente, adaptando su respuesta a 
los riesgos que entrañan y teniendo en cuenta 
los usos industriales y comerciales legítimos.92

La propuesta de la Comisión debe ahora ser 
adoptada por el Parlamento Europeo y por los 
Estados miembros en el Consejo de la Unión Eu-
ropea para que adquiera rango de ley. Puede que 
este no resulte un proceso sencillo, ya que cada 
vez está más claro que, como suele suceder en la 
UE, no existe un acuerdo universal sobre el tema.93 
Además, es probable que las instituciones de la UE 
y los gobiernos nacionales sigan quedando atrás 
de los diseñadores de drogas y la naturaleza cam-
biante del mercado de las NSP.94 Por otra parte, la 
introducción del concepto de proporcionalidad 
y la opción de regular –en lugar de prohibir– las 
NSP dentro del nuevo sistema plantea cuestiones 
interesantes sobre el daño relativo de sustancias 
orgánicas, como el cannabis, que actualmente se 
encuentran sometidas a los controles más estrictos 
del marco de clasificación internacional de la ONU. 
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Al otro lado del planeta, Nueva Zelanda se en-
frentaba a una avalancha de NSP que superaba el 
alcance de la legislación existente en materia de 
control de drogas.95 Nueva Zelanda aprobó en julio 
de 2013 lo que parecía ser un innovador Proyecto 
de ley sobre Sustancias Psicoactivas.96 La Ley result-
ante estableció un marco jurídico para el ensayo, la 
fabricación, la venta y la regulación de productos 
psicoactivos que antes no estaban sometidos a 
control, asignando a los fabricantes la responsab-
ilidad de demostrar que un producto presentaba 
“un bajo riesgo” antes de que se pusiera a la venta. 
Con este fin, se creó una Agencia de Reglamen-
tación de Sustancias Psicoactivas en el seno del 
Ministerio de Salud, encargada de garantizar que 
los productos cumplieran las normas de seguridad 
apropiadas antes de que se pudieran distribuir en 
Nueva Zelanda. 

La Ley, fundamentada en el pragmatismo, las 
pruebas empíricas y la protección de la salud, 
reconocía la demanda de sustancias psicoactivas 
y, por lo tanto, se centraba en tratar de asegurar 
de que esta quedara cubierta con pocos riesgos. A 
diferencia de la legislación anterior, proporcionaba 
alternativas al enfoque de justicia penal e intenta-
ba proteger la salud de los usuarios “sin poner un 
acento indebido en la ilegalidad y el castigo”.97 Por 
ese motivo, los delitos previstos por la Ley se cen-
traban principalmente en la fabricación y el sum-
inistro ilegal. La Ley también incorporaba un me-
canismo de revisión, que permitía que cada cinco 
años se replantearan aspectos de la legislación si 
se consideraba que no estaban funcionando según 
lo previsto. Por otra parte, aunque la Ley eximía al 
Gobierno de la obligación de demostrar el nivel 
de riesgo de las sustancias y se la trasladaba a los 
fabricantes, las autoridades seguían manteniendo 

el control al poder retirar rápidamente un producto 
del mercado. La intención era que el marco legisla-
tivo también fomentara que los fabricantes crear-
an productos de bajo riesgo, en lugar de intentar 
eludir la ley constantemente fabricando variantes 
químicas con daños potenciales desconocidos. Los 
productos autorizados solo estarían disponibles en 
determinados establecimientos, irían acompaña-
dos de advertencias sanitarias y estarían sujetos a 
publicidad restringida solo en el punto de venta. 

En el marco de la Ley, a 41 de las sustancias de 
menor riesgo se les concedió una autorización pro-
visional; sin embargo, en abril de 2014, el gobierno 
suspendió esas autorizaciones. Según el ministro 
de Salud, Peter Dunne, este repentino cambio nor-
mativo se vio propiciado por un aumento de los in-
formes relativos a los efectos secundarios nocivos 
de las sustancias en cuestión. Las resoluciones de 
la Ley se modificaron posteriormente, poniendo fin 
a las autorizaciones provisionales que habían per-
mitido que se vendieran ciertas sustancias antes de 
que finalizaran todas las pruebas. Se han revocado 
todas las licencias provisionales para la venta al de-
talle de NSP, y ahora es ilegal suministrar y poseer 
esos productos. 

El retroceso en la política de Nueva Zelanda se vio 
impulsado por los temores de una economía sum-
ergida y el uso masivo de drogas, y por un intento 
de prevenir daños mediante la aplicación de con-
troles. Lo irónico del caso es que, probablemente, 
la Ley representaba el mejor método disponible 
para regular el mercado, y su modificación –que 
en la práctica supone un abandono de sus prin-
cipios– significa que, en realidad, el Estado tiene 
poco o ningún control sobre el mercado, que, 
después de un prometedor inicio, vuelve a estar 
en manos de delincuentes.

Cuadro 3  La Ley de Sustancias Psicoactivas de Nueva Zelanda

Polémicas en torno a la clasificación del khat
El khat (o qat), una planta con hojas que se mastican 
por sus propiedades como estimulante ligero, no 
está sujeto actualmente a fiscalización internacional. 
El Comité Consultivo sobre el Tráfico del Opio y otras 
Drogas Nocivas de la Sociedad de las Naciones exam-
inó el khat por primera vez en 1933 y, desde entonces, 
la sustancia ha aparecido varias veces en la agenda 
internacional. Varios estudios, incluido el del Laborato-
rio de Estupefacientes de la ONU, identificaron poste-
riormente una serie de alcaloides fenilalquilaminicos 
como los principales compuestos psicoactivos de 
la planta del khat: la catinona y la catina (norpseu-

doefedrina), y, en menor medida la norefedrina. La 
catinona es inestable y se descompone rápidamente 
después de la cosecha y durante el secado de la ma-
teria vegetal, principal motivo por el que las personas 
que lo mastican prefieren las hojas de khat frescas. Las 
hojas secas, con niveles de catinona mucho más bajos, 
se suelen utilizar para preparar té, conocido como té 
de Arabia o té de Abisinia.

La catinona y la catina son alcaloides con unos efectos 
sobre el sistema nervioso central parecidos a los de la 
anfetamina, aunque son menos potentes. A principi-
os de la década de 1980, todas las sustancias de tipo 
anfetamínico se habían reunido en un mismo grupo 
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tipo de control y, de esta manera, sortear la ley. Para 
los gobiernos y los organismos policiales resulta prob-
lemático –y a menudo imposible– seguir el ritmo. Por 
este motivo, se ha experimentado con nuevos enfo-
ques, en especial en el ámbito de la UE (véase el cuad-
ro 2) y en Nueva Zelanda (véase el cuadro 3).

Recursos clave
•	 Advisory Council on the Misuse of Drugs (2013), 

Khat: A review of its potential harms to the individual 
and communities in the UK, https://www.gov.uk/gov-
ernment/uploads/system/uploads/attachment_data/
file/144120/report-2013.pdf 

•	 Hallam, C. Bewley-Taylor, D. y Jelsma, M. (2014), La 
clasificación en el sistema de fiscalización internac-
ional de estupefacientes (Consorcio Internacional 
sobre Políticas de Drogas y Transnational Institute), 
http://idpc.net/es/publications/2014/06/la-clasifi-
cacion-en-el-sistema-de-fiscalizacion-internacio-
nal-de-estupefacientes

•	 McCullough, Wood, J. y Zorn, R. (septiembre de 
2013), New Zealand’s psychoactive substances leg-
islation (Londres: Consorcio Internacional sobre 
Políticas de Drogas y New Zealand Drug Foun-
dation), http://idpc.net/publications/2013/09/id-
pc-briefing-paper-new-zealand-s-psychoactive-sub-
stances-legislation

•	 Observatorio Europeo de las Drogas y las Toxi-
comanías (2015), Legal approaches to controlling 
new psychoactive substances, http://www.emcdda.
europa.eu/topics/pods/controlling-new-psychoac-
tive-substances 

•	 Scholten, W. (2014), Hoja informativa sobre la pro-
puesta para discutir la clasificación internacional de 
la ketamina en la 58ª CND, http://idpc.net/es/publi-
cations/2015/01/hoja-informativa-sobre-la-propues-
ta-de-discutir-la-clasificacion-internacional-de-keta-
mina-en-la-58-sesion-de-la-cnd

sometido a fiscalización internacional. La catinona y 
la catina, siguiendo una recomendación de 1985 del 
Comité de Expertos de la OMS en Farmacodepend-
encia (ECDD), se añadieron a la lista de sustancias con-
troladas del Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 
1971 (en la Lista I y III, respectivamente).98 La norefedri-
na se incluyó posteriormente en la lista de precursores 
fiscalizados por la Convención de las Naciones Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas de 1988, ya que se usaba con frecuencia 
para la fabricación ilícita de anfetamina.

En 2006, tras un examen crítico del khat, el Comité de 
Expertos de la OMS concluyó que no era necesario 
clasificar la planta en sí: “El Comité examinó los datos 
sobre el khat y estimó que las posibilidades de uso 
indebido y dependencia eran escasas. El nivel de uso 
indebido y el riego que plantea para la salud pública 
no justifican someterlo a fiscalización internacional. 
Por lo tanto, el Comité no recomendó que se clasificara 
la sustancia. El Comité reconoció que el consumo ex-
cesivo de khat planteaba algunos problemas sociales 
y de salud, y sugirió que se emprendieran campañas 
para disuadir a las personas de utilizarlo de un modo 
que pueda conllevar a consecuencias negativas”.99

Polémicas en torno a la clasificación de nuevas 
sustancias psicoactivas 
A diciembre de 2014, la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Drogas y el Delito (ONUDD) tenía constancia 
de 541 NSP distintas, en comparación con apenas 126 
en 2009. Esta prolífica clase de drogas ha suscitado 
el pánico entre muchos gobiernos nacionales y ha 
impuesto una enorme presión sobre los métodos 
tradicionales de examen y clasificación que se han 
desarrollado antes de la inclusión de las sustancias en 
listas. Las NSP se pueden desarrollar a una velocidad 
extrema, y muchas veces se comercializan a través de 
internet y redes sociales. Una vez se ha clasificado una 
sustancia, se pueden producir y comercializar vari-
aciones químicas que no están sometidas a ningún 

Hojas de khat
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diazepam, efedrina, ergometrina, hidromorfona, lo-
razepam, midazolam, metadona, morfina, oxicodona 
y fenobarbital.103 Estos representan “los medicamen-
tos mínimos necesarios para un sistema básico de 
atención de salud” y ”los medicamentos más eficaces, 
seguros y costo-efectivos”.104 Algunos países también 
aplican controles nacionales parecidos sobre otros 
medicamentos esenciales al margen de lo prescrito 
por el derecho internacional, como la ketamina105 
(para más información, véase el capítulo 2.1). 

Aunque asegurar la disponibilidad adecuada de sus-
tancias controladas para fines médicos y científicos 
es uno de los objetivos fundamentales de las conven-
ciones de drogas de la ONU, el sistema y los Estados 
miembros de las Naciones Unidas no han conseguido, 
hasta la fecha, cumplir este objetivo. La OMS estima 
que 5.500 millones de personas viven en países con 
un acceso escaso o nulo a medicamentos controlados, 
y que cada año decenas de millones de personas en 
estos países padecen un dolor moderado a severo 
sin tener acceso a tratamiento, entre las cuales 5,5 
millones de personas viven con cáncer terminal y un 
millón con VIH/SIDA en fase avanzada.106

Este régimen de control internacional de drogas 
también interfiere con la investigación científica de 
los potenciales usos médicos de sustancias fiscaliza-
das. Cada vez más pruebas sugieren que sustancias 
como el cannabis y los cannabinoides, la heroína, la 
ketamina, la cetobemidona, el LSD y el MDMA tienen 
usos médicos en el tratamiento de varias afecciones, 
como el dolor, la esclerosis múltiple, la dependencia 
de drogas, el glaucoma, la depresión, el trastorno de 
estrés postraumático y la enfermedad de Parkinson.107 
Sin embargo, el hecho de que estas sustancias se cla-
sifiquen en las listas de los tratados de control de dro-
gas que no reconocen ningún uso médico o científico, 
crea significativos obstáculos normativos y financieros 
para la investigación y el desarrollo de nuevos medic-
amentos.108

Asuntos legislativos y de política 
relacionados
La Convención Única de 1961 y el Convenio Único 
sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971 articulan una 

Introducción
Algunas sustancias controladas por los tratados de fis-
calización internacional de drogas se utilizan normal-
mente en la atención de la salud de diversos campos 
de la medicina, como la anestesia, la dependencia de 
drogas, la salud materna, la salud mental, la neurología, 
el tratamiento del dolor y los cuidados paliativos. Por 
ejemplo, la Organización Mundial de la Salud (OMS) ha 
incluido 12 medicamentos que contienen sustancias 
sometidas a control internacional en su Lista Modelo 
de Medicamentos Esenciales: buprenorfina, codeína, 

Principales recomendaciones

•	 Se deberían revisar las regulaciones nacion-
ales de control de drogas en base a las direc-
trices de la OMS de 2011,100 para garantizar 
que no interfieran innecesariamente con la 
disponibilidad y acceso de medicamentos 
controlados, en especial de analgésicos opi-
oides

•	 Se deberían revisar los estimados anuales de 
sustancias controladas para fines médicos y 
científicos de acuerdo con las directrices de 
la JIFE y la OMS para estimar las necesidades 
de sustancias sometidas a fiscalización in-
ternacional,101 y las previsiones se deberían 
ajustar según proceda

•	 Se debería proporcionar formación adecuada 
sobre el uso de medicamentos fiscalizados a 
todas las personas trabajadoras de la salud, 
e incorporar esta formación en los planes de 
estudio de grado y posgrado de todos los 
trabajadores de la salud que sean relevantes

•	 Se deberían revisar las estrategias nacionales 
de salud, incluidas aquellas sobre cáncer, 
enfermedades no transmisibles y VIH, para 
garantizar que se aborde debidamente la 
necesidad de contar con cuidados paliativos

•	 Se deberían promover, efectuar y financiar 
más estudios científicos sobre el valor méd-
ico del cannabis y sustancias psicodélicas.102

Garantizar el acceso a sustancias controladas con 
fines médicos y científicos

2.2
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La doctora Gloria Domínguez Castillejos, directora clínica de una unidad especializada en dolor, habla con una 
paciente en el Hospital Doctor Ángel Leaño en Guadalajara, México
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doble obligación para los Estados con respecto a las 
sustancias controladas y su uso médico: los países 
deben garantizar su disponibilidad para fines méd-
icos y científicos y, al mismo tiempo, evitar su uso y 
desviación para otros usos (es decir, recreativos y no 
médicos).109 La Convención Única plantea cuatro req-
uisitos básicos para la reglamentación nacional de los 
analgésicos opioides, que se encuentran en la lista 
más estricta de sustancias con fines médicos:

•	 Las personas que distribuyen el medicamento de-
ben contar con la debida licencia, ya sea en virtud 
de su licencia profesional o por un procedimiento 
especial de concesión de licencias

•	 Solo instituciones o personas autorizadas pueden 
manejar y entregar estos medicamentos

•	 Los medicamentos solo se pueden entregar a un 
paciente que cuente con una receta médica 

•	 Se conservarán registros de los movimientos de es-
tos medicamentos por un período mínimo de dos 
años.110

La Convención de 1971 incluye disposiciones pare-
cidas para las sustancias psicotrópicas. Sin embargo, 
tanto la Convención de 1961 como la de 1971 abren 
explícitamente la puerta a que los países adopten 
medidas de control más estrictas o más severas que 
las previstas por las mismos tratados de control de 
drogas, como un formulario de receta especial para los 
medicamentos fiscalizados, en caso de estimarlo nece-
sario.111 En cambio, los párrafos operativos específicos 
que exijan a los Estados Partes garantizar el acceso a 
medicamentos controlados brillan por su ausencia.

Muchos países han adoptado reglamentaciones en 
torno a sustancias controladas que van más allá de los 
requisitos de la Convención de 1961 o del Convenio 
de 1971. A menudo, estas reglamentaciones interfier-
en directamente con la práctica médica y hacen que 
los pacientes no puedan acceder a medicamentos 
controlados. Entre las barreras más habituales en las 

legislaciones nacionales, cabe mencionar: 

•	 requisitos de formularios de recetas especiales

•	 limitación sobre el número de días que puede ex-
tenderse una receta

•	 limitación sobre qué profesionales de la salud 
pueden prescribir sustancias controladas

•	 requisitos de licencias adicionales para hospitales, 
farmacéuticos y trabajadores de la atención de la 
salud

•	 requisitos de registros o informes adicionales

•	 limitación sobre las dosis diarias que se pueden 
prescribir. 

Por otra parte, las leyes sobre sustancias controladas 
de algunos países imponen severas sanciones penal-
es a los trabajadores de la salud, a veces incluso en el 
caso de que se produzcan errores involuntarios en el 
manejo de estas. 

La OMS,112 la Junta Internacional de Fiscalización de Es-
tupefacientes (JIFE),113 la Comisión de Estupefacientes 
(CND),114 la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (ONUDD)115 y la Asamblea Mundial de 
la Salud (AMS)116 han instado en repetidas ocasiones a 
los Estados miembros de la ONU a examinar sus nor-
mas sobre sustancias controladas, para garantizar que 
no interfieran innecesariamente con el uso médico. 
La OMS también ha publicado directrices dirigidas a 
los países sobre la revisión de las políticas nacionales 
sobre sustancias fiscalizadas.117

Asuntos de implementación
Las barreras normativas no son el único motivo que 
explica por qué la disponibilidad de medicamentos 
controlados, en especial de opioides analgésicos, está 
tan limitada en gran parte del mundo. Pocos gobier-
nos han creado sistemas de suministro y distribución 
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Cuadro 1  México revisa su sistema de prescripción y 
dispensación de analgésicos opioides

Doña Remedios y su hija, Orlanda Hernández Ramírez, de 44 años, viajan muy temprano para recibir cuidados 
paliativos en el Instituto Nacional de Cancerología de Ciudad de México, 2014

Fotografía: Ed Kashi/VII/H
um

an Rights W
atch

El 15 de junio de 2015, México introdujo un nue-
vo sistema para la prescripción y distribución de 
analgésicos opioides, en respuesta a la preocu-
pación de que el viejo sistema era tan intrincado 
que privaba a personas con enfermedades avanza-
das de acceso a medicamentos esenciales para el 
tratamiento del dolor. El nuevo sistema permite a 
los médicos descargar desde un sitio web seguro 
recetas especiales con códigos de barras necesa-
rios para prescribir analgésicos opioides. También 
introduce un sistema de registro electrónico para 
las farmacias.118 

Antes de junio de 2015, los médicos tenían que 
viajar en persona a las capitales de estado para 
obtener las etiquetas con código de barras que 
la legislación mexicana exigía para recetar anal-
gésicos opioides. Esto requería mucho tiempo y 
desalentaba a muchos médicos de prescribir estos 
medicamentos. Además, las farmacias tenían que 
mantener un seguimiento de todas las transac-
ciones relacionadas con estos medicamentos en 
varios libros de control, lo cual les suponía una 
carga burocrática considerable. Según un informe 
publicado en 2014 por Human Rights Watch, las 
regulaciones en México eran tan complejas que 
la gran mayoría de los médicos, especialmente los 
que vivían fuera de las capitales de estado, simple-
mente no recetaban estos medicamentos y que 
muy pocas farmacias los tenían en reserva.119

Además de simplificar la prescripción de analgési-
cos opioides, el sistema electrónico también me-

joró la supervisión de su uso por parte del gobierno. 
Hasta entonces, las farmacias no podían escanear 
las etiquetas de código de barras en las recetas de 
analgésicos opioides para certificarlas porque no 
estaban vinculados a un sistema central. El requi-
sito de los códigos de barras, diseñado para per-
mitir una estrecha supervisión de la prescripción y 
dispensación de analgésicos opioides, no solo no 
impedía el uso ilícito, sino que también creaba una 
barrera importante para su uso legítimo.

Bajo el nuevo sistema, las farmacias podrán certi-
ficar las recetas utilizando el código de barras, y las 
etiquetas quedan automáticamente anuladas una 
vez que hayan sido escaneadas. El nuevo sistema 
para la prescripción de analgésicos opioides forma 
parte de una serie de medidas por parte del gobier-
no mexicano para mejorar el acceso a los cuidados 
paliativos y la atención al final de la vida. El tratam-
iento del dolor es un componente importante de 
este tipo de atención médica.

En diciembre de 2014, el Ministerio de Salud emitió 
directrices para que el sistema nacional de salud 
implementara las disposiciones sobre la atención 
al final de la vida, detalladas en la ley general de 
salud de México de 2009, y creó un departamento 
para el desarrollo de cuidados paliativos. En enero 
de 2015, el gobierno adoptó un acuerdo interin-
stitucional sobre los cuidados paliativos, hacién-
dolos obligatorios e instruyendo a las escuelas de 
medicina a incluirlo en sus planes de estudio.
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eficaces para estos medicamentos; no tienen políticas 
de salud o directrices relevantes para los profesion-
ales; no aseguran que los trabajadores de la salud 
reciban instrucciones sobre el uso de medicamentos 
controlados como parte de su formación; y no dedican 
suficientes esfuerzos para garantizar que sean asequi-

Cuadro 2  La mejora del 
acceso a los analgésicos 
opioides en Kenia

Kenia ha logrado avances significativos en la 
mejora del acceso a los analgésicos opioides en 
los últimos cinco años; el consumo de morfina 
se triplicó en ese mismo período. En 2010, el ac-
ceso a los analgésicos opioides era muy limita-
do y solo estaba disponible en unos pocos hos-
pitales del país. Según un informe publicado en 
2010 por Human Rights Watch, Kenia reconocía 
la morfina oral como un medicamento esen-
cial, pero su principal proveedor farmacéutico 
–la Agencia de Suministros Médicos de Kenia 
(KMSA), encargada de abastecer de medica-
mentos esenciales a los hospitales públicos– no 
compraba ni almacenaba morfina oral. Por ese 
motivo, los hospitales debían negociar individ-
ualmente con las compañías farmacéuticas para 
obtener este fármaco. Además, el gobierno re-
caudaba un impuesto sobre las importaciones 
morfina en polvo, lo cual incrementaba su pre-
cio.120 Como la ley de drogas de Kenia preveía 
duras penas de prisión por la posesión ilícita de 
morfina y no ofrecía directrices detalladas sobre 
la posesión lícita para trabajadores de la salud 
y pacientes, muchos proveedores de salud 
veían la morfina como una sustancia peligrosa 
más que como un medicamento esencial para  
el dolor. 

Desde 2010, Kenya ha adoptado medidas im-
portantes para mejorar el acceso a analgésicos 
opioides. Ha integrado los cuidados paliativos 
en el sistema de salud pública, desarrollado pro-
tocolos clínicos e introducido varios programas 
de formación que incluyen el uso de analgési-
cos opioides. En 2013, la Agencia de Suministros 
Médicos de Kenia empezó a adquirir morfina 
mediante un sistema centralizado para los hos-
pitales públicos, y el gobierno retiró el impuesto 
sobre la morfina en polvo. En consecuencia, para 
finales del 2014, 43 hospitales públicos ofrecían 
cuidados paliativos y todos ellos contaban con 
un suministro estable de morfina.121

bles.122 Los mitos sobre los medicamentos controlados 
entre los profesionales de la salud y el público en gen-
eral, así como los temores, a menudo infundados, de 
desviación para fines ilícitos, son factores clave que 
obstaculizan un mejor acceso a medicamentos con-
trolados. 

En el caso del tratamiento del dolor y los cuidados 
paliativos, estos factores se combinan para crear un 
círculo vicioso de falta de tratamiento en muchos 
países. Como el tratamiento del dolor y los cuidados 
paliativos no son prioridades normativas, los traba-
jadores de la salud no reciben la formación necesaria 
para evaluar los medicamentos necesarios para tratar 
el dolor moderado a severo. Esto lleva a una falta de 
tratamiento generalizada y a una baja demanda de 
analgésicos opioides. Del mismo modo, las complejas 
reglamentaciones para la adquisición y la prescrip-
ción, así como la amenaza de fuertes castigos que se 
ha mencionado anteriormente, disuaden a farmacias 
y hospitales de almacenar estos medicamentos, y a 
los trabajadores de la salud de recetarlos, lo cual se 
traduce de nuevo, en una baja en la demanda. Esto, 
a su vez, refuerza la baja prioridad dada al manejo del 
dolor y a los cuidados paliativos. Este bajo nivel de pri-
orización no es reflejo de la baja prevalencia del dolor, 
sino de la invisibilidad de sus víctimas.

Para romper este círculo vicioso, los gobiernos y la co-
munidad internacional deberían: 
•	 adoptar un enfoque multidimensional que se centre 

en eliminar las barreras normativas y las sanciones 
penales con respecto a los usos médicos legítimos 
de medicamentos controlados

•	 desarrollar políticas de salud, como estrategias 
nacionales sobre el cáncer o sobre enfermedades 
no transmisibles, que identifiquen los cuidados 
paliativos como un objetivo, y que integren estos 
servicios en el sistema de salud

•	 subsanar las deficiencias en la formación sobre el 
uso de medicamentos controlados entre los traba-
jadores de la salud

•	 tomar medidas para asegurar un sistema de abas-
tecimiento y distribución adecuado.
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Introducción 
La prevención del consumo de drogas podría definirse 
como toda actividad, campaña, programa o política 
destinada a evitar, retrasar o reducir el uso de drogas y/o 
sus consecuencias negativas, ya sea entre la población 
general o entre grupos de población específicos. 

Principales recomendaciones

•	 Los programas de prevención se deberían 
basar en pruebas disponibles sobre su efectivi-
dad y costo-efectividad, y estar en consonancia 
con las estándares internacionales mínimos de 
calidad

•	 La prevención del consumo de drogas se de-
bería entender como parte —y no como un 
substituto— de un enfoque integral centrado 
en la salud frente al uso y la dependencia de 
drogas, junto con la reducción de daños, el 
tratamiento de la dependencia de drogas, y los 
servicios de atención y apoyo

•	 Los objetivos de la prevención del uso de 
drogas deberían ser realistas y basarse en una 
evaluación sincera de las realidades locales y 
los recursos disponibles

•	 La prevención del uso de drogas se debería 
centrar en minimizar los factores de riesgo y 
reforzar los factores de protección en la vida de 
las personas y/o los grupos destinatarios

•	 La prevención del consumo de drogas debe 
procurar evitar aumentar el estigma social y 
la marginalización de las personas que usan 
drogas 

•	 Los programas de prevención del consumo de 
drogas deberían ser objeto de evaluaciones 
científicas de procesos y resultados a corto y 
largo plazo, con el fin de evaluar la efectividad 
y el impacto de las intervenciones, y debería in-
cluir mecanismos para adaptar los programas a 
nuevos patrones de uso y a nuevas realidades 
sobre el terreno.

Hasta la fecha, en el campo de la prevención del con-
sumo de drogas se han desarrollado un sinnúmero 
de intervenciones. En muchos países, estas interven-
ciones se han guiado por el principio de la disuasión, 
es decir, la creencia de que las personas no usarán 
drogas si se les informa de los efectos negativos de 
su uso y de las duras penas a las que se enfrentan por 
ello. Sin embargo, a pesar de que los gobiernos hayan 
destinado de forma constante importantes recursos 
a estas intervenciones, las pruebas disponibles indi-
can que los índices de uso de drogas entre las per-
sonas jóvenes se mantienen elevados,123 y que han 
sido poco afectados por los enfoques de prevención 
aplicados hasta la fecha. 

El fracaso de estas intervenciones (que muchas veces 
adoptan el formato de grandes campañas mediáticas) 
se puede explicar por el hecho de que tienen poco en 
común con las experiencias vividas por los jóvenes, 
pueden incrementar las creencias normativas (es de-
cir, que el uso de drogas es algo normal y extendido) 
y no abordan los factores que más influyen en las 
decisiones de las personas frente al consumo de dro-
gas: la moda y la percepción de las normas sociales, la 
presión o selección de pares, el bienestar emocional, la 
igualdad social y comunitaria, etc.124 

Invertir en la prevención del consumo de drogas ba-
sada en pruebas empíricas no solo reduce los daños 
individuales, familiares y comunitarios asociados 
con el uso ilícito de drogas, sino que también puede 
rebajar de forma notable los costos para la sociedad. 
En los últimos 20 años ha incrementado la evidencia 
que muestra que los esfuerzos de prevención bien 
diseñados y dirigidos pueden traducirse en ahorros 
significativos.125

Por lo tanto, el principal desafío al que se enfrentan 
los responsables de políticas es desarrollar e poner en 
práctica programas de prevención de drogas que se 
basan en la evidencia disponible sobre la efectividad y 
la costo-efectividad, que respondan a las necesidades 
y contextos locales, y que sean relevantes y significa-
tivos para la población o poblaciones a las que van 
dirigidos. 

Prevención del consumo de drogas
2.3
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Asuntos legislativos y de 
política relacionados 

Fijar objetivos realistas para las intervenciones de 
prevención
El primer desafío que deben afrontar las personas en-
cargadas de la formulación de políticas es establecer 
objetivos claros que se desean lograr con las interven-
ciones preventivas. Un error común es creer que una 
intervención eficaz para la prevención del consumo 
de drogas consiste solo en informar –normalmente 
como una advertencia– a las personas jóvenes sobre 
los peligros asociados con el consumo de drogas. En 
este sentido, la prevención a menudo se equipara a 
tácticas para infundir miedo, consagradas en grandes 
campañas mediáticas. Sin embargo, no existen prue-
bas que apunten a que este enfoque haya influido 
en las conductas relacionadas con el uso de drogas. 
Por el contrario, algunos programas muy costosos en 
medios de comunicación, en particular una campaña 
mediática sobre el cannabis que fue bien evaluada 
en los Estados Unidos, no han tenido impacto en los 
niveles de consumo, pero han resultado contraprodu-
centes para ciertos subgrupos, al dar la impresión de 
que el consumo de cannabis era algo más normal y 
estaba más extendido de lo que realmente estaba.126 

Como ya se ha venido señalado, uno de los principales 
objetivos de la prevención del consumo de drogas 
suele ser ayudar a las personas a evitar o retrasar el ini-
cio en el consumo, o si ya se ha iniciado, a evitar que se 
convierta en un uso problemático. Sin embargo, en re-
alidad, el reto de la prevención es mucho más amplio; 
debería tener como objetivo principal el contribuir a la 
participación positiva de niños, niñas, jóvenes y perso-
nas adultas con sus familias, escuelas, lugares de tra-
bajo y comunidades. Así como generar habilidades y 
capacidades importantes que ayudarán a las personas 
a responder a las diversas influencias que tendrán en 

su vida, como las normas sociales, la interacción con 
sus pares, las condiciones de vida y sus propios rasgos 
de personalidad.127 

Las pruebas disponibles recopiladas durante los últi-
mos 20 años en el campo de la prevención ofrecen una 
lectura más completa sobre:

•	 Qué propicia que las personas sean más vulnerables 
a experimentar problemas con el uso de drogas: los 
llamados “factores de riesgo”. Estos incluyen ras-
gos de personalidad, problemas de salud mental, 
abandono y abusos familiares, escaso apego a la 
escuela y la comunidad, normas sociales y entornos 
que refuerzan el uso de drogas, y crecer en comuni-
dades marginalizadas y desfavorecidas

•	 Qué propicia que las personas sean menos vul-
nerables a experimentar problemas con el uso de 
drogas: los llamados “factores de protección”. 
Estos pueden incluir mayor bienestar psicológico 
y emocional, mayores competencias personales 
y sociales, un mayor apego a familias afectuosas, 
oportunidades económicas accesibles, y escuelas y 
comunidades con suficientes recursos y bien organ-
izadas.128 

Algunos de los factores que aumentan la vulnerabili-
dad de las personas (o, por el contrario, las hace más 
resistentes) a iniciar el consumo de drogas o a exper-
imentar un uso problemático varían de acuerdo a la 
edad; los factores de riesgo y de protección van cambi-
ando a lo largo de la infancia, la niñez y la adolescencia 
temprana (por ejemplo, los lazos familiares, la presión 
de grupo, etc.). En etapas posteriores de la vida, la 
escuela, el lugar de trabajo, de entretenimiento y los 
medios de comunicación pueden contribuir a hacer 
que las personas sean más propensas a usar drogas 
y a adoptar conductas de riesgo. Lo más importante 
es que exista una interacción dinámica de los factores 
de vulnerabilidad en el nivel personal (biológico y psi-
cológico) y ambiental (familia, sociedad, escuela, etc.). 

Píldoras azules, amarillas y rojas. India, 2011

Fotografía: Colección privada
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Es improbable que se alcance una reducción significa-
tiva del uso de drogas en la sociedad en general solo 
a través de una intervención de prevención por sí sola. 
Sin embargo, la evidencia demuestra que algunas in-
tervenciones de prevención han logrado resultados 
positivos en lo que se refiere a retrasar la iniciación del 
consumo de drogas y fortalecer la capacidad de las 
personas para evitar problemas con las drogas. 

Elegir el método de prevención adecuado
Existen cuatro grandes categorías de intervenciones 
de prevención:129 algunas de ellas han demostrado ser 
más adecuadas que otras en determinadas situaciones 
o para un grupo concreto de personas:

1.	Prevención universal; es decir, intervención di-
rigida a la población en general. Este es el enfoque 
más amplio ante la prevención, dirigido al público 
general sin ningún filtro previo sobre el riesgo en 
el uso de drogas. Por lo tanto, estas intervenciones 
asumen que todos los miembros de la población se 
encuentran en igual situación de riesgo de iniciarse 
en el consumo. Las intervenciones de prevención 
universal deberían concentrarse en el desarrollo 
de habilidades y la interacción entre pares y la vida 
social, y se pueden desplegar en escuelas, comuni-
dades o lugares de trabajo. Las pruebas disponibles 
demuestran que las grandes campañas mediáticas 
son costosas y no han conseguido reducir los niveles 
de uso, y sin embargo muchas veces han acentuado 
los niveles ya altos de estigma que experimentan las 
personas que usan drogas.130 No obstante, algunos 
programas de prevención universal bien diseñados 
y financiados, dirigidos a niños y niñas en edad 
escolar y que utilizan un enfoque interactivo y de 
creación de capacidades, han tenido cierto impacto 
en los niveles de uso de drogas (véase el cuadro 1). 

2.	Prevención selectiva; es decir, intervención di-
rigida a grupos (vulnerables) específicos. Estas in-
tervenciones se dirigen a subpoblaciones concretas 
cuyo riesgo de iniciarse en el uso de drogas o exper-
imentar dependencia de drogas es notablemente 
superior a la media. Con frecuencia, la mayor vul-
nerabilidad al uso de drogas deriva de la exclusión 
social (por ejemplo, jóvenes ofensores, niños, niñas 
y jóvenes que han abandonado la escuela, minorías 
étnicas marginalizadas, etc.) o de ciertos contextos 
sociales (jóvenes en entornos de fiestas). Por lo 
tanto, las intervenciones de prevención selectiva 
suelen abordar los factores de riesgo social (como 
las condiciones de vida y el entorno social) que ha-
cen que este grupo específico sea más vulnerable al 
uso de drogas. Las pruebas disponibles demuestran 
que las intervenciones de prevención selectiva que 
utilizan programas interactivos, con varios compo-
nentes dirigidos por pares, centrados en enseñar 
habilidades sociales y para enfrentar situaciones 
difíciles han tenido un ligero efecto positivo para 

retrasar la iniciación en el consumo de drogas, así 
como a mejorar las capacidades cognitivas y la au-
toestima (véase el cuadro 2).133

3.	Prevención indicada; es decir, intervención 
dirigida a personas concretas (vulnerables). 
Estos programas están dirigidos a personas que se 
identifican en situación de mayor riesgo de exper-
imentar problemas con el uso de drogas. Entre los 
criterios para evaluar dichos riesgos se encontrarían 
trastornos mentales, fracaso social, comportami-
entos antisociales, hiperactividad e impulsividad. 
El objetivo de la prevención personalizada no es 
necesariamente evitar la iniciación del consumo de 
drogas, sino más bien prevenir el desarrollo de la 

Cuadro 1  Prevención 
universal en la escuela: el 
programa “Unplugged”

“Unplugged” es un programa de prevención de 
drogas dirigido a escuelas que fue concebido a 
escala europea y que ha sido objeto de varias 
evaluaciones. El objetivo del programa era re-
ducir la prevalencia del uso de sustancias ilícitas, 
alcohol y tabaco entre jóvenes, retrasar la inici-
ación del uso y detener la transición hacia un uso 
problemático. El programa se basa en la influen-
cia social integral y en un enfoque interactivo que 
comprende formación y el fortalecimiento de 
habilidades sociales para enfrentar situaciones 
difíciles. Consta de 12 sesiones de una hora que 
imparte semanalmente profesores del centro 
educativo. Los profesores reciben un manual de-
tallado que les guía en la organización de las se-
siones, y que incluye sugerencias prácticas para 
fomentar la comunicación, la capacidad de escu-
cha y para promover el diálogo con los alumnos 
y alumnas. La formación del profesorado fue un 
componente fundamental de “Unplugged” para 
garantizar una buena calidad en la ejecución del 
programa.131 

El programa fue evaluado entre 2004 y 2007 en 
Alemania, Austria, Bélgica, Grecia, España, Italia 
y Suecia, con la participación de 143 escuelas 
y 7.079 alumnos. La evaluación mostró que el 
programa “Unplugged” había reducido el uso 
de cannabis, un impacto que se extendió du-
rante un período de seguimiento de 18 meses. 
Tras la evaluación, “Unplugged” se replanteó y la 
segunda fase del proyecto incorporó un manual 
revisado para el profesorado y nuevas tarjetas 
para usar en las sesiones interactivas con los y 
las estudiantes.132
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Cuadro  2   Programa de prevención selectiva entre familias 
vulnerables en Portugal: “En busca del tesoro familiar”134

El programa “En busca del tesoro familiar” se puso 
en marcha en 2004 en Portugal para reducir los 
factores de riesgo e incrementar los factores de 
protección familiares relacionados con el uso ilícito 
de drogas. El programa estaba dirigido a familias 
en condiciones de vulnerabilidad con hijos e hijas 
de 6 a 12 años, y tenía por objetivo evitar el uso de 
drogas, pero también la delincuencia, la violencia y 
los problemas de salud mental. Estaba compuesto 
por sesiones con padres, niños, niñas y sus familias. 
Los objetivos del programa se incluían:

•	 rebajar el uso de acciones disciplinarias severas 
o inadecuadas por parte de los padres

•	 mejorar las relaciones entre padres e hijos medi-
ante mejores habilidades para la crianza

•	 aumentar la supervisión y monitoreo de los pa-
dres

•	 incrementar la calidad de la comunicación, for-
talezas y la resiliencia familiar

•	 disminuir la hiperactividad y falta de atención de 
los niños y niñas, los síntomas emocionales y los 
problemas con sus compañeros

•	 aumentar el comportamiento social de los 
niños.135

El programa estaba organizado en torno a una 
búsqueda del tesoro familiar, a través de la cual 
las familias aprendían y descubrían sus fortalezas, 
los padres se formaban en habilidades de crianza 

y los niños, en habilidades para la vida. Todo ello 
usando materiales y actividades atractivos, como 
formación en habilidades, discusiones en grupo, 
juegos de rol, libros de historietas, juegos, cuentos, 
etc.136 

Desde 2004, se capacitaron a unos 192 profesion-
ales, y se desplegaron unos 15 programas de for-
mación en Portugal y uno en España.137 Según 
una evaluación del programa, realizada por los pro-
pios participantes, el 57% de los niños se benefició 
o se benefició mucho, y la mayoría de los padres in-
formó que había puesto en práctica en su hogar las 
habilidades aprendidas en el programa. Las familias 
consideraban que el programa había mejorado la 
relación con sus hijos, aumentado el cumplimiento 
de las normas familiares y reducido sus problemas 
de falta de atención. Todos los padres dijeron sen-
tirse satisfechos (37,5%) o muy satisfechos (65,5%) 
con el programa. En lo que se refiere a su impacto 
sobre el uso de sustancias, mientras el 91% de los 
participantes consumía alcohol cuatro o más veces 
por semana antes del programa, una vez finaliza-
do, el 62,5% de los padres informó de abstinencia 
total, un 25%, del uso de alcohol una vez al mes, y 
solo un 12,5%, del uso de alcohol más de dos veces 
al mes. Por otro lado, la percepción de los riesgos 
asociados con el uso ilícito de drogas aumentó no-
tablemente entre los niños que participaron en el 
programa, y los padres comunicaron bajos niveles  
de uso de todas las sustancias entre sus hijos.138

dependencia. En este sentido, las intervenciones de 
prevención son más eficaces cuando están destina-
das a resolver los problemas que no sean el uso de 
drogas, centrándose más bien en el contexto social 
y el desarrollo conductual de la persona afectada.139 

4.	Prevención ambiental; es decir, intervenciones 
dirigidas a la sociedad y sistemas. Estas interven-
ciones y estrategias persiguen alterar los entornos 
culturales, sociales, físicos y económicos inmediatos 
en los que las personas toman sus decisiones sobre 
el uso de drogas. Esta perspectiva tiene en cuenta 
el hecho de que los individuos no se involucran 
en drogas únicamente por sus características per-
sonales, sino que también se ven influidos por un 
conjunto complejo de factores en su entorno, lo 
que se espera o se acepta en las comunidades en 
las que viven, los contextos jurídicos nacionales, y 
el precio, la calidad y la disponibilidad de drogas. 
Las estrategias de prevención ambiental suelen 

incluir, principalmente, impuestos y prohibiciones 
sobre la publicidad, así como la limitación de la 
disponibilidad en entornos específicos a través de 
la concesión de licencias a minoristas, la restricción 
de las horas de apertura de los minoristas, etc. Estas 
medidas se han aplicado en gran medida para el 
alcohol y el tabaco, donde los gobiernos tienen la 
oportunidad de aplicar políticas reguladoras para 
conformar y estructurar el mercado legal. Políticas 
parecidas se están adoptando actualmente en los 
mercados regulados de cannabis en Uruguay y al-
gunos estados de los Estados Unidos.140

Consagrar la prevención en políticas de salud más 
generales
La prevención del consumo de drogas es solo uno de 
los componentes fundamentales de una política de 
drogas centrada en la salud, junto con la reducción de 
daños (véase el capítulo 2.4) y el tratamiento de la de-
pendencia (véase el capítulo 2.5). En este sentido, un 
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sistema eficaz de prevención del consumo de drogas 
debería: 

•	 Estar integrado —y nunca sustituir— un sistema de 
control de drogas centrado en la salud y orientado a 
proporcionar tratamiento y atención a las personas 
que usan drogas, y a evitar las consecuencias social-
es y de salud asociadas con el uso de drogas (por 
ejemplo, VIH/SIDA, hepatitis C, sobredosis, margin-
alización, etc.)

•	 Estar basado en el comprensión de que no todo uso 
de drogas es problemático

•	 Estar basado en el entendimiento de que la de-
pendencia a las drogas es un estado de salud com-
plejo con una combinación de causas biológicas, 
psicológicas y sociales

Cuadro 3   Las normas de calidad europeas en materia de 
prevención de drogas141

El OEDT propone varias fases y componentes para 
garantizar que los programas de prevención de 
drogas sean eficaces y de buena calidad. Estos se 
presentan a continuación:

Consideraciones transversales:
•	 Sostenibilidad y financiación
•	 Comunicación y participación de las partes in-

teresadas
•	 Formación y capacitación de personal
•	 Aspectos éticos

1. Evaluaciones de necesidades: 
•	 Conocer las políticas y la legislación relaciona-

da con las drogas
•	 Evaluar el uso de drogas y las necesidades de 

la comunidad
•	 Describir la necesidad y justificar la inter-

vención
•	 Entender a la población destinataria

2. Evaluación de recursos:
•	 Evaluar los recursos de la población objetivo y 

de la comunidad
•	 Evaluar las capacidades internas

3. Formulación del programa:
•	 Definir a la población objetivo
•	 Utilizar un modelo teórico
•	 Definir fines, metas y objetivos
•	 Definir el contexto
•	 Utilizar la evidencia de efectividad
•	 Definir el calendario

4. Diseño de la intervención:
•	 El diseño debe responder a la calidad y la efec-

tividad
•	 Si se selecciona una intervención existente
•	 Adaptar la intervención a la población  

destinataria

•	 Planificar las evaluaciones finales

5. Gestión y movilización de recursos:

•	 Planificar el programa

•	 Planificar las necesidades financieras

•	 Establecer el equipo

•	 Reclutar y retener a los participantes

•	 Preparar los materiales para el programa

•	 Presentar una descripción del proyecto

6. Ejecución y supervisión:

•	 Si se realiza una intervención piloto

•	 Ejecutar la intervención

•	 Supervisar la ejecución

•	 Ajustar la ejecución

7. Evaluaciones finales:

•	 Si se realiza una evaluación de resultados

•	 Si se realiza una evaluación de proceso

8. Difusión y mejora:

•	 Decidir si el programa se debería mantener

•	 Difundir información sobre el programa

•	 Elaborar un informe final

•	 Estar basado en evidencias de su efectividad y cos-
to-efectividad

•	 Contar con las competencias y el apoyo a escala na-
cional de las debidas políticas y estrategias de salud 
pública; incluidas normas nacionales, formación 
para profesionales y la exigencia de que escuelas, 
lugares de trabajo y organismos sociales y de salud 
pongan en práctica intervenciones de prevención 
relevantes.

Asuntos de implementación
En el campo de la prevención de drogas se han desar-
rollado una serie de normas mínimas de calidad, que 
pueden ser de utilidad a la hora de diseñar y ejecutar 
un programa de este tipo (véase el cuadro 3).142 
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Entre estas normas de calidad, los responsables de 
políticas deberían tener en cuenta varios temas espe-
cíficos que se presentan a continuación.143

Realizar una evaluación del uso de drogas y las 
necesidades de la comunidad 
Este es el primer paso que se debe dar para una inter-
vención de prevención eficaz, con el fin de obtener un 
conocimiento exhaustivo de las necesidades, los con-
textos locales y las poblaciones o grupos destinatarios, 
y evaluar la mejor forma de abordarlos. Esto entraña 
analizar los patrones de consumo de drogas en la 
población general y en grupos específicos, mediante 
estudios cuantitativos y cualitativos. Esta información 
se debería utilizar para dar prioridad a los programas 
basados en evidencia y para adaptar adecuadamente 
las intervenciones de prevención siempre que sea 
necesario para responder a nuevos patrones de uso 
y nuevos contextos socio-económicos y culturales. Se 
deberían estudiar atentamente los factores de riesgo y 
de protección, así como otros temas pertinentes, como 
la marginalización y las desigualdades sociales. Según 
el OEDT: “Un buen conocimiento de la población des-
tinataria y de sus realidades es un requisito previo para 
una prevención de drogas efectiva, costo-efectiva  
y ética”.144 

Algunos ejemplos de normas de calidad: 

•	 Las principales necesidades de la población se de-
scriben y, si es posible, se cuantifican

•	 La organización conoce los programas existentes y 

recientes de prevención de drogas

•	 El programa complementa otros programas de 
promoción de la salud o de prevención de drogas a 
escala local, regional y/o nacional

•	 La cultura y las perspectivas sobre el uso de drogas 
de la población destinataria se incluyen en la evalu-
ación de necesidades.

Realizar una evaluación de recursos 
En función de su diseño y escala, los programas de 
prevención pueden ser muy baratos o extremada-
mente caros. Por lo tanto, es importante llevar a cabo 
una evaluación para entender mejor qué se puede 
lograr de manera realista con los recursos disponi-
bles (incluidos los recursos humanos y financieros), y 
cuál debería ser el tipo y el alcance del programa. En 
contextos con pocos recursos, es importante evitar 
precipitarse y poner en marcha campañas llamativas 
que revelan una acción inmediata, pero que tienen 
poco impacto en el corto o largo plazo (como grandes 
campañas mediáticas). Además, el éxito o el fracaso de 
un programa de prevención depende en gran medida 
de la disposición del grupo destinatario y de otros ac-
tores interesados de participar o apoyar el programa y  
su ejecución. 

Algunos ejemplos de normas de calidad: 

•	 Se tienen en consideración las posibles fuentes de 
oposición y de apoyo al programa

•	 Se evalúa la capacidad de la población destinataria 
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•	 La ejecución de la intervención está documentada 
de forma adecuada y de ser necesario se puede 
adecuar

•	 Los datos relativos a los resultados y el proceso se 
recaban con frecuencia y se revisan a menudo y de 
manera sistemática

•	 Las conclusiones de la evaluación indican cuales el-
ementos se debe modificar para terminar con éxito 
el programa

•	 Las modificaciones introducidas al programa están 
bien justificadas y los motivos de las adecuaciones 
están documentadas.

Recursos clave 
•	 Hawks, D., Scott, K., y McBride, M. (2002), Preven-

tion of psychoactive substance use: A selected review 
of what works in the area of prevention (Ginebra: 
Organización Mundial de la Salud)

•	 Observatorio Europeo de las Drogas y las Toxico-
manías (2011), European drug prevention quality 
standards, http://www.emcdda.europa.eu/publi-
cations/manuals/prevention-standards

•	 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito (2013), International standards on drug 
use prevention, http://www.unodc.org/unodc/en/
prevention/prevention-standards.html

•	 Organización Mundial de la Salud, Prevention pub-
lications, http://www.who.int/substance_abuse/
publications/prevention/en/ 

para participar en el programa o apoyarlo

•	 Se evalúan los recursos y las capacidades internas 
(es decir, recursos humanos, organizativos, tec-
nológicos y financieros).

Evaluar la efectividad y la costo-efectividad de las 
intervenciones de prevención
Todo programa de prevención de drogas debería 
incluir un componente de supervisión científica y 
evaluación de resultados para valorar si las interven-
ciones en este ámbito han conseguido el objetivo 
deseado, y si están basadas en pruebas. En algunos 
casos, puede que los gobiernos opten por probar la 
intervención con un proyecto piloto, que puede ayu-
dar a identificar los problemas prácticos y los puntos 
débiles de la ejecución del proyecto. Una vez que se 
dispone de suficiente evidencia sobre el impacto del 
proyecto, este se puede poner en práctica a mayor es-
cala, y de ser necesario, adaptarlo para dar respuesta a 
cualquier problema que haya surgido durante la fase 
piloto. Mientras se despliega, el programa se debería 
supervisar con regularidad para ayudar a identificar 
cualquier necesidad de modificación. Los productos y 
los resultados se deberían analizar cuidadosamente y 
con regularidad para garantizar que la calidad del pro-
grama sea buena. La ejecución del programa debería 
ser flexible, para asegurarse de que este se pueda ade-
cuar a las recomendaciones del proceso de monitoreo. 
Si se introducen modificaciones, deberían estar bien 
documentadas y evaluadas para ayudar a comprender 
su impacto sobre el programa. 

Algunos ejemplos de normas de calidad:

•	 La intervención se ejecuta con una alta calidad y 
está orientada hacia los participantes

http://www.emcdda.europa.eu/publications/manuals/prevention-standards
http://www.emcdda.europa.eu/publications/manuals/prevention-standards
http://www.unodc.org/unodc/en/prevention/prevention-standards.html
http://www.unodc.org/unodc/en/prevention/prevention-standards.html
http://www.who.int/substance_abuse/publications/prevention/en/
http://www.who.int/substance_abuse/publications/prevention/en/


  43Guía sobre políticas de drogas del IDPC

Principales recomendaciones

•	 Los enfoques y principios de la reducción de 
daños se deberían integrar en todos los ámb-
itos de las políticas de drogas y en todos los 
servicios que trabajan con personas que usan 
drogas, incluidos los sectores de la salud, la 
asistencia social y la seguridad

•	 El paquete de intervenciones de reducción 
de daños respaldado por la ONU debería am-
pliarse para abordar otros daños además del 
VIH, y ofrecerse a una escala y de una forma 
que sea aceptable y accesible para las perso-
nas que usan drogas

•	 Los gobiernos y los donantes internacionales 
deberían garantizar suficientes fondos para pro-
porcionar una respuesta óptima de reducción 
de daños. Se deberían redirigir fondos utilizados 
en prácticas punitivas de aplicación de la ley y 
destinarlos a la reducción de daños, que garan-
tizará un mayor rendimiento por la inversión

•	 Se deberían eliminar las barreras jurídicas a la 
reducción de daños y otros servicios de salud 
(como el uso excesivo del encarcelamiento y 
las políticas de drogas represivas). Las prácti-
cas de aplicación de la ley que menoscaban 
los servicios de reducción de daños se de-
berían replantear y corregir

•	 La reducción de daños se debería prestar de 
una forma que empodere a las comunidades 
y a las personas que usan drogas, así como 
incluirlas de manera significativa en el diseño, 
la ejecución y la evaluación de los programas

•	 Los programas de reducción de daños deben 
ser sensibles al género, accesibles y adecua-
dos a las personas jóvenes que usan drogas. 
Esto puede requerir la creación de servicios 
o programas especializados para mujeres, 
jóvenes u otros grupos específicos

•	 Los servicios de reducción de daños se deben 
ofrecer en prisiones y otros entornos de en-
cierro, así como en las comunidades.

Introducción 

La reducción de daños se ha revelado como una 
respuesta a las drogas fundamentada en evidencia, 
altamente efectiva y costo-eficaz en todo el mundo 
en los últimos 30 años. Este enfoque forma ahora 
parte de otros pilares básicos de las políticas de 
drogas –como la reducción de la demanda y de la 
oferta– y se distingue de estos en la medida en que 
pone su principal acento en reducir los daños, incluso 
aunque esto no se traduzca en una reducción de la 
prevalencia del uso de drogas, ni en la escala del mer-
cado ilícito de drogas. La reducción de daños es una 
respuesta pragmática frente al uso de drogas, que 
acepta que si bien la abstinencia es un objetivo loa-
ble, puede que no resulte apropiado o deseable para  
algunas personas. 

La organización Harm Reduction International define 
la reducción de daños como “políticas, programas y 
prácticas cuyo principal objetivo consiste en limitar las 
consecuencias sociales, económicas y de salud nega-
tivas del uso del drogas psicoactivas legales e ilegales 
sin reducir necesariamente su consumo”.145 En algunos 
contextos, este enfoque se denomina “reducción de 
riesgos” o “minimización de daños”.

La reducción de daños es aplicable a todos los tipos de 
sustancias y usos de drogas. Históricamente, se ha aso-
ciado sobre todo con intervenciones dirigidas a redu-
cir los daños para la salud asociados con la inyección 
de opioides. Esto ha dado lugar a una falta de atención 
a las intervenciones de reducción de daños orientadas 
a otros tipos de drogas y usos, en especial el uso de 
estimulantes. Dado que los patrones de consumo de 
drogas y las vías de administración están cambiando 
rápidamente, urge corregir esta situación. 

La reducción de daños debería entenderse más como 
un conjunto de principios que como una lista de inter-
venciones (véase el cuadro 1). Se trata de un concepto 
que atañe tanto a la salud pública como a los derechos 
humanos, pero que también se centra en la seguridad 
pública. Entre los daños que busca abordar se en-
contrarían las sobredosis, las infecciones, sobrecarga 
penitenciaria, la violencia policial, la estigmatización, 
la marginalización o el abuso, por citar solo algunos. 
Por otro lado, la reducción de daños también debería 
tratar de empoderar a las personas que usan drogas e 

Reducción de daños
2.4
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Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
Los datos y las estadísticas disponibles demuestran 
claramente que se necesitan servicios e interven-
ciones que persigan proteger la salud y el bienestar de 
las personas que usan drogas, prevenir las infecciones 
y prolongar la vida, así como políticas que eliminen las 
barreras de acceso a la salud o la justicia.

El concepto de reducción de daños se ha politizado 
mucho en los debates sobre políticas de drogas; un 
gran número de países se muestra muy favorable a 
este, algunos países, fuertemente contra, y aún otros 
prefieren referirse a intervenciones individuales en 
lugar de a un enfoque de reducción de daños en sí. 
Sin embargo, la reducción de daños es ahora ampli-
amente respaldada y recomendada por la Asamblea 
General de la ONU, el the Programa Conjunto de las 
Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA (ONUSIDA), la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS), la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD), 
el Consejo de Derechos Humanos, el Fondo Mundial 
y muchos otros organismos.151 También cuenta con 
el apoyo de documentos normativos internos de 91 
países, y un aval de tan alto nivel (a menudo a través 
de políticas nacionales en materia de VIH/SIDA) puede 
ser importante para garantizar el financiamiento y am-
pliación de estos servicios.152

A nivel mundial, la cobertura de los servicios de reduc-
ción de daños para personas que se inyectan drogas 
sigue siendo insuficiente: por ejemplo, solo se dis-
tribuyen dos agujas al mes por persona que se inyecta 
drogas y solo el 8% de las personas que se inyectan 
opioides ha tenido acceso a terapia de sustitución de 
opioides (TSO).153 En muchos entornos, esto se debe 
a una falta de voluntad política para expandir y apo-
yar programas de reducción de daños, y a una crisis 
global de financiación para este enfoque.154 Como ya 
se ha destacado anteriormente, las personas que usan 
estimulantes tienen un acceso aún más limitado a 
servicios de reducción de daños que respondan a sus 
necesidades específicas.

En algunos entornos, la cobertura de la reducción de 
daños se ve activamente socavada por leyes o por su 
aplicación. Por ejemplo, los programas de agujas y 
jeringuillas (PAJ) proporcionan material de inyección 
esterilizado a personas que usan drogas para evitar 
el contagio de virus de transmisión sanguínea por la 
reutilización de artículos no esterilizados, se enfrentan 
a importantes barreras en países donde la posesión 
de agujas y jeringuillas se considera una prueba del 
uso de drogas, o está directamente prohibida. Del 
mismo modo, la TSO con metadona, buprenorfina 
u otros medicamentos está prohibida en algunos 
países.155 Por este motivo, la OMS ha manifestado clar-
amente que “los países deben trabajar para desarrollar 

implicarlas en el diseño, la ejecución y la evaluación de 
políticas y programas. 

Se estima que un total de 246 millones de personas 
de todo el mundo usan sustancias sometidas a control 
internacional.147 Entre las 8,5 y 21,5 millones de perso-
nas que se inyectan drogas, cerca del 13,5% vive con el 
VIH, lo cual supera con creces la prevalencia en la po-
blación general.148 Si bien solo una minoría de las per-
sonas que usan drogas desarrollan una dependencia, 
la mayoría experimenta un incremento de los riesgos 
como consecuencia de la criminalización y la margin-
alización. Se calcula que un 52% de las personas que 
se inyectan drogas vive con la hepatitis C y se cree 
que cada año se producen cerca de 200.000 muertes 
relacionadas con drogas, sobre todo por sobredosis.149 
Por otro lado, cada vez hay más pruebas que apuntan 
a los daños asociados con el uso de drogas no inyecta-
das, en especial la práctica de esnifar y fumar cocaína 
y sus derivados. En América Latina, cada vez hay más 
evidencias de que dicho uso está asociado con una 
mayor vulnerabilidad al VIH y la hepatitis C, así como 
a infecciones pulmonares.150 Sin embargo, se precisan 
más datos en este ámbito. 

Cuadro 1  Los principios de 
la reducción de daños146

•	 La reducción de daños está dirigida a riesgos 
y daños

•	 La reducción de daños está basadas en prue-
bas empíricas y es costo-efectiva

•	 La reducción de daños es progresiva, y 
reconoce la importancia de cualquier cambio 
positivo que las personas introducen en sus 
vidas

•	 La reducción de daños está arraigada en la 
dignidad y la compasión, y por lo tanto rec-
haza la discriminación, los estereotipos y la 
estigmatización

•	 La reducción de daños reconoce la universal-
idad y la interdependencia de los derechos 
humanos

•	 La reducción de daños cuestiona las políticas 
y prácticas que maximizan el daño, como la 
criminalización

•	 La reducción de daños valora la transparencia, 
la rendición de cuentas y la participación.
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Cuadro  2  El proyecto “Acción comunitaria para la reducción  
de daños”

El proyecto “Acción comunitaria para la reducción 
de daños” (CAHR) constituye un ejemplo de cómo 
se pueden incorporar los principios de reducción 
de daños en un programa integral. El proyecto de 
cinco años, financiado por el Ministerio del Interior 
de los Países Bajos (BUZA) a través de la Interna-
tional HIV/AIDS Alliance, tenía por objetivo ampliar 
el acceso a los servicios de reducción de daños 
entre personas que se inyectan drogas en China, 
India, Indonesia, Kenia y Malasia. El proyecto era 
excepcional en su enfoque para desarrollar y ex-
pandir servicios a personas que se inyectan drogas 
apoyando iniciativas comunitarias de base, con-
struyendo alianzas pragmáticas con autoridades 
locales, centros de salud pública y académicos, y 
abordando las políticas y barreras estructurales a la 
sostenibilidad del programa.

A mediados de 2014, el proyecto había llegado a 
65.000 personas que se inyectan drogas y a otros 
240.000 beneficiarios (como las parejas sexuales y 
familiares de estas personas). Más de 13.000 perso-
nas en los cinco países accedieron de forma volun-
taria a la prueba para la detección y asesoría sobre 
el VIH; 40.000 se beneficiaron de servicios de apoyo 
psico-social, asistencia jurídica, vivienda y/o gener-
ación de ingresos; y 47.000 utilizaron servicios de 
salud y derechos sexuales. Además, el 90% de las 
personas que se inyectan drogas notificó que había 

usado equipo de inyección esterilizado la última 
vez que se había inyectado.156 

El proyecto CAHR hacía un gran hincapié en la 
potenciación de la capacidad local de las organiza-
ciones comunitarias y en el intercambio de cono-
cimientos y experiencias para introducir o mejorar 
intervenciones básicas de reducción de daños. En 
Kenia, por ejemplo, el proyecto fue clave para pon-
er en marcha programas de agujas y jeringuillas 
(PAJ) y TSO, a pesar de los importantes obstáculos 
planteados por campañas represivas policiales y 
algunos líderes religiosos y comunitarios.

El proyecto CAHR contaba también con una fuerte 
agenda en materia de políticas que venía definida 
por el objetivo pragmático de desarrollar servicios 
eficaces de VIH y consumo de drogas basados en 
las pruebas empíricas disponibles. Las experiencias 
del proyecto sobre el terreno se utilizaron para in-
fluir en debates normativos, tanto a escala nacional 
como internacional. Finalmente, entre los objetivos 
del proyecto estaba también la participación ple-
na y significativa de las personas que consumen 
drogas en el diseño de políticas y programas, así 
como un firme compromiso con la protección y el 
fomento de los derechos humanos; por ejemplo, el 
proyecto facilitó la creación de la Red Keniata de 
Personas que Usan Drogas.157

políticas y leyes que despenalicen el uso de agujas y 
jeringas esterilizadas (y que permitan los PAJ) y que 
legalicen la TSO para personas que experimenten una 
dependencia de opioides”.158 Puede que también se 
necesiten reformas legislativas parecidas para otras 
intervenciones de reducción de daños, como los cen-
tros de consumo de drogas y las salas de inyección 
más segura, o los servicios de análisis de drogas y pas-
tillas. Un amplio abanico de agencias de la ONU han 
instado a que se descriminalice el uso de drogas para 
apoyar las respuestas de reducción de daños (véase el  
capítulo 3.1).

En muchos países, las personas que trabajan en la 
reducción de daños (especialmente pares y gestores 
comunitarios) también son blanco de la acción policial 
por “promover” o “facilitar” el uso de drogas. Siem-
pre que sea posible, es importante que los servicios 
de reducción de daños se presten con el acuerdo, el 
conocimiento y la colaboración de los organismos 
encargados de hacer cumplir la ley para evitar estos 
problemas; ya sea porque se negocie en el ámbito 
local o se formalice en directrices y protocolos norma-

tivos nacionales.159 En la misma línea, si las autoridades 
policiales actúan contra los servicios de reducción de 
daños para buscar y detener a personas que usan dro-
gas, dichos servicios no serán usados por las personas 
a quienes van dirigidos y se perderán los posibles ben-
eficios a la salud.

Asuntos de implementación
En 2009, la OMS, la ONUDD y ONUSIDA articularon 
un “paquete integral” de nueve intervenciones para 
abordar el VIH entre personas que se inyectan drogas 
(véanse las primeras nueve intervenciones que se 
enumeran abajo). Estas intervenciones, en su conjun-
to, “presentan el mayor impacto en la prevención y el 
tratamiento del VIH” y “contrastada evidencia científica 
que demuestra su eficacia”.160 

En general se reconoce que esta lista de intervenciones 
no es exhaustiva. Por lo tanto, proponemos otra serie 
de intervenciones basadas en pruebas empíricas (del 
número 10 al 21, abajo). Aunque esta lista tampoco 
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pretende ser completa, ya que la reducción de daños 
debe ir evolucionando para responder a nuevos pa-
trones de uso de drogas y daños asociados. 

Esta lista está especialmente centrada en personas 
que se inyectan drogas y en el VIH. No obstante, en 
un esfuerzo por responder a la urgente necesidad de 
elaborar mejores respuestas de reducción de daños 
para el uso de drogas no opioides y no inyectadas 
(por ejemplo, el uso de cocaína y de estimulantes de 
tipo anfetamínico,161 así como el uso no médico de 
algunos medicamentos farmacéuticos), proponemos 
un conjunto de intervenciones de reducción de daños 
dirigidas específicamente al uso de estimulantes (in-
tervenciones 19 a 21). 

1.	 Programas de agujas y jeringuillas (PAJ): La 
provisión de equipos de inyección esterilizados 
(como agujas y jeringuillas, pero también filtros, 
cucharas, toallitas limpiadoras y agua esterilizada) 
para reducir la propagación de infecciones.162 A 
los usuarios también se los anima a retornar los 
equipos utilizados con el fin de poderlos desechar 
con seguridad, y se les debería ofrecer información 
y educación sobre técnicas de inyección más se-
guras. Los PAJ gozan de una base de pruebas muy 
sólidas en lo que se refiere a reducir la transmisión 
del VIH, los comportamientos de riesgo como la 
práctica de compartir jeringuillas, y ayudar a ori-
entar a las personas hacia tratamiento de drogas 
cuando sea necesario.163

2.	 Terapias de sustitución de opioides (TSO) y 
otros tratamientos de dependencia de drogas: 
Sustancias de la Lista de Medicamentos esenciales 
de la OMS, como la metadona y la buprenorfina, se 
pueden utilizar para sustituir opioides de la calle 
como la heroína, ya sea en el largo plazo (algo que 
se conoce como “terapia de mantenimiento”) o en 
el corto plazo. Algunos países también prescriben 

heroína farmacéutica (diacetilmorfina) con este 
fin, especialmente a aquellos pacientes que no 
han respondido a los otros fármacos disponibles. 
Esta intervención, sobre la que existen numerosos 
estudios, ha demostrado reducir la práctica de la 
inyección, rebajar la delincuencia, mejorar la ob-
servancia del tratamiento contra el VIH,164 la hep-
atitis C y la tuberculosis,165 e incrementar la salud 
y el bienestar en general.166 Para más información, 
véase el capítulo 2.5.

3.	 Pruebas para la detección del VIH y servicios 
de asesoramiento: Esta intervención está dirigida 
específicamente a personas que usan drogas, pero 
siempre con carácter voluntario y confidencial, e 
idealmente acompañada de otras medidas para 
vincular a las personas a las que se le acabe de 
diagnosticar el virus con servicios accesibles de 
atención y tratamiento.

4.	 Terapia antirretroviral: Las personas que usan 
drogas deberían gozar de igual acceso al tratam-
iento del VIH, siguiendo las mismas recomenda-
ciones, que cualquier otro adulto.167 En la práctica, 
sin embargo, suelen ser objeto de discriminación 
o se suele entender que es probable que fracasen 
en el tratamiento; no obstante, cuando el tratam-
iento se proporciona en un entorno propicio, las 
personas que usan drogas muestran resultados 
parecidos al resto.168-169

5.	 Prevención y tratamiento de infecciones de 
transmisión sexual: Dirigido a personas que 
usan drogas y sus parejas sexuales, especialmente 
porque estas infecciones —sobre todo aquellas 
que provocan lesiones genitales— pueden incre-
mentar el riesgo de transmisión del VIH.

6.	 Distribución de preservativos: Dirigida a perso-
nas que usan drogas y a sus parejas sexuales.

Una educadora par recogiendo agujas en Vietnam
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7.	 Información, educación y comunicación espe-
cíficas: Incluido asesoramiento sobre prácticas de 
inyección más segura (algo que también se conoce 
como “mensajes” o “comunicación para fomentar 
cambios de comportamiento”). Es importante pro-
porcionar información fidedigna sobre los efectos 
y los daños asociados con distintas sustancias, así 
como información objetiva sobre diferentes vías 
de administración. La información, la educación 
y la comunicación deberían estar actualizadas y 
adaptadas a los cambiantes patrones de uso y 
adquisición de drogas; por ejemplo, la tendencia 
en algunos países hacia la compra de drogas por 
internet brinda la oportunidad de prestar aseso-
ramiento de reducción de daños a través de foros 
y reseñas de clientes online.

8.	 Vacunación, diagnóstico y tratamiento de la 
hepatitis viral: La vacuna de la hepatitis B es muy 
eficaz y se debería poner a disposición de todas las 
personas en situación de riesgo, entre las cuales 
aquellas que usan drogas, recluidas en prisiones 
o que trabajan en el campo de la reducción de 
daños. Se han producido grandes avances en el 
tratamiento de la hepatitis C, que es una enferme-

dad curable independientemente de si la persona 
usa drogas.170

9.	 Prevención, diagnóstico y tratamiento de la 
tuberculosis: Las personas que usan drogas se 
encuentran en una situación de mayor riesgo de 
contraer la tuberculosis (y tuberculosis multirre-
sistente) por varios motivos desde el encarcelam-
iento frecuente al frágil sistema inmune asociado 
con la infección por VIH.

10.	Servicios básicos de salud, incluida la pre-
vención y manejo de sobredosis:171 La sobre-
dosis es una experiencia habitual entre muchas 
personas que usan drogas y una de las principales 
causas de muerte entre las personas que se in-
yectan drogas. Los programas de reducción de 
daños comprenden la provisión de naloxona, una 
sustancia que forma parte de la Lista de Medica-
mentos esenciales de la OMS y que neutraliza de 
forma rápida y segura la depresión respiratoria 
derivada de una sobredosis de opioides (véase el 
cuadro 3). Los servicios también pueden centrarse 
en técnicas de reanimación, así como en asesoram-
iento sobre cómo evitar la propia sobredosis. Por 
otro lado, las leyes de amnistía médica o de “buen 
samaritano” en muchos países ayudan a proteger a 
las personas que respondan ante las sobredosis de 
posibles responsabilidades, incrementando así la 
probabilidad de que se produzcan intervenciones 
que salvan vidas.

11.	Servicios para personas que experimentan de-
pendencia de drogas o que usan drogas en en-
tornos de prisión o detención: El conjunto com-
pleto de servicios de reducción de daños se debería 
ofrecer en prisiones y otros entornos cerrados, del 
mismo modo que en la comunidad. Sin embargo, 
solo ocho países disponen de PAJ en prisión (frente 
a 90 países que ofrecen programas comunitarios), y 
solo 43 países prestan TSO en entornos carcelarios 
(frente a 80 países con programas comunitarios). 
Para más información, véase el capítulo 3.6.

Cuadro 3  Programas contra 
las sobredosis en la ciudad  
de Nueva York

Tras años de creciente mortalidad por sobre-
dosis y la muerte de muchos amigos y benefi-
ciarios, tres programas de reducción de daños 
de base comunitaria lanzaron las primeras inici-
ativas de prevención de sobredosis de la ciudad 
de Nueva York en 2004, incluida la distribución 
de naloxona entre personas que usan opioides. 
Los tres grupos abarcaban una zona geográfica-
mente diversa de la ciudad, incluían un progra-
ma de reducción de daños para jóvenes, y pasa-
ron rápidamente de ser un servicio periódico 
de pequeña escala a ampliarse para ofrecer for-
mación en las calles y proporcionar a las comu-
nidades información y herramientas para evitar 
y revertir las sobredosis. A mediados de 2006, 
tras una evaluación de los primeros proyectos, 
el gobierno de la ciudad de Nueva York asumió 
los costes del programa, aportando suficientes 
fondos para respaldar los programas de lucha 
contra la sobredosis de todas las organizaciones 
de reducción de daños de la ciudad y contratar 
a un director médico a tiempo completo para 
el programa. En los dos años que siguieron, la 
mortalidad por sobredosis disminuyó otro 27% 
en toda la ciudad.170

Máquina dispensadora de pipas de crack en Vancouver, 
Canadá
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12.	Incidencia política: Según ONUSIDA, este es 
uno de los “facilitadores fundamentales” para una 
respuesta eficaz al VIH, y abarca un amplio aban-
ico de intervenciones para promover y proteger 
la salud y los derechos humanos de las personas 
que usan drogas y otras poblaciones afectadas. 
Una pieza clave de ello es la incidencia política a 
favor de la reforma de las políticas de drogas y en 
pro de los servicios de reducción de daños.173 Las 
iniciativas para reducir el estigma asociado con el 
uso de drogas también son cruciales para eliminar 
las principales barreras a las que se enfrentan las 
personas que usan drogas (véase el cuadro 4).

13.	Apoyo psico-social: Para satisfacer las necesidades 
de las personas que usan drogas, los servicios tam-
bién deberían poder prestar servicios de salud men-
tal, sociales y financieros cuando sea necesario, o 
ayudar a las personas beneficiadas a acceder a ellos. 
Los trastornos psiquiátricos como la depresión, el 
estrés y el estrés postraumático tienen mayor prev-
alencia entre las poblaciones usuarias de drogas.178 

El centro de reducción de daños del barrio Lower 
East Side de Nueva York, por ejemplo, estableció 
un equipo de profesionales de la salud mental para 
ayudar a los usuarios que vivían con problemas de 
este tipo, así como servicios de vivienda, apoyo ju-
rídico y gestión de casos para coordinar los servicios 
sociales y de salud.179

14.	Acceso a servicios de justicia/jurídicos: En tanto 
que población criminalizada de forma práctica-
mente universal, las personas que usan drogas 
se encuentran a menudo confrontadas con el 
sistema de justicia penal. También pueden ser 
objeto de abusos de derechos humanos, abusos 
policiales, juicios nulos y acoso. Por lo tanto, es 
importante que gocen de acceso a apoyo jurídico. 
En el Reino Unido, por ejemplo, la organización sin 
ánimo de lucro Release está especializada en leyes 
de drogas y derechos humanos, y ofrece una línea 
telefónica gratuita de ayuda para que las personas 
que usan drogas puedan acceder a asesoramiento 
y respaldo jurídico de forma confidencial.180

Cuadro  4  “Apoye. No castigue”: una demostración de fuerza 
global a favor de la reducción de daños y la reforma normativa

La campaña “Apoye. No castigue”173 es una iniciativa 
mundial de incidencia que aboga por una mayor 
inversión en las respuestas de reducción de daños 
y por la reforma de las políticas de drogas ineficaces. 
Lanzada inicialmente en el marco del proyecto CAHR 
(véase el cuadro 2), la campaña cuenta con una im-
agen propia, así como con un sitio web interactivo 
que ofrece recursos de acceso abierto, presencia en 
los medios sociales174 y un proyecto de fotos interac-
tivo en que han participado más de 7.000 personas 
de todo el mundo como muestra de apoyo.175 Tam-
bién cuenta con un “Día de Acción Mundial” en torno 
al que se centran los esfuerzos de incidencia el 26 de 

junio – el Día Internacional de la Lucha contra el Uso 
Indebido y el Tráfico Ilícito de Drogas – con el obje-
tivo de reivindicar los medios, la narrativa pública y 
el discurso político en este día tan señalado. El 26 de 
junio de 2015, activistas en 160 ciudades de todo el 
mundo organizaron una gran variedad de acciones 
locales, todas ellas con la imagen y los mensajes de 
“Apoye. No castigue” para concienciar sobre los te-
mas de la campaña, en especial la demanda que se 
destinen más fondos a la reducción de daños, se am-
plíen los servicios y se eliminen las barreras políticas 
y legislativas para garantizar un mejor acceso.176

Día de Acción Mundial en Mauricio, 26 de junio de 2015

Fotografía: Collectif U
rgence Toxida
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15.	Programas para niños, niñas y jóvenes: Aunque 
muchas personas jóvenes usan drogas, la mayor 
parte de los servicios están concebidos para adul-
tos y puede que ni siquiera estén legalmente au-
torizados a prestar servicios como PAJ a personas 
menores de 18 años. Existen muchas otras barre-
ras que impiden a las personas jóvenes acceder a 
servicios de reducción de daños, como el requis-
ito del consentimiento de los padres en algunos 
países. Sin embargo, funcionan muchos progra-
mas exitosos de reducción de daños orientados 
a jóvenes. Por ejemplo, el proyecto de reducción 
de daños “Crystal Clear”, en la ciudad canadiense 
de Vancouver, ofrece servicios de difusión entre 
pares, apoyo y desarrollo de liderazgo, educación 

en reducción de daños y salud con el fin de brindar 
asistencia a jóvenes que usan metanfetamina.181

16.	Desarrollo de medios de vida/fortalecimiento 
económico: Esto entraña apoyo educativo, form-
ativo y financiero para que las personas puedan 
acceder a un empleo, así como programas de 
microfinanciación para ayudar a las personas a 
generar fuentes legítimas de ingresos.

17.	Salas de consumo de drogas/centros de inyec-
ción más segura:182 Estos espacios supervisados 
permiten a las personas llevar las drogas que 
han adquirido previamente para inyectárselas, 
fumárselas y/o inhalarlas en un entorno ester-
ilizado y seguro. La presencia de personal con 

Credit: João Luiz/SECO
M

Cuadro  5   El programa “Braços Abertos” en São Paulo

El programa “Braços Abertos” (Brazos Abiertos) 
persigue luchar contra los importantes proble-
mas sociales, de salud y de seguridad en una zona 
conocida popularmente como Cracôlandia en la 
ciudad de São Paulo, Brasil. El programa, iniciado 
en 2013, está dirigido a personas sin hogar que 
usan crack en la zona. Proporciona alojamiento en 
moteles contratados por el gobierno y ofrece acceso 
a atención de la salud, empleo, ropa y una comida 
al día; todo ello sin exigir que se abstengan del uso 
de crack. Se trata de un ejemplo del enfoque de 
“Vivienda Primero” (Housing First), cuyo objetivo es 
apoyar a las personas con sus problemas de drogas 
brindándoles una residencia estable, permitiendo 
reducir una serie de daños asociados con la vida en  
la calle.183

El programa “Braços Abertos” requería coordi-
nación entre varios departamentos municipales 
(salud, cultura, educación, asistencia social bie-
nestar, medio ambiente, empleo y derechos 
humanos), así como estrechas alianzas con gru-
pos de la sociedad civil. Entre otras cosas, per-
sigue fortalecer las redes sociales y fomentar la 
participación y el apoyo de la sociedad. Desde 
su creación, el programa ha empoderado a sus 
participantes para que estos vuelvan con sus 
familias, consigan un empleo formal o sigan trat-
amientos de salud; y el gobierno brasileño ha 
anunciado que prevé expandir este enfoque en  
21 ciudades.184

Participantes del programa “Braços Abertos”

Fotografía: João Luiz/SECO
M
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formación médica garantiza que las sobredosis y 
otros problemas de salud se puedan abordar con 
rapidez y eficacia. En 2015, se contaban 86 salas 
de consumo de drogas en siete países europeos,185 
y otros servicios adicionales en Sídney, Australia, 
y Vancouver, Canadá. A pesar de muchos años de 
funcionamiento y de millones de inyecciones su-
pervisadas, en estos centros supervisados nunca 
se ha producido una sobredosis letal. Los efectos 
van más allá de los centros en sí: las muertes en el 
barrio donde está ubicado Insite, el espacio para 
inyección más segura de Vancouver, cayeron un 
35% el año después en que abrió.186 En Suiza, las 
salas de uso de drogas también han reducido de 
forma drástica los niveles de desórdenes en las 
zonas públicas cercanas.

18.	Servicios con perspectiva de género: Las mujeres 
que usan drogas suele enfrentarse a un mayor estig-
ma, discriminación y riesgos que los hombres, y sus 
necesidades pueden ser muy distintas. Por ejemplo,  
unos servicios de reducción de daños con perspec-
tiva de género son aquellos que prevén servicios 
de guardería (o alternativos a esta), la prevención 
de la transmisión materno-infantil del VIH, aseso-
ramiento y apoyo familiar, programas para reducir 
la violencia de género, servicios para trabajadoras 
sexuales, preservativos femeninos y espacios u ho-
ras reservadas únicamente a mujeres.187

19.	Análisis de drogas: Como respuesta a los daños 
asociados con el uso de estimulantes y la aparición 
de una amplia gama de NSP, el análisis de drogas 
surge para ayudar a las personas a saber qué están 
consumiendo, y evitar usar adulterantes descon-
ocidos y potencialmente peligrosos. Este servicio 
también ayuda al personal de urgencias médicas 
y a los organismos de salud pública a identificar 
tendencias en los mercados ilícitos de drogas para 
poder adaptar mejor su respuesta de reducción de 
daños y tratamiento. Organizaciones como Dance-
Safe en Norteamérica ofrecen servicios de análisis 
de drogas directamente en eventos de música 
electrónica, en colaboración con los departamen-
tos locales de salud pública.188 

20.	Distribución de parafernalia para fumar: El uso 
de crack sigue estando asociado con varios prob-
lemas de salud, como ampollas, llagas, cortes en 
los labios y las encías, e infecciones por VIH y hep-
atitis C. Grupos de reducción de daños en Canadá 
han promovido recientemente la distribución de 
parafernalia esterilizada para fumar crack que in-
cluye pipas de vidrio (que son resistentes al calor e 
irrompibles), boquillas, filtros, toallitas con alcohol, 
pantallas para pipas y bastoncillos.189 

21.	Servicios de apoyo social: Otras iniciativas de 
reducción de daños relevantes prestan servicios 
de vivienda, refugio y empleo (véase el cuadro 5).

Recursos clave 
•	 Harm Reduction International (2013), When sex 

work and drug use overlap: Considerations for policy 
and practice, http://www.ihra.net/files/2014/08/06/
Sex_work_report_%C6%924_WEB.pdf 

•	 Harm Reduction International (2014), The global 
state of harm reduction 2014, http://www.ihra.net/
contents/1524 

•	 Harm Reduction International (2015), A global review 
of the harm reduction response to amphetamines: A 
2015 update, http://www.ihra.net/files/2015/10/18/
AmphetaminesReport_Oct2015_web.pdf

•	 Harm Reduction International, the International 
HIV/AIDS Alliance, Save the Children yYouth RISE 
(2015), Step by Step: Preparing for work with children 
and young people who inject drugs, http://www.ihra.
net/contents/1660 

•	 International HIV/AIDS Alliance (2010), Good prac-
tice guide: HIV and drug use, http://www.aidsalliance.
org/assets/000/000/383/454-Good-practice-guide-
HIV-and-drug-use_original.pdf 

•	 Observatorio Europeo de las Drogas y las Toxico-
manías (2010), Harm reduction: Evidence, impacts 
and challenges, http://www.emcdda.europa.eu/
publications/monographs/harm-reduction

•	 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito y Organización Mundial de la Salud (2013), 
Opioid overdose: Preventing and reducing opioid 
overdose mortality, https://www.unodc.org/docs/
treatment/overdose.pdf 

•	 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito, ONU Mujeres, Organización Mundial de 
la Salud y Red Internacional de Personas que Usan 
Drogas (2014), Women who inject drugs and HIV: 
Addressing specific needs, http://www.unodc.org/
documents/hiv-aids/publications/WOMEN_POLI-
CY_BRIEF2014.pdf 

•	 Organización Mundial de la Salud (julio de 2014), 
Consolidated guidelines on HIV prevention, diagnosis, 
treatment and care for key populations, http://www.
who.int/hiv/pub/guidelines/keypopulations/en/ 

•	 Organización Mundial de la Salud, Oficina de las Na-
ciones Unidas contra la Droga y el Delito y Progra-
ma Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/
SIDA (2012), WHO, UNODC, UNAIDS Technical Guide 
for countries to set targets for universal access to HIV 
prevention, treatment and care for injecting drug us-
ers – 2012 Revision, http://www.who.int/hiv/topics/
idu/en/index.html 

 

http://www.ihra.net/files/2014/08/06/Sex_work_report_É4_WEB.pdf
http://www.ihra.net/files/2014/08/06/Sex_work_report_É4_WEB.pdf
http://www.ihra.net/contents/1524
http://www.ihra.net/contents/1524
http://www.ihra.net/files/2015/10/18/AmphetaminesReport_Oct2015_web.pdf
http://www.ihra.net/files/2015/10/18/AmphetaminesReport_Oct2015_web.pdf
http://www.ihra.net/contents/1660
http://www.ihra.net/contents/1660
http://www.aidsalliance.org/assets/000/000/383/454-Good-practice-guide-HIV-and-drug-use_original.pdf
http://www.aidsalliance.org/assets/000/000/383/454-Good-practice-guide-HIV-and-drug-use_original.pdf
http://www.aidsalliance.org/assets/000/000/383/454-Good-practice-guide-HIV-and-drug-use_original.pdf
http://www.emcdda.europa.eu/publications/monographs/harm-reduction
http://www.emcdda.europa.eu/publications/monographs/harm-reduction
https://www.unodc.org/docs/treatment/overdose.pdf
https://www.unodc.org/docs/treatment/overdose.pdf
http://www.unodc.org/documents/hiv-aids/publications/WOMEN_POLICY_BRIEF2014.pdf
http://www.unodc.org/documents/hiv-aids/publications/WOMEN_POLICY_BRIEF2014.pdf
http://www.unodc.org/documents/hiv-aids/publications/WOMEN_POLICY_BRIEF2014.pdf
http://www.who.int/hiv/pub/guidelines/keypopulations/en/
http://www.who.int/hiv/pub/guidelines/keypopulations/en/
http://www.who.int/hiv/topics/idu/en/index.html
http://www.who.int/hiv/topics/idu/en/index.html


  51Guía sobre políticas de drogas del IDPC

mejora la retención en el tratamiento y reduce el uso 
ilícito de opioides,192 disminuyendo así la incidencia de 
prácticas de inyección y, por ende, la exposición a virus 
de transmisión sanguínea como el VIH y la Hepatitis 
C.193 Sin embargo, solo una de cada seis personas con 
dependencia de drogas tiene acceso a un tratamien-
to basado en evidencia.194 En vista de esta situación, 
el acceso a la TSO debería ampliarse para abordar la 
necesidad insatisfecha que impera actualmente en 
todo el mundo.

El abanico de drogas disponibles también se está am-
pliando y puede que un modelo que sea eficaz para un 
tipo concreto de sustancias (por ejemplo, los opioides) 
no lo sea para otro (por ejemplo, el crack, las metanfe-
taminas, etc.). Por este motivo, es necesario y urgente 
otorgar mayor importancia y atención a las opciones 
de tratamiento de sustitución para otras sustancias, 

Tratamiento de la dependencia de drogas
2.5

Introducción 
Existe una tendencia cada vez más fuerte a entender 
la dependencia de drogas como una cuestión de salud 
más que como un problema penal y/o moral. Cálculos 
recientes sugieren que, en 2013, aproximadamente 
246 millones de adultos usaron drogas fiscalizadas 
con fines no médicos (en un rango entre 162 a 329 
millones).190 De este total, se estima que apenas una 
de cada diez personas (unos 27 millones de adultos) 
experimenta una dependencia frente a sustancias.191 

El tratamiento de la dependencia de drogas basado en 
evidencia ha demostrado su eficacia para gestionar la 
dependencia de drogas, reducir los daños relaciona-
dos con estas sustancias y minimizar los costes social-
es y de delincuencia. Los datos disponibles ponen de 
relieve que la terapia de sustitución de opioides (TSO) 

•	 El objetivo primordial de los sistemas de tratam-
iento de la dependencia de drogas debería ser 
permitir a las personas potenciar su autonomía y 
tener un estilo de vida satisfactorio

•	 Aunque la abstinencia puede ser un objetivo lo-
able, no es alcanzable o apropiado para algunas 
personas, a las que se les debería garantizar el 
derecho a seguir una terapia de sustitución si así 
lo desean, y durante el tiempo que lo consideren 
necesario

•	 Los responsables de la formulación de políticas 
deberían realizar una inversión a largo plazo en 
tratamiento con el fin de responder de manera 
adecuada a la dependencia de drogas y reducir 
los costes sociales y de salud que esta implica 

•	 Las inversiones en tratamientos de dependen-
cia de drogas deberían basarse en un enfoque 
sistemático en vez de reducirse a intervenciones 
aisladas: es necesario identificar a aquellas per-
sonas que más necesitan tratamiento, ofrecer un 
abanico equilibrado de servicios basados en la 

evidencia, y desarrollar mecanismos que facilit-
en que las personas pasen de un componente a 
otro según vayan cambiando sus circunstancias

•	 Los enfoques que contravienen las normas de 
derechos humanos (como la detención oblig-
atoria de las personas que usan drogas) deben 
ser eliminados. Además de no ser éticos ni cos-
to-efectivos, estos enfoques tienen muy pocas 
probabilidades de alcanzar los objetivos desea-
dos

•	 Se deberían realizar más estudios sobre el trat-
amiento de la dependencia de estimulantes

•	 Es necesario revisar y evaluar de forma constante 
los sistemas nacionales de tratamiento para ase-
gurarse de que estén funcionando con eficacia 
y en consonancia con los estándares globales. 
Los servicios pueden ser más eficaces y mejorar 
su capacidad de respuesta si contemplan una 
adecuada participación de las personas a los 
que van dirigidos tanto en su diseño como en  
su ejecución.

Principales recomendaciones
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dólares, mientras que 1 año completo de encarcelam-
iento cuesta unos 18.400 por persona”,198 llegando a la 
conclusión de que “los estudios han demostrado que 
el tratamiento de mantenimiento con metadona es 
beneficioso para la sociedad, es costo-efectivo, y bási-
camente se paga por sí sólo”.199 

El impacto del consumo de drogas sobre una persona 
depende de la compleja interacción entre las propie-
dades farmacológicas de la sustancia empleada, las 
características y las actitudes del usuario, y el entorno 
en que se realiza el consumo. Los programas de trat-
amiento deben tener en cuenta cada uno de estos 
factores y cómo interactúan entre sí. En todas las so-
ciedades, la prevalencia de la dependencia de drogas 
se suele concentrar entre los grupos marginalizados, 
donde son más altas los índices de trauma emocion-
al, pobreza y exclusión social.200 Dados los muchos 
factores que propician la dependencia de drogas, no 
existe un único enfoque de tratamiento con probab-
ilidades de éxito para todo el espectro social. Por ello, 
los esfuerzos de los responsables de políticas deberían 
orientarse a garantizar un sistema de tratamiento 
que abarque un abanico de modelos estrechamente 
integrados entre sí y que se refuercen mutuamente, 
y que además tengan en cuenta las preferencias y 
la elección de la persona que accede al tratamiento. 
Tener en cuenta la importancia del entorno significa 
que el tratamiento debe ofrecer no solo medicamen-
tos sino también servicios psicosociales, entendiendo 
el contexto social y cultural en el que las personas se 
desenvuelven. Tales intervenciones, como parte de un 
sistema de tratamiento eficaz, pueden permitir a una 
persona disfrutar de un estilo de vida saludable y so-
cialmente constructivo.

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 

Obligaciones internacionales
La obligación de los Estados miembros de la ONU de 
proporcionar tratamiento de drogas a sus ciudadanos 
está consagrada en los tratados de fiscalización in-
ternacional de drogas. Según el artículo 38 de la 
Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes y el 
artículo 20 del Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas 
de 1971, los Estados signatarios deben adoptar todas 
las medidas prácticas para “la pronta identificación, 
tratamiento, educación, post tratamiento, rehabilitac-
ión y readaptación social de las personas afectadas”.201 

Por otro lado, el derecho al tratamiento forma parte 
de las obligaciones más generales relacionadas con el 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental (“el derecho a la salud”). El derecho a 
la salud se articuló por primera vez en la Constitución 
de la Organización Mundial de la Salud en 1946, y se 

en especial los estimulantes. En efecto, estudios piloto 
sobre el tratamiento de la dependencia de metan-
fetamina usando dexanfetamina, así como el uso de 
cannabis para reducir la dependencia de crack, han 
mostrado resultados prometedores. 

Desde el punto de vista del gasto público, existen 
argumentos contundentes para defender mayores 
inversiones en los tratamientos de la dependencia 
de drogas, pues estos pueden reducir los gastos en 
salud, y prevenir la delincuencia y otras consecuencias 
sociales adversas.195 Según los cálculos de un estudio 
realizado en 2010 por el Ministerio del Interior del Re-
ino Unido, por cada libra esterlina gastada en tratam-
iento (1,40 dólares estadounidenses), la sociedad se 
beneficia con 2,5 libras (3,60 dólares).196 En los Estados 
Unidos, se estima que el beneficio de los tratamientos 
de mantenimiento con metadona es casi cuatro veces 
mayor que el coste del tratamiento.197 En efecto, según 
el Instituto Nacional sobre el Abuso de Drogas (NIDA), 
“el coste promedio de 1 año completo de manten-
imiento con metadona es aproximadamente de 4.700 
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Una enfermera mide una jeringuilla de metadona en 
la mezquita de Ar Rahman en Kuala Lumpur, Malasia
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Cuadro  1  Tratamiento asistido con heroína (TAH): el ejemplo del 
Reino Unido

Se calcula que el 5% de las personas que usan opi-
oides en tratamientos de sustitución no responden 
bien a la metadona. A menudo, estas personas se 
encuentran entre los usuarios más marginalizados 
y pueden padecer graves problemas psico-sociales 
y de salud. Esto puede traducirse en altos costes 
desde el punto de vista del bienestar y de impli-
cación del sistema de justicia penal.

En el Reino Unido, existe hace décadas la práctica 
de prescribir heroína inyectable a personas depen-
dientes de opioides. Sin embargo, en las décadas 
de 1960 y 1970, esta práctica despertó una gran 
controversia política, principalmente porque los 
usuarios recogían sus dosis para llevar en las farma-
cias y había poca supervisión. Es probable que es-
tas prescripciones estuvieran alimentando un mer-
cado ilícito. Entre mediados y finales de la década 
de 1970, la prescripción de heroína se interrumpió 
casi por completo. Sin embargo, seguía presentán-
dose una necesidad terapéutica insatisfecha entre 
un sector muy vulnerable de la población depen-
diente de drogas, que no progresaba con la meta-
dona y tendía a comprar y usar suministros ilícitos 
de heroína además de sus dosis de metadona (o en 
lugar de estas).

En los últimos años, se ha desarrollado en Europa 
– especialmente en Suiza – un régimen de tratam-
iento con heroína novedoso y políticamente más 
aceptable.202 El Reino Unido comenzó a efectuar 
ensayos científicos de este método, en que los usu-

arios recibían dosis de heroína inyectable en cen-
tros clínicos especiales, en condiciones controla-
das, bajo la estrecha supervisión y con el apoyo de 
personal médico en un entorno limpio y seguro.203 

Muchos de estos usuarios señalaron que esta ex-
periencia les había cambiado la vida, y se registró 
una mejora significativa en su bienestar sanitario 
y social, además de una gran reducción en el con-
sumo de drogas y en las actividades delictivas. En 
los ensayos participaron los propios usuarios del 
servicio, brindando apoyo tanto en su calidad de 
pares como de asistentes de investigación. Los 
investigadores llegaron a la conclusión de que el 
TAH permitía que un sector de la población al que 
era difícil llegar y facilitar tratamiento pudiera ac-
ceder a servicios de apoyo y atención de la salud, 
así como cumplir con ciertos objetivos políticos y 
de orden público, y las exigencias de la seguridad 
clínica.204

Algunos de los investigadores que participaron en 
estos ensayos han realizado recientemente una 
revisión sistemática y un meta-análisis de ensayos 
controlados aleatorios con el TAH. Los ensayos re-
visados se habían efectuado en Alemania, Canadá, 
España, los Países Bajos, el Reino Unido y Suiza. El 
estudio llegó a la conclusión de que “la prescripción 
de heroína, como parte de un régimen altamente 
regulado, es un tratamiento viable y eficaz para un 
grupo de pacientes dependientes de heroína par-
ticularmente difícil de tratar”.205

mencionó en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos dos años después.206 Estos son documentos 
fundamentales del sistema de la ONU, y el hecho de 
que incluyan el derecho a la salud demuestra la im-
portancia que se le otorga al concepto en el derecho 
internacional. Los preámbulos de los tratados de con-
trol de drogas de la ONU refuerzan estos principios; 
las primeras palabras de la Convención de 1961 y del 
Convenio 1971 expresan, de hecho, la preocupación 
de los Estados miembros por “la salud física y moral 
de la humanidad”.207 Y como manifestó explícitamente 
la ex Alta Comisionada de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos: “Las personas que consumen 
drogas no pierden sus derechos humanos”.208

Garantizar acceso a medicamentos esenciales 
para la TSO
Tanto la metadona como la buprenorfina están inclui-
das en la Lista Modelo de Medicamentos esenciales de 
la OMS.209 Según los tratados de derechos humanos en 

los que se protege el derecho a la salud, como el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, los medicamentos que los Estados firmantes 
están obligados a proporcionar deben ser “científica y 
médicamente adecuados”.210 

En países como los Países Bajos, el Reino Unido y 
Suiza, los gobiernos han desarrollado programas de 
tratamiento exitosos que ofrecen una amplia gama de 
posibilidades, como la sustitución con metadona y bu-
prenorfina, pero también con morfina y heroína (véase 
el cuadro 1). Es fundamental que las leyes y políticas 
de drogas se revisen para garantizar un acceso adec-
uado a estas sustancias para TSO.

En algunos países, sin embargo, las personas que usan 
drogas han perdido su derecho fundamental a la salud. 
En Rusia, Turkmenistán y Uzbekistán, por ejemplo, el 
uso de metadona está prohibido por la ley. Y esto a 
pesar de que la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito (ONUDD) calcula que el 2,29% de 
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la población adulta de Rusia se inyecta drogas. Un 
tercio del total mundial de personas que usan drogas 
inyectadas que viven con el VIH reside en Rusia.211 Se 
estima que el porcentaje de casos de SIDA en Rusia 
vinculados con el consumo de drogas inyectadas se 
sitúa en un 65%, mientras que alrededor del 35% de 
las personas que se inyectan drogas están viviendo 
con VIH.212 El país presenta unos niveles epidémicos 
tanto de uso de drogas inyectadas como de VIH; no 
obstante, la disponibilidad del tratamiento con la más 
amplia base de pruebas, la TSO, está bloqueada por el 
gobierno ruso. En otros países en los que la metadona 
está disponible, la buprenorfina sigue siendo ilegal, 
como es el caso de Mauricio, lo cual deja opciones lim-
itadas de tratamiento para las personas dependientes 
de opioides. 

Acabar con la detención obligatoria
En muchos países no existen sistemas para el tratami-
ento de la dependencia de drogas, o bien están poco 
desarrollados o siguen modelos que no se ajustan a las 
normas de derechos humanos o las pruebas empíri-
cas globales sobre su eficacia. Las investigaciones 
realizadas, la experiencia recogida y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos indican que 
no se deberían aplicar ciertas prácticas de tratamien-
to. Algunos gobiernos, por ejemplo, han introducido 
regímenes de tratamiento que se basan en la coerción, 
los malos tratos, la denegación de atención médica o 
los trabajos forzados.213

En China y el sudeste asiático, en Vietnam, Camboya, 
Malasia, Tailandia y la República Democrática Popular 

Lao, entre otros, recurrir a centros obligatorios para 
usuarios de drogas (COUD) como forma de rehabilitac-
ión constituye una práctica ampliamente aceptada y 
generalizada.214 El uso de la detención obligatoria se 
encuentra también en América Latina y Asia Central.

Los COUD suelen estar administrados por la policía 
o el ejército, más que por autoridades médicas, y los 
internos entran en ellos de forma obligatoria, muchas 
veces sin el debido proceso legal o supervisión judi-
cial, y a veces por varios años. A los internos se les de-
niega todo tipo de tratamiento de drogas basado en la 
evidencia científica, y se les somete a trabajos forzosos 
– que no están remunerados o lo están por debajo de 
los niveles salariales mínimos – y a una serie de cas-
tigos como malos tratos físicos, psicológicos, abusos 
sexuales y reclusión en aislamiento. Normalmente, 
estos centros carecen de una atención médica de la 
salud general, y enfermedades como el VIH y la tuber-
culosis están extendidas entre las personas internas. 

Los COUD también son muy caros e ineficaces. Las 
tasas de reincidencia son muy elevadas (en Vietnam, 
por ejemplo, oscilan entre el 80% y el 97%)215 y los in-
ternos se enfrentan a problemas con la reintegración 
social debidos en gran medida a la estigmatización 
asociada con haber estado recluidos por usar drogas. 
Aunque algunos gobiernos de la región han adoptado 
recientemente nuevas leyes de drogas que modifican 
la condición de las personas que consumen drogas 
de “delincuentes” a “pacientes” (como la Ley de Lucha 
contra las Drogas de China de 2008 o la Ley de Reha-
bilitación de Personas Adictas a los Estupefacientes 
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Un guardia vigila a un grupo de internos un centro de detención obligatoria de Vietnam antes de que salgan para 
su sesión laboral de la mañana
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de Tailandia de 2002), la retórica humanitaria de estos 
textos jurídicos no es representativa de la realidad 
cotidiana en los centros de reclusión obligatoria, que 
imponen castigos crueles y peligrosos bajo el pretexto 
de tratamiento.217 Estas condiciones no solo contra-
vienen normas médicas y científicas, sino también la 
normativa internacional de derechos humanos.

En 2012, una declaración conjunta respaldada por 12 
organismos de la ONU instaron al cierre de los centros 
de detención obligatoria, señalando que violan los 
derechos humanos y representan una amenaza para 
la salud de los internos.218 Desde entonces, la ONUDD 
y el Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre 
el VIH/SIDA (ONUSIDA) han organizado una serie de 
consultas sobre los centros obligatorios. La tercera 
consulta se llevó a cabo en septiembre de 2015, y 
contó con la asistencia de autoridades del ámbito del 
control de drogas, la salud y las finanzas de Camboya, 
China, Filipinas, Indonesia, la República Democrática 
Popular Lao, Malasia, Myanmar, Tailandia y Vietnam. 
Estos países acordaron firmar un “hoja de ruta” que los 
oriente hacia unos servicios de apoyo a las personas 
que usan drogas basados en pruebas empíricas.219 

Sin embargo, existe una evidente necesidad de acel-
erar unas transiciones nacionales hacia servicios de 
tratamiento y apoyo de la dependencia de drogas de 
carácter voluntario y de base comunitaria, que exigen 
las correspondientes reformas en las leyes y políticas 
de drogas con el fin de eliminar el encarcelamiento y 
otras respuestas punitivas para las personas que usan 
drogas. Aunque puede que el proceso sea lento, la 
ONU y actores de la sociedad civil han trabajado duro 
para desarrollar directrices y recomendaciones sobre 
el camino a seguir, y ya se han establecido elementos 
para un tratamiento de base comunitaria en Camboya, 
China, Indonesia, Malasia, Tailandia y Vietnam.220 

Asuntos de implementación 
La complejidad de la dependencia de drogas es tal que 
la respuesta, el entorno y la intensidad del tratamiento 
se deben adecuar a las singularidades de cada perso-
na. Por lo tanto, es de vital importancia que se ofrezca 
toda una gama de servicios que puedan adaptarse a las 
distintas características, necesidades y circunstancias 
de cada persona que desee acceder a un tratamiento. 
Además, los programas de tratamiento se deberían 
integrar con servicios de prevención y de reducción de 
daños, y tener vínculos efectivos con servicios de justi-
cia penal, salud pública y bienestar social. 

Iniciar un programa de tratamiento
Hay toda una serie de posibles rutas por las que una 
persona puede aproximarse a un tratamiento sin caer 
en la trampa de modelos de tratamiento coercitivo o 
de detención obligatoria: 

Cuadro  2  Un modelo 
de tratamiento de base 
comunitaria en Indonesia

Rumah Singga PEKA (PEKA) es una organización 
local de la sociedad civil en la ciudad de Bogor, 
Indonesia, que ofrece posibilidades de trat-
amiento a personas que se inyectan drogas. El 
objetivo general de PEKA consiste en mejorar la 
calidad de vida de las personas usuarias de dro-
gas. Como tal, se basa en enfoques orientados a 
los beneficiarios para prestar unos servicios de 
salud adaptados que satisfagan adecuadamente 
las necesidades de las personas a los que van 
dirigidos. El acceso al tratamiento es voluntario 
y las personas pueden abandonar el programa 
en cualquier momento. El tratamiento incluye 
opciones tanto en régimen de internación como 
de carácter comunitario. Los usuarios pueden 
elegir entre un programa intensivo de dos me-
ses (que prevé desintoxicación, asesoramiento 
entre pares, apoyo psico-social, capacitación en 
materia de habilidades para la vida, prevención 
de recaídas y actividades sociales y de formación 
profesional) o un programa de cuatro meses no 
intensivo (que prevé asesoramiento, capacitac-
ión en materia de habilidades para la vida, pre-
vención de recaídas y actividades sociales y de 
formación profesional). 

Los usuarios tienen la opción de acceder a TSO 
(tanto con metadona como con suboxona), 
atención de la salud primaria y reproductiva, as-
esoramiento y pruebas del VIH, terapia antirret-
roviral, y pruebas y tratamiento para la hepatitis 
C, la tuberculosis y enfermedades de transmisión 
sexual. Para ello, PEKA ha creado una amplia red 
de hospitales, centros de salud comunitarios, 
laboratorios de salud y psiquiatras privados para 
facilitar unas derivaciones de salud efectivas. 
Todos los usuarios tienen a su disposición equi-
pos de inyección esterilizados. Por último, PEKA 
moviliza a las personas que usan drogas para 
que participen en actividades y campañas de 
incidencia política. 

En 2013, PEKA llegó a un total de 786 que usan 
drogas. De estas, 95 recibieron tratamiento 
en régimen de internación y 691 participaron 
en actividades de extensión comunitaria, 670 
fueron derivadas a servicios de diagnóstico y 
asesoramiento de VIH, y 13, a TSO. En 2014, otros 
250 internos recibieron sesiones de formación y 
educación en cuatro centros penitenciarios.216
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vicios de tratamiento de la dependencia de drogas lo 
suficientemente integrado y que haga un uso eficiente 
de los recursos disponibles para maximizar los logros 
sociales y de salud.

El éxito del tratamiento y la recuperación no deberían 
entenderse solo como la abstinencia del consumo de 
drogas. La recuperación abarca cualquier paso positivo 
o cambio que conduzca a la mejora de la salud, el bie-

•	 Autoderivación – Debería proporcionarse suficiente 
información para que las personas conozcan los di-
versos servicios de tratamiento a su disposición

•	 Identificación a través de las estructuras generales 
de servicios sanitarios y sociales – Los servicios 
existentes de atención social y de la salud suelen 
estar en una excelente posición para reconocer los 
síntomas de la dependencia de drogas y animar a 
los usuarios de estas sustancias a solicitar ayuda es-
pecializada. Los médicos de cabecera, por ejemplo, 
gozan a de la confianza de sus pacientes y pueden 
desempeñar un papel clave en este sentido, siempre 
que ellos mismos cuenten con la debida formación 
en materia de drogas y dependencia de drogas

•	 Identificación a través de centros especializados de 
asesoramiento sobre drogas o de servicios de ex-
tensión en la comunidad – Estos servicios pueden 
ofrecer comida, albergue temporal, servicios de 
reducción de daños de umbral bajo, y mecanismos 
para derivar a las personas a programas de tratami-
ento de drogas de forma voluntaria

•	 Identificación a través del sistema judicial penal 
– Debido a la naturaleza ilícita de su consumo de 
drogas, y a la necesidad de financiarlo, las personas 
dependientes de drogas pueden entrar en contacto 
con el sistema judicial penal. Se pueden establecer 
diversos programas de derivación para ofrecer a las 
personas dependientes de drogas que han cometi-
do delitos menores oportunidades para seguir un 
tratamiento (para más información, véase el capítu-
lo 3.4). 

Métodos de tratamiento
Se deberían ofrecer distintos métodos de tratamiento 
de base empírica, desde la terapia de sustitución al 
apoyo psico-social y otros enfoques orientados a la ab-
stinencia, de forma que las personas que buscan tratam-
iento puedan elegir el más adecuado para ellas mismas. 
Cuando el método de tratamiento elegido sea la terapia 
de sustitución, es fundamental que el personal médico 
que proporcione el tratamiento esté debidamente for-
mado, y que las dosis del medicamento de sustitución 
sean adecuadas a las necesidades del usuario.

Como la cantidad de sustancias que se están usando 
no deja de aumentar – y la demanda de tratamiento 
para la dependencia de estimulantes se está incre-
mentando –, gobiernos y científicos se están dedican-
do a desarrollar sistemas eficaces de tratamiento para 
las metanfetaminas (véase el cuadro 3), el crack (véase 
el cuadro 4) y las nuevas sustancias psicoactivas (NSP). 
Algunos países han establecido extensos sistemas 
de tratamiento en el transcurso de muchas décadas, 
mientras que otros recién están empezando a desarr-
ollar experiencias y conocimientos sobre este ámbito 
normativo. Sin embargo, todos los países tienen cierto 
camino por recorrer para alcanzar un conjunto de ser-

Cuadro  3  Tratamiento 
para estimulantes de tipo 
anfetamínico 

La metanfetamina y otros estimulantes de tipo 
anfetamínico (ETA) son la segunda droga más 
usada a escala mundial, después del cannabis.221 
Estos estimulantes se pueden asociar con nive-
les notables de daños para la salud, como prob-
lemas psicológicos y complicaciones médicas, 
muchos de los cuales pueden ser graves en caso 
de un fuerte uso dependiente.222 Los tratamien-
tos actuales para el uso de ETA son fundamen-
talmente de tipo conductual; en efecto, la tera-
pia cognitivo-conductual se encuentra entre los 
tratamientos más habituales. 

Las terapias de sustitución no suelen estar dis-
ponibles para las personas que usan ETA, ya 
que la base de evidencias se encuentra aún en 
un estado incipiente.223 Se han propuesto y uti-
lizado muchas sustancias psico-estimulantes re-
cetadas, como el modafinilo y la dexanfetamina. 
Además, también se han usado agonistas do-
paminérgicos, anticonvulsivos, antidepresivos y 
antipsicóticos en ensayos de tratamiento para la 
anfetamina. En Melbourne, Australia, se recetó 
dexanfetamina en un entorno supervisado a un 
grupo de usuarios de largo plazo de ETA inyec-
tados. Estos comunicaron que la dexanfetamina 
había reducido sus deseos de uso y aliviado los 
síntomas de la abstinencia. Aproximadamente 
la mitad de los usuarios abandonó el uso, según 
una autoevaluación (pero no se realizaron análi-
sis de orina para confirmar la abstinencia).224 

Sin embargo, es muy improbable que se encuen-
tre un único sustituto adecuado para el tratam-
iento de la gran variedad de ETA en el mercado. 
Teniendo en cuenta que los ETA constituyen una 
mercancía global que puede causar amplios 
daños individuales y sociales, es importante que 
investigadores, productores farmacéuticos y 
gobiernos cooperen en la urgente identificación 
de tratamientos de sustitución para ETA y otras 
sustancias, como la cocaína.
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nestar y la calidad de vida en general de la persona. Esto 
es especialmente cierto en el caso de las personas que 
siguen terapia de sustitución,230 pero también de aquel-
las que han aprendido a controlar su uso de drogas con 
el fin de minimizar los daños sociales y de salud asocia-
dos con este (por ejemplo, véase el cuadro 4).231 La recu-
peración, por lo tanto, es algo gradual, y corresponde a 
cada persona decidir cuál será su meta de recuperación 
en el marco del programa de tratamiento que elija. 

Entorno de tratamiento

Además de ofrecer una variada gama de intervenciones 
de base empírica, un sistema de tratamiento eficaz tam-

bién debería proporcionar intervenciones en diversos 
entornos. Un tratamiento puede ser de base comuni-
taria (como sería la asistencia periódica a una clínica 
donde los usuarios reciben medicamentos recetados, 
apoyo psico-social y asesoramiento, etc.), residencial o 
suministrarse en otros centros de salud, como centros 
abiertos o centros de reducción de daños. Es difícil ser 
categórico sobre qué espacios deberían recibir mayor 
énfasis, dado que ello dependerá de las necesidades 
particulares de la persona, los recursos disponibles y 
la disponibilidad de profesionales médicos formados 
(para garantizar la máxima cobertura, la mejor opción 
es una combinación de todos estos entornos). Los en-
tornos comunitarios tienden a ser menos costosos en 
contextos con recursos limitados, y puede que sean los 
más apropiados cuando la persona dependiente de 
drogas cuenta con un fuerte apoyo social, familiar y co-
munitario. Sin embargo, cuando la persona carezca de 
estos apoyos, puede ser mejor que siga un tratamiento 
lejos de su zona habitual de residencia. Estas decisiones 
se deben tomar caso por caso, tanto por el usuario 
como por el terapeuta, que trabajarán conjuntamente 
en un plan de atención terapéutica. Además, la secuen-
cia de la atención debería estar plenamente integrada; 
en la práctica, puede que los usuarios deseen pasar por 
los tres tipos de entorno durante su programa de trat-
amiento, en función de sus necesidades. 

Un apoyo eficaz al postratamiento

Muchas personas dependientes de drogas son 
económicamente vulnerables y están socialmente ex-
cluidas, sobre todo debido a la fuerte estigmatización 
y discriminación que se derivan de la criminalización 
del consumo de drogas (véase el capítulo 3.1). Uno de 
los objetivos fundamentales de todo tratamiento es 
mejorar la capacidad de cada persona para funcionar 
en la sociedad. Esto significa elevar los niveles de edu-
cación, facilitar el acceso al empleo y la vivienda, y of-
recer otros tipos de respaldo social. Un elemento clave 
de este proceso pasa por fortalecer los lazos sociales 
y comunitarios. La participación de las personas que 
usan drogas – ya sea actualmente o en el pasado� en 
los entornos de tratamiento puede contribuir en gran 
medida a potenciar los sentimientos de empoderami-
ento personal y a mejorar la calidad y la capacidad de 
respuesta de los servicios.

El objetivo de todo tratamiento de drogas debería 
consistir, de ser posible, en ayudar a la persona depen-
diente de sustancias a alcanzar un alto nivel de salud 
y bienestar. En este contexto, es necesario reconocer 
que puede que algunas personas encuentren imposi-
ble alcanzar la abstinencia o no deseen conseguirla. 
No obstante, esto no debe impedir el objetivo prin-
cipal del tratamiento: ayudar a los usuarios a llevar 
una vida feliz y fructífera. En efecto, muchas personas 
dependientes de opioides son perfectamente capaces 
de alcanzar esta meta manteniendo una TSO. 

Cuadro  4  Evidencias del 
tratamiento de la dependen-
cia de crack: argumentos a 
favor del cannabis medicinal 
 
En Brasil, el uso de crack está asociado con 
una serie de daños sociales y de salud, entre 
los cuales se encuentran la marginalización, la 
violencia, una mayor vulnerabilidad al VIH o la 
participación en delitos menores y el trabajo 
sexual. La falta de medidas adecuadas de 
reducción de daños y tratamiento por parte 
del gobierno ha llevado a las personas que 
usan crack a desarrollar sus propias estrategias 
para minimizar estos daños, en especial la 
ansiedad y la psicosis. Entre estas medidas, se 
encuentra combinar el consumo de crack con el  
de cannabis.225 

Según un estudio cualitativo realizado en 
2015 con entrevistas entre 27 personas que 
combinaban el uso de cannabis y de crack, esta 
técnica disminuía el deseo de consumir crack, 
mejoraba el sueño y el apetito de las personas, y 
las “protegía” de la violencia a menudo asociada 
con la cultura del crack en el país, mejorando así 
su calidad de vida en general.226 Un estudio de 
1999 entre 25 hombres jóvenes dependientes 
del crack en Brasil mostró resultados parecidos; 
el 68% de los que participaron en el estudio 
dejaron de usar crack y notificaron que el 
consumo de cannabis había reducido los 
síntomas de abstinencia.227

El gobierno local de Bogotá, en Colombia, 
introdujo una iniciativa similar en 2013, en 
un esfuerzo por evaluar si el uso de cannabis 
podría mitigar los daños asociados con el uso de 
crack.228 Uruguay también se está planteando 
el uso de cannabis medicinal para personas 
dependientes de la cocaína y la pasta base.229
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Capítulo 3: 
Justicia penal



Tradicionalmente, el control de drogas se ha cen-
trado en imponer sanciones penales a toda aquella 
persona que participe en el mercado ilícito de dro-
gas, con la esperanza de que estas duras sanciones 
desalienten la participación en el comercio de sus-
tancias. Como resultado, los gobiernos han adopta-
do sanciones penales severas y desproporcionadas 
para los delitos relacionados con drogas, que van 
desde el encarcelamiento a la pena de muerte.232

Según cálculos recientes de la Oficina de las Na-
ciones Unidas contra la Droga y el Delito, una de 
cada cinco personas actualmente en prisión ha sido 
condenada por un delito de posesión o de tráfico 
de drogas (y en torno al 80% solo por posesión).233 
A pesar de ello, el uso de drogas a escala mundi-
al sigue siendo alto234 y esta política ha generado 
más daños que los causados por las sustancias a 
las que pretende someter a control. Para responder 
a esta situación, algunos países han decidido de-
scriminalizar el uso de drogas. Aunque esta política 
plantea ciertos desafíos, ha sido clave para reducir 
el encarcelamiento de personas que usan drogas, 
así como el estigma y la discriminación que enfren-
tan. La descriminalización también es fundamental 
para mejorar el acceso de las personas a servicios 
de reducción de daños que salvan vidas, al tratam-
iento de la dependencia de drogas y a otros servi-
cios sociales y de salud. Esto se explicará con más 
detalle en el capítulo 3.1.

Otros gobiernos han dado un paso más allá, hacia 
la regulación legal de ciertas sustancias, como el 
cannabis, la coca y algunas nuevas sustancias psi-
coactivas (NSP). Estas reformas están en conflicto 
con los tratados de control de drogas de la ONU, 
que actualmente no permiten mercados legales 
para el uso recreativo de sustancias sometidas a fis-
calización internacional. A pesar de estas evidentes 
tensiones con el régimen global de control, la 
necesidad de proteger la salud de las personas que 
usan drogas, incrementar la seguridad ciudadana 
y reducir la exclusión social han primado a la hora 
de optar por este enfoque. El capítulo 3.2 ofrece 
una panorámica general de los distintos regímenes 
regulatorios que se podrían establecer, extrayendo 
lecciones de experiencias concretas con el canna-
bis, la coca, las NSP, el alcohol y el tabaco. 

Un sistema judicial penal eficaz se basa en el prin-
cipio de proporcionalidad, por el que las penas 
impuestas por un delito se deberían ponderar en 
función delos daños provocados por las acciones de 
su autor. Hoy en día, la mayor parte de las personas 
encarceladas por delitos de drogas están en prisión 
durante largos períodos, normalmente por delitos 
menores y no violentos. Algunas incluso están en el 
corredor de la muerte, ya que algunos países “una 
minoría” mantienen la pena de muerte para los 
delitos de drogas. Los castigos desproporcionados 
no se han traducido en una reducción de la escala 
del mercado ilícito, pero sí han dado lugar a una 
importante sobrepoblación en las cárceles, y a las 
consecuencias negativas afines. Mientras que en el 
capítulo 3.3 se define el concepto de proporcionali-
dad con más detalle y se presentan directrices sobre 
cómo aplicarlo en el ámbito de los delitos de drogas, 
en el capítulo 3.4 se ofrecen recomendaciones para 
diseñar y poner en prácticas alternativas al encar-
celamiento para los autores de delitos no violentos, 
una opción normativa esencial para reducir la sobre-
población penitenciaria y centrar los recursos en la 
persecución de los delincuentes más peligrosos y 
violentos que actúan en el mercado ilícito de drogas. 

La eficacia del sistema judicial penal depende en 
gran medida de una aplicación efectiva de la ley. El 
capítulo 3.5 analiza los fallos de un enfoque exce-
sivamente prohibicionista para abordar el mercado 
ilícito de drogas, y ofrece orientación para revisar 
y modernizar las actuales iniciativas de aplicación 
de las leyes de drogas, centrándose en priorizar 
una reducción de la violencia, el lavado de dinero 
y la corrupción, cumplir objetivos sociales más am-
plios, promover modelos de policía comunitaria, 
incrementar las alianzas entre la policía y las autor-
idades sanitarias y sociales, etc.

El último capítulo de esta sección, el capítulo 3.6, 
se centra en las mejores prácticas para prestar ser-
vicios de salud en la cárcel, con miras a reducir los 
daños a la salud relacionados con el encarcelami-
ento continuo de un gran número de personas que 
usan drogas. El capítulo ofrece directrices y buenas 
prácticas sobre la mejor manera de proporcionar 
reducción de daños, tratamiento y otros servicios 
de atención médica a la población penitenciaria. 

Introducción al capítulo
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Descriminalización de personas que usan drogas
3.1

Principales recomendaciones

•	 Las leyes, políticas y prácticas en materia de 
drogas se deberían revisar para eliminar las 
sanciones penales por uso de drogas, pose-
sión de drogas para uso personal, posesión de 
implementos para el uso de drogas, y cultivo y 
adquisición para uso personal

•	 El criterio de referencia de la descrimi-
nalización es la eliminación de todo castigo 
por el uso de drogas, así como la prestación 
de servicios sociales y de salud de carácter 
voluntario, entre los cuales están los progra-
mas de reducción de daños y tratamiento de 
la dependencia de drogas fundamentados en 
evidencia. Si se impone una sanción adminis-
trativa por el uso de drogas, esta se debería 
aplicar en un marco que promueva el acceso a 
servicios sociales y de salud, y que no conduz-
ca a una “ampliación de la red” 

•	 La distinción entre el uso personal y la in-
tención de suministro se debería realizar a 
través de umbrales indicativos de cantidad, 
así como mediante una evaluación de todas 
las pruebas disponibles en cada caso concreto. 
Incluso cuando una persona sea sorprendida 
en posesión de una cantidad que supere el 
umbral fijado, deberían existir mecanismos 
para identificar si la posesión es para uso 
personal o con la intención de suministrar  
a terceros

•	 Se debería ofrecer formación, sensibilización 
y orientación a policías, fiscales y magistrados 
sobre el uso de drogas, la reducción de daños, 
el tratamiento y la descriminalización 

•	 Las medidas de descriminalización deberían 
ir acompañadas de inversiones en programas 
sociales y de salud con miras a garantizar unos 
resultados sanitarios óptimos.

Introducción 
La criminalización de las personas que usan drogas en 
todo el mundo ha tenido graves consecuencias para 
su salud y bienestar, y ha incrementado su exposición 
a riesgos sanitarios y a grupos delictivos. El miedo al 
encarcelamiento aleja a las personas que usan drogas 
de los servicios de salud y de reducción de daños que 
necesitan, aumentando su vulnerabilidad frente a 
enfermedades de transmisión sanguínea como el VIH 
y la hepatitis C, y el riesgo de muerte por sobredosis. 
Al mismo tiempo, la criminalización de la posesión 
de parafernalia para el uso de drogas, como agujas 
y jeringas esterilizadas y pipas de crack, ha socavado 
aún más las iniciativas de reducción de daños que per-
siguen frenar la epidemia del VIH y la hepatitis.235 

Las campañas de represión policial, los análisis de ori-
na obligatorios, la inscripción de usuarios de drogas en 
registros gubernamentales oficiales o la detención ob-
ligatoria disuaden a las personas de acceder a servicios 
sociales y de salud.236 Las acciones de represión contra 
las personas que usan drogas, así como la condena 
social de su conducta, han exacerbado la margin-
alización y estigmatización de estas, rompiendo sus 
lazos con la familia y la comunidad, y socavando su 
acceso al empleo y la educación. 

A las personas con antecedentes penales por delitos 
de drogas se les llega a excluir del acceso a servicios de 
bienestar social y a becas, e incluso se les puede negar 
el derecho al voto (como ocurre en los Estados Uni-
dos). Los grupos minoritarios –en especial las minorías 
étnicas– se ven especialmente afectados, ya que sue-
len ser el principal objetivo de las intervenciones de 
aplicación de la ley. En a lgunas zonas del mundo, la 
aplicación de las leyes de drogas por parte de la policía 
se ha convertido en una forma de control social.237

Debido a los efectos devastadores de los enfoques 
excesivamente represivos en el ámbito del control de 
drogas, la criminalización está siendo objeto de un cre-
ciente cuestionamiento y examen. Varios organismos 
internacionales han instado explícitamente a que se 
eliminen las sanciones penales contra personas que 
usan drogas, como el Programa Conjunto de las Na-
ciones Unidas sobre el VIH/SIDA (ONUSIDA),238 la Organ-
ización Mundial de la Salud (OMS),239 el Programa de las 
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Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD),241 la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (OACDH),242 ONU Mujeres243 y la 
Organización de los Estados Americanos (OEA),244 entre 
otros.245 A escala nacional, varios países han adoptado 
modelos innovadores de descriminalización.246 

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 

Descriminalizar el uso de drogas y la posesión 
para uso personal
Más de 40 países y jurisdicciones de todo el mundo 
han promulgado algún tipo de descriminalización para 
determinados delitos de drogas.247 Los procesos de de-
scriminalización se pueden dividir en dos grandes gru-
pos: la descriminalización de jure y la descriminalización 
de facto. En el caso del primero, el de jure, la eliminación 
de las sanciones penales se realiza mediante un proce-
so legislativo: mediante la derogación de la legislación 
penal, la creación de una ley civil o el dictamen de un 
tribunal constitucional que conduzca a una revisión 
legislativa. En el modelo de facto, aunque el uso de 

drogas sigue siendo un delito penal en la legislación 
del país, en la práctica deja de procesarse a las personas 
(por ejemplo, en los Países Bajos). La descriminalización 
puede centrarse en una sustancia específica (normal-
mente el cannabis), en varias o en todas las sustancias 
(como sucede en Portugal).

Si bien alcanzar la descriminalización mediante una 
reforma legislativa puede llevar varios años, la descrim-
inalización de facto se puede aplicar relativamente rápi-
do a través de una serie de ajustes normativos pragmáti-
cos. Por otro lado, una política de descriminalización de 
facto también es más fácil de revertir, por ejemplo si se 
produce un cambio en el liderazgo político. 

La descriminalización funciona mejor cuando se aplica 
en paralelo al desarrollo, la financiación y la ampliación 
de un amplio abanico de servicios de reducción de 
daños y tratamientos de la dependencia de drogas ba-
sados en evidencia. En tal caso, las personas que usan 
drogas pueden acceder a estos servicios sin temor a 
ser arrestadas o castigadas, o ser objeto de estigma o 
discriminación.

En muchos casos, los países que han descriminalizado 
el uso de drogas han optado por adoptar sanciones 

Cuadro 1  ¿Qué es la descriminalización?

La descriminalización implica eliminar las san-
ciones penales para ciertas actividades. En el con-
texto del uso de drogas, las actividades siguientes 
dejarían de representar un delito penal o estar 
sujetas a sanciones penales: 

•	 Uso de drogas

•	 Posesión de drogas para uso personal

•	 Cultivo y adquisición de plantas controladas 
para uso personal

•	 Posesión de parafernalia para el uso de drogas.

El objetivo general de la descriminalización es aca-
bar con el castigo y la estigmatización de las perso-
nas que usan drogas. Una vez descriminalizado el 
consumo, los gobiernos pueden responder al uso 
de drogas y las actividades afines con varios enfo-
ques, como sería la derivación a servicios sociales y 
de salud. Cabe destacar que, cuando se aplica con 
un enfoque orientado a la reducción de daños, la 
descriminalización puede proporcionar un marco 
jurídico propicio desde el que se puede acceder a 
intervenciones de salud de forma voluntaria y sin 
miedo al estigma, al arresto o la detención.240 Por 
lo tanto, el criterio de referencia de la descrimi-
nalización es un enfoque en que se deja de castigar 
el uso de drogas, el cultivo, la compra, la posesión 

para uso personal y la posesión de parafernalia 
para el uso, y en el que las personas pueden ac-
ceder a servicios de atención de la salud, reducción 
de daños y tratamiento. En la práctica, algunos 
gobiernos han optado por imponer sanciones 
administrativas a las personas que usan drogas. En 
tal caso, dichas sanciones no deberían dar lugar a 
penas más severas que las impuestas en virtud de 
la criminalización (esto se discutirá con más detalle 
más adelante).

La descriminalización es distinta de la legalización, 
que es un proceso por el que todas las conductas 
relacionadas con drogas (uso, posesión, cultivo, 
comercio, etc.) se convierten en actividades le-
gales. En el marco de este proceso, los gobiernos 
pueden decidir adoptar leyes y políticas adminis-
trativas para regular el cultivo, la distribución y el 
uso de drogas, incluidas restricciones sobre la dis-
ponibilidad y el acceso; esto es lo que se conoce 
como “regulación legal” (véase el capítulo 3.2). La 
descriminalización también se debería distinguir 
de la despenalización, un proceso por el que se 
rebajan o se eliminan por completo las sanciones 
penales para determinadas conductas que siguen 
constituyendo delitos sancionables por la ley penal 
(para más información, véase el capítulo 3.3, relati-
vo a la proporcionalidad).
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administrativas para actividades relacionadas con el 
uso, como órdenes de servicios comunitarios, multas 
y suspensión de licencias. Es fundamental que estas 
sanciones administrativas no se traduzcan en un daño 
mayor que el de la criminalización (por ejemplo, el uso 
de centros de detención obligatoria, la inscripción de 
personas que usan drogas en registros gubernamen-
tales, la imposición de elevadas multas que lleven a un 
largo período en prisión si no se pagan, etc.). 

Descriminalizar el cultivo para uso personal
Algunos modelos de descriminalización abarcan el 
cultivo de sustancias para uso personal con el fin de 
garantizar que las personas que usan drogas no deban 
recurrir al mercado delictivo para acceder a su sustan-
cia preferida. Por ejemplo, en varios países, han nacido 
clubes sociales de cannabis a raíz de los esfuerzos de 
los propios usuarios de alejarse del mercado negro y 
garantizar productos de buena calidad.248 

En Bélgica, España y Uruguay, por ejemplo, los clubes 
sociales de cannabis permiten a las personas cultivar 
sus propias plantas como parte de una cooperativa, 
y solo en cantidades suficientes para satisfacer las 
necesidades de los socios del club (estas cantidades 
están fijadas por los mismos socios). El cultivo y la 
distribución están limitados a los socios del club, y el 
cannabis se puede consumir en los locales del club o 
recogerse para consumir fuera. La afiliación está pro-
hibida a menores de 18 años y la mayoría de los clubes 
también tiene un límite sobre el número de socios. 
Uruguay, por ejemplo, ha establecido el límite en 45 
socios, mientras que la Federación de Asociaciones 

de Cannabis de Catalunya ha fijado el límite en 655 
socios, si bien una serie de decisiones del Tribunal 
Supremo de España ha marcado recientemente unos 
límites más estrictos sobre el número de socios de los 
clubes sociales (en su último fallo, el Tribunal Supremo 
dictaminó que un club con 290 socios era inacept-
able).249 

Muchos de los clubes han sido claves para fomentar 
el consumo responsable entre sus socios, proporcion-
ando pautas e información sobre el uso. Este modelo 
ha protegido a las personas del mercado ilícito del 
cannabis, y, a menudo, ha ayudado a evitar un modelo 
orientado al lucro, siempre dentro de las limitaciones 
establecidas por las convenciones de control de dro-
gas de la ONU.250,251 

Asuntos de implementación
Después de la descriminalización, los responsables de 
políticas tienen la posibilidad de establecer un amplio 
abanico de respuestas a las actividades de uso de dro-
gas, y los modelos en todo el mundo ponen de man-
ifiesto una gran diversidad.252 Algunos de ellos han 
resultado ser ineficaces o han exacerbado los daños 
entre las personas que usan drogas. Las pruebas dis-
ponibles demuestran que un modelo de éxito debería 
centrarse en invertir en servicios de reducción de 
daños y de tratamiento de la dependencia de drogas. 
A continuación, se presentan varias consideraciones 
que se deberían tener en cuenta al plantear un mode-
lo de descriminalización para el uso de drogas.

Fotografía: Creative Com
m
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Marcha silenciosa para que se ponga fin a la práctica de identificación y registro, y a los arrestos basados en perfiles 
raciales en los Estados Unidos

https://www.flickr.com/photos/longislandwins/7391490914/
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Cuadro  2  El modelo portugués de derivación a servicios  
de salud

En julio de 2001, Portugal adoptó la Ley 30/2000, 
por la que se descriminalizó la posesión de todas las 
drogas controladas a escala internacional para con-
sumo personal. Según el nuevo régimen jurídico, el 
tráfico de drogas sigue siendo procesable como un 
delito penal, pero la posesión de sustancias para 
hasta 10 días de uso personal es una falta admin-
istrativa. La ley también incorporó un sistema de 
derivación hacia Comisiones para la Disuasión de 
la Toxicodependencia (Comissões para a Dissuasão 
da Toxicodependência). Cuando se arresta a una 
persona en posesión de drogas, la policía la deri-
va directamente a estos grupos regionales, que 
están formados por tres personas “un trabajador 
social, un asesor jurídico y un profesional médi-
co”, y que cuentan con el apoyo de un equipo de  
expertos técnicos.

Las comisiones utilizan respuestas selectivas para 
reducir el uso de drogas y animar a los consumi-
dores dependientes a iniciar un tratamiento. Con 
ese fin, pueden imponer sanciones tales como 
servicios comunitarios, multas, suspensión de li-
cencias profesionales y la prohibición de acudir a 
determinados lugares, así como recomendar pro-
gramas de reducción de daños, tratamiento o for-

 Pruebas de diagnóstico: “Semana europea de la Prueba de Detección del VIH” en el centro de reducción de daños 
de Mouraria, ONG GAT, Lisboa, Portugal

Fotografía:  Pedro A
. Pina

mación, y proporcionar asistencia social a quienes 
lo necesitan.

Entre 2002 y 2009, las Comisiones para la Disuasión 
facilitaron unos 6.000 procesos administrativos al 
año. Como lo muestra el gráfico 1 (abajo), en 2009, 
la mayor parte de los casos (68%) se tradujo en una 
suspensión de los procesos judiciales de personas 
que no eran dependientes de drogas (es decir, no 
se adoptaron medidas ulteriores). Un 14% de los 
casos dio lugar a sanciones punitivas (el 10% fueron 
sanciones como la suspensión de una licencia o la 
restricción de la libertad de movimiento y el 4% 
fueron multas).253 El 15% de los casos se suspendió 
de forma provisional, tras acordarse que la persona 
iniciaría un tratamiento. Aproximadamente el 76% 
de los casos estaban relacionados con el cannabis, 
el 11%, con la heroína, el 6%, con la cocaína y, el 
resto, con varias drogas. 254

Cabe destacar que la decisión de descriminalizar 
el uso de drogas fue acompañada de una impor-
tante inversión en intervenciones de salud, in-
cluyendo medidas de reducción de daños (con una 
nueva base jurídica amparada por el Decreto ley 
183/2001) y programas para el tratamiento de la 
dependencia de drogas. Como resultado directo de 

Continued overleaf
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la descriminalización, la sobrepoblación peniten-
ciaria cayó de forma significativa, y el porcentaje de 
autores de delitos de drogas condenados a penas 
de privación de la libertad se redujo hasta el 28% 
en 2005, con respecto a un pico del 44% en 1999, lo 
cual alivió en parte la presión a la que estaba some-
tido el sistema de justicia penal.256 En el ámbito de 
la salud, el número de personas que usan drogas 
con nuevos diagnósticos de VIH se redujo de 907 
nuevos casos en 2000257 a 79 en 2012.258 Una ten-
dencia parecida a la baja se observó en los nuevos 
casos de hepatitis B y C,259 mientras que el número 

de muertes por sobredosis de drogas en Portugal 
es el segundo más bajo de la Unión Europea.260 
El número de personas que recibían tratamiento 
de la dependencia de drogas de forma voluntaria 
aumentó en más de un 60% entre 1998 y 2008. 
Más del 70% de las personas que deseaban seguir 
tratamiento recibieron TSO.261 Por lo tanto, el 
modelo de descriminalización portugués ha sido 
muy exitoso en la oferta de servicios de reducción 
de daños y tratamiento voluntario a personas 
que usan drogas, con resultados muy positivos  
en materia de salud.

Diferenciar entre el uso y la intención de 
suministro  
Este es uno de los principales desafíos a la hora de 
poner en marcha un modelo de descriminalización 
eficaz. Algunos países han desarrollado umbrales de 
cantidades o límites para determinar si la posesión de 
drogas es para uso personal o con la intención de sum-
inistrar a otras personas. Aunque estos límites pueden 
ser útiles, a veces han resultado ser problemáticos. 
En algunas circunstancias, por ejemplo en México y 
Rusia, se fijaron unos límites tan bajos que se acabó 
enviando a más personas que usan drogas a la cárcel 
por considerar que estaban cometiendo el delito “de 
tráfico” (México, por ejemplo, fijó unos límites de 0,5 
gramos de cocaína, 0,05 gramos de heroína y una 
tableta o cápsula de éxtasis).262 Para ser efectivos, las 
cantidades umbral deberían reflejar adecuadamente 
las realidades del mercado, teniendo en cuenta los 
patrones de uso, la cantidad de drogas que es proba-
ble que una persona pueda consumir en un día, y los 
patrones de compra. 

Gráfico 1. Aplicación de sanciones por parte de las Comisiones para la Disuasión, 2001 a 2009255

Otros países han decidido no adoptar límites y no 
definir qué constituiría una “cantidad razonable” o 
unas “pequeñas cantidades”. En lugar de ello, se cen-
tran en otros factores que se tienen en cuenta en cal-
idad de prueba, y que varían en función de cada caso 
concreto; por ejemplo, la posesión de varios teléfonos 
celulares, la posesión de drogas repartidas en varios 
paquetes, dinero, armas de fuego, antecedentes de 
dependencia de drogas, etc. Este enfoque, sin embar-
go, también presenta desventajas, como el riesgo de 
abusos y corrupción por parte de autoridades policial-
es y judiciales. 

Con miras a beneficiarse de la objetividad que brindan 
los umbrales, además de tener en cuenta otros fac-
tores, la descriminalización debería combinar unos 
límites indicativos con unas facultades discrecionales 
para que la policía, la fiscalía o la magistratura tomen 
decisiones en función de cada caso y según todas las 
pruebas a su disposición.263 Por ejemplo, un largo his-
torial de uso de drogas y derivaciones a servicios de 
salud y reducción de daños se podría considerar como 
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una evidencia de que la persona sorprendida con una 
gran cantidad de drogas las tenía para uso personal, y 
no con fines comerciales. 

Autoridad responsable de determinar el uso 
personal
Con el fin de reducir las cargas innecesarias sobre el 
sistema judicial penal y evitar el riesgo de la detención 
preventiva,264 es preferible dejar el papel de determi-
nar si la posesión es para uso personal o con intención 
de suministro a la discreción de la policía, garantizan-
do que se desvíe a las personas del sistema de justicia 
penal lo antes posible. Sin embargo, este enfoque pre-
senta algunos riesgos de corrupción y abusos policial-
es, como prácticas de hostigamiento, discriminación 
racial, la imposición de multas excesivas, etc.

Se corre también el riesgo de que se produzca una 
“ampliación de la red”, es decir, el efecto indeseado 
de incrementar el número de personas que entra en 
contacto con el sistema de justicia penal como con-
secuencia de la ampliación de los poderes policiales y 
los procedimientos que hacen más fácil que la policía 
pueda parar a personas por posesión de drogas. Este 
fenómeno se ha observado en Suiza después de que la 
posesión de cannabis pasara a ser una falta administra-
tiva sancionable con una multa, y en algunas partes de 
Australia.265 En este contexto, aunque el uso de drogas 
esté descriminalizado, las personas que usan drogas 
siguen siendo castigadas con una multa, y el hecho de 
no pagar puede dar lugar a que se inicie un proceso 
penal. Al crear una política de descriminalización, sus 
responsables deberían tener en cuenta que el objetivo 
principal es reducir el número de personas a las que se 
está castigando por el uso de drogas, así como el de 
aquellas que están sufriendo las consecuencias de las 
sanciones penales.

Estas cuestiones de aplicación se pueden abordar a 
través de unas guías firmes en la persecución penal, 
incluida una estrecha supervisión y examen del com-
portamiento policial; y en especial, de pautas sobre 
cómo valorar las cantidades umbral (por ejemplo, si se 
debe tener en cuenta el peso seco o el peso húmedo), 
sobre cómo ejercer la discreción policial, o sobre nor-
mas para la presentación de cargos. Esto también req-
uerirá la formación de los cuerpos policiales en materia 
de drogas y reducción de daños, con el fin de aumentar 
la conciencia de la necesidad de apoyar un enfoque de 
salud y social con respecto al uso de drogas. Involucrar 
a representantes de las personas que usan drogas en el 
proceso de diseño, gestión y evaluación de los modelos 
de descriminalización también es de utilidad para ayu-
dar a generar confianza entre comunidades y policía.266

Identificar respuestas apropiadas 
En este ámbito, una vez más, se da una gran diversidad 
en todo el mundo. Algunos países, como los Países Ba-
jos (véase el cuadro 4) y Bélgica, no imponen ninguna 
sanción a las personas sorprendidas en posesión ilícita 
de drogas para uso personal. Este enfoque presenta 
beneficios importantes, entre otras cosas en lo que 
respecta al ahorro de costes para el sistema judicial 
penal, y el hecho de que la persona no sufra ningún 
castigo, a la vez que se prevé una respuesta social y 
de salud para quienes la necesitan. De hecho, en los 
países en los que a las personas sorprendidas en pose-
sión de drogas se les da la opción de elegir entre una 
multa administrativa, una sanción penal o un tratam-
iento (como sucede en Chile, Armenia, Polonia o Par-
aguay), la persona decide en muchos casos iniciar un 
programa de tratamiento aunque no experimente una 
dependencia de drogas, generando una carga innec-
esaria para el sistema de salud y los fondos públicos.

 
Comprimidos azules en manos de una persona que usa drogas en la India, 2011

Fotografía: colección privada
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Cuadro  3  Fijación de cantidades umbral en la República Checa

La primera ley de drogas de la República Checa, 
aprobada en 1993 después de la caída de la Unión 
Soviética, no imponía sanciones penales por el uso 
o la posesión de drogas para uso personal. Cinco 
años más tarde, cuando los mercados de drogas 
se hicieron más visibles, la República Checa revisó 
sus leyes de drogas para penalizar la posesión 
de “cantidades más que pequeñas”, sin definir 
qué cantidades concretas supondría esto.267 Sin 
embargo, las personas sorprendidas usando drogas 
no eran criminalizadas.268 El gobierno invirtió en 
un proyecto de investigación a gran escala para 
evaluar el impacto de la nueva ley. El estudio llegó 
a la conclusión de que la ley de 1998 no había 
conseguido reducir de forma significativa el uso 
de drogas, mientras que cada persona recluida en 
prisión por la posesión de sustancias costaba al 
gobierno 30.000 euros anuales.269 

El estudio se tradujo en la adopción de una nueva 
ley en 2009, que llevó a importantes debates para 
definir qué cantidades de drogas se deberían 
caracterizar como “cantidades más que pequeñas”. 
Un decreto del gobierno estableció unas cantidades 
por debajo de las cuales la posesión no daría lugar 
a sanciones penales, sino a una falta, que estaría 
sujeta a una multa. El estudio del gobierno jugó un 
papel decisivo a la hora de proporcionar información 
práctica en torno a los patrones de consumo y 
los mercados de drogas en un esfuerzo por fijar 

umbrales adecuados. Por ejemplo, señalando que 
los patrones de uso variaban entre personas que 
usaban distintas sustancias, los autores del estudio 
concluían que sería conveniente distinguir entre 
tipos de drogas en la definición de umbrales en 
la legislación y en la formulación de políticas.270 
Los resultados del estudio se intentaron reflejar 
en la ley, que estableció un límite más alto para el 
cannabis que para otras drogas; así, el Decreto del 
gobierno 467/2009 fijó unas cantidades máximas 
de 15 gramos de cannabis, 1,5 gramos de heroína 
y 1 gramo de cocaína.271 

En 2013, el Decreto fue abolido por un fallo del 
Tribunal Constitucional, que dictaminó que “sólo 
una ley, no una regulación gubernamental, podría 
definir lo que constituye un delito”. El Tribunal 
Supremo checo estableció entonces umbrales 
más estrictos: 1,5 gramos de metanfetamina, 1,5 
gramos de heroína, 1 gramo de cocaína, 10 gramos 
de cannabis y 5 unidades de éxtasis.272 Estas 
cantidades son muy inferiores a las permitidas en 
algunas zonas de Australia o en España (en España, 
los límites están fijados en 7,5 gramos de cocaína y 
200 gramos de cannabis). No obstante, el ejemplo 
checo pone de relieve un intento de establecer 
umbrales cuantitativos que reflejen las realidades 
del mercado de drogas a fin de reducir de manera 
significativa el número de personas que llegan al 
sistema de justicia penal por la simple posesión. 

Si los países deciden imponer multas administrativas 
como una alternativa a las sanciones penales, como 
sucede en un gran número de países y jurisdicciones, 
deberían evitar imponer multas que sean tan altas 
como para que den lugar a un proceso judicial o al en-
carcelamiento por el incumplimiento del pago. Otras 
formas de sanciones civiles, tales como la confiscación 
del pasaporte o el permiso de conducir deben evi-
tarse, ya que pueden tener un impacto desproporcio-
nadamente negativo en la vida de una persona y, en 
ocasiones, en su capacidad para trabajar.

Cuando se instauren mecanismos de derivación para 
animar a las personas a iniciar un programa de trat-
amiento voluntario, estos deberían ofrecer varias op-
ciones de tratamiento, como la TSO. Por otro lado, el 
hecho de no cumplir las condiciones del programa de 
tratamiento no debería propiciar la imposición de una 
sanción penal. Portugal, por ejemplo, ha adoptado 
una respuesta gradual frente al consumo de drogas. En 
una primera etapa, las personas sorprendidas usando 
drogas ven cómo se suspende el proceso, pero se les 
puede imponer una sanción administrativa si vuelven 
a ser sorprendidas en los seis meses siguientes. Por 

otro lado, Portugal también ofrece un amplio abanico 
de servicios sociales y de salud a las personas que lle-
van a las Comisiones para la Disuasión (véase el cuadro 
2), como sería la derivación a programas de reducción 
de daños y tratamiento. En el caso portugués, el trat-
amiento nunca es coercitivo, y las personas que no 
consigan ceñirse a él o cumplir con sus condiciones no 
reciben ninguna sanción penal.273 

En el este y el sudeste asiático, países como China y 
Vietnam han revisado sus leyes de drogas para elim-
inar las sanciones penales impuestas a personas 
que usan drogas, pero en su lugar han adoptado un 
sistema administrativo por el que a las personas ar-
restadas por uso de sustancias se las obliga a entrar en 
centros de detención obligatoria por un período que 
va de unos pocos meses hasta dos años. Esta práctica 
debería evitarse, ya que estos centros de detención 
obligatoria constituyen un castigo severo, no prevén 
ningún tipo de tratamiento o rehabilitación de base 
empírica, y dan lugar a una serie de violaciones de los 
derechos humanos (para más información, véase el  
capítulo 2.5).274 
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Cuadro 4  El modelo de descriminalización del cannabis en los 
Países Bajos

En 1976, los Países Bajos promulgaron una nueva 
ley para diferenciar entre drogas “blandas” –que se 
consideraba que entrañaban un riesgo “aceptable” 
para los consumidores y la sociedad (como el can-
nabis)– y drogas “duras”, asociadas con mayores 
riesgos. Esta “separación de mercados” permitió al 
Estado adoptar un enfoque más tolerante con re-
specto a la venta, la posesión y el uso de cannabis 
mediante una descriminalización de facto. Si bien la 
venta y la posesión de cannabis para uso personal 
nunca han dejado de ser delitos, el Ministerio de 
Justicia del país decidió aplicar una “política de tol-
erancia” que se traduce en la no aplicación de la ley 
en determinados casos. Por ejemplo, la posesión de 
menos de 5 gramos de cannabis ya no es objeto de 
intervenciones policiales. Desde la década de 1980, 
también se permite la venta y compra de pequeñas 
cantidades de cannabis en “coffee shops” con la cor-
respondiente licencia y con estrictas limitaciones. 
Aunque comenzaron a funcionar en Ámsterdam, 
Rotterdam y Utrecht, a fines de la década de 1990 
se podían encontrar “coffee shops” en prácticamente 
cualquier ciudad grande o mediana del país.275 

El establecimiento de los “coffee shops” de cannabis 
no ha conducido a que se dispare el uso de drogas 
en los Países Bajos, donde las tasas de prevalencia 
están por lo general en consonancia con el prome-
dio europeo.276 En cambio, esta política ha tenido 
un impacto significativo en lo que se refiere a redu-
cir el estigma, así como las detenciones y condenas 
por el uso y la posesión ilícitos de drogas, que son 
muy bajos.277

Los 30 años de experiencia con esta política tam-
bién han demostrado que el modelo de los “coffee 

shops” ha permitido a las personas que usan can-
nabis evitar exponerse a las escenas y los mercados 
de las “drogas duras”. Al parecer, el uso de heroína 
y cocaína en los Países Bajos es menor que el pro-
medio europeo,278 y la prevalencia del VIH entre 
las personas que usan drogas es baja,279 ya que el 
país también ha establecido una serie de servicios 
de reducción de daños que incluyen programas 
de agujas y jeringuillas, terapia de sustitución de 
opioides (TSO), tratamiento asistido con heroína y 
salas de inyección segura.280

No obstante, este modelo también presenta algu-
nas dificultades, como la paradoja de que, aunque 
la venta y la posesión de cannabis están toleradas, 
el abastecimiento de los “coffee shops” (conocido 
como “la puerta de atrás”) sigue estando crimi-
nalizado y, por lo tanto, cada vez está más con-
trolado por grupos y redes delictivas. Hoy en día, 
una gran mayoría de la población holandesa está a 
favor de la plena regulación legal del mercado del 
cannabis, “de la semilla a la venta”, en un esfuerzo 
por acabar con el mercado negro.281 Y aunque el 
gobierno está intentando restringir toda actividad 
que pudiera facilitar el cultivo al criminalizar los 
actos preparatorios (como los “grow shops”),282 las 
autoridades locales cada vez están más a favor de 
regular “la puerta de atrás” mediante una nueva 
Ley del Cannabis. Un informe reciente de la VNG –la 
plataforma de autoridades locales de los Países Ba-
jos– instaba al gobierno a autorizar la producción 
regulada de cannabis introduciendo licencias para 
cultivadores283 (para más información, véase el 
capítulo 3.2, relativo a la regulación legal).
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Mercados regulados de drogas
3.2

Principales recomendaciones

•	 La regulación legal responsable de los mercados 
de drogas puede reducir los daños asociados 
con el comercio ilícito de sustancias y ofrecer 
resultados mejorados en materia de salud, segu-
ridad comunitaria y finanzas; por lo tanto, esta 
opción normativa se debería debatir y explorar 
de forma activa y pública

•	 Los responsables de políticas que estén estudian-
do opciones de regulación deberían plantearse 
la posibilidad de establecer un grupo consultivo 
de expertos nacional para diseñar políticas y 
marcos jurídicos adaptados a las necesidades y 
las prioridades locales. Este grupo debería con-
tar con expertos del ámbito de la salud pública, 
la aplicación de la ley, la forma de las políticas 
de drogas, la evaluación y la supervisión, la reg-
ulación del alcohol y el tabaco, la prevención, el 
tratamiento y la reducción de daños, así como 
con representantes de personas que usan dro-
gas y agricultores de subsistencia de cultivos 
destinados al mercado ilícito de drogas

•	 Las reformas se deberían secuenciar con pre-
caución, utilizando métodos de evaluación y su-
pervisión sólidos y bien fundamentados de los 
impactos causados por los cambios legislativos 
o de políticas, junto con la voluntad de adaptar 
los enfoques en función de las pruebas que 
vayan surgiendo

•	 Se debería poner un especial cuidado en miti-
gar los riesgos de la comercialización excesiva, 
y que la salud pública y la seguridad comuni-
taria sean en todo momento el principio rector 
del diseño de políticas, más que el lucro priva-
do. Los modelos no comerciales se deberían 
estudiar como posibles opciones, mientras que 
los modelos comerciales deberían mitigar los 
riesgos de la comercialización excesiva apren-
diendo de los éxitos y fracasos de distintos 
enfoques usados para el control del alcohol y 
el tabaco

•	 Los responsables de políticas deberían fomentar 
y participar activamente en debates en foros re-
gionales de alto nivel y organismos de la ONU en 
torno a la reforma del sistema de control global 
de drogas para dar cabida a las demandas de 
mayor flexibilidad con el fin de experimentar 
con modelos de regulación, ya sea en paralelo a 
procesos internos de reforma ya en marcha o in-
dependientemente de estos 

•	 Los responsables de políticas deberían animar 
a la ONU a designar un grupo consultivo de 
expertos independientes para examinar las 
cuestiones que plantea la regulación legal, 
sus implicaciones para el sistema existente de 
tratados y las opciones para su modernización 
y reforma.284

Introducción
La descriminalización del uso de drogas se ha adopta-
do cada vez más como una política y práctica en todo 
el mundo (véase el capítulo 3.1) y ha adquirido un 
papel clave en la incidencia política de organismos de 
la ONU y debates de alto nivel. Sin embargo, en los últi-
mos cinco años también se ha desarrollado un debate 
paralelo en torno a la regulación legal de la produc-
ción, el suministro y el consumo de ciertas sustancias 
sometidas a fiscalización internacional. 

La regulación legal del cannabis ha sido uno de los 
temas de vanguardia de este dinámico debate, en 
especial desde 2012, cuando el cannabis se legalizó 
con fines no médicos en los estados de Washington285 
y Colorado,286 en los Estados Unidos. Poco después, 
Uruguay se convirtió en el primer Estado miembro de 
la ONU en hacer lo propio con la adopción de la Ley Nº 
19.172.287 Desde entonces, han seguido sus pasos otros 
dos estados norteamericanos (Alaska288 y Oregón289) y 
el Distrito de Columbia,290 y es probable que a estos se 
sumen más estados en los próximos años, en especial 
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actividad ilegal se convierte en legal. Por ello, en los 
debates normativos, es más útil referirse a la “legal-
ización y regulación” o a la “regulación legal” de una 
sustancia o sustancias controladas, ya que ofrece una 
idea más clara del modelo que se está proponiendo 
y utilizando. Un proceso de legalización permite que 
se ponga en práctica una política de regulación le-
gal. En el marco de una regulación legal, las autori-
dades gubernamentales pueden controlar de forma 
adecuada las sustancias y aplicar de forma efectiva 
el régimen regulatorio, todo ello en un esfuerzo 
por retirar el comercio de drogas de las manos de  
grupos delictivos.293 

Durante los últimos diez años han ido surgiendo 
las primeras propuestas detalladas que ofrecen 
distintas opciones sobre la forma en que se puede 
producir la regulación legal de drogas.294 Estas pro-
puestas han explorado posibilidades para establecer  
controles sobre:

•	 Los productos de drogas en sí (dosis, preparado, 
precio y empaquetado) 

•	 La concesión de licencias a vendedores de produc-
tos de drogas (requisitos de formación y capacitac-
ión)

•	 Los establecimientos en los que están disponibles 
los productos de drogas (ubicación, densidad del 
establecimiento, aspecto)

•	 La comercialización (publicidad, imágenes y pro-
mociones)

•	 La disponibilidad y el acceso (controles de edad, 

California. En 2015, Jamaica legalizó el cannabis con 
fines médicos, industriales y religiosos,291 y el gobierno 
recién elegido en Canadá también ha prometido le-
galizar el cannabis,292 lo cual lo convertiría en el primer 
país del G7 en adoptar tal medida. 

Otras novedades en todo el mundo también están 
alimentando estos debates, como sería el sistema de 
regulación legal de la hoja de coca en Bolivia, el mod-
elo de Nueva Zelanda para la regulación de ciertas 
nuevas sustancias psicoactivas (NSP) de menor riesgo 
(véase el cuadro 3 en el capítulo 2.1) y el desarrollo de 
prescripción de mantenimiento para personas depen-
dientes de la heroína y otras sustancias controladas 
(para más información, véase el capítulo 2.5).

El paso de un debate teórico sobre la legalización al 
desarrollo de políticas concretas en el mundo real 
significa que el consenso global que apoyaba un en-
foque claramente prohibicionista frente al control de 
drogas ya se ha roto. Con el cannabis al menos, se ha 
alcanzado un punto de no retorno. Por ese motivo, es 
importante que los responsables de políticas tengan 
en cuenta las implicaciones de este paisaje normati-
vo en rápida evolución, así como las posibilidades de 
reforma a escala nacional. 

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
Existe cierta confusión en torno a qué significa real-
mente la “legalización” de sustancias fiscalizadas. La 
“legalización” es el proceso por el que un producto o 

Gráfico 1. Gama de opciones normativas en materia de drogas y sus probables consecuencias295
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compradores autorizados programas de afiliación a 
clubes, racionamiento)

•	 Dónde, cuándo y cómo se pueden consumir drogas.

Existen varias opciones de cómo los diferentes instru-
mentos de regulación se pueden aplicar a diferentes 
sustancias o entre distintas poblaciones. El cuadro 
1 ofrece un resumen de los diversos modelos de 
regulación que se podrían aplicar, con el objetivo de 
gestionar los mercados de drogas de una forma que 
minimice los daños sociales y de salud asociados con 
el uso y los mercados ilícitos de drogas.296 

Cuadro  1  Cinco modelos 
básicos para regular la 
disponibilidad de drogas

•	 Prescripción médica con centros de consumo 
supervisados opcionales – para las drogas y 
las conductas de mayor riesgo (drogas inyec-
tadas, como la heroína la cocaína, y estimu-
lantes más potentes, como la metanfetamina)

•	 Venta al detalle por especialistas en farma-
cia – vendedores formados y autorizados, 
posiblemente combinado con el acceso para 
usuarios nominales/autorizados y el racion-
amiento del volumen de ventas para drogas 
de riesgo moderado, como la anfetamina, la 
cocaína en polvo y el éxtasis

•	 Venta al detalle con licencia – que incluya 
diversos tramos de regulación apropiados 
según el riesgo de cada producto y las necesi-
dades locales; se podría utilizar para drogas y 
preparados de riesgo menor, como cannabis, 
khat y kratom, o bebidas estimulantes de 
baja potencia

•	 Establecimientos autorizados para venta y 
consumo – parecidos a los establecimientos 
autorizados para el alcohol y los “coffee shops” 
para el cannabis en los Países Bajos; estos po-
drían servir también potencialmente para fu-
mar opio o tomar té de amapola. Se podrían 
introducir otros tramos de licencia adicional 
o supervisión del local para atender al uso de 
algunos tipos de sustancias psicodélicas, o 
la venta y el uso de ciertos estimulantes en 
eventos y entornos de fiesta

•	 Ventas sin licencia – regulación mínima para 
los productos de menos riesgo, como las 
bebidas de cafeína y el mate de coca.

Asuntos de implementación

Reducir los costes sanitarios, sociales y financieros 
La regulación de los mercados de drogas no es nin-
guna panacea para los problemas asociados con el 
uso y los mercados de drogas. En el corto plazo, la 
regulación legal solo puede perseguir reducir algunos 
de los problemas en materia de salud, derechos hu-
manos, delincuencia y seguridad que emanan de las 
iniciativas de control de drogas de carácter prohibic-
ionista y aquellos alimentados por el mercado ilícito 
de sustancias (véase el cuadro 2 sobre Uruguay, así 
como el cuadro 3 del capítulo 2.1 para una panorámica 
general de la experiencia neozelandesa con respecto a 
las NSP). La regulación legal en sí no puede abordar las 
causas socio-económicas subyacentes que pueden ex-
acerbar los problemas de drogas en una comunidad, 
como la pobreza, la desigualdad y la marginalización 
social. Sin embargo, al fomentar un modelo de salud 
pública más pragmático y liberar recursos de los or-
ganismos policiales para dirigirlos hacia unas políticas 
sociales y de salud de base empírica, los modelos 
regulatorios pueden generar un entorno más propicio 
para abordar estas causa.297

Los distintos entornos sociales requerirán enfoques 
diferentes para dar respuesta a los desafíos concretos 
que afrontan los responsables de políticas. La incipi-
ente gama de opciones reguladoras disponible para 
gestionar los mercados y el uso de drogas, a través de 
instituciones estatales y comerciales, son ahora una 
opción creíble para los responsables de la formulación 
de políticas si los daños que deben enfrentar sus so-
ciedades no se pueden abordar en el marco del actual 
sistema de fiscalización de drogas. Es probable que 
estas reformas se vayan desplegando de forma ad hoc, 
según cada sustancia y jurisdicción. 

Es necesario tener en cuenta los costes de desarrollar 
y aplicar una nueva infraestructura regulatoria, pero 
es probable que estos representen solo una pequeña 
parte de los crecientes recursos que actualmente se 
dirigen a iniciativas prohibicionistas para controlar 
la oferta y la demanda ilícitas. Existe también un im-
portante potencial para transformar una parte de las 
actuales ganancias delictivas en ingresos fiscales legí-
timos, como ha sucedido con algunos de los modelos 
de regulación del cannabis en los Estados Unidos.298 

Aprender de los desafíos de los modelos 
regulatorios para el alcohol y el tabaco
Existen preocupaciones legítimas sobre el hecho de 
que un exceso de comercialización de los mercados 
legales de drogas podría conducir a un mayor uso y 
a más daños para la salud, ya que los intereses com-
erciales intentan ampliar sus mercados y maximizar 
los beneficios. Los responsables de políticas, por lo 
tanto, tienen la responsabilidad de garantizar que la 
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Abordar las tensiones con las convenciones de 
control de drogas de la ONU
Las iniciativas en pro de una regulación legal exi-
girán una revisión de los importantes obstáculos 
institucionales y políticos que presenta el sistema 
internacional de control de drogas. En concreto, la 
tendencia emergente a explorar la regulación legal de 
sustancias sometidas a fiscalización internacional crea 
una tensión clara con las tres convenciones de control 
de drogas de la ONU que está claro que no contem-
plan esta posibilidad.304 

Los países en los que hasta la fecha se han adoptado 
regímenes regulatorios han abordado la cuestión de 
diversas formas:

•	 Los Estados Unidos han argüido que la legalización 
en el ámbito de los estados podría ser admisible en 
el contexto de una “interpretación flexible” de los 
tratados

•	 Uruguay ha señalado que la necesidad de cumplir 
con otras obligaciones en el marco de la ONU para 
proteger los derechos humanos, la salud y la seguri-
dad tiene prioridad sobre los compromisos técnicos 
de los tratados de drogas de la ONU

•	 Bolivia ha denunciado la Convención Única de 1961 
y después se ha vuelto a adherir a ella con una res-
erva sobre los artículos específicos que prohíben la 
hoja de coca

•	 Jamaica ha regulado el cultivo y el uso de cannabis 

salud pública se priorice en todo momento por enci-
ma de los intereses comerciales cuando diseñen un 
nuevo modelo de regulación. No puede decirse que 
este haya sido el caso históricamente con el alcohol y 
el tabaco en la mayoría de jurisdicciones, ya que solo 
ahora se están explorando y poniendo en práctica 
modelos normativos de salud pública más responsa-
bles, tras una larga resistencia por parte de poderosos 
grupos de presión de la industria. Los responsables de 
políticas tienen la oportunidad y la responsabilidad 
de asegurarse de que se tome nota de las lecciones 
de los mercados del alcohol y el tabaco, y que éstas se 
integren en cualquier nuevo modelo de regulación de 
drogas desde el comienzo. 

Existen opciones creíbles y que funcionan para mod-
elos no comerciales de regulación del mercado, como 
serían los monopolios estatales (o los monopolios par-
ciales), las corporaciones sin ánimo de lucro, los “clubes 
sociales” de carácter cooperativo sin ánimo de lucro o el 
fomento del autocultivo. En caso de que se establezca 
un mercado comercial, las lecciones de la regulación del 
alcohol y el tabaco serían especialmente pertinentes. El 
modelo que ofrece el Convenio Marco de la OMS para el 
Control del Tabaco302 y la guía sobre la regulación del al-
cohol de la Organización Mundial de la Salud303 ofrecen 
recomendaciones útiles con base en la evidencia sobre 
cómo mitigar estos riesgos; por ejemplo, mediante con-
troles sobre los patrocinios, la publicidad y la imagen de 
las marcas (véase también el cuadro 2 sobre el modelo 
regulatorio de Uruguay para el cannabis).

Cuadro 2  La regulación legal de los mercados de cannabis  
de Uruguay

En 2013, Uruguay se convirtió en el primer país en 
aprobar una ley para legalizar y regular el canna-
bis con fines no médicos. El gobierno defendió un 
mercado regulado legalmente con el argumento 
de que este ayudaría a proteger la salud de las 
personas que usan cannabis, además de minimizar 
los riesgos para la seguridad ciudadana de la delin-
cuencia asociada con el comercio ilícito.299 

El modelo uruguayo entraña un mayor nivel de 
control gubernamental que los modelos más com-
erciales desarrollados en los Estados Unidos. Bajo 
la supervisión de un nuevo organismo regulatorio, 
el Instituto de regulación y control del cannabis 
(IRCCA), solo se permite la producción de determi-
nados productos de hierba de cannabis por parte 
de productores con licencia estatal. Se ha impuesto 
una prohibición absoluta sobre todo tipo de pub-
licidad y promoción, y los ingresos fiscales se uti-
lizarán para financiar nuevas campañas en materia 
de prevención y educación sobre el cannabis.300

Las ventas están autorizadas únicamente a través 
de farmacias con la debida licencia, a residentes 
uruguayos registrados y mayores de edad, y a 
un precio fijado por el organismo regulador. Las 
farmacias pueden vender cannabis con fines ter-
apéuticos mediante una receta médica y para uso 
no terapéutico en cantidades de hasta un máximo 
de 40 gramos por persona registrada por mes. Los 
ciudadanos pueden cultivar hasta seis plantas en 
su propio hogar para consumo personal, con una 
cosecha máxima de 480 gramos al año. También 
pueden crear clubes de cannabis de 15 a 45 soci-
os, que pueden cultivar conjuntamente hasta 99 
plantas de cannabis, con una cosecha anual pro-
porcional al número de socios y que esté en con-
sonancia con la cantidad establecida para uso no 
médico.301 Hasta la fecha, el despliegue del nuevo 
régimen regulatorio ha sido lento, en especial en 
lo que respecta a la concesión de licencias a las 
farmacias para la venta de cannabis. 
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con fines religiosos (para más información, véase el 
capítulo 4.3)

•	 El marco de regulación de NSP en Nueva Zelanda 
solo es aplicable a las sustancias no fiscalizadas por 
las convenciones de drogas de la ONU.

En realidad, este ámbito de la reforma de las políticas 
de drogas está entrando en aguas inexploradas en lo 
que respecta a las diversas obligaciones de los trata-
dos, potencialmente en conflicto, y hay varias cues-
tiones pendientes en materia de legislación internac-
ional que solo ahora se están empezando a analizar en 
los distintos foros de alto nivel de la ONU. Aunque aún 
no está claro precisamente cómo o cuándo se pueden 
abordar estas cuestiones de forma satisfactoria, el 
hecho de que ya estén en marcha numerosas refor-
mas pone claramente de manifiesto las deficiencias 
de un marco internacional obsoleto que no es capaz 
de satisfacer las necesidades de un creciente número 
de Estados miembros. Por lo tanto, parece inevitable 
que se desarrolle un proceso de modernización que 
proporcione flexibilidad para la experimentación y la 
innovación de base empírica que se necesitan.305 
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Introducción
La determinación de sentencias desproporcionadas 
para delitos de drogas es un fenómeno común, ya que 
los países aplican políticas sobre drogas basadas en la 
aplicación de castigos severos para disuadir la oferta 
y el consumo ilícitos de drogas. Los delitos de drogas 
no violentos que involucran pequeñas cantidades 
de estas sustancias, como por ejemplo el cultivo, la 
venta o el tráfico de bajo nivel, se suelen castigar con 
penas más severas que las impuestas por delitos que 

Proporcionalidad de las penas para delitos de drogas
3.3

Principales recomendaciones

•	 Los marcos existentes para la determinación 
de penas para delitos de drogas se deberían 
revisar a fin de garantizar la proporcionalidad 
de las penas y abordar las consecuencias que 
resultan de penas desproporcionadas, como 
el hacinamiento de las cárceles y el uso inefi-
ciente de recursos del sistema de justicia penal 

•	 Al determinar las penas, se deberían considerar 
varios factores para asegurar que estas sean 
proporcionales a la culpabilidad y al papel 
cumplido por el autor del delito, incluyendo la 
consideración de factores atenuantes y agra-
vantes, y de los daños causados por el delito. 
Al respecto, jueces y fiscales deberían adoptar 
una perspectiva de género al imponer penas, y 
tener en cuenta alternativas al encarcelamiento 

•	 Los marcos para la determinación de penas 
para delitos de drogas deberían incluir op-
ciones de sentencias sin ningún tipo de cas-
tigo (por ejemplo, bajo la descriminalización 
del uso de drogas y de la posesión para uso), o 
alternativas a la condena y el encarcelamiento 
para delitos menores no violentos

•	 Las sentencias mínimas obligatorias deberían 
eliminarse

•	 La pena de muerte para delitos de drogas de-
bería abolirse, por ser una medida disuasoria 
ineficaz y por constituir una violación de la 
legislación internacional.

causan mucho más daño, especialmente delitos vio-
lentos como el asesinato y la violación.306 A menudo, 
las penas se determinan únicamente sobre la base de 
la posesión y la cantidad de las drogas involucradas, 
sin tomar en cuenta otros factores esenciales para 
evaluar el grado del daño causado, la culpabilidad 
y el papel de la persona implicada (por ejemplo, si 
el papel que ha jugado el individuo en una transac-
ción de suministro de drogas ha sido de alto, medio 
o bajo nivel), y factores atenuantes como cometer un 
delito por primera vez, ser el único cuidador a cargo 
de personas dependientes, y no haber participado 
en actos violentos ni estar conectado con redes de la  
delincuencia organizada.307

En los Estados Unidos, donde más de la mitad de los 
reclusos en prisiones federales cumplen penas relacio-
nadas con delitos de drogas, el 80% de los arrestos por 
drogas realizados en 2013 correspondían únicamente 
a la posesión de estas sustancias (véase el gráfico 1).308 

Además, la imposición de penas mínimas obligatorias 
para delitos de drogas en los Estados Unidos restringe 
el ejercicio de la discrecionalidad procesal y judicial, 
y excluye la consideración de factores atenuantes en 
casos individuales, incrementando así la probabilidad 
de la determinación de penas desproporcionada-
mente severas.309 En 2011, más del 75% de los delitos 
condenados que fueron el objeto de penas mínimas 
obligatorias correspondían a delitos de drogas; en 
2010, la pena media impuesta a personas condenadas 
por un delito de drogas sujeto a una pena mínima 
obligatoria era de 11 años.310 Las elevadas tasas de 
encarcelamiento para delitos de drogas en otras re-
giones del mundo, en especial de personas que usan 
drogas y de mujeres, demuestra más aún la naturaleza 
desproporcionada de la determinación de penas para 
delitos de drogas (véase el capítulo 3.4).311 

Pese a décadas de aplicación de castigos excesi-
vamente severos para delitos de drogas, no existe 
evidencia de su eficacia como medida disuasoria del 
consumo, el cultivo, la fabricación y el tráfico ilícitos de 
drogas. De hecho, los informes mundiales elaborados 
por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito (ONUDD) presentan datos que muestran pre-
dominantemente mercados de drogas en expansión y 
diversificación en todas las regiones del mundo.312 Las 
políticas que imponen castigos severos no solo han 
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fracasado en su objetivo de desalentar las actividades 
relacionadas con drogas, sino que han dado lugar a 
resultados perjudiciales en materia de salud pública, 
seguridad humana y desarrollo:

•	 Salud pública – Las prisiones son un entorno de 
alto riesgo para la transmisión de enfermedades 
como el VIH, la hepatitis viral y la tuberculosis. Las 
tasas de infección por VIH tienden a ser más altas 
en las prisiones que en el resto de la comunidad, 
dado la existencia de una cobertura muy deficiente 
de servicios de reducción de daños para los reclusos 
que usan drogas314 (véase el capítulo 3.6). 

•	 Seguridad humana – La mayoría de las personas 
condenadas con las penas más severas por delitos 
de drogas, como la pena de muerte, no cumplen 
un papel importante o de alto nivel en las opera-
ciones de tráfico de sustancias. Muchas veces, son 
personas pobres, vulnerables a la explotación, y 
participan en funciones menores en el tráfico de 
drogas.315 Su encarcelamiento no tiene impacto 
sobre la escala del mercado ilícito, dado que son 
fácilmente reemplazados por otras personas. En 
consecuencia, se gastan unos recursos significa-
tivos de la justicia penal (incluyendo efectivos de 
las fuerzas del orden, fiscales, jueces, centros de 
detención y el sistema carcelario) para arrestar y en-
carcelar a autores de delitos menores, mientras que 
las personas involucradas en delitos serios siguen 
mayormente en libertad para continuar sus opera-
ciones y reclutar a actores menores. De este modo, 
la determinación de sentencias desproporcionadas 
no solo resulta ineficaz, sino que también produce 
una inversión desigual de los recursos de las fuerzas 
del orden y del sistema de justicia penal en activ-

idades menores y de bajo nivel relacionadas con 
drogas, desviándolos así de combatir actividades 
delictivas graves, como por ejemplo, la violencia, la 
corrupción, la delincuencia organizada y el lavado 
de dinero, las cuales presentan una amenaza mayor 
a la seguridad humana.316

•	 Desarrollo – Encarcelar a agricultores que produ-
cen cultivos ilícitos para fines de subsistencia, y a 
otros actores de bajo nivel en el mercado de las dro-
gas, únicamente exacerba la pobreza e inseguridad 
que son la raíz de su participación en los mercados 
de drogas.317

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 

Definir el concepto de proporcionalidad
La proporcionalidad es un principio jurídico recono-
cido internacionalmente, aplicable a la respuesta de 
un gobierno ante actividades que causan daño a otras 
personas. La proporcionalidad requiere que la severi-
dad de cualquier castigo impuesto se mida de acuerdo 
a los daños causados por las acciones del autor del 
delito, y al grado de culpabilidad y las circunstancias 
de este. Los instrumentos internacionales de dere-
chos humanos, prevención del delito y justicia penal 
contribuyen a establecer estándares de proporcional-
idad.318 Por ejemplo, el artículo 29(2) de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos establece que:

En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus 
libertades, toda persona estará solamente sujeta a 
las limitaciones establecidas por la ley con el único 
fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los 

Gráfico 1. Arrestos relacionados con drogas en los Estados Unidos, 1980 a 2013308
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derechos y libertades de los demás, y de satisfacer 
las justas exigencias de la moral, del orden público y 
del bienestar general en una sociedad democrática.

El Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políti-
cos protege muchos derechos relevantes a la determi-
nación de penas para delitos de drogas, principalmen-
te los derechos a la vida, a la libertad, a la seguridad de 
la persona, y a la privacidad. Al interpretar la aplicación 
del Pacto, el Comité de Derechos Humanos ha encon-
trado que en casos donde un Estado aplica medidas 
que restringen un derecho protegido por un tratado, 
“tiene que demostrar su necesidad para ello y única-
mente tomar tales medidas de manera proporcional a 
la búsqueda de fines legítimos para asegurar una con-
tinua y efectiva protección de los derechos contenidos 
en el Pacto”.319 El Comité ha explicado además que las 
medidas para limitar los derechos protegidos por el 
Pacto deben constituir la medida menos intrusiva re-
querida para lograr un fin legítimo.320 

Por lo tanto, un marco para la determinación de pe-
nas proporcionadas para delitos de drogas debería 
dirigirse principalmente a las personas que cumplen 
funciones de alto nivel en las operaciones de sumin-
istro de drogas, y que causan el mayor daño a las co-
munidades, como actos de violencia y control sobre la 
delincuencia organizada. Los marcos para la determi-
nación de penas también deberían proponerse lograr 
los mejores resultados para el desarrollo, la salud y la 
seguridad humana, así como la protección de los dere-
chos humanos. 

Aplicar los principios jurídicos de 
proporcionalidad para la determinación de penas 
para los delitos de drogas 
Los principios jurídicos internacionales de proporcion-
alidad son rara vez aplicados a la hora de determinar 
las penas para delitos de drogas, debido al desarrollo 
políticamente motivado del sistema internacional 
para la fiscalización de las drogas durante las últimas 
décadas, el cual favorece medidas excesivamente 
severas como respuesta a las sustancias controladas. 
Las convenciones de control de drogas de la ONU 
contienen terminología que enfatiza la gravedad del 
problema mundial de las drogas,321 justificando así la 
imposición de sanciones severamente desproporcion-
adas para delitos relacionados con estas. Por ejemplo, 
el preámbulo de la Convención de 1961 afirma que 
“la toxicomanía constituye un mal grave para el indi-
viduo y entraña un peligro social y económico para  
la sociedad”.

Sin embargo, el objetivo declarado de cada una de las 
convenciones de drogas de la ONU es garantizar “la 
salud física y moral de la humanidad”, limitando el uso 
no médico de sustancias controladas al mismo tiempo 
que se garantiza su disponibilidad para fines médi-
cos.322 Es importante señalar que las convenciones no 

contienen requerimiento alguno de criminalizar el uso 
de drogas (para más información, véase el capítulo 3.1), 
y que incluyen dispositivos explícitos que permiten 
alternativas a la condena o sanción para infracciones 
relativas al consumo personal, como la posesión, la 
adquisición y el cultivo, y “en los casos apropiados 
infracciones de carácter leve” no relativos al consumo 
personal (para más información, véase el capítulo 
3.4).323 En casos de índole menor, se alienta a los Es-
tados a aplicar alternativas a la condena o sanción, 
como educación, rehabilitación o reintegración social 
y, cuando el autor del delito sea una persona que 
consume drogas, “tratamiento y postratamiento”.324 En 
consecuencia, las convenciones reconocen la necesi-
dad de establecer marcos para la determinación de 
penas para delitos de drogas que distingan entre: 

•	 delitos de consumo y de suministro

•	 delitos menores y graves, y 

•	 diferentes tipos de sustancias, según los potencial-
es daños a la salud y el valor terapéutico de una 
sustancia en particular.325

El concepto de proporcionalidad en la determinación 
de sentencias resulta esencial al considerar la apli-
cación de la pena de muerte para delitos de drogas. 
Según el Comité de Derechos Humanos de la ONU, al 
no equipararse al asesinato intencional, los delitos de 
drogas no cumplen con los criterios para ser consid-
erados entre los “delitos más graves” para los cuales 
puede aplicarse la pena de muerte, según el artículo 6 
del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políti-
cos.326 En consecuencia, la imposición de sentencias de 
pena de muerte y ejecuciones para delitos de drogas 
contraviene la legislación internacional de derechos 
humanos. La Junta Internacional de Fiscalización de 
Estupefacientes (JIFE) ha alentado a los Estados �que 
mantienen y siguen aplicando la pena de muerte con 
respecto a delitos de drogas a que consideren la posib-
ilidad de abolir la pena de muerte para esos delitos”.327 
Sin embargo, hasta el año 2015, 33 países conservan 
la pena de muerte para delitos de drogas, y al menos 
10 países la imponen como pena obligatoria en estos 
casos, y siete países todavía ejecutan activamente a 
personas condenadas por delitos de drogas.328 

Asuntos de implementación 
Una serie de países, así como la Unión Europea, 
reconocen actualmente la necesidad de abordar 
las penas desproporcionadas y la determinación de 
penas para delitos de drogas. Estos países han dado 
pasos para garantizar resultados más proporcionados, 
como la consideración de factores más allá de la mera 
posesión o la cantidad de drogas involucradas, que 
reflejen los daños causados por el delito y el grado de 
culpabilidad de su autor.329 
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años de cárcel para una condena de violación, y de 14 
años de cárcel por la importación de 10.000 comprim-
idos de éxtasis para su venta.337

Se debería distinguir entre los delitos 
relacionados con el consumo personal y aquellos 
cometidos con intención de suministrar drogas 
para reflejar los diversos grados de culpabilidad 
del autor y los daños causados a la sociedad por su 
delito.
•	 Uso personal de drogas, así como posesión, cultivo 

y adquisición afines: deberían aplicarse alternativas 
a la criminalización y al castigo, junto con la deri-
vación a opciones de reducción de daños y servicios 
de salud, tales como el tratamiento de la dependen-
cia de drogas basado en pruebas empíricas (véase 
el capítulo 3.1)

•	 Delitos de usuario-traficante, donde una persona 
que consume se involucra en la venta de drogas con 
el propósito principal de mantener su propio consu-
mo: deberían aplicarse alternativas a la condena, el 
encarcelamiento y el castigo, junto con la derivación 
a servicios de reducción de daños y tratamiento de 
la dependencia de drogas, a fin de atender la causa 
que origina el delito (véase el capítulo 3.4)

•	 Delitos relacionados con el suministro de drogas, 
incluidos la venta y el tráfico (véase más abajo).

Se debería distinguir entre las funciones y 
motivaciones diferenciadas de las personas 
involucradas en delitos de suministro de drogas.
•	 Personas involucradas en el cultivo impulsadas por 

la necesidad de subsistir: aquellos involucrados en 
el cultivo ilícito son mayormente agricultores de 
subsistencia en situación de alta vulnerabilidad 
que cultivan amapola, hoja de coca o cannabis 
como un cultivo comercial que les permite comprar 
alimentos y ropa, y acceder a servicios de salud y 
educación. Estas personas no deberían ser crimi-
nalizadas. En lugar de ello, debería aplicarse una 
estrategia orientada al desarrollo para ofrecerles 
oportunidades para procurarse medios de vida via-
bles y sostenibles (véase el capítulo 4.2)

•	 Traficantes de drogas involucrados en operaciones 
de venta al detalle de sustancias controladas dentro 
de una red de amigos, y que obtienen ganancias fi-
nancieras limitadas: a estas personas se les deberían 
ofrecer alternativas al encarcelamiento para asegu-
rar que los sistemas de justicia penal y de prisiones 
no se sobrecarguen con casos menores y no violen-
tos338 (véase el capítulo 3.4)

•	 Los transportistas de drogas o “mulas” son personas 
que se involucran en delitos de tráfico de drogas, 
por lo general en el transporte de sustancias con-
troladas.339 Normalmente provienen de un contexto 
social extremadamente vulnerable, ponen su salud 

Cuadro  1  Ecuador hace de la 
proporcionalidad una pieza 
clave de su código penal

Durante mucho tiempo, Ecuador ha sido conoci-
do por sus castigos severos contra traficantes de 
drogas –así como por sus altas tasas de personas 
encarceladas por delitos de drogas en el país–, 
principalmente personas que transportan dro-
gas, conocidos como “mulas”. Enfrentado a una 
crisis penitenciaria, Ecuador emitió en 2008 un 
indulto para todas las mulas en prisión.330 No ob-
stante, este indulto puntual no contuvo el influjo 
de personas que ingresaban al sistema de justicia 
penal, y entre 2010 y 2014 la tasa de encarcelami-
ento incrementó de forma significativa.331 

En un esfuerzo por promover penas más propor-
cionadas para delitos de drogas, Ecuador prom-
ulgó en 2014 su Código Orgánico Integral Penal 
(COIP),332 el cual reafirmaba la descriminalización 
del consumo de drogas (según el artículo 364 
de la Constitución de Ecuador)333 e introducía 
penas proporcionadas para diversos grados de 
participación en delitos de drogas, con penas 
diferenciadas para aquellos involucrados en 
los niveles bajos de la cadena del tráfico y para 
quienes cumplen un papel principal dentro del 
mercado ilícito. El COIP también creaba cuatro 
categorías de tráfico: desde tráfico menor hasta 
de gran escala, con penas proporcionadas de 
acuerdo a la cantidad y el tipo de sustancias 
involucradas.334

Tras la adopción del COIP, más de 2.000 perso-
nas fueron liberadas de prisión.335 Sin embar-
go, en septiembre de 2015, Ecuador revisó las 
cantidades establecidas para diferenciar entre 
los niveles de tráfico, reduciéndolas considera-
blemente; una decisión política que probable-
mente resultará en otro incremento adicional en 
la población carcelaria en el país.336 Sin embargo, 
la reforma llevada a cabo en Ecuador constituye 
un interesante ejemplo de cómo introducir una 
determinación de penas más apropiadas para 
delitos de drogas. 

Un marco para la determinación de penas 
proporcionadas para delitos de drogas debería 
ser proporcionado en sí mismo, y también en 
comparación con las penas para otros delitos 
dentro del sistema de justicia penal. 
Los sistema de penas son desproporcionados en 
países donde los delitos violentos reciben sanciones 
menos severas que los delitos no violentos de drogas, 
como el Reino Unido, que impone penas mínimas de 5 
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Cuadro  2  Costa Rica adopta leyes más proporcionadas sobre 
drogas

En Costa Rica, muchas actividades relacionadas 
con la producción y el suministro comercial de 
drogas eran consideradas como un delito grave, 
punible con un mínimo de ocho años en prisión. 
En consecuencia, en el año 2012, el 65% de las 
780 mujeres recluidas en el Centro Institucional El 
Buen Pastor estaban encarceladas por delitos de 
drogas. De estas mujeres, el 23,5% (120) fueron 
condenadas por introducir drogas a la prisión de 
contrabando, como delincuentes primerizas. La 
mayoría de ellas eran cabezas de familia, vivían 
en condiciones de pobreza, y tenían a su cargo a 
uno o más hijos cuyo desarrollo personal fue seri-
amente afectado como resultado de la separación 
forzada de su principal cuidadora. 

Reconociendo la necesidad de un enfoque pro-
porcionado y sensible al género para su marco de 
determinación de penas para delitos de drogas, 
Costa Rica enmendó en 2013 su legislación so-
bre drogas (artículo 77 de la Ley 8204). Se redujo 
la pena por introducir drogas a las prisiones, de 
entre 8 y 20 años de cárcel, a entre 3 y 8 años de 
prisión. También se introdujo la opción de impon-
er penas alternativas al encarcelamiento a mujeres 
que cumplieran los siguientes criterios (para más 
información, véase el cuadro 3 en el capítulo 3.4): 

•	 vivir en situación de pobreza 

•	 ser cabeza de familia, en situación de vulner-
abilidad

•	 ser responsable del cuidado de menores de 
edad, ancianos o personas con cualquier tipo 
de discapacidad o dependencia

•	 ser una persona anciana en situación de  
vulnerabilidad.

Tras la reforma, 159 mujeres fueron liberadas de la 
cárcel. Actualmente, Costa Rica está considerando 
expandir su reforma a otros delitos de drogas. La 
reforma de Costa Rica es particularmente intere-
sante para América Latina, donde el hacinamiento 
de las prisiones es un fenómeno común, y donde 
la gran mayoría de las mujeres están encarceladas 
por delitos de drogas menores y no violentos.340 
La reforma es también coherente con estándares 
internacionales sobre los derechos y el bienestar 
de las mujeres, como las Reglas de las Naciones 
Unidas para el tratamiento de las reclusas y me-
didas no privativas de la libertad para las mujeres 
delincuentes (también conocidas como las Reglas 
de Bangkok). La Regla 61, en particular, exhorta 
a considerar los factores atenuantes, como la 
comisión de un delito por primera vez, la comisión 
de delitos menores y las responsabilidades de cui-
dado de otras personas dependientes.341

Cárcel de mujeres El Buen Pastor en San José, Costa Rica
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https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/65_229_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/65_229_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/65_229_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/65_229_Spanish.pdf
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en grave riesgo a cambio de un pago muy bajo, y 
a menudo son coaccionados o explotados para 
transportar las drogas.342 A los autores de estos 
delitos no se les deberían imponer penas severas, 
sino ofrecérseles alternativas al encarcelamiento, 
especialmente en el caso de mujeres que tiene a su 
cargo niños o personas dependientes343 (véase el 
capítulo 3.4)

•	 Personas que cometen delitos graves o que pert-
enecen a organizaciones delictivas y que obtienen 
grandes ganancias por desempeñar un papel de 
alto nivel en una operación de producción o tráfico 
de drogas, o una red de la delincuencia organizada, 
a menudo recurriendo a la violencia y la corrupción. 
A estas personas se les deberían imponer penas 
más severas, teniendo en cuenta el principio de 
proporcionalidad a lo largo del espectro de delitos, 
tal como se describe arriba.

Se deberían tener en cuenta los factores 
atenuantes para determinar si una pena debe 
reducirse.
•	 Las circunstancias socio-económicas del autor del 

delito: la desproporcionada criminalización de per-
sonas procedentes de comunidades vulnerables y 
pobres exacerba sus circunstancias socio-económi-
cas desaventajadas, impidiéndoles que encuentren 
empleo al salir de la cárcel, y puede tener conse-
cuencias devastadoras para quienes dependen de 
ellos, como sus hijos u otros familiares344

•	 Las responsabilidades de un delincuente como 
cuidador de otra persona, en especial en el caso 
de las mujeres, que son a menudo las principales 
cuidadoras de los hijos y otros dependientes, como 
padres ancianos o personas con discapacidad345 

•	 La motivación del delincuente para obtener ganan-
cias financieras: diversas actividades relacionadas 
con las drogas no están motivadas por una ganancia 
de dinero significativa, como en el caso de quienes 
transportan drogas

•	 Si se trata de la primera vez que la persona comete 
un delito 

•	 La no participación en la delincuencia organizada ni 
en actos violentos.

Se deberían tener en cuenta los factores 
agravantes para determinar si una pena debe 
incrementarse. 
•	 La motivación de obtener ganancias financieras 

significativas 

•	 La participación de menores de edad

•	 La participación en actividades violentas, corrup-
ción y/o lavado de dinero 

•	 La participación en la delincuencia organizada.
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https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/HBonOvercrowding/UNODC_HB_on_Overcrowding_ESP_web.pdf
http://www.wola.org/commentary/women_drug_policies_and_incarceration_in_the_americas
http://www.wola.org/commentary/women_drug_policies_and_incarceration_in_the_americas
http://www.wola.org/commentary/women_drug_policies_and_incarceration_in_the_americas
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Alternativas al encarcelamiento
3.4

Principales recomendaciones

•	 El uso de drogas se debería considerar como 
un tema de salud. Las personas que usan 
drogas deberían disponer de servicios para 
la reducción de daños y tratamiento de la 
dependencia basado en pruebas empíricas, y 
estos servicios deberían ser priorizados para 
estas personas, así como para quienes están 
implicados en delitos de drogas menores y 
son dependientes de estas sustancias 

•	 El encarcelamiento solo se debería emplear 
como último recurso, y únicamente para de-
lincuentes de alto nivel y violentos

•	 Deberían desarrollarse mecanismos de deri-
vación en las etapas de arresto, encausamien-
to y determinación de la pena para ayudar a 
asegurar que los casos de quienes cometen 
delitos menores de drogas no sobrecarguen y 
paralicen los sistemas de justicia penal 

•	 Los impedimentos legislativos y prácticos 
para la aplicación de alternativas al encar-
celamiento para quienes cometen delitos de 
drogas deberían eliminarse346

•	 Deberían establecerse redes de apoyo social y 
comunitario, como programas educativos y de 
empleo, de vivienda, servicios de salud, etc., a 
fin de abordar los factores socio-económicos 
que llevan a las personas a involucrarse en el 
comercio ilícito de drogas 

•	 Las alternativas al encarcelamiento deberían 
adaptarse para abordar las necesidades y vul-
nerabilidades específicas de las mujeres

•	 Los países que aplican o consideran medidas 
para incrementar la derivación deberían anal-
izar cuidadosamente la evidencia y opciones 
disponibles antes de elegir el mejor proceso/
modelo para sus circunstancias. 

Introducción 
Como resultado de los enfoques punitivos que han 
prevalecido en los regímenes internacionales y nacio-
nales para el control de las drogas, las tasas de encar-
celamiento se han incrementado de manera sostenida 
desde la década de 1970. El crecimiento más pronun-
ciado ha ocurrido en los Estados Unidos.347 En América 
Latina, el porcentaje de personas encarceladas por 
delitos de drogas ha aumentado con más rapidez 
que la población penitenciaria en general.348 También 
se han producido incrementos en toda Europa, Asia, 
África y Oceanía.349 Actualmente, aunque existen 
diferencias considerables entre países individuales y 
regiones,350 “las personas condenadas por delitos de 
drogas (posesión de drogas y tráfico de drogas) rep-
resentan el 21% de la población reclusa condenada en 
todo el mundo”.351 

Las altas tasas de reclusión por delitos de drogas han 
contribuido al hacinamiento en las cárceles, exacer-
bando graves preocupaciones sobre las condiciones 
en las prisiones. Según el Grupo de Trabajo sobre De-
tención Arbitraria, el hacinamiento “puede poner en 
tela de juicio el cumplimiento del artículo 10 del Pacto 
Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, el cual 
garantiza que toda persona en detención será tratada 
con humanidad y respeto por su dignidad”.352

Tanto el encarcelamiento generalizado de quienes 
cometen delitos de drogas como el hacinamiento de 
las prisiones afectan de manera desproporcionada a 
los grupos más vulnerables de la sociedad, en especial 
a las minorías étnicas. En Europa, por ejemplo, la may-
oría de los reclusos provienen de comunidades pobres, 
y la proporción de inmigrantes y minorías étnicas está 
en aumento.353 Igualmente, en los Estados Unidos hay 
“cinco veces más personas blancas que afroestadoun-
idenses consumiendo drogas; sin embargo, diez veces 
más afroestadounidenses que blancos son enviados a 
prisión por delitos de drogas”.354 En los países produc-
tores de drogas, los cocaleros y pequeños productores 
encarcelados suelen pertenecer a los sectores más 
marginalizados de la sociedad.

Los delitos de drogas han desempeñado un papel im-
portante en el significativo incremento de la población 
de mujeres en la cárcel. Más del 90% de los reclusos son 
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Se requiere urgentemente un cambio de paradigma 
a fin de abordar esta situación. Una vez más, es im-
portante recordar que la mayoría de los reclusos se 
encuentran en prisión por delitos de drogas menores 
y de naturaleza no violenta. Por ejemplo, en el Dis-
trito Federal y en el estado de México, cerca del 75% 
de los prisioneros están detenidos por posesión de 
pequeñas cantidades de drogas; y en Colombia, más 
del 98% de quienes están encarcelados por delitos de 
drogas “no habrían tenido – o no se les podría haber 
podido probar – una participación importante en las 
redes del narcotráfico”.364

En este contexto, se deberían diseñar y aplicar alterna-
tivas integrales y contextualizadas al arresto, la deter-
minación de penas y el encarcelamiento. Las alternati-
vas al encarcelamiento brindan maneras más eficaces 
y menos costosas de reducir la delincuencia relaciona-
da con las drogas, al mismo tiempo que promueven 
la salud y la inclusión social de los autores de delitos 
menores, al abordar algunas de las causas que origi-
nan su implicación en mercado ilícito de drogas. 

Las pruebas empíricas sugieren que las alternativas 
producen mejores resultados que el encarcelamiento 
en términos de costo-eficacia. Por ejemplo, los pro-
gramas de tratamiento para la dependencia de drogas 
que operan fuera de las prisiones rinden hasta 8,87 
dólares por cada dólar invertido, mientras que el trat-
amiento de la dependencia de drogas en prisión rinde 
entre 1,91 y 2,69 dólares por cada dólar invertido.365 
En la misma línea, estudios realizados en Inglaterra y 
Gales sugieren que las alternativas que incluyen trat-
amiento domiciliario y libertad vigilada resultan más 
costo-eficaces que el encarcelamiento, y son mucho 

varones; sin embargo, con el curso del tiempo, “el núme-
ro total de reclusas (que constituyen del 5% al 8% de la 
población carcelaria) aumentó un 26% de 2004 a 2012 – 
un aumento mucho mayor que el registrado en el caso 
de los hombres (11%)”.355 Un porcentaje significativo de 
este incremento está asociado con los delitos de dro-
gas,356 que por lo general son de una naturaleza menor 
y no violenta.357 Por ejemplo, “en Argentina, Brasil y Cos-
ta Rica, más del 60 por ciento de la población carcelaria 
femenina de cada país está encarcelada por delitos rela-
cionados con drogas”.358 En Europa, los delitos de drogas 
representan aproximadamente el 28% de los casos de 
mujeres encarceladas, correspondiendo los porcentajes 
más altos a Tayikistán (70%) y Letonia (68%), y el más 
bajo a Polonia (3,1%).359 Tailandia ocupa el sexto lugar a 
nivel mundial en cuanto a población carcelaria, y tiene 
la tasa más alta del mundo de mujeres encarceladas; 
en 2015, se informó de que el 70% de los hombres y 
el 80% de las mujeres allí encarceladas lo estaban por 
delitos de drogas, en especial por posesión y consumo. 
Además, el número de arrestos que correspondían úni-
camente al uso de drogas se incrementó de 51.566 en 
2003 a 209.366 para el año 2013, representando el 92% 
de todos los arrestos relacionados con drogas en 2013 
en Tailandia.360 

La reclusión de madres y cuidadoras puede tener efec-
tos aplastantes en sus hijos, familias y comunidades.361 
Los infantes y niños pequeños de padres encarce-
lados se convierten en víctimas del enfoque punitivo 
hacia las drogas.362 En muchos países del mundo, hay 
niños que viven con sus madres en prisión, lo cual 
genera situaciones complejas para las instituciones  
penitenciarias.363 

Cárcel de mujeres en Bogotá, Colombia

Fotografía: Adam
 Schaffer, W
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Cuadro  1  El programa de Derivación Asistida por las 
Autoridades Policiales (LEAD) en Seattle366

LEAD es un programa policial de derivación, lanza-
do en octubre de 2011 en Seattle, Estados Unidos. 
Se dirige a personas arrestadas por delitos meno-
res relacionados con drogas y trabajo sexual que 
cumplen con ciertos criterios de elegibilidad: es 
decir, personas identificadas como afectadas por 
“desórdenes debido al consumo de sustancias”. 

El programa brinda a los agentes policiales una 
discrecionalidad significativa, basándose en el su-
puesto de que estos son quienes conocen mejor a 
la comunidad; de este modo, LEAD pone un fuerte 
énfasis en el patrullaje comunitario y en fortalecer 
lazos de la comunidad con la autoridad encargada 
de hacer cumplir la ley. Así, cuando un agente de 
policía detiene a una persona, tiene la autoridad 
para decidir si la deriva al programa o no. Por ello, 
en tanto que autoridad de referencia, los agentes 
de policía tienen la capacidad de derivar a las per-
sonas hacia servicios adecuados sin llevar a cabo 
un arresto. 

Si la persona es derivada al programa, esta es 
conectada a un responsable de su caso, quien 
decidirá el tipo de programa de monitoreo al cual 
se le someterá, que por lo general incluye un con-
junto de servicios diseñados para cubrir sus necesi-
dades. El programa suele implicar tratamiento de 
base comunitaria y servicios de apoyo, guiados por 

principios para la reducción de daños. Si la persona 
cumple con el programa y sus evaluaciones, no 
será acusada y, en consecuencia, no se generará un 
antecedente penal. También es importante señalar 
que el programa no prevé sanciones formales o 
punitivas por “incumplimiento”, y una persona 
puede volver a ingresar en él si falla en el primer 
intento y es sorprendida por la policía cometiendo 
un delito similar. De hecho, la razón por la cual se 
inició el programa fue para que la policía encon-
trara mejores maneras de lidiar con las mismas 
personas que ingresaban y salían del sistema de  
justicia penal.367

El programa fue diseñado originalmente como 
un proyecto piloto, financiado por fundaciones 
privadas. Actualmente, LEAD es financiado por la 
ciudad de Seattle. Las primeras evaluaciones de la 
eficacia de LEAD se publicaron a principios de 2015. 
La información disponible reportaba reducciones 
en los costos de las acciones para la aplicación de la 
ley, así como una mayor efectividad del programa 
para reducir la reincidencia en comparación con el 
sistema tradicional de justicia penal. La evaluación 
concluía que las “personas [que participaron] en 
LEAD tenían un 60% menos de probabilidades que 
las del grupo de control de ser arrestadas dentro de 
los primeros 6 meses de la evaluación”.368

Tim Candela (derecha), encargado de casos en LEAD, participa en una reunión de LEAD en el Precinto Oeste del 
Departamento de Policía de Seattle en agosto de 2014

Fotografía: M
ike Kane, The H

uffi
ngton Post



  89Guía sobre políticas de drogas del IDPC

prisión, y que se aborden las dimensiones sociales y 
de salud de estas actividades dentro de un entorno 
político favorable. 

Otras alternativas se pueden agrupar en tres grandes 
categorías: a) derivación en las etapas de arresto y 
pre-procesamiento; b) derivación en la etapa de 
procesamiento; y c) alternativas en las etapas de 
determinación de sentencias y post-sentencia. 

Derivación en las etapas de arresto y pre-
procesamiento 
Hay una serie de mecanismos en las etapas de arres-
to o pre-procesamiento que pueden emplearse para 
evitar el encarcelamiento. Estos pueden involucrar la 
derivación a un sistema de monitoreo administrativo, 
a tratamiento basado en pruebas empíricas para la 
dependencia de drogas cuando este se requiera, o a 
otras medidas no punitivas como programas educati-
vos.372 En este caso, tales mecanismos suelen depend-
er de agentes policiales como el personal clave que 
toma las decisiones respecto a derivar a una persona 
hacia el procesamiento penal o hacia un mecanismo 
alternativo. Varios países han establecido sistemas 
de derivación que pueden variar considerablemente, 
pero que por lo general se aplican tanto a personas 
arrestadas por venta de drogas de bajo nivel como a 
personas arrestadas por delitos motivados por la de-
pendencia de las drogas.

Comparadas con otras formas de derivación, las que 
ocurren durante las etapas de arresto y pre-procesa-

más eficaces para reducir la reincidencia.369 Finalmente, 
las alternativas al encarcelamiento pueden reducir el 
estigma y la discriminación que experimentan las per-
sonas condenadas a prisión, y son clave para ayudar a 
los Estados a cumplir sus obligaciones internacionales 
en materia de derechos humanos.

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
Las convenciones sobre drogas de la ONU incluyen 
disposiciones explícitas que permiten alternativas a 
la condena o el castigo para delitos relacionados con 
el consumo personal, como la posesión, la compra, el 
cultivo y la producción de drogas, y “en los casos ap-
ropiados de infracciones de carácter leve” no relacio-
nados con el consumo personal,370 para los cuales se 
anima a los Estados a aplicar alternativas a la condena 
o castigo, como la educación, la rehabilitación o la 
reintegración social, y cuando se determina que el de-
lincuente es dependiente de drogas, el “tratamiento y 
postratamiento”.371 

Las alternativas al encarcelamiento para delitos de 
drogas pueden definirse como cualquier medida que 
tiene como objetivo: a) limitar el uso de la reclusión 
como castigo; b) reducir las presiones sobre los siste-
mas de justicia penal de los países, en particular sobre 
las cárceles; y c) disminuir el tiempo de privación de la 
libertad real de las personas que han cometido delitos 
de drogas. En última instancia, el objetivo de las alter-
nativas al encarcelamiento es garantizar que la cárcel 
sea empleada como último recurso. 

Las alternativas al encarcelamiento deberían estar 
disponibles para todos los autores de delitos de 
drogas no violentos, como quienes se involucran 
en el transporte y venta de bajo nivel de drogas, así 
como las personas dependientes de drogas que han 
cometido delitos económicos/de compra de drogas; 
es decir, quienes actualmente constituyen la may-
oría de la población carcelaria. Para estas personas, 
las alternativas al encarcelamiento asegurarían que 
se diseñen respuestas y recursos más efectivos di-
rigidos a traficantes violentos y de gran escala, y a  
grandes delincuentes. 

Las personas que usan drogas no deberían estar 
sujetas a encarcelamiento, y se debería adoptar un 
proceso de descriminalización del uso de drogas, 
la posesión de drogas para uso personal, la posesión 
de parafernalia para consumir drogas, y el cultivo y 
compra de sustancias para consumo personal (véase 
el capítulo 3.1). También debería descriminalizarse la 
actividad de los pequeños agricultores que partic-
ipan en el cultivo ilícito (véase el capítulo 4.2). Esto 
asegura que las personas que consumen drogas y 
que los agricultores de subsistencia no terminen en 

Cuadro 2  El sistema escocés  
de derivación

En Escocia, los fiscales procuradores (equiva-
lentes a los fiscales) son los encargados de iden-
tificar a quién, de entre las personas acusadas 
de haber cometido un delito menor y que no 
representan un riesgo significativo para el públi-
co, se debería derivar a intervenciones de apoyo 
social. Estas intervenciones prevén sesiones in-
dividuales y/o grupales, así como derivaciones 
a servicios de reducción de daños y tratamien-
to voluntario para la dependencia de drogas, 
orientados a atender una serie de temas como 
conductas delictivas, consumo de alcohol y 
drogas, habilidades sociales, educación, empleo 
y capacitación. Una evaluación del programa 
resaltaba las ventajas de abordar las necesi-
dades de quienes cometen delitos de drogas en 
entornos de base comunitaria, que habían dem-
ostrado ser más efectivos en términos de costos, 
y tener más probabilidades de resultar en tasas 
más bajas de reincidencia.373
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Derivación en la etapa de procesamiento 
En este sistema de derivación, son principalmente los 
fiscales quienes determinan si la persona arrestada 
debe presentarse ante un tribunal o ser derivada a un 
espacio alternativo, como un centro de tratamiento 
para la dependencia de drogas u otro servicio social o 
de salud. El sistema de derivación escocés, por ejem-
plo, permite a los fiscales derivar a personas hacia in-
tervenciones de apoyo social (véase el cuadro 2).

Alternativas al encarcelamiento en las etapas de 
determinación de sentencia y post-sentencia 
Estas alternativas incluyen la derivación tanto a través 
de procedimientos penales como de mecanismos 
para reducir la duración del encarcelamiento. En estos 
casos, son los jueces quienes deciden si se inicia el pro-
ceso de derivación, y cuándo hacerlo. 

Los mecanismos de derivación pueden iniciarse en el 
momento en que la persona ingresa en el sistema de 
justicia penal, por ejemplo, mediante la suspensión de 
los procedimientos penales bajo supervisión judicial. 
La persona que ha sido derivada debe cumplir con 
ciertas condiciones, como la participación en trata-
miento de la dependencia de drogas y/o una serie de 
intervenciones sociales, que incluyen sesiones educa-
tivas y trabajo comunitario. Los tribunales de drogas y 
las cortes comunitarias son ejemplos comunes de este 
tipo de mecanismos de derivación.377

El modelo de tribunal de drogas se ha aplicado am-
pliamente en los Estados Unidos y en varios países de 
América Latina. Sin embargo, han surgido serias críti-
cas respecto a este modelo, por lo que se debería anal-
izar cautelosamente.378 Una de las principales críticas al 
modelo basado en tribunales de drogas reside en que 
este continúa abordando la dependencia de drogas a 
través de una perspectiva de justicia penal, en lugar de 
hacerlo como un tema social y de salud. Los tribunales 
de drogas han recibido duras críticas por:
•	 El hecho de que, en algunas regiones del mundo, los 

tribunales de drogas se centran en el simple uso de 
drogas, en lugar de centrarse en personas depen-
dientes de drogas que han cometido otros delitos 

•	 Forzar a personas que no son necesariamente de-
pendientes de drogas a aceptar tratamiento en lu-
gar de ir a prisión, dando lugar a un uso ineficaz de 
los recursos disponibles

•	 La ausencia de profesionales de salud para determi-
nar si una persona es dependiente o no lo es

•	 El hecho de que la persona tenga que admitir su cul-
pabilidad para acceder al programa de tratamiento

•	 La práctica de imponer sanciones a personas que no 
completan el programa de tratamiento; estas sancio-
nes son en ocasiones más severas que si la persona 
hubiera pasado por el sistema tradicional de justicia 
penal.379

miento presentan dos ventajas principales. En primer 
lugar, reducen la detención preventiva, la cual ha 
llevado a crisis graves de derechos humanos en di-
versos países en todo el mundo.376 En segundo lugar, 
impiden que las personas tengan que someterse a un 
procedimiento penal prolongado y difícil, reduciendo 
de esta manera la sobrecarga judicial y las tasas de en-
carcelamiento, así como los costos asociados. Cuanto 
más pronto se derive a una persona del sistema judi-
cial, mejor.

Cuadro 3  Proyecto de Justicia 
Restaurativa de Costa Rica

En paralelo a su reforma legislativa en 2013 
(presentada en el cuadro 2 del capítulo 3.3), 
Costa Rica ha adoptado un Proyecto de Justi-
cia Restaurativa que incluye diversas medidas 
orientadas a reducir la población carcelaria. El 
proyecto creó un tribunal para el tratamiento 
de la dependencia de drogas, adaptado al sis-
tema legal costarricense, donde el consumo de 
drogas está descriminalizado. Entre las pobla-
ciones destinatarias se encuentran autores de 
delitos menores y que han cometido un delito 
por primera vez por su dependencia de drogas. 
Un grupo interdisciplinario y especializado en 
justicia restaurativa (conformado por médicos, 
psicólogos y trabajadores sociales, entre otros) 
adapta su respuesta a las necesidades del ben-
eficiario, enfocándose en tratamiento con inter-
namiento o ambulatorio. 

Por otro lado, Costa Rica ha desarrollado alter-
nativas al encarcelamiento con una perspectiva 
de género. La reforma legislativa de 2013 per-
mite otorgar el beneficio de arresto domiciliario, 
libertad supervisada, residencia en un hogar de 
transición o monitoreo electrónico a mujeres 
acusadas de introducir drogas en la cárcel y que 
viven en condiciones de pobreza, son cabeza 
de familia y viven en condiciones de vulnera-
bilidad, o tienen la custodia de hijos menores 
de edad, ancianos o personas con algún tipo  
de discapacidad.374

Lo más interesante es que Costa Rica se en-
cuentra actualmente desarrollando una red 
institucional de servicios sociales y de salud 
para dar asistencia a mujeres ex-presidiarias 
que buscan reintegrarse en la sociedad. La red 
ofrece apoyo psicológico, ayuda para encontrar 
empleo, servicios sociales, guardería de niños, 
etc., en un esfuerzo por abordar las causas que 
subyacen a la participación en el comercio de 
drogas, así como para reducir la reincidencia.375
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Una persona también puede ser derivada del encar-
celamiento después de recibir una condena, mediante 
mecanismos que sustituyen o reducen la pena de cár-
cel. Estos mecanismos incluyen programas de libertad 
condicional, sentencia condicional, indulto, etc.380 
Aunque estos sistemas de derivación tienen un impac-
to más limitado en reducir la sobrecarga del sistema 
de justicia penal – dado que quienes cometen delitos 
de drogas pasan efectivamente por dicho sistema –, 
sí tienen impacto tanto sobre el hacinamiento de las 
cárceles como en la capacidad de las personas para 
reintegrarse en la sociedad. Estos mecanismos de deri-
vación también pueden reducir los daños causados por 
el encarcelamiento de personas que tienen a su cargo a 
niños, ancianos y personas con discapacidades. 

Asuntos de implementación 
Un conjunto de principios rectores deben apun-
talar el diseño y la aplicación de alternativas al  
encarcelamiento: 

Adoptar un enfoque de derechos humanos
Las alternativas al encarcelamiento deben cumplir con 
los estándares internacionales de derechos humanos. 
La conformidad con los derechos a la salud y la vida, 
y la prohibición de la tortura, constituyen un objetivo 
central de la promoción de alternativas al encarcela-
miento.381 Por ello, no debe aplicarse alternativa al-

guna que involucre malos tratos, como centros de 
detención obligatoria. 

Emplear el encarcelamiento y el castigo como 
último recurso 
El objetivo de las alternativas al encarcelamiento es 
reducir el uso de cárceles en general. Debe tenerse cui-
dado, sin embargo, en asegurar también que las alter-
nativas al encarcelamiento no lleven a un incremento 
del volumen general de sanciones y castigos (es decir, 
el llamado “efecto de ampliación de la red” descrito en 
el capítulo 3.1).382 

Abordar el uso de drogas como un tema de salud
Los daños asociados con la fiscalización de las drogas 
no deberían exceder los daños producidos por las 
propias sustancias. Por lo tanto, se requiere un cambio 
en el enfoque donde el consumo de drogas sea trat-
ado como un tema social y de salud, en lugar de una 
cuestión penal y, por ende, debe ser descriminalizado 
(véase el capítulo 3.1). Tal como se ha explicado ante-
riormente, las convenciones sobre drogas de la ONU383 
y diversos instrumentos internacionales de derechos 
humanos384 respaldan este enfoque. 

Evitar el tratamiento forzado 
No todas las personas que usan drogas requieren de 
tratamiento. Tal como se ha explicado en el capítulo 
2.5, apenas una de cada 10 personas que consumen 
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drogas experimentan problemas con su consumo 
y pueden, como resultado, requerir de tratamiento. 
Cuando el autor de un delito experimenta una depen-
dencia de drogas, se le debería ofrecer tratamiento 
adecuado y de base empírica como una alternativa al 
encarcelamiento. Cuando el autor del delito consume 
drogas pero no depende de ellas, debería disponerse 
de alternativas como la derivación a servicios para la 
reducción de daños. 

Adoptar una perspectiva de género
Ello implica lidiar tanto con las vulnerabilidades de las 
mujeres y de sus hijos, como con los efectos que el en-
carcelamiento puede tener sobre sus vidas. También 
significa que deben realizarse más estudios sobre la 
dimensión de la participación de mujeres en el tráfico 
de drogas, el número de mujeres encarceladas por 
delitos de drogas, la identificación de delitos por los 
cuales las mujeres van a prisión, datos sobre su situa-
ción (edad, nivel educativo, antecedentes laborales, 
si tienen hijos, etc.), y quién se ha beneficiado de las 
alternativas al encarcelamiento. Los mecanismos de 
derivación también deben basarse en una perspectiva 
de género para garantizar que las alternativas sean 
efectivas para abordar las necesidades específicas de 
mujeres y niños.385

Promover penas proporcionadas para delitos de 
drogas 
Los delitos de drogas deben reflejar la gravedad del 
delito y el probable impacto del castigo sobre el mer-
cado ilícito de drogas en su conjunto. Las alternativas 
al encarcelamiento son apenas un componente dentro 
de un régimen proporcionado (para más información, 
véase el capítulo 3.3). 

Desarrollar un amplio abanico de servicios 
sociales y de salud 
Una aplicación exitosa de alternativas al encarcela-
miento depende de la accesibilidad y calidad de los 
servicios sociales y de salud, tales como de atención 
sanitaria, incluidos servicios de reducción de daños y 
tratamiento de la dependencia de drogas, así como 
intervenciones sociales. Las redes de servicios, agen-
cias y ONG que trabajan conjuntamente para abordar 
temas de salud y/o sociales y/o económicos que en-
frentan quienes cometen estos delitos son esenciales 
para desarrollar el respaldo institucional necesario 
para prevenir la reincidencia y promover la reintegra-
ción social. 

Recursos clave
•	 Giacomello, C. (2013) Mujeres, delitos de drogas y 

sistemas penitenciarios en América Latina (Londres: 
Consorcio Internacional sobre Políticas de Drogas), 
https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/li-
brary/IDPC-Briefing-Paper_Women-in-Latin-Ameri-
ca_SPANISH.pdf

•	 Comisión Interamericana para el Control del Abuso 
de Drogas (2014), Informe Técnico sobre Alternativas 
al Encarcelamiento para los Delitos Relacionados con 
Drogas, http://www.cicad.oas.org/apps/Document.
aspx?Id=3202 

•	 Observatorio Europeo de las Drogas y las Tox-
icomanías (2015), Alternativas al castigo para 
delincuentes que usan drogas, https://dl.dropbox-
usercontent.com/u/64663568/library/EMCDDA-al-
ternatives-to-punishment-for-drug-using-offend-
ers-2015.pdf 

•	 Oficina de las Naciones Unidos contra la Droga y el 
Delito (2007), Manual de la ONUDD sobre principios 
básicos y prácticas prometedoras en la aplicación de 
Medidas sustitutivas del encarcelamiento, https://
www.unodc.org/documents/justice-and-prison-re-
form/crimeprevention/Handbook_of_basic_prin-
ciples_and_promising_practices_on_Alternatives_
to_Imprisonment_Spanish.pdf 

•	 Oficina en Washington para Asuntos Latinoamer-
icanos, Consorcio Internacional sobre Políticas 
de Drogas, DeJusticia, Comisión Interamericana 
de Mujeres (2016), Mujeres, políticas de drogas y 
encarcelamiento: Guía para la reforma política en 
América Latina y el Caribe, http://www.wola.org/es/
comentario/women_drug_policies_and_incarcera-
tion_in_the_americas

•	 Transnational Institute y Oficina en Washington para 
Asuntos Latinoamericanos (diciembre de 2010), Sis-
temas sobrecargados: Leyes de drogas y cárceles en 
América Latina, http://www.wola.org/es/informes/
sistemas_sobrecargados_leyes_de_drogas_y_car-
celes_en_america_latina 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/library/IDPC-Briefing-Paper_Women-in-Latin-America_SPANISH.pdf
https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/library/IDPC-Briefing-Paper_Women-in-Latin-America_SPANISH.pdf
https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/library/IDPC-Briefing-Paper_Women-in-Latin-America_SPANISH.pdf
http://www.cicad.oas.org/apps/Document.aspx?Id=3202
http://www.cicad.oas.org/apps/Document.aspx?Id=3202
https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/library/EMCDDA-alternatives-to-punishment-for-drug-using-offenders-2015.pdf
https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/library/EMCDDA-alternatives-to-punishment-for-drug-using-offenders-2015.pdf
https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/library/EMCDDA-alternatives-to-punishment-for-drug-using-offenders-2015.pdf
https://dl.dropboxusercontent.com/u/64663568/library/EMCDDA-alternatives-to-punishment-for-drug-using-offenders-2015.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Handbook_of_basic_principles_and_promising_practices_on_Alternatives_to_Imprisonment_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Handbook_of_basic_principles_and_promising_practices_on_Alternatives_to_Imprisonment_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Handbook_of_basic_principles_and_promising_practices_on_Alternatives_to_Imprisonment_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Handbook_of_basic_principles_and_promising_practices_on_Alternatives_to_Imprisonment_Spanish.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Handbook_of_basic_principles_and_promising_practices_on_Alternatives_to_Imprisonment_Spanish.pdf
http://www.wola.org/es/comentario/women_drug_policies_and_incarceration_in_the_americas
http://www.wola.org/es/comentario/women_drug_policies_and_incarceration_in_the_americas
http://www.wola.org/es/comentario/women_drug_policies_and_incarceration_in_the_americas
http://www.wola.org/es/informes/sistemas_sobrecargados_leyes_de_drogas_y_carceles_en_america_latina
http://www.wola.org/es/informes/sistemas_sobrecargados_leyes_de_drogas_y_carceles_en_america_latina
http://www.wola.org/es/informes/sistemas_sobrecargados_leyes_de_drogas_y_carceles_en_america_latina


  93Guía sobre políticas de drogas del IDPC

Modernización de la aplicación de leyes  
sobre drogas

3.5

Principales recomendaciones

•	 Los mercados ilícitos de drogas no se pueden 
erradicar totalmente, pero se pueden mane-
jar de manera que se reduzcan los efectos 
más dañinos del comercio de drogas. Por 
ende, la aplicación de las leyes sobre drogas 
debería centrarse en objetivos sociales más 
amplios, y no solo en tratar de reducir el 
tamaño del mercado negro 

•	 Un enfoque nuevo y más integral debería 
concentrarse en abordar de manera más 
amplia la delincuencia organizada, en espe-
cial la corrupción y el lavado de dinero, así 
como otros tipos de contrabando (tabaco, 
alcohol, armas, etc.) y actividades delictivas 
(extorsión, secuestro, etc.)

•	 Teniendo esto en cuenta, deberían esta-
blecerse enfoques intra-gubernamentales; 
las autoridades policiales deberían colaborar 
con los sectores de justicia, salud, educación, 
servicios sociales, servicios para jóvenes, 
así como organizaciones de la sociedad 
civil y representantes de las comunidades  
afectadas

•	 Las iniciativas para el control de armas se 
deberían fortalecer, a través de medidas 
para el desarme y acciones contra el tráfico 
de armas, para ayudar a mitigar los efectos 
dañinos del tráfico de drogas, dada la abru-
madora evidencia científica que indica que 
menos armas conllevan menos violencia, 
muertes y delincuencia 

•	 Se deberían desarrollar y evaluar independi-
entemente nuevos indicadores y mediciones 
del desempeño de la legislación sobre dro-
gas, centrados en resultados sociales antes 
que en indicadores de proceso referidos a la 
interdicción. 

Introducción 
Las convenciones sobre drogas de la ONU se basan en 
la “creencia de que existe una relación lineal simple en-
tre la escala del mercado de drogas y el nivel de daños 
a la salud y el bienestar humanos (es decir, mientras 
más pequeño sea el mercado, menores los daños)”.386 
En parte como resultado de ello, las políticas naciona-
les sobre drogas se han centrado fundamentalmente 
en el objetivo general de disminuir el tamaño del mer-
cado ilícito de drogas, orientado hacia la meta final 
de lograr un “mundo sin drogas”.387 En este contexto, 
la erradicación de cultivos (incluida aquella realizada 
mediante la fumigación aérea con glifosato), las incau-
taciones de drogas y los arrestos han sido vistos como 
pasos positivos en dirección a esta meta y, por ende, 
han sido a menudo considerados como indicadores de 
éxito de las políticas. 

Este enfoque ha demostrado ser en gran medida ine-
ficaz y dañino. A escala global, el precio promedio de 
las sustancias controladas ha disminuido y su pureza 
ha aumentado.388 Mientras tanto, las políticas no han 
logrado reducir de manera general el consumo ilegal 
de drogas a nivel mundial,389 y las personas han pasa-
do de consumir una sustancia a otra, en parte como 
respuesta a los cambios en el precio y la disponib-
ilidad. La producción ilícita de drogas también se ha 
mantenido elevada. En los últimos años, Afganistán, 
que produce aproximadamente el 90% del opio del 
mundo, ha registrado los niveles de cultivo más altos 
en su historia.390 Los éxitos alcanzados en algunos 
países en contener la producción con frecuencia han 
trasladado esta hacia áreas vecinas, incluyendo el 
desplazamiento de China hacia el Triángulo Dorado; 
de Tailandia hacia Myanmar; de Turquía, Irán y Pakistán 
hacia Afganistán;391 y, más recientemente, entre Boliv-
ia/Perú y Colombia.392

Las prácticas para la aplicación de las leyes sobre dro-
gas han tenido numerosos impactos negativos que han 
excedido los beneficios obtenidos. En primer lugar, las 
campañas de mano dura en ciertas rutas de tráfico de 
drogas han llevado al surgimiento de otras rutas. Por 
ejemplo, hasta la década de 1990, el Caribe era la prin-
cipal ruta de tránsito de los aviones que transportaban 
cocaína, que solían hacer escala para reabastecerse de 
combustible en ruta hacia Florida. Cuando las acciones 
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encontró que “la violencia armada y las altas tasas de 
homicidio pueden ser una consecuencia inevitable 
de la prohibición que pesa sobre las drogas, y que 
la perturbación de los mercados de drogas puede, 
paradójicamente, incrementar la violencia”.395 Ejem-
plos de cómo la aplicación de las leyes sobre drogas 
contribuye a una mayor violencia incluyen a Colombia 
entre mediados de la década de 1980 y mediados de 
la década de 1990;396 México, cuya tasa de homicidi-
os casi se triplicó entre 2007 y 2012;397 y Brasil, donde 
oficiales de policía mataron a más de 11.000 personas 
entre 2008 y 2013.398

Las intervenciones militarizadas han demostrado ser 
aún más problemáticas. En México, como parte de cam-
pañas militares de mano dura llevadas a cabo bajo el 
gobierno del presidente Felipe Calderón (2006-2012), 
sucumbieron más de 70.000 personas en asesinatos 
relacionados con las drogas, y más de 26.000 personas 
desaparecieron. Entre 2007 y 2010, los secuestros se 
incrementaron en un 188%, la extorsión, en un 100%, y 
el robo agravado, en un 42%.399 Aunque los cambios en 
el equilibrio de poder entre los seis principales “cárteles 
de la droga”, así como una mayor disponibilidad de ar-
mas provenientes de los Estados Unidos, constituyeron 
otros factores importantes en el aumento de la violen-
cia en el país, la respuesta militar ciertamente agravó la 
situación en el terreno. Los logros militares alcanzados 
por el gobierno mexicano contra los “cárteles de la dro-
ga” conocidos como La Familia Michoacana y Los Zetas 
llevaron al surgimiento de un grupo nuevo y altamente 
violento, Los Caballeros Templarios. Mientras tanto, Los 
Zetas no fueron derrotados, sino que simplemente se 
desplazaron a nuevas áreas, como Monterrey, Nuevo 
León y otras áreas del sur del país, cerca de la frontera 
con Guatemala.400 

de las fuerzas del orden de los Estados Unidos se in-
tensificaron, empezaron a emplearse cada vez más las 
rutas del Pacífico, América Central y México en lugar 
del tránsito a través del Caribe, mientras que se envia-
ba más cocaína al mercado europeo por vías marítima 
y aérea. Funcionarios de Europol y de la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) 
señalaron también que ciertas iniciativas de aplicación 
de la ley más recientes en los Países Bajos, como políti-
cas para la fiscalización total de vuelos procedentes 
de países específicos de América Latina a principios 
de la década de 2000, pueden haber llevado a los tra-
ficantes a emplear rutas diferentes, principalmente a 
través de África Occidental, una zona de tránsito cada 
vez más afectada por el tráfico transatlántico de cocaí-
na.393 Los traficantes también han demostrado poseer 
una gran adaptabilidad y sofisticación en sus tácticas, 
siempre que existan una demanda y la posibilidad 
de obtener ganancias. En particular, la posibilidad de 
obtener considerables ganancias de los mercados ilíci-
tos de drogas ha constituido un importante incentivo 
económico para la continua participación de organiza-
ciones delictivas en el tráfico de drogas. 

En segundo lugar, las políticas nacionales sobre dro-
gas centradas en reducir el volumen del mercado de 
drogas han conducido a mayor violencia e inestabili-
dad. Los mercados de drogas al detalle no son inher-
entemente violentos; hay una serie de factores más 
importantes que influyen en los niveles de violencia, 
entre los cuales “demográficos, como la edad de los 
capos criminales y la concentración geográfica de gru-
pos minoritarios, niveles de pobreza, el equilibrio de 
poder en el mercado delictivo, así como la capacidad 
de las agencias encargadas del patrullaje policial y las 
estrategias que elijan”.394 Un estudio realizado en 2011 

Fotografía: Issouf Sanogo, A
FP

Eliminación de cannabis confiscado en Costa de Marfil
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Las campañas dirigidas contra los mandos de alto nivel 
(también conocidas como “eliminación o decapitación 
de líderes”) de grupos de la delincuencia organizada 
han demostrado ser aún menos efectivas para reducir 
la violencia que en el caso de las organizaciones ter-
roristas. Cabe destacar que algunos estudios han de-
mostrado que “la eliminación de líderes generalmente 
va seguida por un aumento de asesinatos relaciona-
dos con drogas”,401 y que la “estructura competitiva 
del mercado ilícito de drogas en México ha creado el 
paradójico resultado de que las campañas de mano 
dura por parte del Estado incrementan los incentivos 
para que [las organizaciones de tráfico de drogas] li-
bren una guerra por el control del territorio mediante 
la reducción de los costos de luchar contra la [organ-
ización de tráfico de drogas] que ha sido decapitada”.402 
Resulta interesante que arrestar a los capos pueda dar 
como resultado menos violencia que matarlos,403 y 
que la reducción de la violencia en el corto plazo sea 
aún más contundente cuando es arrestado un mando 
de nivel medio, en lugar de uno de alto nivel.404

Tercero, en un contexto de presiones presupuestarias, 
un enfoque excesivamente centrado en las acciones 
policiales de interdicción de drogas ha creado costos 
de oportunidad, desviando recursos cruciales de la pre-
vención y la investigación hacia las fuerzas del orden. 
Puede decirse que, debido a ello, se han desatendido 
casos de asesinato, secuestro, violencia sexual y corrup-
ción. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía de 
México calculaba que en 2013 no se había investigado 
casi el 94% de los delitos.405 Igualmente, desde la dé-
cada de 1960, al menos 600.000 asesinatos siguen sin 
esclarecer en los Estados Unidos.406 En Colombia, el 95% 
de los 3.000 casos de asesinato de sindicalistas come-
tidos en los últimos 30 años siguen sin ser procesados 
judicialmente.407 En Guatemala, en 2012 la impunidad 
entre perpetradores de violación y violencia doméstica 
se situaba en aproximadamente un 98%.408

Cuarto, la acción policial de mano dura ha sido un fac-
tor clave en el hacinamiento de las prisiones. El encar-
celamiento de quienes cometen delitos menores de 
drogas es algo muy controvertido, ya que afecta a las 
perspectivas económicas y sociales de estas personas 
en el largo plazo, y hace más probable su participación 
en el tráfico de drogas y otros tipos de delitos tras su 
liberación. Los ex-reclusos enfrentan escasas perspec-
tivas de empleo, y en muchos países los programas 
efectivos de rehabilitación y reintegración siguen sien-
do una rareza (véanse los capítulos 3.4 y 3.6). 

Quinto, los enfoques de mano dura han contribuido 
al surgimiento de una excesiva simplificación de los 
vínculos entre el tráfico de drogas y el terrorismo, tal 
como se reflejaba en el término “narcoterrorismo”. 
Empleado a menudo para describir situaciones que 
se presentan en países como Afganistán, Malí, México 
y Perú. El término resulta problemático en tanto que 

Cuadro 1  Programas sociales 
en Boston y Chicago 

A mediados de la década de 1990, la policía de 
Boston puso en marcha una de las primeras 
aplicaciones del concepto de disuasión de base 
comunitaria. La “Operación Alto el Fuego” prior-
izó sus acciones contra las bandas más violentas 
en la ciudad e involucró a líderes de la comu-
nidad local. Una coalición de líderes religiosos 
organizó foros para integrantes de las pandillas, 
agentes de policía, ministros de las iglesias y 
personal de los servicios sociales, para discutir 
temas relevantes, y para dar a los delincuentes 
una oportunidad de recibir educación y capac-
itación a cambio de abandonar las pandillas.409 
Estudios realizados encontraron que la “Oper-
ación Alto el Fuego” “estuvo asociada con reduc-
ciones estadísticamente significativas en todas 
las series temporales, incluida una disminución 
del 63% en el número mensual de homicidios 
de jóvenes en Boston, una reducción del 32% 
del número mensual de llamadas relacionadas 
con disparos en toda la ciudad, una disminución 
del 25% en el número mensual de incidentes 
de asaltos con armas en toda la ciudad, y una 
reducción del 44% del número mensual de inci-
dentes de asaltos con armas que involucraban a 
jóvenes en el Distrito B-2”.410 

Igualmente efectivas han resultado iniciativas 
similares en High Point (Carolina del Norte) y 
Santa Tecla (El Salvador).411 Más recientemente, 
intervenciones llevadas a cabo en zonas del 
South Side y del West Side de Chicago, dirigidas 
a mejorar la situación de jóvenes de bajos in-
gresos enseñándoles a ser menos automáticos 
en su comportamiento, mostraron resultados 
prometedores. Se empleó terapia cogniti-
vo-conductual para ayudar a los jóvenes a su-
perar sus dificultades mediante el cambio de 
su razonamiento, su conducta y sus respuestas 
emocionales.412 En una serie de ensayos contro-
lados al azar, un programa llamado “Becoming 
a Man” (“Convertirse en hombre”), desarrollado 
por Youth Guidance, mostró que la “partici-
pación mejoró resultados de escolaridad y redu-
jo los arrestos por delitos violentos en un 44%”, 
y “redujo los arrestos en general en un 31%”.413 

sugiere una “relación simbiótica” entre traficantes de 
drogas y terroristas, rara vez confirmada en la prácti-
ca. El término simplifica excesivamente una situación 
extremadamente compleja, y desvía la atención de 
otros temas importantes, como la corrupción, los abu-
sos perpetrados por el Estado, el tráfico de armas, el 
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tráfico de personas y otros tipos de delincuencia or-
ganizada y de violencia. Sobrevalorar la importancia 
del tráfico de drogas en financiar el terrorismo, y del 

Cuadro 2  Apoyo policial a servicios de salud: Suiza, Vancouver, 
Australia y el Reino Unido

A inicios de la década de 1990, Suiza reformó sus 
políticas de drogas en torno a un enfoque de “cu-
atro pilares” (prevención, tratamiento, reducción de 
daños y aplicación de la ley), respaldado por el Con-
sejo Federal en 1994. Las autoridades policiales, ini-
cialmente reticentes, llegaron a aceptar el cambio 
de enfoque, del orden público a la salud pública. 
Mientras las nuevas políticas sobre drogas se desar-
rollaban y aplicaban, se volvieron socios paritarios 
con las autoridades de salud pública. Un comité in-
tra-gubernamental sobre drogas ayudó a mejorar 
la comunicación y coordinación entre los servicios 
orientados hacia una estrategia común. Las nuevas 
políticas sobre drogas y la introducción de progra-
mas para la reducción de daños contribuyeron a 
una caída significativa del número de muertes por 
VIH entre personas que usan drogas desde inicios 
de la década de 1990 hasta 1998.414

Basada en el modelo suizo, a principios de la dé-
cada de 2000 surgió en Vancouver, Canadá, una 
estrategia similar sobre drogas. La estrategia se 
ha centrado en la reducción de daños, incluidas 
medidas como la distribución de preservativos, 
el intercambio de agujas y el primer espacio en 
Norteamérica para la inyección segura de drogas, 
abierto en 2003. Pese a las dificultades políticas, las 
autoridades policiales han respaldado en la prác-

tica a Insite, y han derivado hacia este espacio a 
personas que consumen heroína.415 “Los protocolos 
entre la policía y los proveedores de servicios para 
la reducción de daños aseguran la aplicación de las 
leyes sobre tráfico de drogas; se desalienta la venta 
abierta de drogas, al mismo tiempo que se estim-
ula que los consumidores de drogas accedan a los 
servicios que necesitan”, señalaba el Ministerio de 
Salud de la Columbia Británica.416 Desde 2003, dis-
minuyeron hasta sus cifras históricas más bajas los 
números correspondientes a muertes por sobredo-
sis y nuevas infecciones por VIH entre personas que 
se inyectan drogas, y los niveles de tratamiento se 
han incrementado considerablemente.417

Medidas aplicadas en Australia a inicios de la dé-
cada de 1990 ofrecen otro ejemplo relevante de 
una cooperación provechosa entre las agencias 
de las fuerzas del orden y los servicios de salud a 
niveles nacional y local, incluyendo la participación 
de la policía en cursos para la reducción de daños, 
un mayor uso de discrecionalidad por parte de la 
policía, una implicación directa en acciones para 
la reducción de daños, y la creación de la Unidad 
de Coordinación de Programas sobre Drogas, “re-
sponsable de fomentar un enfoque de reducción 
de daños en la aplicación de la ley sobre drogas, 
tanto por parte de la policía común y corriente 
como de la especializada”.418 

Un enfoque multidisciplinario parecido surgió a 
mediados de la década de 1990 en el Reino Unido, 
involucrando la cooperación de las fuerzas del or-
den con autoridades a “argo del patrullaje comuni-
tario, los servicios sociales y de salud, y el sistema 
de justicia. Se crearon Equipos de Acción sobre 
Drogas, encargados de identificar problemas, coor-
dinar la respuesta local y reportar a las autoridades 
pertinentes de salud pública a nivel nacional. Ello 
condujo a la realización de más sesiones de capac-
itación sobre reducción de daños para la policía, 
una mayor conciencia de esta sobre sus funciones 
y responsabilidades, y una mayor cooperación 
entre los servicios.419 En 2013, una Comisión Inde-
pendiente sobre Drogas convocada por la alianza 
Safe in the City resaltó también los beneficios de 
colaboración entre la policía, el concejo municipal, 
los servicios de salud y las organizaciones comuni-
tarias en las localidades de Brighton y Hove.420

uso de tácticas terroristas por parte de traficantes de 
drogas, puede llevar a políticas desproporcionadas  
y contraproducentes.421 
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En último lugar, la severa aplicación de la ley sobre 
drogas ha causado violaciones generalizadas de los 
derechos humanos, como detenciones ilegales, par-
ticipación obligatoria en tratamiento y trabajo forza-
do, abuso físico y sexual, así como la estigmatización 
moral y social de quienes cometen delitos menores 
relacionados con drogas, como agricultores de subsis-
tencia422 (véase el principio 1 en materia de políticas).

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
A fin de abordar estas limitaciones, la aplicación de la 
ley sobre drogas se debe reorientar y modernizar para 
abordar los aspectos más nocivos del mercado ilícito 
de las drogas. 

Priorizar la reducción de la violencia 
Durante largo tiempo, las políticas nacionales sobre 
drogas han priorizado a cualquier costo la reducción 
del volumen del mercado de drogas. En lugar de ello, 
una manera más realista y efectiva de mitigar los 
daños causados por el comercio de drogas consiste 
en una acción policial diseñada para dar forma proac-
tivamente a los mercados de drogas hacia formas más 
benignas y menos violentas, tal como lo demuestran 
unos eficaces programas puestos en marcha en Bos-
ton y Chicago (véase el cuadro 1). Al respecto, resultan 
clave acciones más contundentes sobre el número de 
armas en circulación y contra el tráfico de armas.

Centrarse en objetivos sociales más amplios 
Poner el acento en mejorar las circunstancias so-
cio-económicas de las poblaciones afectadas por el 
tráfico de drogas sería de gran ayuda para abordar 
algunas de las causas que originan el problema, al mis-
mo tiempo que para mitigar las consecuencias nega-
tivas indeseadas, aunque plenamente previsibles, de 
la acción policial de mano dura. Experiencias recientes 
en Seattle ofrecen un estudio de caso relevante (véase 
el cuadro 1 en el capítulo 3.4).

Promover la acción policial comunitaria
La acción policial comunitaria centrada en la pre-
vención de la delincuencia debería ser inclusiva, 
y acoger la participación y aportes de la población 
local, organizaciones de la sociedad civil y comuni-
dades afectadas. Pueden aprenderse lecciones de la 
experiencia de las Unidades de Policía Pacificadora 
(UPP), lanzada en 2008 en Rio de Janeiro, Brasil. En 
particular, el objetivo de las UPP de proporcionar 
servicios sociales y una nueva infraestructura para 
impulsar el desarrollo social y económico en las 
favelas podría resultar útil en otros lugares. Sin em-
bargo, las UPP también han sido criticadas debido a 
la militarización de algunas de las comunidades en 
las favelas, lo que llevó a estrictos controles policial-

es, pesquisas arbitrarias y asedio. Otros actores han 
planteado inquietudes respecto a la capacidad de 
las UPP para combatir realmente la violencia relacio-
nada con las drogas; de hecho, de las 1.000 favelas 
que existen en Rio de Janeiro, solo 17 han sido paci-
ficadas hasta ahora, a menudo llevando a los grupos 
de la delincuencia organizada a trasladarse a favelas 
vecinas para reanudar sus actividades.426 Los resulta-
dos desiguales logrados por las UPP demuestran la 
necesidad de contar con acciones sostenidas en el 
largo plazo, acompañadas de medidas como aquellas 

Cuadro 3  Iniciativas 
anticorrupción en Georgia, 
Croacia y Sierra Leona

Un informe del Banco Mundial resaltó el núme-
ro de medidas que subyacían a los logros ob-
tenidos en Georgia: “ejercicio de firme voluntad 
política; establecimiento temprano de credibili-
dad; lanzamiento de ataque frontal; atracción de 
personal nuevo; limitación del papel del Estado; 
adopción de métodos no convencionales; estre-
cha coordinación; adaptación de experiencias 
internacionales a condiciones locales; aprove-
chamiento de la tecnología; y uso estratégico 
de las comunicaciones”.423

En Croacia, el gobierno creó un Departamento 
para la Eliminación de la Corrupción y la De-
lincuencia Organizada, un servicio especial-
izado de encausamiento judicial. Tras un difícil 
comienzo, el Departamento actualmente man-
tiene una tasa de condenas superior al 95%, 
y ha procesado exitosamente a un ex primer 
ministro, un ex-vicepresidente, un ex-general 
de primera división y otros funcionarios de alto 
rango. Se considera que los factores clave detrás 
de estos avances han sido un reforzamiento de 
la legislación, el respaldo popular, el escrutinio 
de los medios de comunicación y la perspectiva 
de adhesión a la Unión Europea.424

Un informe realizado en 2013 sobre Sierra Leona 
señalaba que, entre las acciones anticorrupción 
eficaces, cabe contar la creación de instituciones 
específicamente dedicadas a combatir la cor-
rupción; el desarrollo de procesos de super-
visión liderados por la sociedad civil, comités 
parlamentarios o el poder judicial; un enfoque 
en educación, fiscalización y transparencia, en 
especial en relación con la revelación de activos 
y el financiamiento de partidos políticos; y la 
participación del sector privado (aprendiendo, 
por ejemplo, de la Iniciativa de Sudáfrica – Em-
presas Contra la Delincuencia Sudáfrica).425
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Acciones dirigidas contra mandos de nivel medio 
Dirigir acciones contra autores de delitos de drogas 
menores delincuentes no violentos y de bajo nivel ha 
dado lugar a un drástico incremento de las poblaciones 
carcelarias, y ha tenido efectos socio-económicos neg-
ativos en el largo plazo. Las estrategias dirigidas contra 
los “cabecillas” para eliminar a los principales líderes a 
menudo tienen escaso impacto sobre el trabajo de sus 
organizaciones y pueden llevar a ciclos de violencia 
para suceder al jefe. En lugar de ello, es probable que 
la investigación y el arresto de los líderes de nivel me-
dio tenga un mayor impacto sobre la reducción de la 
violencia, y sobre las propias organizaciones de tráfico 
de drogas. 

Asuntos de implementación 
Reformar la aplicación de la ley sobre drogas es una 
tarea ardua, que se ve influida por una serie de fac-
tores. Entre estos, cabe destacar:

•	 La falacia de los costos hundidos, o “la idea de 
que es más probable que una compañía u organ-
ización continúe con un proyecto si ya ha invertido 
un montón de dinero, tiempo o esfuerzo en él, inc-
luso si continuar puede no ser la mejor opción”.428 En 
otras palabras, hemos invertido tanto dinero, tiem-
po y esfuerzo en el enfoque actual de aplicación de 
la ley sobre drogas, que reformarlo es considerado 
por muchos como un desperdicio o una renuncia, 
en tanto que las burocracias relacionadas se en-
cuentran ahora integradas en nuestros presupues-
tos e infraestructuras de aplicación de la ley.

•	 Un tema “intocable”: Aunque el debate ha evolu-
cionado de forma significa durante años recientes 
en diversos países, una reforma de las estrategias 
para la aplicación de la ley sobre drogas sigue sien-
do un tema políticamente controvertido. Muchos 
políticos siguen reacios a defender políticas más 
liberales por temor a ser catalogados como “blan-
dos ante las drogas” o “débiles ante la delincuencia”. 

•	 Asistencia antidrogas: La asistencia y capacitación 
provenientes del extranjero también han difundido 
y perpetuado en todo el mundo enfoques obso-
letos e inadecuados de aplicación de la ley sobre 
drogas.429

Por ende, existe una clara necesidad de trabajar con 
funcionarios de las fuerzas del orden, políticos, medi-
os de comunicación y público en general para explic-
ar que el enfoque actual no solo es en gran medida 
ineficaz sino también perjudicial, y dar a conocer los 
méritos del nuevo enfoque y de la evidencia científica 
en que se sustenta. 

Esencialmente, el cambio solo tendrá lugar si se en-
miendan los objetivos e indicadores de desempeño 

diseñadas para reducir las desigualdades económicas 
y sociales, mejorar las condiciones laborales y reducir 
las tasas de deserción escolar.

Desarrollar la colaboración con autoridades de 
sectores sociales y de salud 
Como parte de este nuevo enfoque, las autoridades 
policiales deberían trabajar en estrecha cooperación 
con autoridades de salud, para derivar a personas 
dependientes de drogas hacia tratamientos y otros 
servicios disponibles para la reducción de daños. 
En particular, resulta valiosa la consolidación de las 
exitosas experiencias de Suiza y Vancouver, especial-
mente la función de la policía para informar y dirigir 
a personas que se inyectan drogas hacia espacios de 
inyección supervisada (véase el cuadro 2). Además, es 
probable que la colaboración con organizaciones so-
ciales enfocadas en la rehabilitación y reintegración, 
mediante el apoyo de servicios sociales, orientación 
vocacional, terapia conductual-cognitiva o capacita-
ción relacionada con habilidades sociales, tenga un 
impacto positivo más contundente del que tendrían 
medidas punitivas contra quienes cometen delitos 
menores de drogas.

Combatir la corrupción y el lavado de dinero 
Perseguir los principales factores que impulsan el 
comercio de drogas y la delincuencia organizada con-
stituye una dimensión clave de un enfoque efectivo de 
aplicación de la ley sobre drogas. En última instancia, 
la corrupción es un factor principal detrás de la vio-
lencia y de la delincuencia organizada. Un esfuerzo 
concertado en los niveles local, regional, nacional e 
internacional, y el apoyo de la sociedad civil en este 
aspecto, resultan esenciales, y podrían beneficiarse 
de experiencias aprendidas previamente en Georgia, 
Croacia y Sierra Leona (véase el cuadro 3). Impedir 
que los delincuentes gasten, inviertan y escondan 
las ganancias del tráfico de drogas es otro elemen-
to crucial de la respuesta por parte de las fuerzas  
del orden.427

Desarrollar capacidades de investigación y 
fortalecer el sistema de justicia penal
Gran parte de la asistencia extranjera e inversiones 
nacionales para la aplicación de la ley sobre drogas 
ha estado dirigida hacia capacidades de detección e 
interdicción. Aunque algunas de estas son necesari-
as, con frecuencia se ha desatendido una importante 
herramienta: la capacidad de las autoridades para 
investigar y procesar judicialmente los casos relacio-
nados con drogas y sus redes asociadas. Ello no solo 
requiere combatir la corrupción al interior del gobier-
no, la policía y el poder judicial, sino también colocar 
un acento renovado en la educación, capacitación, 
procesos más sistemáticos e integrales de acopio de 
información, personal, presupuestos y cooperación 
internacional.
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para incentivar prácticas efectivas (véase el cuadro 4). 
Estos objetivos e indicadores deberían dejar de cen-
trarse en el número de incautaciones, arrestos, cultivos 
erradicados o extradiciones (procesos), sino más bien 
en la evidencia de menores daños asociados con el 
tráfico de drogas y una mejor calidad de vida (resulta-
dos), evaluados de manera independiente.430
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Cuadro 4  Ejemplos de nuevos 
indicadores de desempeño 
para la aplicación de la ley 
sobre drogas

Indicadores de mercados de drogas más cen-
trados en los resultados de operaciones de 
aplicación de la ley:
•	 Las operaciones para la aplicación de la ley, 

¿han reducido la disponibilidad de una sustan-
cia en particular para los jóvenes (medida por 
el nivel de consumo o la facilidad de acceso)?

•	 Las operaciones para la aplicación de la ley, 
¿han influido en el precio o la pureza de las 
drogas a nivel de ventas al detalle? De ser así, 
¿ha tenido ello efectos positivos o negativos 
sobre el mercado de drogas y sobre las perso-
nas que usan drogas?

Indicadores que miden la delincuencia rela-
cionada con las drogas:
•	 ¿Se han reducido las ganancias, el poder y 

el alcance de los grupos de la delincuencia 
organizada?

•	 ¿Se ha reducido la violencia asociada con los 
mercados de drogas?

•	 ¿Se ha reducido el nivel de delincuencia 
cometida por personas para solventar su 
consumo de drogas, o como consecuencia 
de este?

Indicadores que miden la contribución de las 
fuerzas del orden a programas sociales y de 
salud:
•	 ¿Cuántas personas dependientes de drogas 

han sido derivadas por los organismos de 
aplicación de la ley hacia servicios para trat-
amiento de la dependencia de drogas?

•	 ¿Cuántas personas han logrado un período 
sostenido de estabilidad como resultado del 
tratamiento? 

•	 ¿Se ha reducido el número de muertes por 
sobredosis?

•	 ¿Se ha reducido la prevalencia de VIH y hepa-
titis entre personas que usan drogas?

Indicadores que evalúan el entorno y los pa-
trones de consumo de drogas y de depend-
encia: 
•	 ¿Qué impacto tuvieron las actividades de 

aplicación de la ley sobre el entorno so-
cio-económico de las comunidades afecta-
das? ¿Y sobre la percepción de las personas 
respecto a la seguridad y la protección?

•	 ¿Han cambiado los patrones de consumo 
de drogas y dependencia de drogas como 
resultado de las acciones de aplicación de  
la ley?

http://www.brookings.edu/research/papers/2015/04/global-drug-policy
http://www.brookings.edu/research/papers/2015/04/global-drug-policy
http://www.wacommissionondrugs.org/report/
http://www.wacommissionondrugs.org/report/
http://idpc.net/es/incidencia-politica/modernizar-la-aplicacion-de-las-leyes-sobre-drogas
http://idpc.net/es/incidencia-politica/modernizar-la-aplicacion-de-las-leyes-sobre-drogas
http://idpc.net/es/incidencia-politica/modernizar-la-aplicacion-de-las-leyes-sobre-drogas
http://www.oas.org/documents/spa/press/Introduccion_e_Informe_Analitico.pdf
http://www.oas.org/documents/spa/press/Introduccion_e_Informe_Analitico.pdf
http://www.ijdp.org/article/S0955-3959(11)00022-3/abstract
http://www.ijdp.org/article/S0955-3959(11)00022-3/abstract
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vinculados con la posesión de drogas, y actualmente el 
83% del total global de delitos vinculados con drogas 
se corresponde con delitos relacionados con la pose-
sión de estas sustancias. Los delitos vinculados con el 
tráfico de drogas, sin embargo, han permanecido rela-
tivamente estables en el transcurso del tiempo (véase 
el gráfico 1),433 y la gran mayoría de los traficantes en 
prisión son delincuentes menores.434 

La proporción de delitos de drogas entre prisioneras 
mujeres es típicamente más alta que entre sus contra-
partes varones.436 Esta tendencia se ha atribuido a una 
mayor facilidad para procesar judicialmente los delitos 
menores,437 así como las desigualdades de género en 
la aplicación de leyes y las políticas sobre drogas.438 

Políticas centradas en la salud en prisiones y otros 
entornos cerrados

3.6

Principales recomendaciones

Introducción 
La mejor estimación de la actual población carcelaria 
en el mundo es de 10,2 millones de personas, cifra 
que excluye al menos a 650.000 persones declaradas 
en detención preventiva o “administrativa” en China y 
otras 15.000 en Corea del Norte.432 El número de perso-
nas recluidas por delitos de drogas ha venido crecien-
do durante las últimas décadas, independientemente 
de delitos como el hurto, el robo y el fraude, cometi-
dos para obtener dinero para solventar la compra de 
drogas. Tal como ya se ha mencionado en capítulos 
anteriores de esta Guía, el incremento global de la 
delincuencia relacionada con las drogas se ve impulsa-
do principalmente por un creciente número de delitos 

•	 Los gobiernos deberían plantearse la posibi-
lidad de colocar la salud en las cárceles bajo 
el control del Ministerio de Salud, antes que 
bajo los ministerios de Justicia, del Interior o 
de Establecimientos Correccionales

•	 Para diseñar políticas y programas adecua-
dos, se requiere una comprensión del nivel y 
la naturaleza del consumo de drogas y la de-
pendencia de estas sustancias entre prision-
eros; los servicios se deberían diseñar, aplicar 
y evaluar con la participación significativa de 
personas que usan drogas 

•	 Se debería desarrollar y dotar de recursos a 
un amplio abanico de intervenciones y pro-
gramas en entornos privativos de la libertad, 
incluidos servicios de tratamiento y reducción 
de daños. Estos programas deberían tener 
en cuenta una perspectiva de género, y ser 
estrictamente evaluados y adaptados según  
se requiera 

•	 Se requieren programas de intercambio de 
agujas y jeringas en las prisiones para evitar 
los riesgos relacionados con compartir acce-
sorios para inyección. La introducción de los 
programas de intercambio de agujas y jerin-

guillas debería prepararse cuidadosamente, 
incluyendo la provisión de información y 
capacitación para el personal de prisión. La 
modalidad para la provisión de agujas, jerin-
guillas y otros accesorios (por ejemplo, man-
ualmente o mediante una máquina dispensa-
dora) se debería elegir en función del entorno 
carcelario y las necesidades de la población431

•	 También se deberían proporcionar programas 
adicionales para reducción de daños, como 
programas de información y educación, dis-
tribución de naloxona, pruebas de diagnósti-
co del VIH y asesoramiento, tratamiento con 
antirretrovirales, distribución de pipas para 
fumar crack, etc. 

•	 La participación de una persona en progra-
mas de tratamiento de la dependencia de 
drogas no debería ser usada como una razón 
para discriminarla 

•	 Se deberían establecer vínculos efectivos con 
servicios de base comunitaria para garantizar 
la continuidad de la atención, de modo que se 
mantengan los beneficios del tratamiento ini-
ciado antes o durante el período de reclusión.
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por primera vez en prisión.444 Aunque el porcentaje de 
personas que se inyectan drogas en la comunidad libre 
es de apenas el 0,26% de las personas entre los 15 y 64 
años de edad, esta tasa es considerablemente más alta 
en la cárcel. Por ejemplo, un estudio descubrió que el 
23% de los prisioneros en Australia se habían inyec-
tado drogas en algún momento dentro de la prisión, 
al igual que el 39% de los prisioneros varones en  
Bangkok, Tailandia.445

Aunque la tasa de infecciones en prisiones varía con-
siderablemente dentro de cada país y entre ellos, la 
prevalencia del VIH, las enfermedades de transmisión 
sexual (ETS), la hepatitis B y C, así como de la tubercu-
losis, es mucho más alta en poblaciones carcelarias en 
comparación con la población en general. Se ha encon-
trado que la prevalencia del VIH es 50 veces más alta 
en algunos entornos carcelarios en comparación con 
la población en general.446 En Europa, la Organización 
Mundial de Salud (OMS) estimaba que 1 de cada 4 per-
sonas detenidas (aproximadamente 2,2 millones de 
personas) vive con hepatitis C, en comparación a 1 por 
cada 50 en la comunidad más amplia.447 En la misma 
línea, la prevalencia de tuberculosis es “muchas veces 
mayor” en las prisiones que en la población en gener-
al.448 Aunque es difícil encontrar estadísticas, en 2006 
se estableció que era 17 veces más probable infectarse 
de tuberculosis en prisiones europeas que entre la 
población en general y, en Europa del Este, hasta 81 
veces más probable.449

Compartir agujas y jeringas es un factor crucial en la 
difusión de enfermedades de transmisión sanguínea 
en la cárcel, impulsado por la falta de disponibilidad 

Sin embargo, en términos generales, la gran mayoría 
de los prisioneros en el mundo son hombres adultos, 
aunque el número de mujeres encarceladas está au-
mentando a un ritmo mucho más acelerado que el  
de varones.439 

En la mayoría de países, los prisioneros provienen de 
los estratos más pobres y marginalizados de la socie-
dad, con escasa educación, altas tasas de desempleo, y 
antecedentes de abuso físico o sexual, y familias y rel-
aciones desintegradas.440 Muchos prisioneros pueden 
haber consumido alcohol y/o sustancias controladas 
como mecanismo para sobrellevar sus problemas, in-
cluyendo para “escapar” del abuso infantil y la violen-
cia. En la cárcel, las drogas son fácilmente disponibles, 
y se consumen a menudo como una evasión de la 
miseria, la brutalidad, la falta de privacidad, la ansie-
dad y la inseguridad crónica que suelen caracterizar 
la vida dentro de estas instituciones. El aburrimien-
to y la falta de actividades constructivas en prisión 
también pueden incrementar la probabilidad del uso  
de drogas.441

Aunque resulta difícil obtener y comparar datos, los 
estudios indican que aproximadamente el 50% de los 
prisioneros en la Unión Europea, y más del 80% en los 
Estados Unidos, presentan un historial de consumo de 
drogas, y estos porcentajes se están incrementando.442 
Los cálculos muestran que aproximadamente una de 
cada tres personas detenidas han consumido drogas al 
menos una vez mientras se encontraban en prisión,443 
y la prevalencia de consumo de drogas varía consider-
ablemente según el país. También hay evidencias de 
que muchos prisioneros empiezan a inyectarse drogas 

Gráfico 1. Tendencias globales de delitos seleccionados, 2003 a 2013438
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de servicios y los visitantes entran y salen del es-
pacio institucional, y en última instancia cuando 
los prisioneros son liberados. En consecuencia, una 
atención de salud eficaz en la prisión es de vital in-
terés para la sociedad.

•	 Compromisos en materia de derechos humanos: 
Los compromisos internacionales en materia de 
derechos humanos incluyen el derecho a disfrutar 
del más alto nivel posible de salud física y mental,453 
y los prisioneros conservan sus derechos humanos 
mientras se encuentran detenidos. Los gobiernos 
tienen una responsabilidad particular con respecto 
a aquellas personas a quienes privan de su libertad.

•	 Mejorar el tratamiento para la dependencia de 
drogas y prevenir la reincidencia: Un tratamiento 
eficaz de la dependencia de drogas en las prisiones 
–incluida la terapia de sustitución de opioides 
(TSO)– mejora los resultados de salud y puede ayu-
dar a prevenir el retorno a la delincuencia después 
de la liberación.454 Sin tratamiento y sin una contin-
uación de la atención, la evidencia demuestra una 
alta tasa de sobredosis, recaída en el uso de drogas, 
y reincidencia en el delito entre las personas que 
usan drogas tras su liberación de la cárcel.455

•	 Economía: Responder a la delincuencia relaciona-
da con las drogas, la sobredosis y las infecciones de 
transmisión sanguínea puede resultar muy caro, en 
particular para enfermedades como el VIH, que son 
crónicas y pueden requerir tratamiento para toda la 
vida. Por ello, hay poderosos argumentos económ-
icos para tomar medidas de reducción de daños y 
de tratamiento basado en pruebas empíricas para 
la dependencia de drogas, tanto en las prisiones 
como en entornos comunitarios.

de equipos esterilizados mediante servicios para la re-
ducción de daños, y el temor a la detección del consu-
mo de drogas. Algunas estadísticas muestran que un 
alto porcentaje de prisioneros que se inyectan drogas 
comparten agujas y otros accesorios para inyección: 
por ejemplo, el 56% en Pakistán, el 66% en Rusia, el 70-
90% en Australia, el 78% en Tailandia, y entre el 83% y 
el 92% en Grecia.450 Otros factores para la transmisión 
de infecciones incluyen la violación y la violencia 
sexual, así como la actividad sexual consensuada no 
protegida. Donde el uso de drogas se encuentra par-
ticularmente estigmatizado, quienes se encuentran en 
la base de la jerarquía informal en la prisión son más 
propensos a ser víctima de estos ataques.451

Sobre la base de estos datos, resulta evidente que las 
prisiones son un lugar inadecuado para lidiar con el 
consumo y la dependencia de drogas; más bien, estos 
entornos dan lugar a riesgos de salud adicionales, más 
aún cuando las cárceles se encuentran hacinadas y 
están infradotadas. En consecuencia, existen una serie 
de razones por las que es esencial contar con políticas 
efectivas sobre prisiones, independientemente de la 
necesidad de reformas a las políticas sobre drogas más 
amplias que se proponen apartar de las prisiones, en 
primer lugar, a quienes cometen delitos menores rel-
acionados con drogas (véanse los capítulos 3.1 a 3.4):

•	 Salud pública: Las cárceles constituyen un lugar 
inadecuado para lidiar con el uso y la dependen-
cia de drogas,452 y más bien incuban problemas de 
salud como los virus de transmisión sanguínea y las 
sobredosis de sustancias. Estos problemas de salud 
no se encuentran encapsulados para siempre, sino 
que impactan sobre el resto de la comunidad en 
tanto que el personal de la cárcel, los proveedores 

Cárcel de Bandung, Indonesia
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de los reclusos, en su versión enmendada, también 
conocidas como las Reglas Mandela (Reglas 24 a 35).463 
Las Reglas enmendadas clarifican que la provisión de 
atención de salud para los prisioneros constituye una 
responsabilidad del Estado, libre de costo y de discrim-
inación por razones de condición legal (Regla 24).464 
Los mismos estándares se aplican tanto en prisión 
como en la comunidad (basados en el principio de 
equivalencia de la atención), y los servicios de salud 
en prisión deben estar organizados “de un modo tal 
que se logre la continuidad exterior del tratamien-
to y la atención, incluso en lo que respecta al VIH, la 
tuberculosis y otras enfermedades infecciosas, y la 
drogodependencia” (Regla 24). Las Reglas enmenda-
das también invocan a prestar una atención especial 

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
El derecho de todas las personas a disfrutar del más 
alto nivel posible de salud física y mental se encuen-
tra consagrado en el artículo 12 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,456 y 
se refleja en el Principio 9 de los principios básicos 
para el tratamiento de los reclusos.457 El derecho a la 
salud no puede recortarse debido a que una persona 
sea sorprendida consumiendo drogas o porque vaya  
a prisión.458

Los Estados tienen la obligación particular de atender 
a quienes se encuentran detenidos, en tanto que los 
reclusos no tienen alternativa excepto depender de las 
autoridades carcelarias para promover y proteger su 
salud.459 El Relator Especial sobre la tortura ha sosteni-
do que el Estado “debe prestar una atención médica 
adecuada, requisito material mínimo e indispensable 
para ofrecer un trato humano a las personas bajo su 
custodia”, y que “estas omisiones de las autoridades 
pueden equivaler a malos tratos e incluso tortura”.460

Las personas bajo custodia tienen derecho al mismo 
nivel de atención de la salud disponible fuera de las 
prisiones, incluida aquella referida a la prevención, 
reducción de daños y terapia con antirretrovirales 
(ART).461 El Relator Especial sobre el derecho a la salud 
ha aclarado que se viola este derecho cuando los ser-
vicios para la reducción de daños y los programas de 
tratamiento de base empírica están disponibles para 
el público en general, pero no para las personas en 
situación de detención.462

Las directrices más completas sobre la atención de 
salud en las prisiones se encuentran en las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento 

Unidad médica en una prisión en Kazajistán

Fotografía: Penal Reform
 International

Cuadro 1  Principios para la 
provisión de atención de salud 
en prisión

•	 Responsabilidad del Estado 

•	 Sin discriminación

•	 Equivalencia de la atención de salud 

•	 Independencia clínica

•	 Mismos principios éticos que en la comunidad

•	 Chequeo médico en la admisión 

•	 Tratamiento para la dependencia de drogas

•	 Atención de la salud mental 

•	 Continuidad de la atención
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a los reclusos “en particular de los que tengan necesi-
dades sanitarias especiales o problemas de salud que 
dificulten su reeducación” (Regla 25). El papel del per-
sonal de salud consiste en evaluar, promover, proteger 
y mejorar la salud física y mental de los prisioneros, 
mediante “un equipo interdisciplinario con suficiente 
personal calificado que actúe con plena independen-
cia clínica” (Regla 25, véanse también las Directrices 
sobre doble lealtad,465 la Declaración de Tokio de la 
Asociación Médica Mundial466 y las Reglas de la ONU 
para el tratamiento de mujeres prisioneras, conocidas 
como “Reglas de Bangkok”).467

El personal de salud en las cárceles está sujeto a los 
mismos estándares éticos y profesionales que se apli-
can a los pacientes en la comunidad, como el respeto 
a la autonomía de los prisioneros respecto a su pro-
pia salud, el consentimiento informado en la relación 
entre médico y paciente, y la confidencialidad de la 
información, a menos que mantener tal confidencial-
idad resulte en una amenaza real e inminente para 
el paciente o para otras personas (Regla 32, véase 
también el Comentario general Nº 14 del Comité de 
la ONU sobre Derechos Económicos, Sociales y Cultur-
ales).468 La información es una condición previa para 
que los prisioneros puedan otorgar su consentimien-
to informado para intervenciones médicas. Tal como 
ha enfatizado el Relator Especial sobre el derecho a 
la salud, “el consentimiento informado no es la mera 
aceptación de una intervención médica, sino una de-
cisión voluntaria y suficientemente informada”.469

La atención de salud profesional requiere el manten-
imiento de archivos médicos. Sin embargo, la confi-
dencialidad de dicha información se refleja en la Regla 
Mandela 26, incluido el acceso de los prisioneros a la 
información, y el deber de transferir los archivos médi-
cos a otra institución junto con el prisionero. 

La ausencia de disposiciones con perspectiva de géne-
ro en relación a la atención de salud en entornos carce-
larios ha sido reconocida y rectificada por la adopción 
de las Reglas de Bangkok.470

Aunque las Reglas Mandela y las Reglas de Bangkok no 
constituyen tratados legalmente vinculantes, tienen el 
peso de ser estándares unánimemente adoptados a 
nivel internacional. A nivel regional, se han incorpora-
do disposiciones sobre la atención de la salud en las 
prisiones a las normas carcelarias europeas,471 y a los 
Principios y Buenas prácticas sobre la Protección de las 
Personas Privadas de Libertad en las Américas.472

La OMS y la ONUDD han estado a la vanguardia del 
desarrollo de directrices relacionadas con la atención 
de la salud y el tratamiento de la dependencia de dro-
gas para prisioneros (véanse los Recursos clave más 
adelante). Las directrices de la OMS473 sobre sustancias 
controladas han recibido el respaldo de la Junta Inter-
nacional de Fiscalización de Estupefacientes  (JIFE), la 

Cuadro 2  El paquete integral 
de intervenciones de la ONU  
en las prisiones475

El paquete integral consiste en 15 interven-
ciones esenciales para una prevención y tratami-
entos efectivos del VIH en entornos de reclusión. 
Aunque cada una de estas intervenciones por 
sí sola resulta útil para abordar el VIH en las 
prisiones, tienen el mayor impacto cuando el 
paquete se ofrece en su conjunto. Aunque no 
es en modo alguno “exhaustivo”, este paquete 
es un buen primer paso para abordar el VIH en 
entornos de reclusión. 

1.	 Información, educación y comunicación
2.	 Programas de distribución de preservativos
3.	 Prevención de la violencia sexual
4.	 Tratamiento de la dependencia de drogas, 

incluida terapia de sustitución de opioides 
5.	 Programas de agujas y jeringuillas (PAJ)
6.	 Prevención de la transmisión a través de ser-

vicios médicos o dentales
7.	 Prevención de la transmisión a través de 

tatuajes, perforaciones en el cuerpo y otras 
formas de penetración cutánea 

8.	 Profilaxis post-exposición 
9.	 Pruebas de detección del VIH y asesoramien-

to sobre el virus
10.	 Tratamiento, atención y apoyo relacionados 

con el VIH 
11.	 Prevención, diagnóstico y tratamiento de la 

tuberculosis
12.	 Prevención de la transmisión del VIH de 

madre a hijo 
13.	 Prevención y tratamiento de ETS 
14.	 Vacunación, diagnóstico y tratamiento de la 

hepatitis viral
15.	 Protección del personal respecto a riesgos 

ocupacionales

cual también recomendó en 2007 que “los gobiernos 
tienen la responsabilidad de (...) prestar servicios adec-
uados a los autores de delitos de drogas (ya sea en los 
servicios de tratamiento o en la cárcel)”.474

Asuntos de implementación 
Las autoridades carcelarias se han centrado, por lo gen-
eral, en prevenir el consumo de drogas en las cárceles 
mediante estrictas medidas de seguridad y programas 
de detección del uso de drogas, al mismo tiempo que 
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un buen primer paso para abordar el VIH en entornos  
de reclusión. 

Una combinación de medidas que aborden el 
consumo de drogas, la dependencia de estas sus-
tancias y los riesgos para la salud relacionados en  
prisión incluye:

Educación e información – Dado que los prisioneros 
suelen proceder de los sectores más marginalizados 
de la sociedad y pueden haber tenido un acceso 
limitado a la atención de salud antes de ser encarce-
lados, es menos probable que estén informados sobre 
temas de salud y riesgos de infección. Sin embargo, 
la difusión de enfermedades infecciosas solo puede 
prevenirse si los prisioneros reciben información so-
bre medios de protección y prevención formulados 
en un estilo apropiado a sus habilidades lingüísticas 
y su nivel educativo. La educación en salud también 
ha demostrado que la educación mejora la adherencia 
al tratamiento y eleva la incidencia de cura.480 Algunas 
administraciones carcelarias han empleado vídeos ed-
ucativos o charlas para brindar educación sobre salud, 
lo que ha llevado a mayores niveles de conciencia. El 
material de información debe desarrollarse en con-
sulta con los prisioneros y personal de la cárcel, pues 
ello “hace la información más sensible y apropiada al 
contexto carcelario, incrementa la sensación de apro-
piación por parte de los prisioneros y contribuye a la 
continuidad del programa”.481

Tratamiento de la dependencia de drogas – Al 
contar en todo momento con un gran número de 
personas dependientes de drogas en situación de 
reclusión, las prisiones pueden ser un entorno eficaz 
para realizar una serie de programas de tratamiento 
de base empírica (para más información sobre tratam-
iento, véase el capítulo 2.5). La terapia de sustitución 
de opioides (TSO) “particularmente con metadona y 

dedican escasa atención y recursos a la provisión de 
atención de la salud, el tratamiento de la dependencia 
de drogas y los programas de reducción de daños. Los 
países que se centran en las pruebas obligatorias para 
la detección del consumo de drogas476 sostienen que 
esta medida disuade a los prisioneros de consumir 
drogas en la cárcel y les permite identificar a personas 
que requieren tratamiento. Sin embargo, en la prácti-
ca se ha presentado una serie de problemas, como la 
desviación de recursos financieros y de personal que 
debían estar orientados a tratamientos basados en ev-
idencias y servicios de prevención; efectos negativos 
sobre el régimen carcelario,477 y el riesgo de que los 
prisioneros desplacen su consumo hacia drogas más 
dañinas que no están incluidas en las pruebas o que 
son más difíciles de detectar (por ejemplo, los prision-
eros pueden pasar a consumir heroína o nuevas sus-
tancias psicoactivas en lugar de cannabis, ya que este 
último puede ser detectado en el organismo durante 
un período de tiempo más prolongado).478

Aplicar un paquete integral de servicios en prisión

Un paquete integral recomendado por la ONUDD, la 
Organización Internacional de Trabajo (OIT), el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
la OMS y el Programa Conjunto de las Naciones Uni-
das sobre el VIH/SIDA (ONUSIDA) para la prevención, 
tratamiento y atención de la infección por VIH en la 
cárceles y otros entornos de reclusión se compone de 
15 intervenciones clave (véase el cuadro 2).479

El paquete integral consiste en 15 intervenciones es-
enciales para una prevención y tratamientos efectivos 
del VIH en entornos de reclusión. Aunque cada una de 
estas intervenciones por sí sola resulta útil para abor-
dar el VIH en las prisiones, tienen el mayor impacto 
cuando el paquete se ofrece en su conjunto. Aunque 
no es en modo alguno “exhaustivo”, este paquete es 

Prisión El Buen Pastor en Bogotá, Colombia
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buprenorfina” ha demostrado ser factible y beneficio-
sa en un amplio abanico de entornos carcelarios para 
personas dependientes de opioides. Sin embargo, 
en 2014 solo 43 países brindaban la TSO en entornos 
carcelarios.482 La TSO ha demostrado reducir las tasas de 
uso de heroína, reducir la inyección de drogas, reducir 
el uso compartido de equipos de inyección, reducir las 
tasas de sobredosis mortal (especialmente después de 
la liberación de prisión), incrementar el cumplimiento 
de la terapia con antirretrovirales y reducir las tasas de 
re-encarcelamiento.483 Por ejemplo, una evaluación de 
21 estudios sobre TSO en prisiones descubrió que esta 
brindaba una manera efectiva de incorporar a las per-
sonas en programas de tratamiento, reducir conductas 
de riesgo y reducir los riesgos de sobredosis tras la lib-
eración. También se descubrió que los programas en 
la cárcel aseguraban beneficios de más largo plazo allí 
donde existían vinculaciones con programas de base 
comunitaria484 (véanse también las Recomendaciones 
de Madrid).485 Los programas de tratamiento para la 
dependencia de drogas mostraron efectos positivos 
adicionales sobre el comportamiento institucional y 
la reducción de la violencia.486 Sin embargo, al igual 
que en la comunidad, debe prestarse más atención 
a opciones para el tratamiento de sustitución en los 
casos de dependencia de estimulantes (para más in-
formación, véase el capítulo 2.5).

Diversos estudios han reconocido asimismo que otras 
formas de tratamiento, como la terapia psico-social, 
son efectivas para reducir la dependencia de drogas 
en las prisiones.487 Se ha demostrado que los progra-
mas terapéuticos estructurados ayudan a una parte 
de los prisioneros a abandonar su dependencia de las 
drogas, con las consiguientes reducciones en cuanto 
a delincuencia y problemas de salud. Las autoridades 
carcelarias deberían proponerse ofrecer un rango 
completo de programas de tratamiento basados en 
pruebas empíricas, en base a los siguientes principios:

•	 Debe contarse con procedimientos de selección 
para identificar a quienes requieren tratamiento, al 
mismo tiempo que se respeta el principio de con-
sentimiento informado488 

•	 Siempre y cuando los programas de tratamiento 
ofrecidos sean voluntarios, humanos y de buena 
calidad, es probable que los prisioneros participen

•	 Los programas deben organizarse de modo que los 
prisioneros puedan transitar entre los servicios du-
rante su permanencia en la cárcel, de acuerdo a sus 
necesidades y cuando ellos decidan hacerlo 

•	 Las tasas de cumplimiento y éxito del tratamien-
to para la dependencia de drogas en las cárceles 
pueden mejorar vinculando este avance en el tra-
tamiento a incentivos para los prisioneros, como la 
consideración para libertad anticipada 

•	 Debe prestarse cuidadosa atención a la continuidad 

del tratamiento al ingresar a la cárcel y tras salir  
de ella 

•	 El éxito del tratamiento y de la recuperación no debe 
ser entendido únicamente como la abstinencia del 
consumo de drogas. Debe alentarse a las personas 
a identificar en qué consiste su propia recuperación 
y esforzarse por lograrla, la cual puede o no reque-
rir de abstinencia, pero que siempre incluirá pasos 
progresivos para mejorar su salud y bienestar (véa-
se el capítulo 2.5). 

Programas de agujas y jeringuillas (PAJ) – Aunque 
ha habido gran renuencia a introducir los PAJ en 
entornos carcelarios, los programas que entrañan la 
distribución de equipo esterilizado para inyección a 
personas que se inyectan drogas han resultado efec-
tivos para prevenir la infección con VIH y hepatitis. 
Los temores respecto a estos programas incluían la 
posibilidad de que los prisioneros utilicen las agujas 

En Moldavia, la TSO para prisioneros que son 
dependientes de drogas fue introducida en 
2005, y los beneficiarios recibían metadona di-
ariamente en la farmacia de la prisión después 
de firmar en un registro. También existe un 
programa de agujas y jeringas en la cárcel.489 La 
investigación documentó una reducción de las 
sobredosis490 y un impacto positivo del tratami-
ento sobre la salud y el bienestar general de los 
prisioneros.491 Los problemas iniciales del pro-
grama se han resuelto, por ejemplo, mediante 
la provisión de información específica sobre 
salud y seguridad para el personal penitenciar-
io, incluido el tipo y el ámbito de riesgos para 
dicho personal.492 Las inquietudes sobre el uso 
de metadona para sobornar a personal médico 
o a los prisioneros han sido abordadas con éxi-
to mediante la administración de la metadona 
bajo estricta supervisión, así como mediante la 
autorregulación por parte de los participantes 
del programa.

En 2009, más de dos tercios de los prisioneros 
adultos condenados tenían acceso a servicios 
para la reducción de daños en las cárceles de 
Moldavia, y los resultados han sido totalmente 
positivos. Ha disminuido la incidencia de VIH 
y de hepatitis C, no ha habido casos registra-
dos de agujas utilizadas como armas contra 
personal penitenciario u otros prisioneros, y el 
consumo de drogas no se ha incrementado.493

Cuadro  3  Programa para 
la reducción de daños en 
prisiones en Moldavia
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como armas contra el personal carcelario u otros 
prisioneros, que las agujas descartadas supongan un 
riesgo de infección, y que la disponibilidad de agujas 
y jeringas esterilizadas incremente la prevalencia de 
la inyección de drogas en las prisiones. Sin embargo, 
en la práctica estas inquietudes no se han material-
izado, y los resultados de estos programas han sido 
muy positivos para reducir la práctica de compartir 
equipos para inyectarse drogas.494 A pesar de ello, 
en 2014 solo 8 países ofrecían los PAJ en las cárce-
les (3 menos que en 2012), en comparación con 90 
países donde tales programas estaban disponibles 
en la comunidad.495 La ONUDD, la OMS y ONUSIDA 
recomiendan que tanto los PAJ como las TSO sean 
accesibles en las prisiones.496 

Acceso a medidas para sexo más seguro – Varios 
países, incluyendo los de Europa Occidental, de parte 
de Europa Oriental y de Asia Central, así como Austral-
ia, Canadá, Indonesia, la República Islámica de Irán,497 
Sudáfrica y los Estados Unidos, brindan acceso gratu-
ito a preservativos en entornos carcelarios.498 Investi-
gaciones realizadas en una cárcel del condado de Los 
Ángeles encontraron que la distribución de preserv-
ativos previno una cuarta parte de las transmisiones 
de VIH entre reclusos sexualmente activos, y que los 
futuros gastos médicos no incurridos excedían con 
mucho los costos del programa.499 No se reportaron 
problemas de seguridad u otras consecuencias negati-
vas, y la evidencia muestra que la provisión de preserv-
ativos no ha llevado a un incremento de situaciones 
que involucren problemas de seguridad, actividad 
sexual o consumo de drogas.500 Medidas adicionales 
también han incluido la provisión de programas de 
información, educación y comunicación para reclusos 
y personal de la prisión sobre ETS, que consistían en 
sesiones de asesoramiento y pruebas voluntarias de 
detección para prisioneros, o medidas para prevenir la 
violación, la violencia sexual y la coerción. 	

Programas de vacunación – Existen vacunas efecti-
vas para proteger a las personas contra la hepatitis B, 
y el encarcelamiento sí brinda una oportunidad para 
alentar a las personas a recibir esta vacuna. Sin em-
bargo, los planes de vacunación deben seguir siendo 
voluntarios.501 El Reino Unido, por ejemplo, estableció 
un programa de “exclusión voluntaria” para la prueba 
de detección de la hepatitis B en las cárceles, según 
el cual se ofrecía a todos los prisioneros la oportuni-
dad de pasar la prueba para detectar la infección, y se 
recomendaba que todos los prisioneros fueran vacu-
nados contra la hepatitis B.502 Las administraciones de 
la mayoría de las cárceles que han gestionado progra-
mas de vacunación contra la hepatitis A y B dirigidos a 
prisioneros que usan drogas reportan altos niveles de 
participación y adherencia.

Establecer responsabilidades/manejo de prisiones 
Actualmente, se suele reconocer que los servicios de 

salud en las prisiones deben estar integrados en las 
políticas y sistemas nacionales de salud pública.506 
También se reconoce cada vez más que esto puede 
hacerse de la manera más efectiva, y que se alcanza 
mejor la continuidad de la atención cuando el Minis-
terio de Salud asume la responsabilidad de la atención 
de salud en la prisión.507 El personal de atención de la 
salud en los servicios penitenciarios puede no estar 
suficientemente actualizado respecto a los avances 
clínicos y profesionales en la sociedad más amplia, 
puede carecer de independencia o puede no gozar 
de la confianza de los reclusos.508 Países como Italia, 
Noruega, Francia, Inglaterra y Gales, y la mayor parte 
de Nueva Gales del Sur en Australia, ya han dado este 
paso, con resultados por lo general positivos.509

Garantizar una perspectiva de género
Se ha encontrado consistentemente que la dependen-
cia de las drogas ha estado sobrerrepresentada en la 
población de mujeres encarceladas, en comparación 
con la población en general.510 Ello está vinculado con 
los antecedentes de estas mujeres, como las altas tasas 

Cuadro 4  Programa 
para reducción de daños 
en prisiones en España 
disminuye las infecciones por 
VIH y hepatitis C

A fines de la década de 1990, se reportaba que 
la tasa de infecciones por VIH entre prisioneros 
que se inyectaban drogas en España se encon-
traba alrededor del 30%, una de las más altas en 
Europa. Por consiguiente, el país lanzó un progra-
ma de prevención y control para enfermedades 
transmisibles en la prisión, con un correlato en 
la comunidad. Se adoptó un enfoque integral 
para la reducción de daños, basado en pruebas 
voluntarias de detección, confidencialidad, dis-
tribución gratuita de preservativos, TSO, PAJ, 
educación sobre salud, capacitación a los pri-
sioneros como facilitadores de salud, y libertad 
condicional para prisioneros en situación de  
enfermedad terminal.503

El impacto fue significativo. España ha reportado 
que la prevalencia del VIH entre los prisioneros 
cayó del 22,4% en 1995 al 6,3% en 2011,504 y en 
una cárcel en particular, en la región de Ourense, 
una evaluación de 10 años de aplicación de un 
PAJ encontró que, entre 1999 y 2009, la prev-
alencia de la infección por VIH se redujo del 
21% al 8,5%, y la de la hepatitis C bajó del 40%  
al 26,1%.505



108  Guía sobre políticas de drogas del IDPC

de violencia doméstica y sexual que pueden haber ex-
perimentado antes de su arresto y detención.511

El VIH y otras enfermedades de trasmisión sexual y san-
guínea son también más prevalentes entre prisioneras 
mujeres que entre sus contrapartes varones,512 debido 
a la combinación de la desigualdad de género, el estig-
ma y la mayor vulnerabilidad de las mujeres a contraer 
ETS, un limitado acceso a la información, y servicios de 
salud inadecuados.513 Este telón de fondo, así como 
las diferencias psicológicas, resultan en necesidades 
de atención de la salud mayores y diferenciadas, y ello 
significa que, para ser efectivos, el tratamiento para la 
dependencia de drogas y otras medidas deben ser sen-
sibles al género. Los programas de tratamiento deben 
tomar en cuenta la victimización previa, los anteced-
entes culturales diversos, cualquier historial de abuso 
o violencia doméstica, problemas de salud mental 
comunes entre prisioneras mujeres, y las necesidades 
especiales de mujeres embarazadas, así como de mu-
jeres acompañadas de sus hijos. Sin embargo, muchos 
sistemas carcelarios discriminan a las mujeres en lo 
concerniente al tratamiento de la dependencia de dro-
gas y programas de reducción de daños, es decir, estos 
solo se brindan en prisiones para varones.514 Cuando 
estos programas existen, a menudo no están diseña-
dos específicamente para mujeres.515

La Regla 6 de Bangkok516 recomienda que el chequeo 
de salud para las prisioneras mujeres incluya “la pres-
encia de problemas de toxicomanía” y “la presencia de 
enfermedades de transmisión sexual o de transmisión 
sanguínea”. Dependiendo de los factores de riesgo, se 
debe ofrecer también a las prisioneras mujeres prue-
bas voluntarias de detección del VIH y de otras enfer-
medades de transmisión sanguínea, acompañadas de 
consejería previa y posterior a la prueba.

Las diferencias de género en cuanto a uso y depend-
encia de drogas, y complicaciones relacionadas, son 
reconocidas por la Regla de Bangkok 15, la cual resalta 
la necesidad de contar con “programas de tratamiento 
especializado del uso indebido de drogas para las mu-
jeres”. La Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) ha 
recomendado también que los Estados brinden servi-
cios de tratamiento sensibles al género y basados en 
evidencias para la dependencia de drogas, así como 
programas para la reducción de daños, para mujeres 
en reclusión.517

En relación al VIH, la Regla 14 de Bangkok recomienda 
programas orientados “a las necesidades propias de 
las mujeres, incluida la prevención de la transmisión 
de madre a hijo – y alienta – la elaboración de inicia-
tivas sobre la prevención, el tratamiento y la atención 
del VIH, como la educación por homólogos�. Medidas 
adicionales deben incluir grupos de apoyo sensibles 
al género, educación sobre drogas y programas psi-
co-sociales. 

Prevenir las sobredosis
La sobredosis de drogas constituye una experiencia 
común para muchas personas que consumen dro-
gas, especialmente opioides, y es una causa principal 
de muerte entre personas que se inyectan drogas. El 
período inmediatamente posterior a la liberación de 
la cárcel entraña un riesgo significativo de sobredosis 
(letal).522 Ello se debe a que los ex-prisioneros pueden 
reanudar el consumo de dosis similares a las que tom-
aban antes de su detención, cuando sus cuerpos ya 
no pueden sobrellevar esas cantidades debido a una 

Cuadro 5  Cárcel de mujeres 
Lichtenberg en Berlín, 
Alemania

Al ingresar a la cárcel de Lichtenberg, cada 
mujer recibe un equipo para reducción de 
daños, que incluye un recipiente de plástico 
que contiene ácido ascórbico (que se emplea 
en la preparación de drogas que se inyectan), 
toallitas con alcohol, ungüento para las venas, y 
una aguja “ciega” o “falsa” para usar en la máqui-
na dispensadora de agujas esterilizadas (que 
requiere que se deposite una aguja usada para 
dispensar otra esterilizada).518 Estas máquinas 
dispensadoras permiten a las reclusas obtener 
jeringas esterilizadas de manera anónima.519 Las 
jeringas, almacenadas adecuadamente en cajas 
de plástico, están permitidas en la prisión. Sin 
embargo, toda reclusa a quien se le encuentre 
una aguja mal almacenada o escondida, o que 
tenga en su poder más de una aguja, es some-
tida a sanciones.520 Una evaluación realizada en 
2013 encontró que no se habían producido au-
mentos en el consumo de drogas o la inyección 
de drogas, y la práctica de compartir agujas se 
ha reducido de manera considerable.521

La prisión brinda también un enfoque integral 
hacia la dependencia de drogas. Existe una “un-
idad de adicción a las drogas” que está dividida 
en una unidad básica y las llamadas unidades 
“motivada” y “sustituida”. Normalmente, al ser 
recluidas, las mujeres que dependen de drogas 
llegan a la unidad básica. Durante la fase de 
“orientación”, se las alienta a abordar su consu-
mo de drogas. Las mujeres pueden solicitar su 
ingreso en la unidad “motivada”, que se divide 
en dos niveles: uno para mujeres que están en 
el programa de TSO, y otro para mujeres que se 
abstienen de consumir drogas (donde todas las 
mujeres deben participar en pruebas de orina 
para la detección del consumo, como prueba  
de abstinencia). 
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tolerancia reducida como producto de la abstinencia, 
de un consumo reducido o del consumo de otras dro-
gas mientras se encontraban en prisión.523 Por ejem-
plo, un estudio realizado en el Reino Unido mostraba 
que, en comparación a la población en general, los 
prisioneros varones presentaban una probabilidad 29 
veces mayor, y las prisioneras mujeres 69 veces mayor, 
de morir de sobredosis durante la semana posterior a 
su liberación.524 En otro estudio realizado en prisiones 
del estado de Washington, se encontró que los ex-pri-
sioneros tenían 129 veces más probabilidades que sus 
contrapartes en la población en general de morir de 
sobredosis durante las primeras dos semanas después 
de ser liberados.525

Debido a este elevado riesgo, los servicios carcelarios 
deberían tratar de brindar capacitación e información 
sobre prevención de la sobredosis y respuesta de 
emergencia, tanto para quienes consumen drogas 
como para el personal de la cárcel. Al momento de 
liberar a los reclusos y/o mientras se encuentran en la 
cárcel, quienes consumen opioides deben recibir tam-
bién naloxona, considerada como un medicamento 
esencial por la OMS, la cual revierte de manera rápida 
y segura la depresión respiratoria producida por una 
sobredosis de opioides (para más información, véase 
el capítulo 2.4).

Abordar temas post-liberación 
Al ser transferido a una prisión, o al ser liberado de 
esta, es esencial la continuidad de los programas rela-
cionados con drogas, particularmente la TSO, para ase-
gurar que las personas que han dejado de usar drogas 
no recaigan en el consumo ni sufran una sobredosis, 
que un ex-prisionero no sufra síndrome de abstinencia 
de opioides, y que quienes se encuentran en terapia 
de antirretrovirales y otras formas de medicación no 
desarrollen resistencia a tales medicaciones si su trata-
miento se interrumpe repentinamente.

Tal como lo ha dispuesto la ONUDD, ONUSIDA y la 
OMS, “con el fin de garantizar que no se pierdan los 
beneficios del tratamiento (…) iniciado antes de la 
reclusión o a lo largo de esta, así como para prevenir 
la aparición de resistencia a la medicación, debe pre-
verse lo necesario para (…) continuar esos tratamien-
tos sin interrupción”.526 Esta continuidad de la atención 
se logra de la mejor manera cuando los servicios de 
la comunidad pueden prestar apoyo a un prisionero 
en custodia y tras su liberación, y acompañarle en su 
reincorporación a la comunidad.527 Diversos estudios 
han sugerido que se requiere un seguimiento de la 
atención para optimizar los efectos del tratamiento 
brindado en la cárcel para la dependencia de dro-
gas sobre la reducción de la reincidencia en delitos 
de drogas.528 La continuidad de la atención requiere 
asimismo que, tras la liberación de un prisionero, su 
expediente médico le siga al servicio de salud pública 
relevante (véase la Regla Mandela 26). 
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Introducción al capítulo

Existen claros vínculos entre el desarrollo y la pro-
ducción, el tráfico y el consumo ilícitos de drogas. 
Generalmente, las acciones para el control de drogas 
se han centrado en la aplicación de la ley y la pro-
hibición, en un intento por reducir la escala del mer-
cado ilícito de drogas. Actualmente, sin embargo, 
el comercio de drogas vale cientos de miles de mil-
lones de dólares al año, y afecta a todos los aspectos 
de la economía mundial y de la vida de grupos vul-
nerables, mientras que la producción, el tráfico y la 
dependencia de drogas continúan concentrándose 
mayormente entre algunas de las comunidades más 
pobres y marginalizadas de todo el mundo. 

Se han realizado esfuerzos para avanzar hacia un 
enfoque del control de drogas a nivel internacional 
que esté centrado en el desarrollo, con intentos 
de vincular los debates sobre fiscalización de las 
drogas en la ONU con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible. A nivel nacional, en ocasiones ello se 
ha traducido en políticas que buscan mejorar la 
gobernanza, incrementar la seguridad, proteger la 
salud, brindar medios de vida sostenibles, y desar-
rollar nuevas metas e indicadores para evaluar el 
éxito de las políticas sobre drogas. Estos temas se 
exploran en el capítulo 4.1.

El capítulo 4.2 analiza además los aspectos y retos 
clave para proporcionar medios de vida sosteni-

bles en áreas rurales afectadas por los cultivos 
ilícitos. El concepto de medios de vida sostenibles 
ha evolucionado en el transcurso del tiempo para 
comprender un enfoque al desarrollo más amplio, 
apuntalado por las siguientes consideraciones: la 
necesidad de descriminalizar a agricultores involu-
crados en cultivos ilícitos e implicarlos como socios 
clave en programas de desarrollo; la necesidad de 
asegurar una adecuada secuencia en la reducción 
de cultivos ilícitos para priorizar el desarrollo rural 
a pequeña escala e integrar programas en planes 
más amplios de desarrollo; y la necesidad de pro-
mover la gobernanza y el Estado de derecho. 

Finalmente, el capítulo 4.3 considera la necesidad 
de proteger los derechos de los grupos indígenas, 
en particular su derecho ancestral, tradicional, cul-
tural y religioso de cultivar y utilizar plantas que 
son fiscalizadas a nivel internacional. Este capítulo 
ofrece una visión general de la jurisprudencia, 
excepciones legislativas, normas constitucionales 
y regímenes regulatorios legales que se han esta-
blecido en todo el mundo para proteger los usos 
tradicionales de plantas psicoactivas para grupos 
indígenas, y que pueden servir como guía para 
los gestores de políticas que buscan promover los 
derechos humanos de los pueblos indígenas. 
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Principales recomendaciones

•	 Debería realizarse un análisis exhaustivo de 
las leyes y políticas en el contexto de los ODS 
para asegurar que la fiscalización de las drogas 
aborde los factores sociales y económicos que 
subyacen a la participación en el comercio 
de drogas. Tal fiscalización debería incluir un 
análisis de cómo las políticas sobre drogas 
afectan a la capacidad de las comunidades, 
territorios y países para cumplir las metas de 
los ODS 

•	 Las políticas de drogas no deberían orien-
tarse a reducir la escala general del mercado, 
sino a reducir los daños asociados con estos 
mercados, como la inseguridad, la corrup-
ción, la violencia, los daños a la salud, etc.

•	 Las leyes y las políticas de drogas se deberían 
revisar para asegurar el acceso a medicamen-
tos esenciales, así como a servicios para la 
reducción de daños y tratamiento

•	 Las políticas y prácticas en las zonas donde 
se producen cultivos ilícitos deberían replant-
earse, con miras a abandonar la erradicación 
forzada y adoptar un enfoque de desarrol-
lo de largo plazo centrado en medios de  
vida sostenibles 

•	 Las sanciones penales para personas que 
usan drogas y pequeños agricultores que 
participan en el cultivo de drogas ilícitas 
deberían eliminarse, y se debería asegurar 
la proporcionalidad en la determinación de 
penas para todos los delitos de drogas

•	 Debería adoptarse un enfoque con perspec-
tiva de género para abordar las vulnerabili-
dades específicas de las mujeres implicadas 
en el comercio de drogas

•	 Se deberían establecer y fortalecer mecanis-
mos para proteger y promover los derechos 
humanos, así como para eliminar la impuni-
dad ante la violación de los mismos 

•	 Se debería desarrollar un nuevo conjunto 
de indicadores orientados al desarrollo para 
medir el éxito del control en drogas desde un 
enfoque de desarrollo humano.

Un enfoque del control de drogas orientado  
al desarrollo

4.1

Introducción 
Hasta hace poco, la conexión entre drogas, políticas 
sobre drogas y desarrollo había sido mayormente 
ignorada tanto por las agencias de desarrollo como 
por los organismos de control de drogas de la ONU. 
Sin embargo, si bien resulta compleja y polifacética, es 
innegable la relación entre la fiscalización de drogas 
y las metas de desarrollo. La mera escala del mercado 
ilícito de drogas –que se estima entre 449 y 674 mil 
millones de dólares al año, usando la clasificación del 
Banco Mundial para 2014–529 puede afectar muchos 
aspectos de la economía mundial, tanto como dar 
forma a la creación de empleos, determinar el acceso 
a la tierra y a los mercados, hacer oscilar tendencias 
en la banca, impulsar flujos financieros a través de las 
fronteras, afectar los servicios públicos e influir en de-
cisiones políticas.530

Actualmente, millones de personas sobreviven de-
bido al comercio ilícito de drogas, un contexto que 
las agencias de desarrollo y de drogas ya no pueden 
permitirse ignorar. En algunas áreas del mundo, como 
en Afganistán, Malí o Colombia, la división entre 
economías lícitas e ilícitas se ha vuelto borrosa, ya que 
la delincuencia organizada proporciona los empleos, 
la inversión, la estabilidad y la seguridad que el Esta-
do no está en capacidad de brindar, mientras que los 
capos de la droga ganan elecciones en los gobiernos 
locales y nacionales.531 Ello puede tener un impacto 
significativo en la credibilidad y la estabilidad de los 
Estados a largo plazo, y en la provisión de seguridad y 
la creación de una economía lícita sólida. 

Las políticas sobre drogas sensibles al desarrollo han 
estado generalmente limitadas a programas de desar-
rollo alternativo, aunque la mayoría de las estrategias 
para el control de drogas se ha centrado en esfuerzos 
policiales que han tendido a exacerbar la pobreza y la 
marginalización, e impedir el desarrollo sostenible. 

En áreas donde se cultivan drogas, las campañas de 
erradicación han llevado a la destrucción del único 
medio de subsistencia de los agricultores, así como 
de cultivos legales que crecen cerca a los campos de 
coca y amapola. El uso de la fumigación química ha 
tenido un severo impacto sobre la salud de las comu-
nidades afectadas, así como sobre el medio ambiente 
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y ecosistemas frágiles, afectando la seguridad alimen-
taria, contaminando el suministro de agua y causando 
el empobrecimiento de la tierra en el largo plazo y 
profundizando la deforestación para plantar nuevos 
cultivos.532 A menudo, los agricultores afectados, sus 
familias y a veces comunidades enteras no tienen otra 
opción que mudarse a áreas más remotas, donde el 
acceso a escuelas, empleo y otros servicios sociales y 
de salud pueden no estar disponibles, llevando a que 
el conflicto y las acciones para la reducción de la oferta 
se difundan a otros territorios y comunidades. Las co-
munidades indígenas y étnicas se ven especialmente 
afectadas por estas políticas. 

Aun cuando se han establecido programas de desar-
rollo alternativo, estos se han centrado en la reducción 
de cultivos más que en el desarrollo sostenible como 
principal objetivo y, por lo tanto, no se han traducido 
en los resultados esperados, como inversiones de lar-
go plazo, o con asegurar la apropiación por parte de la 
comunidad local, el acceso a mercados e infraestruc-
tura, o la participación significativa de agricultores y 
grupos indígenas como socios en el desarrollo.533 

Los centros para el tráfico de drogas suelen surgir en 
regiones frágiles, afectadas por conflictos y el subde-
sarrollo, donde la gobernanza es débil y los grupos de 
crimen organizado están en condiciones de corromp-
er, influenciar o esquivar la acción de las instituciones 
del Estado. En estas áreas, los traficantes de drogas 
ocupan una posición de poder, ofreciendo los ser-
vicios de salud básica, de seguridad y otros servicios 
sociales que la población local requiere, incluyendo 
el empleo en la economía ilícita a cambio de alojam-

iento gratuito, transporte, información y una forma de 
cooperación local que protege a los traficantes de las 
acciones de las fuerzas del orden. En tales contextos, el 
comercio ilícito de drogas está fuertemente entrelaza-
do en el mismo tejido social de las comunidades.534 Un 
enfoque orientado a la aplicación de la ley que desa-
tienda esta situación a menudo termina alimentando 
más violencia (por ejemplo, en México y Brasil), cor-
rupción, hacinamiento en las prisiones, y exacerbando 
la pobreza y marginalización social de comunidades 
vulnerables. 

Las mujeres son particularmente vulnerables a invo-
lucrarse en actividades ilícitas relacionadas con dro-
gas debido a la desigualdad de género que continúa 
caracterizando a las sociedades de todo el mundo, 
así como a la discriminación de género en cuanto al 
acceso a educación y empleo.535 El encarcelamiento 
de mujeres durante prolongados períodos de tiempo 
por delitos menores y no violentos relacionados con 
drogas (a menudo como “mulas” que transportan las 
sustancias o como microtraficantes) ha tenido una 
impacto significativo en sus vidas, pero también en 
las de sus hijos y otros dependientes que a continu-
ación quedan en situación de grave pobreza, sin más 
opciones que acompañar a sus madres en cárcel, o ir a 
parar a la calle.536

El consumo de drogas es un fenómeno global; sin 
embargo, los daños relacionados con las drogas a 
menudo se concentran en áreas pobres y marginaliza-
das, donde el acceso a servicios para la reducción de 
daños y el tratamiento para la dependencia de drogas 
pueden ser muy limitados. La criminalización de las 
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personas que consumen drogas ha llevado a un sig-
nificativo estigma y discriminación, así como a abusos 
generalizados de los derechos humanos. Las mujeres 
que usan drogas sufren un nivel adicional de estigma 
en muchas regiones del mundo, por cuanto se consid-
era que contravienen las funciones “naturales” de las 
mujeres en la sociedad, como madres y cuidadoras.537 
También enfrentan niveles exacerbados de violencia. 
Severas prácticas de aplicación de la ley sobre drogas 
impiden que las personas accedan a servicios para la 
reducción de daños, tratamiento de la dependencia 
y otros tipos de atención de salud que requieren, lo 
cual afecta a su salud y bienestar, pero también pro-
duce significativos costos de salud y bienestar que  
son prevenibles. 

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
Un enfoque de implementación de la ley de drogas 
orientado al desarrollo requiere ir más allá de un enfo-
que centrado en la aplicación de la ley, con el objetivo 
de abordar las causas que originan la participación 
en el comercio ilícito de drogas, como la pobreza, la 
desigualdad y una gobernanza débil. Aunque no hay 
soluciones simples, a continuación se ofrecen algunas 
sugerencias sobre cómo abordar algunos de estos te-
mas subyacentes.

Mejorar la gobernanza 
Fortalecer la gobernanza democrática y la rendición 
de cuentas, la fiscalización legislativa, la transparencia 
de las cuentas públicas, el mejoramiento del gasto 

público en servicios sociales y de salud, promover 
procesos participativos para ciudadanos (incluidas 
comunidades afectadas por las políticas de drogas),538 
y desarrollar las capacidades de las autoridades locales 
para prestar servicios básicos son pasos importantes 
para reducir la corrupción y la infiltración del crimen 
organizado en instituciones del gobierno.539 

Tales políticas deberían apuntar a reforzar el Estado 
de derecho, mejorar la seguridad ciudadana y ase-
gurar un acceso adecuado a la justicia.540 Este último 
objetivo debería incluir la revisión de leyes y políticas 
que han llevado al encarcelamiento generalizado de 
personas que usan drogas, agricultores de subsisten-
cia y personas que cometen delitos no violentos y de 
bajo nivel relacionados con las drogas, para asegurar 
la proporcionalidad en la determinación de penas y 
promover alternativas al encarcelamiento (para más 
información, véanse los capítulos 3.3 y 3.4). Mejorar la 
gobernanza también implica poner fin a la impunidad 
mediante el desarrollo de sólidos mecanismos para 
garantizar que las víctimas de los abusos de los dere-
chos humanos como resultado del control de drogas, 
tengan un acceso adecuado a la justicia. 

Las iniciativas que resultan en mayores niveles de 
empleo e ingresos, acceso más equitativo a la tierra y 
otros recursos, y una mejor protección contra las crisis 
económicas también pueden desarrollar capacidad de 
resistencia entre comunidades vulnerables para lim-
itar su participación en actividades ilícitas.541 

A veces, sin embargo, el mejoramiento de la gobernan-
za en el corto plazo solo puede garantizarse mediante 
el otorgamiento de concesiones y compromisos con 

Un usuario habla con una profesional de la salud en un servicio de intercambio de jeringuillas en la clínica móvil de Humanitari-
an Action Fund en San Petersburgo, Rusia, donde el gobierno mantiene una fuerte oposición a la reducción de daños

Fotografía: Lorena Ros, O
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y ser más beneficiosa para apoyar acciones de desar-
rollo (para más información, véase el capítulo 3.5). 

Proteger la salud 
La falta de acceso a servicios de salud puede obstac-
ulizar seriamente la capacidad de las personas para 
acceder a educación y empleo y, en consecuencia, 
para participar en la economía de un país. La propa-
gación de infecciones como el VIH y la hepatitis puede 
crear también una carga significativa sobre el sistema 
de salud y la economía de un país. Por ende, asegurar 
un acceso adecuado a programas para la reducción 
de daños y tratamientos para la dependencia de dro-
gas basados en evidencias constituye un importante 
componente de un enfoque de control de drogas 
orientado al desarrollo (para más información, véanse 
los capítulos 2.5 y 2.6). Ello también implica la elimi-
nación de barreras legislativas y políticas para acceder 
a servicios de reducción de daños y tratamiento, en 
particular la criminalización de las personas que usan 
drogas (véase el capítulo 3.1). 

Proporcionar medios de vida sostenibles 
Hay amplia evidencia que muestra los severos impac-
tos de las campañas de erradicación forzada sobre las 
poblaciones locales. Las leyes y regulaciones deberían 
revisarse urgentemente para asegurar acceso adecua-
do a recursos naturales, así como a una distribución 
justa y equitativa de los beneficios que provienen del 
uso sostenible de la biodiversidad por parte de las co-
munidades locales, incluidos grupos indígenas. 

Las campañas de fumigación deberían suspender-
se inmediatamente, considerando la falta de éxitos  

criminales y traficantes organizados, a fin de reducir 
los niveles de violencia y desorden público; a veces, 
esta es la única manera de fortalecer los mecanismos 
de gobernanza en el largo plazo.542

Mejorar la seguridad
En un contexto de violencia e inseguridad, el desar-
rollo es simplemente inalcanzable. Tal es el caso en 
particular en zonas afectadas por conflictos armados o 
que están saliendo de esta situación. En algunos casos, 
las medidas de implementación de la ley sobre drogas 
–especialmente donde las fuerzas armadas participan 
como un instrumento de represión contra quienes 
cultivan y trafican las drogas– han tendido a exacer-
bar la inseguridad y la violencia relacionadas con los 
mercados de drogas. En áreas donde la presencia del 
Estado es únicamente vista como una maquinaria 
represiva contra la población local, el gobierno puede 
perder credibilidad frente a la delincuencia organiza-
da, que menudo tiene mayor capacidad para brindar 
seguridad y protección a las comunidades dentro de 
las cuales opera. En consecuencia, el mejoramiento de 
la seguridad humana en áreas fuertemente afectadas 
por la producción ilícita y el tráfico de drogas debe ser 
una prioridad fundamental para un enfoque de desar-
rollo aplicado al control de drogas.543

La evidencia indica claramente que los mercados ilíci-
tos de drogas no son inherentemente violentos.544 Una 
serie de estrategias han llevado a una disminución de 
la violencia relacionada con las drogas, una estrategia 
modernizada de aplicación de la ley sobre drogas 
puede ayudar a dar forma a los mercados ilícitos de 
manera que sean menos dañinos a la población local, 

Un cocalero de Nor Yungas (Bolivia) barre hojas recién recogidas para llevarlas al mercado después de ser secadas en 
un patio de piedra laja, llamado kachi en aimara
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Cuadro  1  Una política de drogas consagrada en los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible545

En septiembre de 2015, representantes de los 
gobiernos se reunieron en Nueva York para adoptar 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).546 Es-
tos reemplazan a los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio, que llegaron a su fin en 2015. Los ODS 
trazan 17 ambiciosas metas que enmarcarán la 
agenda de desarrollo hasta el año 2030. Aunque 
las sustancias fiscalizadas a nivel internacional 
son mencionadas solo una vez dentro de estas 
metas como el Objetivo 3.5, para “Fortalecer la pre-
vención y el tratamiento de abuso de sustancias, 
incluido el abuso de drogas estupefacientes y el 
uso nocivo del alcohol” – existe un amplio margen 
para vincular las políticas de control de drogas con 
las metas de los ODS.547 Hay, sin embargo, una se-
rie de contradicciones entre las metas establecidas 
por los ODS y las actuales políticas sobre drogas.548 
Los ODS no pueden alcanzarse a menos que las 
políticas y estrategias para el control de drogas se 
sometan a un análisis exhaustivo: 

Objetivo 1: “Poner fin a la pobreza en todas 
sus formas en todo el mundo”: Solo se logrará 
el fin de la pobreza si los gobiernos abordan los 
factores sociales y económicos subyacentes que 

llevan a las personas a participar en el comercio de 
drogas, en lugar de exacerbar ciclos de pobreza y 
marginalización a través de la destrucción de cul-
tivos y el encarcelamiento de grandes segmentos 
de la sociedad por delitos de drogas menores y  
no violentos.

Objetivo 2: “Poner fin al hambre, lograr la segu-
ridad alimentaria  y la mejora de la  nutrición  y 
promover la agricultura sostenible”: La agricul-
tura sostenible y la seguridad alimentaria solo se 
lograrán cuando los programas de desarrollo alter-
nativo estén plenamente consagrados dentro de 
una estrategia de desarrollo integral y de largo pla-
zo en las áreas de concentración de la producción 
de cultivos ilícitos, involucrando a los pequeños 
agricultores y grupos indígenas como socios par-
itarios en el diseño y la aplicación de estas políticas.

Objetivo 3: “Garantizar una vida sana y pro-
mover el bienestar para todos en todas las 
edades”: Este objetivo solo se logrará cuando las 
leyes y políticas sobre drogas sean analizadas para 
asegurar el acceso adecuado y asequible a sustan-
cias controladas a nivel internacional, como la mor-
fina para aliviar el dolor y para cuidados paliativos. 

Objetivos de Desarrollo Sostenible

Fotografía: CA
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Igualmente, la cobertura universal de salud solo 
se alcanzará cuando las personas que usan drogas 
puedan acceder a programas para la reducción de 
daños, el tratamiento y otros servicios que necesit-
en, sin temor a sufrir arresto o discriminación.  

Objetivo 5: “Lograr la equidad de género y em-
poderar a todas las mujeres y las niñas”: La equi-
dad de género solo se alcanzará si los gobiernos 
reconocen los muchos factores de vulnerabilidad 
que impulsan a las mujeres a participar en el com-
ercio de drogas.

Objetivo 15: “Proteger, restablecer y promover 
el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, 
gestionar los bosques de forma sostenible, luch-
ar contra la desertificación, detener e invertir la 
degradación de las tierras y frenar la pérdida de 
la diversidad biológica”: Detener la degradación 
solo se logrará si los gobiernos ponen fin de manera 
permanente a las campañas de fumigación aérea y 
manual. La protección del hábitat de las poblaciones 
indígenas no se logrará a menos que los gobiernos 
establezcan leyes firmes que protejan los derechos 
de los grupos indígenas a cultivar y utilizar plantas 
como la coca y la amapola con fines tradicionales  
y ancestrales.

Objetivo 16: “Promover sociedades pacíficas 
e inclusivas para el desarrollo sostenible, fa-
cilitar el acceso a la justicia para todos y crear 
instituciones eficaces, responsables e inclusivas 
a todos los niveles”: La provisión de acceso a la 
justicia para todas las personas, y el desarrollo de 
instituciones eficaces y que rindan cuentas solo se 
lograrán cuando se ponga fin a la impunidad por las 
violaciones de los derechos humanos relacionadas 
con la aplicación de la ley sobre drogas (como ases-
inatos extrajudiciales, desapariciones, etc.).

Objetivo 17: “Fortalecer los medios de eje-
cución y revitalizar la Alianza Mundial para el 
Desarrollo Sostenible”: Solo se logrará una alian-
za global para el desarrollo cuando las comuni-
dades afectadas —incluidas las personas que usan 
drogas y los pequeños agricultores que participan 
en la producción de cultivos ilícitos— sean consid-
eradas por los gobiernos como socios paritarios 
en el diseño y la aplicación de las leyes y políticas 
sobre drogas a todos los niveles del gobierno. Esta 
meta resalta la necesidad de eliminar las sanciones 
penales para personas que consumen drogas y 
para los pequeños agricultores.

obtenidos a la fecha en cuanto a reducir la escala de 
cultivos y el impacto a largo plazo del uso de pro-
ductos químicos sobre las tierras y comunidades, el 
desplazamiento de los grupos afectados como resulta-
do de las campañas y la deforestación de nuevas áreas 
(en ocasiones pertenecientes a parques naturales u 
otras tierras protegidas) para volver a producir cultivos 
destinados al mercado ilícito de drogas. 

Finalmente, es esencial reconocer que en las áreas 
de cultivo de drogas actualmente las personas solo 
pueden sobrevivir, no porque se hayan convertido en 
objetivo de los programas de desarrollo sino porque 
han pasado a formar parte de la economía ilícita de 
las drogas. Los programas de desarrollo alternativo 
deberían estar consagrados en políticas integrales 
de desarrollo que incluyan la protección del medio 
ambiente, el desarrollo de una infraestructura sólida y 
un acceso adecuado a mercados legales, así como la 
implicación de las comunidades locales como socios 
paritarios (para más información, véase el capítulo 4.2). 

Asuntos de implementación
Uno de los principales temas a considerar para la apli-
cación de un enfoque de control de drogas orientado 
al desarrollo consiste en cómo se medirá y evaluará el 
éxito. Tradicionalmente, las mediciones e indicadores 
empleados para medir el éxito en cuanto a la fiscal-

ización de las drogas se han centrado en indicadores 
de proceso, tales como el número de incautaciones, las 
hectáreas de cultivos ilícitos erradicados, el número 
de personas arrestadas y/o encarceladas. Estos indica-
dores han hecho poco por medir el verdadero impacto 
de la fiscalización de las drogas sobre los resultados 
referidos al desarrollo. 

Proponemos el desarrollo de un nuevo conjunto de 
mediciones e indicadores que de verdad logre medir 
por completo los temas de salud relacionados al uso 
de drogas, así como el impacto de las políticas de 
drogas sobre los derechos humanos, la seguridad y el 
desarrollo. Estos podrían incluir:

•	 Metas que aborden las causas que originan la par-
ticipación en la producción, la distribución y el uso 
ilícitos de drogas; por ejemplo:549

•	 Reducir la pobreza 

•	 Mejorar la seguridad alimentaria y el acceso a 
mercados lícitos 

•	 Abordar problemas de tenencia de la tierra 

•	 Mejorar la seguridad

•	 Incrementar la igualdad de género 

•	 Reducir la corrupción y la impunidad

•	 Mejorar el bienestar de la comunidad mediante 
un mejor acceso a la atención de la salud, la edu-
cación y el empleo, etc.

https://es.wikipedia.org/wiki/DesertificaciÛn
https://es.wikipedia.org/wiki/Diversidad_biolÛgica
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•	 Indicadores basados en el Índice de Desarrollo Hu-
mano,550 que ofrece un conjunto útil de herramien-
tas plausibles de ser adaptadas al control de drogas. 
Los nuevos indicadores podrían incluir:551 
•	 % de personas que viven sobre la línea de la po-

breza en comunidades afectadas por el comercio 
de drogas 

•	 % de personas que tienen acceso a la tenencia 
de la tierra en áreas vulnerables al comercio de 
drogas, o afectadas por este 

•	 % de personas que tienen acceso a viviendas es-
tables en comunidades afectadas por el comer-
cio de drogas 

•	 % de personas que tienen acceso a educación 
primaria, secundaria y superior 

•	 % de personas que trabajan en la economía lícita
•	 Número de personas que tienen acceso a infor-

mación y servicios de atención de la salud, inclui-
dos programas de reducción de daños y servicios 
de tratamiento al uso dependiente de drogas 

•	 Número de mujeres que usan drogas y que ac-
ceden a servicios de reducción de daños y trat-
amiento de la dependencia al uso de drogas

•	 Número de muertes por sobredosis debido al uso 
de drogas 

•	 Incidencia del VIH, la hepatitis y la tuberculosis 
entre personas que usan drogas, y % de infección 
entre personas que usan drogas, comparado con 
la población en general 

•	 % de personas que sufren de dolor moderado a 
severo y que tienen acceso a medicamentos para 
aliviar el dolor 

•	 % de víctimas de abusos de los derechos hu-
manos que inician procedimientos judiciales 
contra sus perpetradores

•	 Número de personas (desagregado por género) 
encarceladas por delitos de drogas, y % de rec-
lusos (desagregado por género) condenados por 
delitos de drogas dentro de la población carce-
laria general 

•	 % de personas que han cometido delitos de 
drogas y que se beneficiaron de alternativas al 
encarcelamiento y/o castigo 

•	 Reducción de los niveles de violencia y corrup-
ción en áreas afectadas por la producción y el 
tráfico de drogas 

•	 Reducción del número de personas desplazadas 
de sus tierras debido a actividades para la erra-
dicación de cultivos y otras acciones de imple-
mentación de la ley sobre drogas 

•	 Mecanismo(s) establecido(s) para la participación 
de comunidades afectadas en la gestión y la apli-
cación de políticas.
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Key recommendations

Promoción de medios de vida sostenibles
4.2

Introducción
Colombia, Perú y Bolivia, ubicados en América Lati-
na, son la principal fuente de hoja de coca, materia 
prima de la cocaína.553 De 2002 a 2010, Colombia 
encabezó el cultivo de coca en la región, aunque, en 
años recientes, Perú ha surgido como el líder mundial 
en cuanto a hectáreas de coca cultivadas. En 2013, el 
año más reciente para el que existen datos fidedignos, 
la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito (ONUDD) reportó que Colombia tenía 48.000 
hectáreas cultivadas, mientras que Perú tenía 49.800. 
Mientras tanto, en años recientes Bolivia ha experi-
mentado reducciones sistemáticas, cayendo de 30.900 

Principales recomendaciones

•	 Décadas de experiencia en la promoción 
del desarrollo alternativo muestran que la 
reducción del cultivo de coca y amapola es 
un problema de largo plazo que requiere una 
solución de largo plazo, y que implica metas 
más amplias de consolidación del estado y de 
desarrollo. Las estrategias gubernamentales 
deben basarse en promover el crecimiento 
económico y prestar servicios básicos; la con-
solidación de la institucionalidad democráti-
ca y el Estado de derecho; el respeto de los 
derechos humanos; y el fortalecimiento de la 
seguridad en las áreas rurales donde prosper-
an los cultivos de coca y amapola 

•	 La erradicación forzada de cultivos derivados 
hacia los mercados ilícitos se debería reempla-
zar por acciones en favor de medios de vida 
alternativos, los cuales deben ser integrados 
en planes de desarrollo a nivel local, regional 
y nacional, y ejecutarse en estrecha colabo-
ración con sus respectivos beneficiarios

•	 El cultivo de productos destinados al 
mercado ilícito no debería criminalizarse; 
y se debería implicar a los agricultores 
como contraparte en la promoción del  
desarrollo rural 

•	 Las comunidades locales deberían implicarse 
en el diseño, la ejecución, la supervisión y la 
evaluación de acciones en materia de desarrollo. 
Ello incluye el liderazgo comunitario, y la partic-
ipación de organizaciones locales como grupos 
de productores y los propios agricultores. Las 
autoridades del gobierno pueden jugar un pa-
pel clave en movilizar, coordinar y respaldar la 
participación de la comunidad

•	 Los gobiernos deberían avanzar hacia modelos 
regulatorios para el cultivo de coca, la amapola 
y cannabis, respetando los usos tradicionales y 
lícitos de tales cultivos, y permitiendo su trans-
formación a pequeña escala y a nivel industrial 
en productos para uso lícito

•	 Los gobiernos deberían proteger los derechos 
de propiedad biológica, cultural e intelectual en 
relación a las plants, semillas y otros derivados 
de las comunidades donde se cultivan y se usan 
tradicionalmente estos cultivos

•	 Los resultados no se deberían medir en función 
de las hectáreas de cultivos erradicados. Más 
bien, los programas de medios de vida alterna-
tivos deberían evaluarse empleando indicadores 
de desarrollo humano y socio-económico que 
midan el bienestar de la sociedad.552

hectáreas en 2009 a 20.400 en 2014, probablemente 
debido a su innovador modelo de “control social”, que 
prioriza la reducción del cultivo de coca mediante la 
cooperación y el desarrollo sostenible por encima de 
la erradicación forzada. El país se ha fijado una meta de 
20.000 hectáreas cultivadas para mantener un sumin-
istro de hoja de coca para consumo tradicional y otros 
usos lícitos.

El cultivo de la amapola, la materia prima utilizada para 
la elaboración de opio y heroína, se ha desplazado en 
el transcurso del tiempo. El Triángulo Dorado formado 
por Tailandia, la República Democrática Popular Lao y 
Myanmar, producían en un momento más del 70% del 
opio del mundo, la mayor parte del cual era refinado 
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para elaborar heroína. Desde 1998, se han producido 
en el Triángulo Dorado drásticas disminuciones del 
cultivo de opio; el cultivo se concentra ahora en lo que 
se conoce como la Media Luna de Oro, las áreas de 
cultivo de amapola en Afganistán y sus alrededores. 
Según la ONUDD,554 en 2014 Afganistán mantenía 
224.000 hectáreas cultivadas de amapola, seguido por 
Myanmar, con 57.600. Aunque Afganistán incrementó 
su cultivo de amapola en más del 100% desde 1999, 
programas de medios de vida alternativos en el sudeste 
asiático contribuyeron a obtener importantes logros. 
Tailandia ha eliminado efectivamente sus pequeños 
cultivos de amapola, y la República Democrática Pop-
ular Lao ha experimentado igualmente considerables 
reducciones, con 6.200 hectáreas en 2014. Myanmar 
experimentó marcadas reducciones, desde una cifra 
récord de 128.642 hectáreas en 2000 hasta 24.000 en 
2006, pero recientemente ha experimentado un incre-
mento del cultivo.

Los esfuerzos para reducir la oferta se han medido, 
por lo general, según las áreas ocupadas por los cul-
tivos, las cantidades producidas de cocaína y opio, y el 
número de hectáreas erradicadas. Estas cifras, sin em-
bargo, no están exentas de controversia. Aunque los 
datos sobre cultivos elaborados por la ONU tienden 
a ser los más precisos, la Oficina de Política Nacional 
de Control de Drogas de los Estados Unidos (OND-
CP) publica sus propias estimaciones anuales sobre 
cultivos.555 Las cifras de la ONDCP son mucho menos 
transparentes y se publican sin explicación alguna 
sobre la metodología utilizada para obtenerlas. Sus 
hallazgos son particularmente cuestionables respecto 
a su divergencia con las cifras de la ONUDD en Bolivia, 
donde la ONDCP ha alterado retroactivamente esti-
maciones de años anteriores.556 Algunos de sus ajustes 
post-facto incluyen cambiar estimaciones sobre la pro-
ducción potencial de cocaína, una vez más, sin ofrecer 

explicación alguna de la metodología utilizada para su 
obtención. En Colombia, la ONDCP adelantó su fecha 
habitual para dar a conocer datos sobre estimados 
del cultivo de coca, para señalar un incremento en el 
cultivo en momentos en que el país debatía la elimi-
nación de la dañina práctica de la fumigación aérea.557 
Es importante señalar también que en la medida en 
que han mejorado el rendimiento de los cultivos y las 
técnicas de producción, se requieren menos hectáreas 
de cultivos, lo cual vuelve irrelevantes los indicadores 
sobre erradicación.

Las acciones para reducir los cultivos destinados al 
mercado ilícito de drogas han sido la piedra angular 
del enfoque de control de drogas basado en la ofer-
ta, y se encuentran estrechamente relacionadas con 
los objetivos de seguridad nacional y pública. Estas 
acciones han consistido principalmente en campañas 
de erradicación forzada de cultivos, que dependen de 
acciones de erradicación manual o fumigación aérea, y 
que se realizan sin consentimiento de los agricultores. 

Décadas de evidencias muestran que, aunque este 
enfoque puede lograr reducciones de corto plazo de 
cultivos como la hoja de coca o la amapola, en el medi-
ano o largo plazo los agricultores, ante la falta de otras 
fuentes viables de ingresos, se ven forzados a replantar 
los cultivos. En consecuencia, los cultivos pueden di-
fundirse hacia nuevas áreas. Además, las campañas de 
erradicación están asociadas con violencia, conflictos 
y desplazamientos, así como con una serie de daños a 
la salud, ambientales y socio-económicos.558 

En síntesis, la erradicación forzada ha empujado a algu-
nas de las personas más pobres del planeta a una po-
breza más profunda y resulta contraproducente. Aun 
cuando se desplieguen acompañadas de programas 
de desarrollo alternativo, las campañas de erradicación 
socavan la cooperación con la comunidad local, lo cual 

Fotografía: Transnational Institute

Campo de amapola en Afganistán 



132  Guía sobre políticas de drogas del IDPC

a su vez compromete la eficacia de la agenda de de-
sarrollo. Es decir, causa desconfianza entre donantes, 
las instituciones del Estado y las comunidades recep-
toras, y menoscaba los propios esfuerzos de desarrollo 
requeridos para que los agricultores de subsistencia 
abandonen gradualmente los cultivos destinados al 
mercado ilícito de drogas. La criminalización del culti-
vo y, por ende, de los pequeños agricultores, equivale 
a la criminalización de la pobreza.

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
Los cultivos empleados para producir sustancias con-
troladas a nivel internacional tienden a presentarse en 
regiones muy remotas y extremadamente pobres del 
mundo, donde a menudo hay una presencia escasa o 
inefectiva del Estado. También tienden a presentarse 
en áreas donde imperan el conflicto y la violencia. Los 
factores fundamentales que impulsan tal cultivo son 
la pobreza y la inseguridad: los agricultores que viven 
en extrema pobreza ven el cultivo de amapola, coca o 
cannabis como un medio para obtener ingresos que 
complementan su agricultura de subsistencia. En tér-
minos simples, es una manera de satisfacer necesida-
des básicas. El Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) señala que: “Las condiciones de 
escasez, desplazamiento, abandono del Estado, aisla-
miento económico y geográfico, e inseguridad respec-
to a medios de vida, incluyendo situaciones de conflic-
to, incrementan la vulnerabilidad de los campesinos y 
agricultores pobres a involucrarse en la producción de 
cultivos utilizados en la producción de drogas”.559

Reconociendo este hecho, hace varias décadas los 
responsables de políticas empezaron a incorporar los 

programas de “sustitución de cultivos” a las acciones 
para el control de drogas, usualmente llevados a 
cabo conjuntamente con la erradicación forzada. 
Sin embargo, se ha prestado escasa atención a los 
problemas que llevaron a los agricultores a recurrir al 
cultivo de drogas inicialmente, como la falta de cami-
nos e infraestructura de transporte, falta de acceso a 
crédito y a mercados, etc. Ello llevó al desarrollo del 
concepto de “desarrollo alternativo”, un enfoque más 
integrado. Este, a su vez, evolucionó posteriormente 
hacia el principio de “medios de vida alternativos”, 
que se centra en mejorar la calidad de vida en gen-
eral en estas áreas rurales. Actualmente, muchos 
se refieren a estos esfuerzos con diversos términos 
como “desarrollo en un entorno de drogas”, “control 
de drogas orientado al desarrollo” o incluso “seguri-
dad alimentaria”. Estas acciones buscan promover el 
desarrollo económico equitativo en las áreas rurales 
empleadas para los cultivos con los que se producen 
drogas ilícitas.

Este enfoque reconoce que los agricultores solo podrán 
reducir su dependencia de los ingresos provenientes 
de cultivos de coca y amapola si se les brindan medios 
de vida alternativos mediante un desarrollo multisec-
torial de largo plazo. Este es diseñado para mejorar la 
calidad de vida en general de los agricultores, incluy-
endo: asegurar la seguridad alimentaria y el acceso a 
la tierra; mejorar el acceso a atención de la salud, ed-
ucación y vivienda; desarrollar infraestructura y otros 
servicios públicos; y generar ingresos provenientes 
tanto de la agricultura como de otras actividades.560 
Tales programas ya no se centran exclusivamente en 
reducir la producción de cultivos destinados al mer-
cado ilícito de drogas, sino que están incorporados 
o transversalizados en estrategias integrales para el 
desarrollo rural y el crecimiento económico. Específi-

Fotografía: Adam
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camente, requieren la inserción de estrategias para la 
reducción de cultivos de coca y amapola en iniciativas 
de desarrollo a nivel local, regional y nacional.

Asuntos de implementación 
Este concepto más amplio de desarrollo alternativo es 
ahora reconocido ampliamente y se encuentra con-
sagrado en los principios internacionales de la ONU 
sobre desarrollo alternativo.561 Sin embargo, no todos 
los países aplican estas políticas del mismo modo; de 
hecho, muchos países, como Perú y Colombia, con-
tinúan priorizando la erradicación forzada. En lo que 
constituye un serio golpe para los pequeños agricul-
tores, el gobierno peruano puso en marcha en 2015 
una reforma legal que criminaliza con 3 a 6 años de 
cárcel a los agricultores que replantan cultivos utiliza-
dos para elaborar drogas, después de verse sometidos 
a la erradicación forzada. 

Para asegurar que el desarrollo alternativo alcance sus 
deseados resultados de reducir estos cultivos al mismo 
tiempo que mejora los medios de vida de agricultores 
vulnerables, deben ponerse en marcha las reformas 
siguientes. 

Descriminalizar la producción de cultivos
La criminalización de agricultores de subsistencia in-
volucrados en el cultivo de productos destinados al 
mercado ilícito de drogas ha causado daños significa-
tivos, a menudo generando impactos en comunidades 
enteras. Aunque algunos sostienen que la descriminal-
ización de estos agricultores es contraria a los tratados 
internacionales de control de drogas, la continuación 
de estos castigos constituye un incumplimiento de 
legislación internacional de derechos humanos, e 
impone una significativa barrera al desarrollo. En 
2012, el Parlamento colombiano inició discusiones 
sobre un proyecto de ley orientado a descriminalizar 
el cultivo de productos destinados al mercado ilícito 
de drogas.562 Aunque el proyecto de ley está en espe-
ra de aprobación, las discusiones han continuado y 
constituyen un desafío clave en las conversaciones de 
pacificación entre el gobierno colombiano y las Fuer-
zas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). En 
el marco del proceso de paz, los agricultores que cul-
tivan estos productos destinados al mercado ilícito de 
drogas han propuesto la creación de una organización 
para apoyar la creación de un mecanismo para regular 
estos cultivos.563 

Asegurar una secuencia adecuada 
Para evitar la resiembra descrita arriba debe contar-
se con medios de vida viables y sostenibles, antes 
que reducir significativamente los cultivos. Una vez 
que el desarrollo económico ha echado raíces y que 
se cuenta con fuentes alternativas de ingresos, los 
gobiernos y las agencias donantes internacionales 

pueden trabajar con las comunidades locales para 
alentar la gradual eliminación de cultivos empleados 
para producir sustancias controladas a nivel interna-
cional. Las reducciones de cultivos siempre deben ser 

Cuadro  1  El modelo de  
medios de vida alternativos  
en Tailandia564

Desde 1969, el gobierno tailandés buscaba in-
tegrar las comunidades de la sierra a la vida na-
cional y, en tal sentido, llevó a cabo actividades 
sostenidas de desarrollo económico durante 
un período de 30 años. Con el paso del tiempo, 
se hizo evidente que las alternativas referidas a 
la agricultura eran por sí solas insuficientes. En 
consecuencia, se puso cada vez mayor énfasis 
en prestar servicios sociales como atención de la 
salud y escuelas, así como el desarrollo de infrae-
structura con caminos, electricidad y suministro 
de agua. Los programas de medios de vida al-
ternativos se integraron en planes de desarrollo 
a nivel local, regional y nacional. Ello llevó a una 
mejora sostenida en la calidad de vida de los 
agricultores, y crecientes oportunidades para el 
empleo en actividades distintas a la agricultura. 
Con el tiempo, surgió un enfoque basado en la 
participación de la comunidad local.

La experiencia tailandesa apunta a la importan-
cia de una adecuada secuencia de las acciones. 
Los esfuerzos para la reducción de cultivos em-
pezaron apenas en 1984, tras 15 años de desar-
rollo económico sostenido. Aunque inicialmente 
tuvo lugar cierta erradicación forzada, la adop-
ción de una secuencia adecuada permitió a los 
agricultores reducir gradualmente el cultivo de 
amapola, en la medida en que se desarrollaban 
otras fuentes de ingreso, evitando el problema 
de replantar cultivos que inevitablemente frustra 
los esfuerzos de erradicación. Aunque todo el 
proceso tomó cerca de 30 años, los resultados de 
la estrategia tailandesa han demostrado ser sos-
tenibles; sin embargo, desde la década de 1990 
se ha producido un incremento del consumo y la 
producción de metanfetamina en la región.565

La experiencia tailandesa también subraya 
la importancia de la consolidación de la in-
stitucionalidad local y la participación de la 
comunidad en el diseño, la aplicación, la super-
visión y la evaluación de esfuerzos para el desar-
rollo. Las habilidades desarrolladas a nivel local 
se convirtieron en la base para la solución de 
problemas, y el liderazgo local fue plenamente 
integrado en la ejecución de proyectos. 



134  Guía sobre políticas de drogas del IDPC

voluntarias y llevarse a cabo en colaboración con la 
comunidad local. Tanto Tailandia (véase el cuadro 1) 
como Bolivia (véase el cuadro 3) brindan ejemplos 
de cómo un enfoque de desarrollo económico y una 
adecuada secuencia de las acciones han llevado a re-
ducciones sostenidas en el cultivo de amapola y hoja 
de coca, respectivamente. 

Incluir a los agricultores como socios clave en los 
programas de desarrollo
Los programas de desarrollo alternativo requieren que 
los pequeños agricultores ya no sean considerados 
como delincuentes, sino que sean vistos como actores 
clave involucrados en el diseño y la ejecución de los 
programas de desarrollo que les afectan (véase el 
cuadro 2).566 La implicación de los agricultores es nece-
saria, tanto porque los agricultores locales tienen un 
mejor conocimiento y comprensión de las condiciones 
geográficas locales, como para proteger los derechos 
y tradiciones culturales de las comunidades locales 
(véase el capítulo 4.3). Tal como resulta evidente en 
la experiencia tailandesa, la asimilación de la idea por 
parte de la comunidad y su participación son también 
factores clave para asegurar el éxito y continuidad del 
proyecto (véase el cuadro 1). 

Priorizar el desarrollo rural de pequeña escala
Décadas de modelos de desarrollo económico ne-
oliberales y pro-urbanos, de acuerdos de libre com-
ercio y de esfuerzos por parte de los gobiernos para 
promover las agroindustrias han demostrado ser seri-
amente perjudiciales para los pobres rurales de todo 
el mundo. Las iniciativas de desarrollo rural deberían 
priorizar la promoción de la producción sostenible en 
pequeñas fincas, impulsar la reforma agraria, promov-
er la diversificación de cultivos, estimular el desarrollo 
de industrias de procesamiento nacionales, y regular 
las importaciones y exportaciones a fin de proteger 
poblaciones y recursos vulnerables.571 También deben 
respetar los derechos, las costumbres y las prácticas 
agrícolas de los pueblos indígenas.

Promover la gobernanza y el Estado de derecho 
La consolidación nacional y la promoción de la gober-
nanza y del Estado de derecho son también compo-
nentes esenciales de un enfoque de medios de vida 
alternativos. Estos resultan particularmente necesarios 

Cuadro  2  Implicación de los 
agricultores en procesos de 
toma de decisiones  

La participación de agricultores de subsistencia 
en la elaboración y la aplicación de políticas de 
drogas y programas de desarrollo en áreas de 
cultivos ilícitos sigue siendo un reto fundamen-
tal, dado que este sector sigue viéndose fuer-
temente criminalizado en la mayoría de países. 
Sin embargo, se han hecho intentos en todo el 
mundo para mejorar la participación de los ag-
ricultores en los procesos de toma de decisiones 
que les afectan. 

En Bolivia, por ejemplo, los agricultores de sub-
sistencia participan actualmente como contra-
parte estratégica clave del gobierno en estrate-
gias para la reducción del cultivo de coca, como 
parte de un enfoque basado en el control social 
(véase el cuadro 3).567 Igualmente, en Colombia 
los agricultores cocaleros han estado fuerte-
mente involucrados en las conversaciones de 
paz entre el gobierno colombiano y las FARC, 
y en estos momentos se está discutiendo un 
proyecto de ley para descriminalizar el cultivo 
de productos destinados al mercado ilícito  
de drogas.568 

En el sur de Asia, la participación comunitaria 
ha sido un factor fundamental de éxito para el 
programa de desarrollo alternativo tailandés 
(véase el cuadro 1). En Myanmar, sin embargo, 
los agricultores dedicados al cultivo de amap-
ola siguen siendo excluidos, criminalizados y 
asediados por la policía y las fuerzas armadas. 
En septiembre de 2015, los agricultores que cul-
tivan amapola y representantes de los estados 
de Kayah, Shan, Kachin y Chin se reunieron en 
la Alta Myanmar para adoptar una declaración 
que pone de relieve los problemas que enfren-
tan y exhorta a una reforma.569

A nivel global, el Foro Mundial de Productores 
de Cultivos Declarados Ilícitos (FMPCDI) adoptó 
una declaración política instando a que los ag-
ricultores sean “parte de los debates y toma de 
decisiones, a todos los niveles; con sus propios 
gobiernos, donantes y la ONU”.570

La nutricionista María Eugenia Tenorio muestra sus 
recetas de productos de panadería con “harina” de 
coca (hojas de coca finamente molidas) en la Feria 
Coca y Soberanía 2004 en El Alto, Bolivia
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Cuadro  3  El modelo boliviano de desarrollo económico575

Al asumir el cargo en 2006, el presidente Evo Mo-
rales prorrogó un programa de cooperación para 
la reducción de coca, que había estado vigente 
desde octubre de 2004. Esta política permite que 
cada agricultor cocalero registrado cultive un cato 
de coca, equivalente a 1.600 metros cuadrados o 
cerca de un tercio de un estadio de fútbol. Cualqui-
er cultivo de coca más allá de este límite puede 
ser eliminado. El gobierno ha puesto en marcha 
un sofisticado sistema de monitoreo de la hoja de 
coca, que incluye la titulación de tierras, un regis-
tro biométrico de agricultores autorizados a culti-
var el cato, mediciones periódicas de los campos 
de coca, y la puesta en marcha de una compleja 
base de datos, SISCOCA. Las federaciones locales 
de cocaleros trabajan con funcionarios del gobier-
no para garantizar el cumplimiento del acuerdo 
referido al cato, política conocida como “reduc-
ción del cultivo de coca mediante la cooperación”.

Permitir un cultivo limitado de hoja de coca  
–asegurando de esta manera un continuo flu-
jo de ingresos económicos– ha permitido a los 
agricultores invertir en otras actividades para la 
generación de ingresos económicos. Al mismo 
tiempo, el gobierno de Morales ha invertido en 
infraestructura de transporte (incluido un aero-

puerto internacional), educación y atención de la 
salud, mejorando la calidad de vida en general de 
los residentes locales. El gobierno está invirtiendo 
también en emprendimientos productivos, en 
la industria pesquera o en productos agrícolas  
como piñas.

A la fecha, este enfoque ha producido resultados 
positivos y la posibilidad de reducciones de largo 
plazo en el cultivo de coca, al mismo tiempo que 
elimina prácticamente la violencia y el conflicto 
social, asociados con las campañas de erradi-
cación forzada de coca aplicadas por gobiernos 
anteriores. Por cuarto año consecutivo, la ONUDD 
reportó una disminución en el cultivo de coca 
en Bolivia; el país ha alcanzado una reducción 
neta del 34% de sus cultivos de coca entre 2010 
y 2014.576 Actualmente, Bolivia ocupa el tercer 
lugar, después del Perú y Colombia, en cuanto a 
producción de hoja de coca.

El modelo de Bolivia muestra que es posible reg-
ular el cultivo, mejorar los estándares de vida de 
las personas, y promover los usos tradicionales y 
lícitos de la hoja de coca, al mismo tiempo que 
tratar de prevenir la desviación de la coca hacia el 
mercado ilícito.

Mujeres aymara cosechan colectivamente la hoja de coca en la provincia de Nor Yungas en Bolivia

Fotografía: Caroline S. Conzelm
an
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para promover la legitimidad y credibilidad del gobier-
no en áreas donde la presencia del Estado se limita a 
menudo a fuerzas de seguridad y/o erradicación. Un 
conjunto creciente de literatura académica apunta ac-
tualmente a la ausencia de conflictos violentos como 
una precondición para el desarrollo sostenible y los 
esfuerzos de fiscalización de drogas (para más infor-
mación, véase el capítulo 4.1).572

Integrar el desarrollo alternativo en planes de 
desarrollo a nivel local, regional y nacional 
Los objetivos de medios de vida alternativos deberían 
integrarse en todos los niveles, incorporando en par-
ticular a aquellos actores implicados en el desarrollo 
rural, como agencias de desarrollo multilateral e inter-
nacional, los ministerios de gobierno correspondien-
tes, funcionarios regionales y locales, y organizaciones 
comunitarias y de la sociedad civil. Algunas agencias 
donantes se refieren a este proceso como “transversa-
lizar el trabajo antidrogas en los programas de desa-
rrollo”.573

Emplear indicadores de desarrollo humano
A la fecha, la mayoría de proyectos de erradicación de 
cultivos y desarrollo alternativo han principalmente 
evaluado su éxito en función de las reducciones en los 
cultivos destinados al mercado ilícito de drogas. Sin 
embargo, en un informe de evaluación presentado a la 
Comisión de Estupefacientes (CND) en 2008, la ONUDD 
declaró que “existe escasas pruebas de que las erradi-
caciones reduzcan los cultivos ilícitos en el largo plazo, 
dado que estos se trasladan a otra parte”, añadiendo 
que “el desarrollo alternativo se debe evaluar median-
te indicadores de desarrollo y no técnicamente, como 
una función de las estadísticas de producción ilícita”.574 
Los indicadores mejorados incluyen medidas sobre 
mejoras en educación, salud, empleo, generación de 
ingresos y aspectos similares (para más información 
sobre indicadores de desarrollo, véase el capítulo 4.1).
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Derechos de grupos indígenas
4.3

Principales recomendaciones

•	 Los gobiernos deberían resolver las discrep-
ancias que existen entre las convenciones 
de la ONU y los acuerdos internacionales de 
derechos humanos, como forma de asegurar 
la defensa y la protección de los derechos de 
los pueblos indígenas 

•	 Las comunidades indígenas deberían estar 
involucradas de manera significativa en el 
diseño y la aplicación de cualquier política y 
regulación que les afecte 

•	 Los gobiernos deberían establecer mecan-
ismos para la recopilación de datos para 
analizar el impacto de las políticas de drogas 
y, en particular, de las estrategias para aplic-
ar las leyes sobre drogas respecto a grupos 
indígenas, reviendo cualquier ley, política o 
práctica sobre drogas que resulte dañina 

•	 Debería reconocerse el carácter histórico, 
cultural y tradicional de las plantas sujetas 
a control a nivel nacional e internacional, así 
como sus potenciales beneficios

•	 Donde el uso de sustancias psicoactivas 
forme parte de las prácticas tradicionales y 
religiosas, debería permitirse y protegerse el 
derecho a cultivar, comerciar y consumir tales 
plantas para esos fines 

•	 Las campañas de fumigación aérea deberían 
cesar de inmediato pues causan daños sig-
nificativos a la salud de los agricultores, a las 
comunidades indígenas y al medio ambiente. 
Cualquier programa para la reducción de 
cultivos o desarrollo alternativo debería em-
prenderse con la plena colaboración de las co-
munidades afectadas y en alianza con ellas, y 
debería garantizar específicamente la protec-
ción de los derechos de los pueblos indígenas, 
incluido el acceso a sus tierras y recursos natu-
rales y el uso de estos, de una manera que sea 
respetuosa con su cultura y tradiciones.

Introducción
La Convención de 1989 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo, relativa a pueblos indígenas y tribales 
en países independientes,577 define como pueblos in-
dígenas a aquellos que, “por el hecho de descender de 
poblaciones que habitaban en el país o en una región 
geográfica a la que pertenece el país en la época de la 
conquista o la colonización o del establecimiento de 
las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que 
sea su situación jurídica, conservan todas sus propias 
instituciones sociales, económicas, culturales y políti-
cas, o parte de ellas”, o “pueblos tribales en países in-
dependientes a aquellos cuyas condiciones sociales, 
culturales y económicas les distingan de otros sectores 
de la colectividad nacional, y que estén regidos total o 
parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones 
o por una legislación especial”.

En términos prácticos, eso significa que, además de 
los derechos humanos universales reconocidos en las 
convenciones internacionales (véase el principio 2 en 
materia de políticas), las personas indígenas disfrutan 
de derechos específicos que protegen su identidad, 
cultura, tradiciones, hábitat, idioma y acceso a tierras 
ancestrales. Estos derechos están consagrados en 
la Declaración de la ONU sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas de 2007,578 que reconoce de man-
era especial el derecho de los pueblos indígenas a la 
autodeterminación y la autonomía; a mantener, prote-
ger y desarrollar manifestaciones culturales del pasa-
do, presente y futuro, así como a su herencia cultural, 
conocimientos tradicionales y manifestaciones de sus 
saberes científicos, tecnológicos y culturales (artículo 
11 y 31); a mantener sus medicinas y prácticas curati-
vas tradicionales (artículo 24); a participar en la toma 
de decisiones en temas que afecten a sus derechos 
(artículo 18); y a la conservación y protección del me-
dio ambiente y la capacidad productiva de sus tierras 
o territorios y recursos (artículo 29). 

Durante generaciones, pueblos de todo el mundo 
han utilizado plantas psicoactivas como la coca, el 
cannabis, la amapola, el kratom (Mitragyna speciosa), 
el khat (Catha edulis), el peyote (Lophophora william-
sii), el chamico (Datura ferox), el San Pedro (Echinopsis 
pachanoi), la Salvia Divinorum y la ayahuasca o yahé 
(Banisteriopsis caapi), entre muchas otras, para fines 
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dar estos temas subyacentes, los gobiernos han tendi-
do a centrarse en campañas para la erradicación forza-
da de cultivos. En la región andina, por ejemplo, estas 
campañas han causado extensos daños a la salud, el 
hábitat y las tradiciones de las comunidades indígenas 
dedicadas al cultivo de la hoja de coca,580 y solo sirven 
para eliminar la única fuente de subsistencia de comu-
nidades vulnerables en un contexto en que el mercado 
determina los precios de los cultivos, y donde muchos 
cultivos lícitos alternativos no son lo suficientemente 
rentables para asegurar la supervivencia, exacerbando 
así su pobreza.581

En algunos países, han surgido violentos choques entre 
grupos armados que luchan por controlar el comercio 
de drogas, y entre estos grupos y las agencias encarga-
das de la aplicación de la ley sobre drogas, colocando 
a las comunidades afectadas en medio del fuego cru-
zado. Las campañas de erradicación forzada han ex-
acerbado los daños causados por el conflicto armado, 
impactando particularmente a grupos indígenas. Por 
ejemplo, el Plan Colombia, lanzado en 1999, no solo ha 
tenido consecuencias desastrosas en la vida, la salud, el 
medio ambiente y la economía de pueblos indígenas y 
agricultores, sino que también los ha puesto en medio 
del fuego cruzado entre las fuerzas del gobierno, los 
grupos subversivos y los paramilitares que luchan por 
controlar el territorio. El plan no consiguió una reduc-
ción de la producción de cocaína en Colombia, pero ha 
llevado a una grave crisis humanitaria, contribuyendo 
considerablemente al desplazamiento de entre 3,6 y 
5,2 millones de personas,582 e incrementó los niveles 
de pobreza e inseguridad. La Corte Constitucional de 
Colombia estimó que al menos 27 grupos indígenas se 
encontraban en riesgo de desaparecer como resulta-
do del conflicto armado.583 

tradicionales, culturales y religiosos. En la región andi-
na o en la cuenca amazónica, por ejemplo, la hoja de 
coca tiene una amplia aplicación a nivel social, religio-
so, espiritual y medicinal para los pueblos indígenas, 
y es también empleada por la población en general. 
Igualmente en la India, el cannabis y la amapola han 
estado vinculados durante siglos con la religión y 
el misticismo en las tradiciones hindú e islámicas, y 
consagrados en incontables prácticas culturales. En 
Jamaica, el cannabis ha jugado un papel central en las 
ceremonias religiosas de la comunidad rastafari (véase 
el cuadro 1). Otras plantas, como el khat en África del 
Este y el kratom en el sudeste asiático, han sido usadas 
también para fines tradicionales y sociales durante 
siglos. Algunas de estas sustancias han sido también 
utilizadas medicinalmente, especialmente para el 
tratamiento del reumatismo, la migraña, la malaria, el 
cólera y otras dolencias gastrointestinales, para redu-
cir el dolor del síndrome de abstinencia de opioides, 
y para facilitar nacimientos y cirugías.579 Estas plantas 
también proporcionan grano alimenticio, aceite o fi-
bra para productos manufacturados. 

Sin embargo, y a pesar de significativos avances en 
legislación internacional de derechos humanos para 
proteger las prácticas tradicionales y medicinales de 
las poblaciones indígenas, las personas involucradas 
en el cultivo y consumo de plantas destinadas al mer-
cado ilícito de drogas han sido criminalizadas, margin-
alizadas y discriminadas por severas leyes y políticas 
sobre drogas. 

Las regiones donde prosperan los cultivos destinados 
al mercado ilícito de drogas se suelen caracterizar por 
la pobreza extrema, el abandono por parte del Estado, 
infraestructura limitada, acceso restringido a servicios 
básicos y, con frecuencia, conflictos. En lugar de abor-

Neblina matutina en un campo de coca en los Yungas, a las afueras de Coroico, Bolivia
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amapola, el cannabis y la hoja de coca se sometieron a 
los mismos niveles estrictos de control que alcaloides 
extraídos y concentrados como la heroína y la cocaína, 
en la Lista I de la Convención de 1961, con una fecha 
límite de 15 años para la abolición de la práctica de 
fumar opio, y de 25 años para la masticación de la hoja 
de coca y el uso de cannabis (artículo 49, párrafo 2).585

El Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 de 
la ONU no se refiere a la fiscalización de planta alguna, 
pero sí impone controles sobre varios de los ingredien-
tes activos de algunas plantas. Tal es el caso de la mes-
calina, contenida en el peyote así como en el cactus 
de San Pedro; la psilocibina y psilocina, responsables 
del efecto estimulante del khat; el DMT, el compuesto 
psicodélico de la ayahuasca; y el THC, el componente 
psicoactivo del cannabis, entre otros.586 Este nivel de 
control crea confusión sobre sustancias como el khat, 
el peyote o la ayahuasca, dado que algunos de sus 
componentes psicoactivos se encuentran bajo control 
a nivel internacional, pero las plantas se encuentran 
fuera del ámbito de las convenciones. En lo que re-
specta al cannabis, la especie biológica (cannabis y 
la resina de cannabis) está incluida en la Lista I de la 
Convención de 1961, pero el THC figura en la lista del 
Convenio de 1971, lo que igualmente lleva a inconsis-
tencias para el control de drogas. 

El artículo 32, párrafo 4 del Convenio de 1971 declara: 
“Todo Estado en cuyo territorio crezcan en forma silves-
tre plantas que contengan sustancias sicotrópicas de la 
Lista I y que se hayan venido usando tradicionalmente 
por ciertos grupos reducidos, claramente determinados, 
en ceremonias mágico-religiosas, podrá, en el momen-
to de la firma, de la ratificación o de la adhesión, formu-
lar la reserva correspondiente”,587 autorizando así a los 
Estados Miembros a formular una reserva para permitir 

En lugares donde se han aplicado programas de de-
sarrollo alternativo, no se han contemplado ni consid-
erado los conocimientos locales, saberes o tradiciones 
culturales, y los grupos indígenas han sido excluidos 
de estos programas. Más aún, los procesos de apropi-
ación de tierras y los proyectos de “desarrollo” macro-
económico como monocultivos, represas hidroeléc-
tricas, explotación minera a cielo abierto, y extracción 
petrolera y gasífera en territorios ancestrales, afectan 
el acceso de pueblos indígenas a plantas medicinales 
que a menudo crecen en la biodiversidad nativa de su 
territorio,584 amenazando el acceso de poblaciones in-
dígenas a prácticas de salud, culturales y espirituales. 
Es esencial que estos programas se desarrollen en 
colaboración con las poblaciones afectadas tras una 
cuidadosa evaluación de las posibilidades de cultivos 
locales y de acceso al mercado, y con pleno respeto 
por los derechos y tradiciones de las poblaciones indí-
genas (véase el capítulo 4.2).

Asuntos legislativos y de 
política relacionados 
La Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes 
ha clasificado tres plantas psicoactivas – cannabis, 
coca y amapola –  como sujetas a controles que limitan 
su producción, distribución, comercialización y consu-
mo para fines médicos y científicos. La premisa en que 
se basan estas políticas es que sería imposible lograr 
una reducción significativa de la producción ilícita 
de las sustancias controladas a nivel internacional en 
tanto continúe el consumo local a gran escala de las 
materias primas empleadas para producir estas dro-
gas. Ello llevó a la presión sobre los países productores 
para eliminar el uso tradicional de estas plantas. La 

Preparación de la ayahuasca
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Cuadro  1  El derecho de los rastafari a consumir cannabis  
en Jamaica

El cannabis (conocido en Jamaica como ganja) es 
considerado sagrado por los miembros de la co-
munidad rastafari en Jamaica. La planta, originaria 
de la India, fue introducida por primera vez en Ja-
maica en el siglo XIX y rápidamente ganó popular-
idad como hierba para uso recreativo y medicinal. 
Su uso se difundió entre las comunidades pobres 
durante la década de 1930 con la fundación de la 
religión rastafari, movimiento espiritual basado 
en el Antiguo Testamento y el panafricanismo.598 
De todas las hierbas, el cannabis ocupa un lugar 
especial y espiritual en las celebraciones rastafari. 
Su papel es primordial en los rituales celebrados 
cinco o seis veces al año, conocidos como nya-
binghi o binghi. Pero para los rastafari, la hierba 
es parte de un estilo de vida. La planta a menu-
do se fuma, pero también puede consumirse a 
través de la bebida o la comida. El conocimiento 
sobre la cultura y tradiciones rastafari – extraído 
directamente de testimonios entre la comunidad 
rastafari – fue recopilado en un informe elaborado 
por la Comisión Nacional sobre Ganja publicado 
en 2001, en el cual la Comisión recomendaba la 
descriminalización de la planta.599 Como comu-
nidad, los rastafari han venido defendiendo la 
legalización del cannabis, o cuando menos la 
eliminación de su estatus delictivo, durante más 
de medio siglo.

Sin embargo, no fue sino hasta abril de 2015 que 
el gobierno de Jamaica adoptó la Ley (Enmenda-
da) de Estupefacientes Peligrosos, enmendando la 
Sección 7(c) del párrafo 6. Esta reforma constituye 
un intento positivo de proteger los derechos reli-
giosos y culturales de la comunidad rastafari. La 
enmienda autoriza el uso sacramental del cannabis 
por parte de cualquier persona mayor de 18 años 
que profese la fe rastafari o que pertenezca a una 
organización rastafari. Los miembros de la comu-
nidad rastafari también pueden solicitar autor-
ización para cultivar cannabis para fines religiosos 
como un sacramento como parte de la fe rastafari. 
Finalmente, la comunidad puede solicitar que un 
evento sea declarado exceptuado de las normas de 
prohibición del cannabis, siempre y cuando dicho 
evento sea organizado primordialmente para fines 
de celebración de la fe rastafari.600

La enmienda tiene un alcance más amplio, ya que 
también descriminaliza la posesión de hasta 2 on-
zas (56 gramos) de cannabis, así como la posesión 
para fines médicos y terapéuticos según recomen-
dación o receta de un médico o profesional de 
la salud. Sin embargo, la comunidad rastafari se 
beneficia de derechos más amplios en términos de 
cultivo y consumo que la comunidad general, de-
mostrando un claro intento de proteger las tradi-
ciones culturales y ancestrales de esta comunidad.  

Festival rastafari Rootzfest 2015 en Jamaica
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Cuadro  2  Bolivia, masticación de hoja de coca y protección de la 
cultura indígena

La hoja de coca ha sido sagrada para los pueblos in-
dígenas de la región andina durante miles de años. 
En Bolivia, los pueblos quechua y aimara componen 
la mayoría de la población rural, y entre ellos el uso 
de la hoja de coca está muy difundido. Esta práctica 
está asociada con la solidaridad social y cultural, la 
actividad económica y el trabajo, factores medic-
inales (como la asimilación de nutrientes a la dieta 
y la provisión de protección contra el mal de altura 
o dolores estomacales), y la espiritualidad, resta-
bleciendo el equilibrio entre los ámbitos natural y 
espiritual.602 Para quienes están involucrados en el 
cultivo de coca, esta actividad a menudo constituye 
su único medio de subsistencia.

El primer intento de Occidente de prohibir la coca 
tuvo lugar con la colonización del continente du-
rante el siglo XVI, cuando la Iglesia Católica tomó 
conciencia del papel que cumplía la planta en rit-
uales religiosos nativos. Sin embargo, se logró un 
acuerdo que reconocía la planta como un bien de 
primera necesidad; este acuerdo tuvo vigencia hasta 
el siglo XX. Tras la Segunda Guerra Mundial, la ONU 
lideró un impulso en favor de la “modernización”, 
que identificaba la práctica de masticar coca como 
primitiva y anacrónica. Una informe del Consejo 
Económico y Social elaborado por la Comisión de 
Estudio de las Hojas de Coca, y publicado en 1950, 
respaldaba la suposición de que la masticación de la 
hoja de coca constituía un hábito dañino, una forma 
de “drogadicción” y un agente moral degenerativo 
que causaba desnutrición.603 Este informe se tradu-
jo en la incorporación de la hoja de coca en el mismo 
listado donde figuraban la cocaína y la heroína en 
la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes 
(Lista I), así como en una disposición que estipulaba 
la abolición de la masticación de coca al cabo de 25 
años. Desde entonces, el informe ha sido criticado 
por ser sesgado, científicamente defectuoso, cul-
turalmente insensible e incluso racista. Un estudio 
realizado en 1995 por la Organización Mundial de 

la Salud (OMS) concluyó que el “consumo de las ho-
jas de coca no parece tener efectos negativos para 
la salud, y tiene funciones terapéuticas, sagradas y 
sociales positivas para las poblaciones indígenas”.604 
Este estudio, sin embargo, nunca se hizo público. 

La prohibición internacional contra la hoja de coca 
demuestra un claro malentendido respecto a las 
costumbres y tradiciones indígenas. Los consumi-
dores de coca en las regiones andinas y amazónicas 
a menudo se sienten ignorados, insultados y humil-
lados por la invocación de la comunidad internac-
ional y de la ONU de abolir lo que ellos consideran 
una tradición ancestral saludable. 

Con el fin de reparar este error histórico, Bolivia hizo 
un intento de enmendar la Convención de 1961 para 
eliminar la obligación de prohibir la masticación de 
la hoja de coca, una iniciativa que fue bloqueada por 
una coalición liderada por los Estados Unidos. En 
respuesta a ello, en junio de 2011, Bolivia denunció la 
Convención Única de 1961, anunciando su intención 
de reincorporarse con una reserva para alinear sus 
obligaciones bajo el tratado con su Constitución.605 
El 10 de enero de 2013, Bolivia accedió nuevamente 
a la Convención con una reserva que estipula: “El 
Estado Plurinacional de Bolivia se reserva el derecho 
de permitir en su territorio la masticación tradicional 
de la Hoja de Coca, el consumo y el uso de la Hoja 
de Coca en su estado natural; para fines culturales 
y medicinales; como su uso en infusión, así como 
también el cultivo, el comercio y la posesión de la 
Hoja de Coca en la extensión necesaria para estos 
propósitos lícitos”.606 Desde entonces, Bolivia ha de-
sarrollado un enfoque innovador de control comu-
nitario sobre la producción de coca, con un fuerte 
enfoque en el trabajo de colaboración con las comu-
nidades productoras de coca para asegurar que los 
agricultores de subsistencia no se vean afectados 
por una eliminación súbita y forzada de sus medios 
de supervivencia (véase el capítulo 4.2).607

 
Yatiri (chamán) aimara realizando una lectura de la hoja de coca en la cumbre de la montaña Uchumachi cerca 
de Coroico, Bolivia, en el solsticio de invierno del año nuevo aymara
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ciones dentro de sus sistemas legales nacionales para 
permitir el uso tradicional de ciertas plantas psicoacti-
vas, bajo circunstancias específicas. 

Tal es, por ejemplo, el caso en Canadá, donde la Sección 
56 de la Ley Canadiense sobre Drogas y Sustancias Con-
troladas estipula que: “El Ministro puede, en los térmi-

el uso tradicional de algunas plantas en áreas geográfi-
cas delimitadas, durante ceremonias o rituales. Estas 
disposiciones son importantes en tanto que han sido 
utilizadas en algunos países para legitimar el consumo 
de la ayahuasca, por ejemplo en Brasil, Perú, Colombia 
o entre los miembros de la iglesia Ceu do Montreal en 
Canadá,588 tal como se discutirá a continuación. 

Otra condición para el consumo tradicional de plantas 
sometidas a control internacional estaba estipulada 
en el artículo 14, párrafo 2, de la Convención de 1988 
de la ONU contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas, que dispone que las políticas 
sobre drogas deberán “respetar los derechos humanos 
fundamentales”, y que “tendrán debidamente en 
cuenta los usos tradicionales lícitos, donde al respec-
to exista la evidencia histórica”. Ello no obstante, esto 
contradice claramente las obligaciones incluidas en 
los artículos 14.1 y 25 de la Convención de 1988, que 
declaran que las disposiciones del tratado no deben 
derogar obligación alguna contenida en tratados pre-
vios para el control de drogas, incluida la obligación de 
1961 de abolir cualquier uso tradicional de la hoja de 
coca, la amapola y el cannabis.589 Esta falta de claridad 
respecto a los usos tradicionales de estas plantas ha 
permitido a los gobiernos colocar estrictos mecanis-
mos de control sobre el cannabis, la coca y la amapola, 
pero también sobre plantas tradicionales psicoactivas 
que no han sido clasificadas por la ONU, como el khat 
y el kratom. A fin de asegurar que los derechos de los 
grupos indígenas sean adecuadamente protegidos, 
debe darse un reconocimiento explícito del uso tradi-
cional de las sustancias bajo control internacional, y las 
convenciones de control de drogas de la ONU deben 
ser reconsideradas para adaptarse a esta obligación. 

Asuntos de implementación 

Derechos indígenas protegidos en los tribunales 
En casos excepcionales, la jurisprudencia ha recono-
cido los derechos de los pueblos indígenas a utilizar 
plantas controladas a nivel internacional para proteger 
sus derechos tradicionales culturales y religiosos. Tal 
fue el caso, por ejemplo, en Italia, donde una condena 
relacionada con drogas fue revocada en la apelación 
bajo el argumento de que la corte de primera instan-
cia no había considerado los derechos religiosos de un 
acusado rastafari a consumir cannabis.590 Igualmente, 
en marzo de 2015, el Tribunal Oral de Arica en Chile 
reconoció el derecho a utilizar la hoja de coca para 
fines culturales.413

Excepciones jurídicas para proteger los derechos 
indígenas 
Algunos gobiernos han revisado sus leyes y políticas 
sobre drogas – a menudo como resultado de deci-
siones favorables de las cortes – a fin de incluir disposi-

Cuadro  3   Khat: los peligros  
de la prohibición

El khat ha sido consumido durante cientos –o 
acaso miles– de años en las sierras de África 
del Este y el sur de Arabia. Tradicionalmente, 
el khat ha sido masticado comunalmente, 
después de las labores o en situaciones social-
es, en espacios públicos o salones dedicados 
para ese propósito en casas privadas. Los mer-
cados globales de khat han sido impulsados 
por la demanda de poblaciones de la diáspora 
establecidas en Europa, especialmente las 
procedentes de Somalia. Hasta el momento, 
se han producido escasas transferencias del 
consumo de los migrantes hacia la población 
mayoritaria europea; el consumo de khat sigue 
concentrado en comunidades de migrantes de 
África del Este, que lo consumen en establec-
imientos comerciales y en centros comunales 
donde los lazos sociales y comunitarios siguen 
siendo fuertes. Ello permite a los consumidores 
controlar la calidad del khat que consumen, y 
perpetuar tradiciones culturales y sociales den-
tro de su comunidad. 

Una serie de estudios han demostrado que el 
potencial de dependencia asociada al khat, y 
los riesgos para la salud física y mental relacio-
nados con su uso, siguen siendo muy bajos.609 
La evidencia también sugiere que prohibir el 
consumo de khat puede llevar a una serie de 
consecuencias negativas, como expandir el 
aislamiento y vulnerabilidad de poblaciones 
de inmigrantes, y puede tener un impacto neg-
ativo sobre los medios de vida y el desarrollo 
económico de los países productores.610

Por ejemplo, es probable que la reciente pro-
hibición del khat en el Reino Unido – adoptada 
a pesar del consejo experto de la comunidad 
científica611 (véase el capítulo 2.1) – genere 
un importante mercado ilícito delictivo, y que 
pueda alienar a ciertas minorías étnicas en el 
país.612 Fuera del Reino Unido, la prohibición ha 
tenido impactos devastadores en las zonas de 
producción del khat en África, particularmente 
en Kenia.613
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nos y condiciones que considere necesario, exceptuar 
a cualquier persona o clase de personas, o a cualquier 
sustancia o insumo controlados, o cualquier clase de 
estos, de la aplicación de todas o cualquiera de las dis-
posiciones de la Ley o de las regulaciones si, en opinión 
del Ministro, la excepción es necesaria para fines médi-
cos o científicos, o si resultase de otro modo de interés 
público”.592 Aunque esta excepción es rara vez aplicada 
para proteger los derechos indígenas, se hizo una ex-
cepción para la importación y el uso de ayahuasca por 
parte de los seguidores de un pequeño grupo de líderes 
religiosos del Ceu do Montreal que utilizaba ayahuasca 
(que ellos llaman daime) para fines tradicionales.593

Existe una regla similar en la Sección 1307.31 del Códi-
go de Regulaciones Federales de los Estados Unidos en 
relación con el peyote, un cactus pequeño y sin espinas 
que contiene el alcaloide psicoactivo mescalina (que 
se encuentra controlado según el Convenio de 1971), 
y que es empleado por la Iglesia Nativa Americana du-
rante ceremonias religiosas. La norma declara que: “La 
incorporación del peyote como una sustancia contro-
lada en la Lista I no se aplica al uso no relacionado con 
drogas del peyote en ceremonias religiosas auténticas 
de la Iglesia Nativa Americana”. En cuanto a Canadá, 
esta disposición tiene un ámbito limitado, pero faculta 
efectivamente a personas nativas americanas a perpet-
uar sus tradiciones y rituales religiosos mediante el uso 
del peyote sin temor a ser procesados judicialmente.

El Perú, Colombia y Argentina cuentan asimismo con 
excepciones legales a nivel interno para un merca-
do de la hoja de coca. De hecho, el Perú siempre ha 
mantenido un mercado legal interno bajo monopolio 
del Estado a través de la Empresa Nacional de la Coca, 
ENACO.594 El Perú también ha reconocido el uso tradi-
cional de la ayahuasca como parte de su herencia cul-
tural.595 Colombia introdujo excepciones específicas 
para la coca en territorios indígenas.596 En cuanto a Ar-
gentina, en 1989 introdujo la siguiente disposición en 
el artículo 15 de su Código Penal, N23.737: “La tenen-
cia y el consumo de hojas de coca en su estado natural 
destinado a la práctica del coqueo o masticación, o a 
su empleo como infusión, no será considerada como 
tenencia o consumo de estupefacientes”.597 

El país que ha adoptado más recientemente una ex-
cepción a su ley sobre drogas es Jamaica, en relación 
al derecho de los rastafari de emplear cannabis en sus 
ceremonias religiosas (véase el cuadro 1).

Protecciones constitucionales de derechos 
indígenas 
Bolivia es sin duda el país que ha ido más lejos en el 
intento de proteger los derechos de los pueblos indí-
genas para producir y utilizar la coca con fines tradicio-
nales. En 2009, Bolivia adoptó una nueva constitución, 
en la cual reconoció el consumo tradicional de la hoja 
de coca como un patrimonio cultural,601 asegurando 

de esta manera la protección del derecho de las comu-
nidades indígenas bolivianas y de todos sus ciudada-
nos a masticar la hoja de coca (véase el cuadro 2). 

Regular plantas que no están sometidas a control 
internacional 
Tal como se ha mencionado anteriormente, algunas 
plantas que contienen sustancias psicoactivas no es-
tán incluidas en las convenciones de control de drogas 
de la ONU, por lo cual los gobiernos no están obliga-
dos a incluirlas en listas de sustancias fiscalizadas, pero 
algunos países lo hicieron de todas maneras. Tal es el 
caso, por ejemplo, del kratom, el khat y la ayahuasca. 
El kratom está actualmente prohibido según las leyes 
nacionales en varios países asiáticos (como Tailandia, 
Australia o Myanmar), mientras que el estatus legal 
nacional del khat varía considerablemente según el 
país. En lo que respecta a la ayahuasca, existen tres 
amplios estatus legales para la planta: 1- países en los 
cuales existe un vacío legal, y donde el estatus de la 
planta podría determinarse mediante una decisión 
de los tribunales y la jurisprudencia; 2- países donde 
la planta está específicamente prohibida (como es el 
caso de Francia); y 3- países que permiten y en oca-
siones regulan ciertos usos de la ayahuasca, mientras 
que otros usos permanecen fuera del ámbito de la ley 
(por ejemplo, el Perú).608
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Abstinencia Condición de contenerse de consumir drogas.

Clasificación de 
sustancias

El sistema de fiscalización internacional de drogas asigna estas sustancias a un con-
junto particular de controles llamados “listas”. El objetivo consiste en someter una 
droga determinada a un conjunto adecuado de controles, de acuerdo a su nivel 
de daños y su utilidad médica. El acto o proceso de asignar las sustancias “estupe-
facientes” o “psicotrópicas” (como las describen los tratados) a su respectivo lugar 
dentro del régimen de control es conocido como “clasificación de sustancias” o “in-
clusión de sustancias en las listas”. Cuanto más peligrosa sea la droga, más estrictos 
son los controles; al menos en teoría. La OMS recomienda cuál es la lista apropiada 
(si procede), mientras que la CND toma la decisión final. La OMS formula recomen-
daciones sobre bases científicas y médicas, mientras que la CND toma en cuenta 
los factores sociales, económicos y de otra índole. Los sistemas jurídicos nacionales 
incluyen sistemas de clasificación basados en el esquema internacional, empleando 
en ocasiones terminología alternativa para representar sus listados.

Consumo o uso de 
drogas

Autoadministración de una sustancia psicoactiva.

Consumo de drogas 
inyectadas o por vía 
intravenosa

Las inyecciones pueden ser por vía intramuscular (en el músculo), subcutánea (bajo 
la piel), intravenosa (en la vena), etcétera.

Control de drogas / 
políticas de drogas 
duction

La regulación, por parte de un sistema de leyes y organismos, de la producción, la 
distribución, la venta y el consumo de determinadas sustancias controladas a nivel 
local, nacional o internacional.

Convenciones / tratados 
de drogas de la ONU

Tratados internacionales que se ocupan del control de la producción, la distribución, 
la posesión y el uso de sustancias psicoactivas. El primer tratado que abordó las sus-
tancias controladas o fiscalizadas fue el Convenio de La Haya de 1912; sus disposi-
ciones y las de otros convenios posteriores se consolidaron en la Convención Única 
sobre Estupefacientes de 1961 (modificada por el Protocolo de 1972). Más adelante, 
se sumaron el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 y la Convención de 
1988 contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.

Dependencia de drogas La dependencia de drogas es un concepto disputado. La Organización Mundial de 
la Salud la define como un “trastorno médico crónico sujeto a recaídas, con una 
base fisiológica y genética”. Sin embargo, algunos activistas defensores de los con-
sumidores de drogas han rechazado términos que describen la dependencia de 
drogas como un trastorno médico, en tanto que este enfoque parece definir el con-
sumo de drogas como una enfermedad, mientras que la ONU reporta que apenas el 
10% de quienes usan drogas presentan problemas relacionados con el uso de estas 
sustancias. Esto se conoce a menudo como la “patologización” del consumo de 
drogas. Los responsables de políticas y profesionales que interactúan con grupos y 
redes de personas que usan drogas deben ser conscientes de que algunos activistas 
pueden mostrarse incómodos con la terminología o los modelos que promueven 
tal definición.

Relacionado a los fines de esta Guía, la dependencia de drogas se refiere a una 
gama de conductas que incluyen un fuerte deseo de consumir drogas, la dificultad 
para controlar el consumo, y el uso continuado de la sustancia a pesar de los proble-
mas físicos, mentales y sociales asociados con el consumo de drogas. A menudo se 
caracteriza por una tolerancia creciente en el transcurso del tiempo, y con síntomas 
de abstinencia si el consumo de la sustancia cesa de forma repentina. 

Glosario
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Derivación / alternativas 
al encarcelamiento

La derivación se refiere a medidas para ofrecer alternativas a las sanciones penal-
es o el encarcelamiento de personas que son arrestadas por delitos menores y no 
violentos relacionados con drogas. Las medidas de derivación se pueden aplicar 
mediante políticas, programas y prácticas orientadas a remitir a las personas a in-
tervenciones sociales y de salud, tales como actividades para la reducción de daños 
y el tratamiento para la dependencia de drogas, en lugar de someterlas a procesos 
de justicia penal que involucran arresto, detención, enjuiciamiento, determinación 
de sentencias judiciales y encarcelamiento. Las medidas de derivación pueden ser 
aplicadas por la policía (antes o después del arresto), fiscales o jueces (antes de de-
terminar la sentencia, en el momento de dictarla o una vez dictada la sentencia).

Descriminalización La descriminalización del uso de drogas se refiere a la eliminación de sanciones penal-
es por el consumo y la posesión de drogas, la tenencia de accesorios para consumir 
estas sustancias, así como el cultivo y la adquisición de drogas para consumo personal. 
La descriminalización puede implicar la eliminación de todas las sanciones. De forma 
alternativa, aunque después de la descriminalización puedan imponerse sanciones 
civiles o administrativas (en contraposición a sanciones penales), estas deben ser 
menos punitivas que las impuestas en el marco de la criminalización, y conllevar un 
acceso voluntario a servicios para la reducción de daños, de salud y sociales basados 
en pruebas empíricas y en los derechos humanos.

Con la descriminalización de jure, las sanciones penales correspondientes a determi-
nadas actividades son formalmente eliminadas mediante reformas legales.

Con la descriminalización de facto, la actividad en cuestión sigue siendo un delito 
penal pero, en la práctica, las sanciones penales no se aplican.

Despenalización La despenalización es la reducción en la severidad de las sanciones correspondi-
entes a un delito. La despenalización puede implicar reducir la duración máxima 
y/o mínima de las penas o los montos de las multas para ciertos delitos relacio-
nados con drogas, o reemplazar la pena de cárcel por opciones alternativas para 
determinar las penas en casos de delitos menores.

Legalización La legalización es un proceso mediante el cual todas las conductas relacionadas 
con drogas (uso, posesión, cultivo, producción, comercio, etc.) se convierten en ac-
tividades legales. Dentro de este proceso, los gobiernos pueden optar por adoptar 
leyes y políticas administrativas para regular la producción, la distribución y el con-
sumo de drogas, limitando su disponibilidad y acceso; este proceso es conocido 
como “regulación legal”.

Medios de vida 
alternativos

También conocidos por los conceptos de “desarrollo en un entorno de drogas”, 
“control de drogas orientado al desarrollo” o “seguridad alimentaria”, los programas 
de medios de vida alternativos se proponen promover el desarrollo económico eq-
uitativo en zonas rurales donde se producen cultivos utilizados para la elaboración 
de sustancias controladas a nivel internacional. El objetivo es mejorar la calidad 
general de vida en estas áreas rurales.

Nuevas sustancias 
psicoactivas (NSP)

También conocidas como “drogas legales” o “euforizantes legales”, son sustancias 
con propiedades psicoactivas (capaces de alterar el estado de ánimo y/o la percep-
ción) cuya producción, distribución, posesión y consumo no están sujetos al control 
internacional de drogas.
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Proporcionalidad de las 
penas

La proporcionalidad es un principio jurídico reconocido internacionalmente, apli-
cable a la respuesta de un gobierno hacia actividades que causan daños a otras 
personas. Este principio exige que la severidad de cualquier castigo impuesto se 
mida de acuerdo con los daños causados por las acciones del infractor, así como 
con la culpabilidad y circunstancias de quien comete el delito. Los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, prevención del delito y justicia penal con-
tribuyen a establecer parámetros de proporcionalidad. Representa el equivalente 
legislativo de la creencia popular de que “el castigo debe ser equivalente al delito”.

Pruebas de consumo o 
de detección de drogas

Análisis de los fluidos corporales (como sangre, orina o saliva), del cabello o de otros 
tejidos para detectar la presencia de una o varias sustancias psicoactivas. Se utiliza 
para vigilar la abstinencia de estas sustancias en personas que siguen programas de 
rehabilitación, para controlar el consumo clandestino de drogas entre los pacientes 
en tratamiento de mantenimiento o cuando las condiciones para obtener un em-
pleo dependen de la abstinencia de sustancias psicoactivas. No es un método eficaz 
para desalentar el consumo de sustancias y provoca, además, diversas consecuen-
cias negativas, como que los usuarios se pasen a consumir sustancias más nocivas 
para evitar la detección.

Sustancia controlada o 
fiscalizada

Una sustancia psicoactiva cuya producción, venta, posesión y consumo están re-
stringidos a aquellas personas autorizadas por el régimen internacional de control de 
drogas. Este término es preferible a “drogas ilícitas” o “sustancias ilícitas”, en tanto que 
no es la droga en sí la que es ilícita, sino su producción, venta, posesión o consumo 
en circunstancias particulares y en una jurisdicción determinada. “Mercado ilícito de 
drogas”, un término más exacto, se refiere a la producción, la distribución, la venta y el 
consumo de cualquier sustancia fuera de los canales legalmente autorizados.

Recuperación La recuperación comprende cualquier paso o cambio positivo que lleve a la mejora 
de la salud, del bienestar o de la calidad de vida general de una persona. Por ende, 
no debe entenderse únicamente como la abstinencia del consumo de drogas. La 
recuperación es gradual, y corresponde a cada persona decidir cuál será su meta 
de recuperación (por ejemplo, consumo controlado de sustancias, terapia de sus-
titución, etc.).

Reducción de daños Políticas, programas y prácticas que buscan disminuir los problemas físicos, psi-
cológicos y sociales asociados con el consumo de drogas sin interrumpir nece-
sariamente tal consumo. Algunas personas no pueden o no desean dejar de usar 
drogas, pero aún así requieren servicios de salud y otras intervenciones para opti-
mizar su salud y bienestar. Por consiguiente, la reducción de daños es un conjunto 
de respuestas pragmáticas dirigidas hacia esos objetivos, más que una ideología 
que trata de impedir el consumo de drogas como prioridad fundamental. Las inter-
venciones más conocidas para la reducción de daños son los programas de agujas 
y jeringuillas (PAJ), la terapia de sustitución de opioides (TSO), los centros para el 
consumo de drogas, etc., medidas que encarnan un enfoque pragmático hacia la 
realidad del uso de drogas.

Reducción de la 
demanda

Término general empleado para describir políticas o programas dirigidos a reducir 
la demanda de sustancias controladas a nivel internacional. Se refiere en particular 
a estrategias de prevención, educación, tratamiento y rehabilitación, en contrapo-
sición a estrategias de aplicación de la ley orientadas a proscribir la producción y 
distribución de drogas.
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Reducción de la oferta Políticas o programas que persiguen reducir —y en última instancia eliminar— la 
producción y distribución de drogas. Históricamente, el sistema internacional de 
fiscalización de estupefacientes se ha centrado en estrategias basadas en la ofer-
ta, como la erradicación de cultivos, la interceptación de cargamentos por las 
autoridades policiales, etc. Las pruebas demuestran que estas estrategias no han 
conseguido poner freno al mercado mundial de sustancias. Algunos países han 
adoptado ahora un enfoque basado en medios de vida alternativos.

Regulación legal La regulación legal se refiere a un modelo por el que el cultivo, la elaboración, el 
transporte y la venta de determinadas drogas se rigen por un régimen de regu-
lación legal. Este régimen puede incluir regulaciones sobre el precio, la potencia, el 
empaquetado, la producción, el traslado, la disponibilidad, la comercialización y/o 
el consumo; todas estas regulaciones son aplicadas por agencias estatales.

Rehabilitación Proceso mediante el cual una persona dependiente de drogas alcanza un estado 
de salud, una función psicológica y un bienestar social óptimos. La rehabilitación 
tiene lugar después de la fase inicial de tratamiento (que puede requerir desin-
toxicación y tratamiento médico y psiquiátrico). Engloba diversos enfoques, tales 
como la terapia de grupo, terapias conductuales específicas para evitar la recaída, 
participación en un grupo de ayuda mutua, ingreso en una comunidad terapéutica 
o en una vivienda protegida, formación profesional y experiencia laboral. También 
puede incluir una TSO de larga duración.

Reincidencia La tendencia a repetir un delito y/o a continuar retornando a prisión.

Tratamiento asistido con 
heroína

El tratamiento asistido con heroína es una opción terapéutica que se ha añadido al 
elenco de TSO en un creciente número de países durante las últimas dos décadas, a 
medida que su base empírica se ha ido extendiendo y consolidando. Entraña el sum-
inistro de diamorfina a los pacientes; normalmente, a aquellos que no han logrado 
beneficios con TSO más tradicionales que emplean metadona o buprenorfina. Las 
dosis de diamorfina se administran bajo supervisión clínica en un entorno médico 
seguro e higiénico, y los elementos de medicación se combinan con intensos me-
canismos de apoyo psico-social. Los TAH se están proporcionando actualmente con 
resultados positivos en Suiza, Alemania, el Reino Unido, Dinamarca, España, Canadá 
y los Países Bajos.

Tratamiento de la 
dependencia al uso de 
drogas

El tratamiento de la dependencia de drogas describe una gama de intervenciones 
–tanto médicas como psico-sociales– para apoyar a las personas que experimentan 
problemas con su consumo de drogas, para estabilizarlas o recuperar el control 
sobre este consumo, o para procurar la abstinencia. La complejidad de la depend-
encia de drogas es tal que la respuesta, el entorno y la intensidad del tratamiento 
se deben diseñar a la medida de cada individuo. Por ende, debe disponerse de un 
menú integral de servicios que se adapten a las características, necesidades, prefer-
encias y circunstancias particulares de cada persona que desea acceder al tratami-
ento. El objetivo del tratamiento es permitir a la persona mantener un estilo de vida 
saludable y socialmente constructivo.
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La Guía sobre Políticas de Drogas del 
IDPC reúne evidencia, prácticas idóneas y 
experiencias a nivel global para prestar un 
análisis experto sobre el amplio abanico de 
temas relacionados a las políticas de drogas 
(incluyendo la salud pública, la justicia criminal 
y el desarrollo). En cada capítulo, el IDPC ofrece 
recomendaciones y referencias suplementarias 
con el objetivo de promover políticas eficaces, 
equilibradas y humanas a nivel nacional, regional  
e internacional.

El Consorcio Internacional sobre Políticas de 
Drogas (IDPC) es una red mundial de ONG que 
trabaja para fomentar un debate objetivo y abierto 

sobre la eficacia, la dirección y el contenido de las 
políticas de drogas a nivel nacional e internacio-
nal, y apoya políticas basadas en la evidencia que 
son eficaces en reducir los daños relacionados con 
las drogas. Los miembros del IDPC tienen amplia 
experiencia y experticia en el análisis de políticas y 
problemas relacionados con drogas y contribuyen 
a los debates políticos a nivel nacional e inter-
nacional. El IDPC ofrece consejos especialistas a  
través de la difusión de informes, ponencias  
durante conferencias, reuniones con respon-
sables políticos y viajes de estudio. El IDPC pro-
mueve también la capacitación y la formación de  
organizaciones de la sociedad civil para fortalecer 
su trabajo de incidencia política. 
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